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PLANTEAMIENTO NETODOLOGICO
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1 NTRODUCC ION
1. - PLAITEALMIENTO METODOLáGICO
.
Cuando el doctorando se encara a la redacción de la tesis,sobre la mate-
ria ts arriba expuesta, tiene que reflexionar profundamente sobre algo
unido al título citado,el foruilar un esquema sobre la metodología en la
investigación encomendada. Por ello, y antes que nada, se considera nece-
sario poner al día los conocimientos sociológicos convenientes, pues,por
la vinculación del doctorando al nmndo del Derecho podría caerse en el
mmdc de la normativa jurídica, cuando lo que hay que analizar, fría
y objetivamente, con un total sentido interdisciplinario, la implicación
necesaria de aquellas Ciencias que la racionalización, la sistematiza-
ción, el progreso evolutivo y el imprescindible estudio de la materia
elegida imponen.
1•1.— Métodos que presenta la Sociología para la investigacvibasen
tIzan
En los priiros estudios de Derecha — “Introducción al Derecho” — hizo
el doctorando un trabajo sobre la diferencia en el análisis de la sacie-
dad por juristas o por sociólogos, así coSi sobre el Derecho y la Socie-
dad en las investigaciones empíricas, que ahora cospleta profundizando en
tan apasionante dilem.¿Se debe, pues, considerar una concepción del De-
recho cor variable independiente de la Saciedad?, tesis mantenida por
los representantes de la Escuela Moderna del Derecho Natural y por BEN—
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THA.X (1>, o más bien, ¿seguir a la Escuela Histórica del Derecho y de
C•COMTE? que entienden,por el contrario,al Derecho cosi una variable de
pendiente con respecto a la Sociedad, con la gran importancia de unirse
a esta tesis de “la dependencia” los padres fundadares de la Sociología:
SAINT-SIION, A•COKYE, SPENCBR y. en la siguiente generación, sociólogos
cosi TOIJIES o DURIHEIM (que a diferencia de los anteriores resuelven la
Sociología General en Sociología del Derecho) y juristas cosi EHRLICH,
VON GIERKH, DUGUIT, HAURIOU, SAITI ROMANO y - con posterioridad - GUR-
VITCH.La tesis de la “interdependencia” ha sido mantenida por ¡Al VEBER,
lo cual permite irstrar las afinidades de este autor con AUSTíN o KEL-
SEE•La “teoría de la racionalización’ de VEBER y su concepción de la So-
ciedad cciii un sistema capaz de resolver, en su propio desarrollo, todo
pasible conflicto dió origen a la concepción funcionalista de la Sociolo
gía sostenida tanto por autores europeos — HORV&TH, TIIACHEFF, GEIGER —,
cosi de autores americanos — T• PARSONS, EVAN, BRHDEIEIER, FRIEDIAN —. El
funcionalisir se ha desarrollado, también,en torno a la problemática del
cambio social a partir de autores cosi LUBIAU,REBBIN?DER,SCHELSKY. AUBER
o VAX L<X)N. Finalmente,f rente a la “teoría funcionalista de la Saciedad”
se sitúa la concepción de la Sociedad cosi conflicto, de MARX y ENGELS,
siendo — para esta teoría — el Derecho una variable dependiente por lo
que se refiere a la parte de la Saciedad que detenta el pader,y cosi va-
riable independiente respecto a la parte de la Sociedad que no detenta
el poder.
En relación con las investigaciones empíricas, la división se establece
entre la Sociología en el Derecho de los juristas y la Sociología del De
‘1) fl*USL. *11Et4Z4 —n et róIogO — 1” — XntrcaCcIófl e 1 sccIoIogta eJ
Orcflc ~ SENATO TSSSES.— TeLina.— flvtd. 19’O•— PP. ~ Y •
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recho de los sociólogos. Entre los priros se incluyen las concepciones
de los protagonistas de la “revuelta contra el forualisir”, tanto legal
<GEN!), cosi conceptual <¡BERING, KANTOROVICZ o BERLICE) o jurispruden—
cial (HOLMES, ROSCOR POUND y los “realistas americanos’), partidarios de
una Sociología en el Derecho realizada para fines prácticos de la legis-
lación y de la jurisprudencia. La Sociología del Derecho de los sociólo—
gos, o científicos sociales, desarrolla investigaciones sobre los uisirs
temas de los que se ocupa la Sociología en el Derecho de los juristas,
sin la preocupación de su in~diata utilización práctica cosi pueden ser
las investigaciones sobre la “desviación del poder”, sobre los ‘valores
de la legalidad y de la justicia’, o sobre ‘los fenómenos jurídicos se-
cundarios” <que se distinguen de los “fenómenos jurídicos primarios” por
que no pertenecen de manera exclusiva al campo del Derecho <2)
Ahora bien, y esto es lo importante a donde quería llegar el doctorando,
los ittodos usados por los sociólogos en el Derecho son los misrs tto—
dos de la investigación sociológica en general <3), lo que ha sido ex-
puesto por P. YOUNG <4), V•J. GcEDH y P.K. HAfl (5), 1. DUYERGEE <6),
J. XADGE <7), 1. GRAVITZ <8), II. HYIAN (9~ y A. PODC6RECKX <10). De cu-
yos estudios se puede deducir, sin duda alguna, que el punto de partida
de la investigación es obviamente el de la elección del tema <forimía—
(2> MACELSCI’d • •Li ntt di aottr Ana p.ara del Oirjttc• —Tortno~ 1970•—
PP. ~
‘2> RENATO TnEVES —n “mntrodticción•.” .— op.Ctt. p. 137.
(4) Sn SciantitiC Social SLirery ana flenrcñ•— Ne’, York • 1939. y —n
flótoaoe aa tn.—entigación ncc 1—1~. — MC,g*co• 1960.
ca, —n ~flótodoa de in~.,aattgaci6n “octar•— MOntco• lSS7.
<6> —n “fltodofl e Jan Ciencias Sociaier — Orcelona• 1962.
(7> en ~Lo “iJLig~o dei metodi dell a ricarc enepirica Sn Sociologs•.OO
1 oQfl • 1 566
ce> en Mt tfloden den nc Saneen ncc talen • — Par tn~ 1972.
(9> en Oteegno dell a ricen — e “nalinin nociolOgiCa.— Pado’., 1967.
1 0> en La., ana aoci aty • — London—BOStOn • 1974
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ción del tema), definición del universo <límites del área a investigar)
y fijación de la hipótesis <propuesta de una respuesta al problema ele-
gido), análisis de los documentas y encuesta (análisis de los hechos),
— con su observación, siestreo, entrevistas y custionario <si es necesa-
río obtener respuestas a preguntas determinadas relativas al tema objeto
de la investigación) —•
Hay que seflalar que RENATO TREVES (11) incluye en lo que denosina Socio—
logia del Derecho Público a la Ciencia Política — o Sociología Política
que considera la misa cosa — y a la Ciencia de la Administración, en lo
que - además — dA la arguimatación siguiente:
• Ciencia Política y Sociología del Derecho están unidos en muchos te-
mas que investigan ambas disciplinas: Sociología Electoral <por ser
comportamientos regulados por normas>, “Grupos de Presión” <influen-
cia de tales “Grupos’ sobre los partidos políticos, sobre las Comi-
siones Parlamentarias y, en general, sobre el Iter del proceso elec-
toral)
• Sobre la Ciencia de la Administración y la Sociología del Derecho se
puede repetir el misir discurso nada más pensar en las investigacio-
nes sobre ‘la localización,organización y funcionamiento de los Tri-
bunales Administrativos” ,sobre’LA DESCENTRALIZACIÓU ADMINISTRATIVA”,
sobre ‘el funcionamiento de las Administraciones Locales” y sobre la
“burocracia y los burócratas...”.
12.— Elección del tema <fornilación del tema>
:
Es obvio que, para cualquier politólogo o jurista,unas de las cuestiones
(11) R•L.AtJER y A. SSRL.S&JO. “Otrecci¿n Pública: eentión ~,‘ legitiaid”.—
INS. Madrtd ‘SSS.
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más importantes — y candentes — de la Saciedad espaflola hoy en día es la
“autonomía”, la “descentralización administrativa’, la ‘desconcentración
administrativa, la “tendencia visible hacia un Estado Federal’,los “Go-
biernos Civiles’, las ‘Diputaciones Provinciales”, el “Delegado del Go-
bierno en las Comunidades Autónomas”, etc
lo es, pues, extraffo que un doctorando en Ciencias Políticas y de la Ad-
ministración, por otra parte jurista, por otra parte apasionado del Dere-
cho Administrativo, haya elegido — con los consejos necesarios y lógicos
de su Director de Tesis, Catedrático de Derecho Administrativo y Nagis—
trado del Tribunal Supresi, Doctor D• MARIANO BAENA DEL ALCAZAR - el te-
na de la tesis, en el que, par su amplitud y principios que en el influ-
yen, hay que evitar salirse de una línea metodológica claramente defini-
da.
1.3.— Definición del universo <límites del área a investigar)2
Si se quieren analizar, conocer en toda su dimensión y profundidad, los
hechos y datos que la historia nos ofrece a través de sus fuentes,han de
situarse en el ámbito espacial y temporal en que aquellos tuvieron o tie
nen lugar, siguiéndoles durante su desarrollo evolutivo, en que van cam-
biando de sentido y valor (descentralización, concentración, desconcen—
tración,concentración, descentralización y desconcentración, etc., etc ).
En tal desarrollo evolutivo, de mayor dificultad que cualquier otro, al
intervenir el Estado, co Poder y a través de sus elementos: Legislati-
vo, Ejecutivo y Judicial, y las Administraciones Públicas - que en gran
parte de los períodos históricos desde su emergencia se identifica to-
tal y plenante con el Ejecutivo —, con un inexorable lazo de unión:
-6-
la dirección política,hay obligamente que ir a un encuadramiento doctri-
nal e histórico en la dinámica del missi, es decir, hay que engarzarlos
con las ideas dominantes que los produjeron. Hay, pues, que profundizar
en cada uno de esos períodos históricos,— y es obvio que el inicio de la
investigación debe ser desde la titularidad de la Casa de Austria en la
Monarquía espaflola, y el final de la misma la pronilgación de la vigente
Constitución espaifola en 27 de Diciembre de 1978 CEOE número 311—l,de 29
de Diciembre de 1918) —, pero matizando cuidadosamente, en cada caso, la
pasible centralización o descentralización administrativa, en su sentido
doctrinalmente definido en nuestros días,así cosi la concentración o des
concentración administrativa en el concepto doctrinal actualmente consi-
derado
Al examinar las líneas generales fenomenológicas de cada siglo, de cada
período histórico trascendental dentro del misan, se no han de presentar
— indudablemente - factores de carácter positivo o de carácter negativo
que nos conducirán a unas precisas conclusiones de cada uno de tales pe-
ríodos que, unidas y analizadas, conducirán a la conclusión general de-
seada.
1.4.— Fijación de las hipótesis a considerar
:
Ya realizado el encuadramiento histórico general, se han de investigar
los hechos históricos de cada período determinado y, lógicamente, esta-
blecer las oportunas hipótesis de trabajo. Para ello, se habrá de tener
en cuenta que a comienzos de este siglo dominaba el panorama de la histo
riografía una concepción heredada del siglo XIX denominada ‘historia his
torizante’. Según tal teoría la misión del investigador en la Historia
consistía en establecer — a partir de los documentos — los hechos histó—
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ricos, coordinarlos y finalmente exponerlos en forma coherente. La orde-
nación de los hechos históricas en una cadena lineal de causas y conse-
cuencias constituía la síntesis, la presentación de los hechos estudia-
dos: políticos, administrativos, diplomáticos, militares,religiOSOS,eco-
nómicos y sociales.
Desde 1930, fecha en que puede estimar que se inicia esa evolución de la
Ciencia Histórica, se ha evolucionado en el sentido de no limitarse a
contemplar el hecho histórico en sí, sino hay que tratar de haper una
cuantificación sistemática, representando un cambio cualitativo importan
te, no solai~nte a nivel de los mátodos y técnicas, sino también a nivel
episteirlógica
Ya solamente falta, por tanto,definir las hipótesis de trabajo en la in-




La descentralización y desconcentración administrati-
va durante la titularidad de la Gasa de Austria en la
Monarquía espaliola, que se inicia en el alio 1504 con
la muerte da Isabel 1 ‘La Católica’.
La centralización y concentración administrativa du-
rante el ler. período de la titularidad de la Casa de
Borbón en la Monaquía espaliola (desde el alio 1100 al
24 de Septiembre de 1810 en que las Cortes de Cádiz
en su Declaración de Principias incluyen la ‘separa-
ción de poderes”).
- Hipótesis 3! : Las tensiones entre una fuerte centralización adminis
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trativa y los intentos de descentralización y descon—
centración administrativa, en el 2~ período de la ti—
tularidad de la Casa de Borbón (hasta el 2 de Abril
de 1845 en que, realinte,se implanta la Jurisdicción
Contencioso—administrativa, con lo que verdaderamente
no sólo la emergencia de la Administración Pública es
paliola, cosi Poder Ejecutivo, cosi elemento del Esta-
do, sino también son los prolegómenos de la aplica-
ción de la “separación de poderes” al instituirse el
control de la actividad administrativa, que conducirá





Las claras tendencias de descentralización aduinistra
tivas que no llegan a formalizarse, así cosi la efec-
tiva desconcentración administrativa en el 3er. perla
do de la titularidad de la Casa de Borbón en la Nonar
quía espaflola, con los interregnos del destronamiento
de Isabel II, el ‘Gobierno provisional’,el Reinado de
Amadeo de Saboya. la 1 República Espaliola, la Restau-
ración, y la proclamación de la II República en 14 de
Abril de 1931.
La formal descentralización administrativa de la II
República, hasta el 19 de Julio de 1936
La fuerte centralización y concentración adainistratí
vas en los principios del Régimen del General Franco,
la reforma administrativa y su descentralización admi
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nistrativa con la Ley de Entidades Estatales Autóno-
mas, de 26 de Diciembre de 1958, así cosi el fallido
intento de desconcentración administrativa en la eta-
pa de la juridificación de las Administraciones Públí
cas (1956—1964). así cosi el análisis de una posible
descentralización administrativa en la “regionaliza-
ción’ económica de los Planes de Desarrollo (hasta el
20 de Noviembre de 1975)
- Hipótesis 7! : El gran impacto de la llamda ‘transición política’
en la descentralización administrativa y la consolí—
dación de la descentralización en la Constitución de
Diciembre de 1978
- Hipótesis 8! ¿ Qué supone la figura del Delegado del Gobierno en
las Coninidades Autónoma en materia de desconcentra
clón y descentralización administrativa ?
1.5— Consideraciones metodológicas
:
Seflalados ya cosi presupuesto previo la necesidad de estudiar y conocer
los fundamentas básicos político—administrativos de cada período consi-
derado, hay que plantearse cosi realizarlo y, teniendo en cuenta lo di-
cho más arriba — en el epígrafe 11. —, parece obvía la solución, pero
en un lógico afán de perfectibilidad, se debe reconsiderar lo mantenido
por la doctrina para llegar a la decisión justa y necesaria:
• Algún sector doctrinal mantiene que, siendo la Ciencia de la Admi-
nistración una rama de las Ciencias Humanas, o de las Ciencias So-
ciales, no tiene por qué tener mátodos de investigación partícula—
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res, en decir, el que tiene que realizar un estudio sobre un campo
de la Administración debe utilizar los ttodos y técnicas de inves-
tigación que se utilizan en los demás sectores de la Sociología,
Psicología Social y Sociología Política
Otra sector doctrinal, por su parte, mantiene la opinión contraria,
que la Ciencia de la Administración, en razón de la naturaleza espe-
cial de su objeto, debe tener su propia metodología y, por consi-
guiente, estar dotada de técnicas de investigación especiales.
Es evidente que cada una de estas dos posiciones conlíeva una parte de
verdad. Las técnicas de análisis empleadas en los distintos dominios de
la Sociología pueden ser aplicadas al enn de una determinada estruc-
tura administrativa, debidamente adaptadas al objeto estudiado, que tie-
ne sus características propias y peculiares.
Ahora bien, la Ciencia de la Administración es una Ciencia positiva, por
lo que el primer objeto que le compete es el de captar los fenómenos tal
cosi son en la realidad. Por lo que, ya delimitado el campo de estudio
sólo queda decidir que técnicas de investigación se van a utilizar:
— Se va a tratar de dar a esta tesis la base científica más amplia
posible. Por ello, en cada período histórico no solaante se ten-
drá en cuenta la normativa vigente, sino que se estudiará el con—
texto de los hechos históricos más relevantes en lo político.adt—
nistrativo, militar, social y económico
— La documentación proveniente de la Administración y, por tanto, de
primer orden, se ¡nejan decuimntos que recogen actuaciones del Go
bierno, de Juntas, así cosi informes evacuados por Organos de las
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Administraciones Públicas.
— Se tienen muy en éuenta — y se han analizado con curiosidad y gran
interés — los debates verbales en las Cortes sobre la materia de
de esta tesis.
- Y se consideran, igualmente, de gran importancia aquellos libros
cuyos autores fueron, en su día, protagonistas de intentos o solu-
ciones exitosas o fallidas
1.6.— Las fuentes utilizadas
:
lo le queda al doctorando,en esta cuestión,más que remitirse a la amplia
bibliografía que se unirá al final de la tesis, ya que tratándose de bus-
car las respuestas a las hipótesis formuladas que, par una parte,suponen
analizar sucesos en cerca de 500 afios de la Historia de Espaifa y. por
otra,profundizar en campos muy diferentes: políttca,actividades adminis—
trativas, guerras, tratados, aspectos sociales y económicos de cada pe—
nodo, así cosi tener muy presente lo que los tratadistas opinan, criti-
can o alaban de cada uno de los hechos considerados.
2.- DEDUCCIÓI Y FORUIJLACIÓI DE LAS CONCLUSIONES
.
Siendo el ámbito de la investigación tan amplio, tan complejo y variado,
hay que ,mticulosanente deducir las conclusiones de las respuestas ob-
tenidas en el análisis de cada una de las hipótesis forafladas. Una vez
conseguidas,después de profunda reflexión y teniendo muy en cuenta las
definiciones y opiniones doctrinales actuales, decantar la conclusión fi—
nal,la opinión general del doctorando,y la estimación de la posible apor
ación de tal conclusión en el mundo de la Ciencia de la Administración.
¡ 1 2 A P A 2 T E
CENTRALIZACION Y DESCEITIALIZACION
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1.- AIÁLISIS DE LAS DEFIKICIONES C(JNCEPTUALES
.
Se debe analizar, antes que nada, la ‘consideración del nombre’, tanto
los términos esenciales del título de la tesis doctoral,— dejando aparte
la expresión “Delegado del Gobierno’ para su especial estudio —, cosi a—
quellos principios y conceptos que hayan de servir cosi fundai~nto a las
argumntaciones en que se han de basar las oportunas conclusiones, y no
sólo por seguir a EPITECTO, filósofo estoico del siglo I,esclavo de Epa-
frodíto, liberto de Nerón, en su máxima “Initio» doctrlnae alt considera—
tío nominla’, sino porque las más sidernas Escuelas de Filosofía reco-
miendan ese estudio inicial de la expresión o del término objeto de la
de la investigación que se pretende,así cosi de los principios y concep-
tos que de ello se decantan.
Rl doctorando en un lógico afán de la mayor claridad en su exposición, lo
que implica una reditada sistematización, vertebra este planteamiento e—
sencial para el posterior desarrollo de la tesis estableciendo tres con-
ceptos centrales de estudio: “descentralización adainistrativa”,’descOn—
centración administrativa’ y ‘autonomía’,alrededor de los cuáles se ana—
lizarán otros conceptos y principios que pueden tener lógica implicación
real o supuesta por los sectores doctrinales.
1.1. — “Descentralización añministrativa’
:
Las acepciones de “descentralización” en el Diccionario de la Lengua Es—
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paifola (1>, son:
flcefltral Isae tan” 1 . Acción y electo de acecen—
tal tsar • — 2. Sistema político qt.e propende a deseen
tral izar
Lo que nos obliga, lógicamente, a buscar el término ‘descentralizar”:
Oeacentral izar : Transferir adl’..ers corporcto
nec a of te íes parte de la a.atortdad qtae antes ejercía
—l Oo~i cmb stapretv.C del Estada.
Y las correspondientes al término “administrativa’:
~~rnin~atrati,o~.ta : Pertence tente o rdlti’o a
administración.
La doctrina ha escrito nicho y bien sobre la ‘descentralización adninis—
nistrativa’ si bien, en los últirs tiempos,más que por creencia cientí-
fica por intereses ideológicos, se confunde entre los tratadistas jurí-
dicos ‘descentralización’ con ‘autonomía’, los cuáles — según se desis—
trará a lo largo de esta tesis — son conceptos diferentes y que están
claramente definidos. Igualmente, algunos politólogos no tienen bien de-
finidas la ‘descentralización política’ y la “descentralización adminis-
trativa’ que, también,se intentará aclarar debidamente en nuestra inves-
tigación. Por ello, y aunque por obvio no debería ni mncionarse,bay que
seflalar que la Constitución espaifola de 1978 al hablar de ‘descentrali-
zación’, lo hace únicamente, y de manera explícita, en el artículo 103.1
al definir a la Administración Pública:
“Art. 103.’ e—YO: 8.” Sdmtflistratiófl púbiica sine con
cbjett’fldd los intereses generales y actúa de
ac8itdo con los príneiptOs da eficacia, a erarqtata.
cleecentral tC tan.
y, precisante, a esta ‘descentralización administrativa” es la que se
va a estudiar en este epígrafe.
(1 > Real Seadenia Espaflola.— loe Ea.— Madrid 1970
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F.GARRIDO FALLA (2) estudia la construcción de este concepto, sin inten-
tar un estudio exhaustivo de las teorías sobre la descentralización admi
nistrativa, para lo que se remite a C. GIROLA (3),pero analiza profunda—
n~nte la ‘descentralización administrativa en función de la organización
de los servicios públicos’ C4),llegando a la clasificación de la descen-
tralización administrativa en “descentralización territorial” y la ‘des
centralización por servicios o funcional”:
— En la territorial, se refiere a la definición de JI. PETER (5)
cosi un repartimiento de competencias entre el poder central y
las autoridades regionales o locales. Sin duda, dentro de la des-
centralización administrativa se descubre un aspecto político,que
confira el punto de vista de PRESIJTTI <6> quién ha puesto de re-
lieve los distintos puntos de vista desde los que cabe considerar
un misan fenómnos debido a la actividad de la Administración Pú-
blica.
— La funcional que aurenta la actividad de la Administración indi-
recta del Estado, se realiza a favor de ciertas personas jurídí—
cas de Derecho Público de tipo institucional,especialiiente las de
carácter fundacional.
En el gran ámbito de los tratadistas y dada la gran importancia del te-
a, existe una gran polémica doctrinal, muy especialmEnte por el papel
C2> en “Enciclopedia J’,jrtdica Sei,c.TórmfliflC Ccntrliatiófl y descentia
lizac tan.— Pp. 33 a •7.
<3> en Oecentraaen to ainjtrati%,O” • — 192S
<A> OkJGtJlT en el vol • III de sta rrait• y JZE en Lea prlnc apee gón—
rata fl.s flrott 4e~t.jnIatratift Sa Ea,— Tomo 1.— Pp. 126 y aa.
CG> en Gtaelqtsee aapecte te profllae de la dcentraliatiofl. — Btcarest.
lSSS.— pp. 661 y es.
‘6, en ‘principiÉ tondaeentali di Octenaa dell Ainiat-rCSiOfle.— Milano
USOS.— Pp. 2 y 55.
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histórico que pudo representar — y representa - la centralización en los
paises del llamado sistema de ‘régimen administrativo”, ya que frente a
las situaciones de privilegio y desigualgualdad,fué la centralización la
bandera de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, in-
cluso fué bandera de la Revolución, sin olvidar que esa centralización
estuvo directamente unida tanto al dogma de la voluntad general, casi al
principio de igualdad (7).
Ahora bien, no se puede olvidar en la investigación a realizar que el
problema de la descentralización es un problema orgánico y no un proble-
ma de floras cosi lo fuera para el pensamiento de KELSEI <8>. Pero,con
la obligada matización que se desprende de lo expuesto por S.IIARTII-RH
TORTILLO en el libro citado, de que ya SAITI ROXAXO aclaró que ‘estaban
f rente a una fórmula cosi corda, siempre de fácil recurso y manejo. Pa-
labra casi mítica, decía,que ha provocado y provoca un fascino especial,
un tanto enigmático incluso’.
Sin embargo, hoy en día,— y así hay que reconocerlo —,se ha pasado de la
polémica doctrinal de valoración del concepto a convertir la “descentra-
lización administrativa” en la fórmula magistral para la solución de la
perfecta organización político—administrativa.
Habrá que tener u~y en cuenta, por ello, que en la época actual la des-
centralización es consustancial con la desicracia. De ello, la constan-
te repetición — par los tratadistas — que ‘descentralización administra—
‘7> S. ,.laTIM—SSTORTXL.L-O. oeacentralisCión ainiatrati.~’a y orcanire—
cian polstica%—ToSO E.— Ed. Alfagtaara.— Marid, 1SSS. p. 35 <EntrO—
dtacc ion>
<O> •. caRpIDO mL.LA. naa,In,etr.ciafl tndirecta del Estado y deac.ntralj—
at*ófl ttinC tonal —. — M”.dnid. 1560.— pe. O. y as.
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tiva-desicracia” son dos términos Inseparables <9).
Por ello, no se puede perder el hilo del discurso y definir clara,concre—
tamente, lo que supone en nuestro Derecho interno la ‘descentralización
administrativa”
Para 1 BAENA DEL ALCÁZAR (10) se refiere al planteamiento constitucional
del ‘principio de descentralización” cosi un sistema de articulación de
organizaciones públicas para el cumplimiento de fines estatales que, en
su aspecto estático, estriba en el carácter indispensable de la existen-
cia de diferentes organizaciones y, en el aspecto dinámico,supone la ri-
queza de traspasos y transferencias de posibilidades de actuación en dis
tintos sentidos y condiciones.
tntre tos atitores tams~iSn son importantes las opiniones de ORLAMCO< 1 1 >00
SSETTICI2).MARAENZ y OTROS <13» entre loa tratadistas nacioniules a OS—
RREOO PALLA ‘14). S.L.VELLAR PS&.ASt <‘6>, 0. MARTEM-TIN RC1ORTELLÓ.L.COS
CULLUELA. L. MAAtEN—RETdflTEI~LO. A. NIETO ARISCO JA’/IER OS 648.50 IB>,
3. MS OASCÉA MAOASIA <17) • flPARAOA ‘10>. MASTíN MATCO <19). HERRERO OC
MinaN <20) • y otros, aparte de las ya e.<ptaet cOn anterioridad. de M.
OSENA OEt. A,,CSZAR.
<9) ALVAREZ CONOES. CJ Reglaren poLíticO espafloi’—Tecno.—Ildrtd. 1907.
p.SO y en Las Comcnidad Atatónomaa’.—Cd.NCiOfll Madrid, ,900.—p. ‘3
ClO)eARREOO PeLLA y OTROS. La Sdatnistración en Ja Cantitt¿clófl.— Cen-
tro de Estadios Constittac ionles . — Padr íd. 1990.— Pp. SS—St.
cl’ en La
4L4estione econoa,iea e a,n,sinitrati’.,a en Xtalia’. — Archio 01—
Cl ajen S.anrione e ardí namenta del lo Otato n,cderno • — fasta, 1963.
I3)en Ls Regiofle e ti goernO Jocale’¾ — Milano, 196S.
lt)efl ‘Aanjniatv.acidfl indirecta del Estado y decentraliadlófl ttincic—
nal’t-’ Madrid 1950.— Pp. St y 55.
<‘6) en flptentCS da Oerecñc A inist.ati.’O.— tWtEO.- Pisaría, 1975.
16> en OeacentralitCiónadfliflitratla y organiraciófl polttic,— Ed.
Al 1 agteara • —aiadr íd, 1973.
<17> en ‘IdeaS para el estadio de los principios de coordinación y efi-
ciencia a~ifli strati %a en la realidad actmjal eapafloia . .-Oersit io
neral de pt6
1 icac iones de la Pres. del Goiernc. — Mar íd, 1902.
<le) en Oerecito *dainifltrati—’0. parte General~. — SO. pons—Madrid. 1990.
<19> en “El D,orironte da la deacentral ización’t Piadrid. bao.
<20) er nacional Ssaa y Constitt.U?iOWtal lesO. El Oerecflo conatí tíic ioni de
loe n.ae,05 Estados¾ — Tec nos.— Madrid, 1971
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De todo ello, se puede deducir que, unas veces, los términos de centralí
zación y descentralización expresan cosi se encuentra organizado un país
y, otras veces,califican a los cambios que experimentan las competencias
de las Administraciones: en el priimr sentido,se considera que en un país
existe una situación de centralización administrativa cuando la satisfac
ción de los fines públicos o de la mayor parte de ellos corresponde al
Estado; por el contrario se entiende que un país está descentralizado
cuando la atención de la mayor parte de los fines públicos está en manos
de personas administrativas distintas de la del Estado (concepto estáti-
co) <21). En otro sentido, y de más frecuente empleo en el Derecho Mmi—
nistrativo, se puede definir la descentralización administrativa, desde
un punto de vista dinámico, cosi el fenómeno en virtud del cuál se trans
fieren competencias de la Administración del Estado a otros Entes públi-
cos con personalidad propia, o se aumenta — de cualquier forma — la posí
bilidad de que estos Entes realicen eficaz y libremente estas competen-
cias (22). Ahora bien, debe distinguirse entre una descentralización te-
rritorial y otra institucional, especialmente en lo que se refiere a que
la descentralización territorial toma cosi presupuesto la existencia de
unos intereses peculiares de los Entes autonómicos y locales, mientras
que, en el caso de la descentralización institucional, salvo en los En-
tes de tipo corporativo, no concurren tales intereses peculiares,al tra—
tarse tan sólo de una simple técnica para conseguir la agilidad adminis-
trativa necesaria en el desarrollo de determinadas funciones y. así des-
cargar de su realización a la Administración estatal (23).
<21) en La inistrac tan en Ja Conatittición. — Centro de Esttadios Cons
tittaciondle.— Madrid~ 1900.
<22> OAACÉA MAonerA.S.flt flpa..ntes de Derecho Airuiat-ratio IX.. —
Madrid, ‘991 . PP. IB y 55.
<23) GReCIA MAO*flIA. J.M. Ap..antes... ~.— op.cit.pp. IB—ir
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Para el doctorando, — y en ello coincide con R.EUTRENA CUESTA <24)—, es
uno de los ‘principios rectores de la Organización Administrativa’,
recogidos en el artículo 103.1. de la Constitución Espaflola de 1978:
‘Art. 103.1. C—?O: la Adtnintstracian p..a6lica si.’5
con oóietivtdad los intereses generales y actóa de
acLaerdo con los principIos de eficacia, jerarqtií,
descentral irac tón, desc oncentrac Ion y coordinac lan,
cOn sometivniento pleno a la ley y al Derecho.
y supone la acción de transferir funciones públicas de carácter admi-
nistrativo a las Administraciones de las Comunidades Autónoms y a los
Entes que integran la Administración Local,con preferencia respecto de
la Administración del Estado, así cosi la disminución de las forms de
fiscalización de ésta sobre aquellas <25).
Ahora bien, habrá de tenerse u~y en cuenta que la nueva f orn de organi-
zación del Estado declarada por la Constitución, para algunos <26> no in
plica una descentralización administrativa sino algo nuevo,de naturaleza
política y, por consiguiente constitucional,que responde en cierta nne—
ra a la form histórica de constituirse la unidad de Espafia,desde la Re—
conquista hasta la Edad Contemporánea bajo el impulso nacionalizador de
la Innarquía. Verdad que comparte el doctorando siempre que se nntice con
la afinación de BAENA DEL ALCAZAR de “que la autonomía se distingue
de la rera descentralización en que la primera no consiste en un traspa-
so de funciones,generalinte del Estado a otro Bnte,en virtud de una vo-
luntad política expresada por ley ordinaria o reglamento. La autonomía
<2*) en ‘cu¿reo dc Derecho 4tniatratil.o. — Vol. 1 —Ea. Tecno.— 75 Sai.
“carta, ini..- p. OS.
<26> QtD!ROO$ Dc AoaecA. SRS.—” Te..as—ResOeneC de Oerectbo fldai niatratl ..‘0
Tomo 1.— Ed. OykinSOfl.— MadrId, 1990 .—p. 49.
<26> SA..CEZ ACCOTA,L. citado por SL.A>CO ADE,S. en •El Estado, 1.” tea—
cian, el PUeblo y la Patria.—Cd.Oan Martín, 9.L.—adrid,190S.—P.22
0
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rectamente entendida consiste en que determinados Entes públicas tienen
unas funciones que cumplir, porque así lo ha establecido la Constitución”
1.1.1.— Implicación del “principia de competencia” en la ‘descen
tralización administrativa’±
Hasta la Constitución de 1978 el “principia de jerarquía de la nora” ex
plicaba, exclusivaante, la vertebración del Ordenamiento Jurídico espa—
fol, pero vió reducido su papel por la concesión de potestad legislativa
a las Asambleas de las Cosinidades Autónoma, aumentando en considerable
medida el “principio de competencia’ <2?).
Este principio será analizado en profundidad al tratar la “desconcentra—
ción aduinistrativat siguiendo las opiniones de BABIA DEL ALCAZAR quién
la considera cosi una ra alteración de tal principio (28), pero, el
doctorando, por lo afirado en el párrafo anterior, considera debe ser
en este epígrafe mencionado.
Al no aparecer el principio de competencia” cosi uno de los “principios
rectores de la Organización administrativa’,en el artículo 103.1 consti-
tucional, por considerar los legisladores de la misa — según la doctri-
na — que se trata de un principio que no puede quedar reducido a la es-
trecha área de la Organización administrativa <29), ya que es una de los
goznes del funcionamiento del Estado de las Autonomías y de las relacio-
nes Estado—Cosjnidades Autónoma, debería haberse recogido en el artícu—
<27> QUINTeda.J.fl. Lea Atitonoias y el TÉtano VIII de la ConStitLSció,,t
lnetit.at dEsttais Baiearics.— pelea de Mallorca. ‘Sn.— p. 70.
<20> s40a Dcl. ~.CA2aR. M. O.arao de Ciencia de la deiniatración.— £4.
Tecnoe.— Madrid, 1900.— Pp. 74 y sa.
<29> 4LVA~Z — Eco • Pi. — La potestad orga..isator i e de las Coaamni dedee Atitó
noae — — t reero 5. — Mar íd • 1 a. — p. 152.
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lo 9.1 de la Constitución, pero no se hizo así por lo que no es tratado
en su enorme importancia por los constitucionalistas, pero si — y cada
día con más profundidad - por los administrativistas.
Así, MADRIGAL GARCÍA <30) lo define cosi conjunto de intereses y potes—
tades asignado por el Ordenamiento Jurídico a cada Ente y a cada uno de
los Organos que lo integran. Por su parte, ALVAREZ RICO (31) dice que es
el principio que habilita, desde el punto de vista subjetivo, para actuar
en la vida jurídica a los Entes Públicos.
Gran importancia de este “principio de competencia’ que es el que hace
que cualquier, clase de noras — tanto legislativas cosi reglamentarias —
de las Comunidades Autónoas tengan igual consideración y rango que las
estatales, al no poder se aplicar el ‘principio de jerarquía de la nor—
ma’, dada la autonomía reconocida constitucionalmente a aquellas. Es de-
cir, una nora reglamentaria de las Administraciones de las Cosinidades
Autónoas no pueden ser sidificada por una nora reglamentaria de la Ad-
ministración del Estado, ya que el ‘principio de jerarquía de la nora’
ha de darse dentro de un missi Ente, y al ser distintos los Entes es de
aplicación el ‘principio de competencia’.
1.2. — “Desconcentración administrativa
’
Siguiendo la misa línea metodológica,se acude al Diccionario de la Len-
gua y se comprueba que no aparece el término ‘desconcentración’ ni “des—
concentrar”, por lo que habrá que buscar el término ‘concentrar’ cuya a—
cepción, para lo que interesa en este estudio es:
<30> en Lecciones de Ocrecho A.d..injstrati,O~. — Mad,id, 1907.— p. 129.
(31> en L,a potestad orgení ratería .— op.CIt. p. 104.
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Concentra, fletaní u en tan Centro o pUnto lo q.de 55
taaaepar ado.
Por lo que poden deducir que “desconcentrar’ es ‘desunir en uno o va-
rios centros o puntos lo que estaba concentrado’.
Paree e e—traMo, sin dt.aa • citas ..an trfflno tatí 1 tadfl en la Constíttac Ion no
aparexcaen el Olce ionarlo de la Le.,gtaa
En la doctrina hay diversas opiniones,así J.L. VALLIJA VELARDE<32> defi-
ne el “principio de desconcentración administrativa” — en lo que el doc-
torando está de acuerdo — cosi el traspaso de competencias de un Organo
a otro dentro de la misma Administración Pública, es decir, dentro de la
Administración del Estado se verificará a favor de los niveles inferio-
res de los Organos centrales, así cosi la que se efectúe a favor de los
Organos periféricos, con lo que se deajestra una voluntad de acercamien-
to de las decisiones a los niveles inferiores, más en contacto con los
problemas de los administrados. Otro sector doctrinal, entre el que se
encuentra O. ALZAGA VILLAXIL mantiene que este ‘principio de desconcentra
ción sólo es aplicable a la esfera de la Administración Pública a la
que no se va a aplicar el ‘principio de descentralización’ <33).Otros ira
tadistas, — F.GARRIDO PALLA y OTR(E — <34) lo definen cosi una técnica
de transferencia de competencias, intermedia entre el de ‘descentraliza-
ción’ y el de “delegación’, mientras que éste transfiere el ejercicio de
la competencia, aquél transfiere la titularidad de la competencia y su
ejercicio. 1. BAENA DEL ALCAZAR (35) selala certeramente que es una ra
(32> en transferencias ftancionee adai ni strati”as . — En—tI ttato ae E5
tasajos de la Adsinist.ación Local.— Madrid. 1964.— Pp. 4 y Ss.
<33) en La Consti t.ac ion espatuola de t 970. Cosentario si ste.,tti Co • Edi
del Foro.— Madrid, •970.— p. 641.
<34> en Co.enterio e la Constittaciófl • —CI~fltas.—Mad,.id. iSOS.—p. 1423.
(35> GASRECO •AL.LA. BAENA OEL A&CAZAA y OTROS. La A,iniatraC ion en Ja
ConstÉ ttactónt — Centro de Est,aalos Constittaclonaiee.Padtid. 1900.—
p. 1423.
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alteración del ‘principio de competencia’, éste reconocido por todos los
sectores doctrinales europeos y norteamericanos pero no en nuestra Cons—
tución.
J. FERNAIflEZ VEGA y 3. MARISCAL (38) sefialan que la desconcentración admi
nistrativa supone el traspaso de funciones de un Ox-gano superior a otro
inferior, pertenecientes ambos a la misa Administración. Pero, realmen-
te, la desconcentración es una descentralización burocrática en la cuál
se transfiere competencias a un Ox-gano jerárquicamente inferior, no a o—
tra persona jurídica <37).
SI esa centralización burocrática supone que todas las decisiones impor-
tantes se tomen en el núcleo básico de la organización, frente a ella la
descentralización supone un traspaso de de funciones de una organización
a otra. NARTINEZ USERO (38) nos indica unos requisitos para esa adecuada
distribución de funciones:
• Cohesión de la distribución funcional.
• Nária y mejor utilización de los elementos personales y atería--
les.
• Facilitar la coordinación y el control de la organización de la
por la autoridad.
• Equilibrio entre funciones.
Para el doctorando que, cosi se indicó, está de acuerdo con lo expuesto
(36) FCflNAj.C«Z VS0a~J. y MAESCAL.. OS GAflTE Y MIRÓN. “Diccionario de le
Constit.sción% -«O. laneta.—Barcelona, 1903.— p. 34.
<37) L. PWJO, A. JIMENEZ—BLACO y L,OSTEGA L%ASSaZ. Dtant,al de Oerect,o
Ainistratt,.’o¾—Cd. flie1 S,A.— Barcelona, 1990.— p. Zr,
<SS> en ‘La organirac ion y atas princ Épica instÉ ttaclonalest — Unt~ersidad
de Mtwcia. ísoo.— p.7. -
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por VALLIIA VELARDE, coincide igualmente con R.ENTRRNA CUESTA <39) cuan-
do manifiesta que el “principio de desconcentración administrativa’ pos—
tula la atribución de las competencias preferentexente a los Organos pe-
riféricos en lugar de a los Organos centrales de las distintas Adminis-
traciones Públicas, así cosi la disminución de los lazos de control de
éstos sobre aquellos. Su objetivo es claro: se trata de acercar el Orga—
no resolutorio al medio en que su resolución ha de surtir efecto. Tiene
este ‘principio de desconcentración administrativa’, cosi el de ‘descen—
tralización’,rangO constitucional al venir recogido igualmente en el ar-
tículo 103.1 del Texto Fundanrntal:
Att. 109.1. c—re; La Administración Póblí ca sI,we
con ot~$et6,.idad los Interese— generales y actóa de
actaerdo con los p.incipioa d el Icac la. JerCqtita,
descentra 1 l~ac lan. desConcefltfCC ión y coordittac ÉOI%~
con sometimiento pleno a la ley y al Oerect’O.
Ahora bien, hay que tener exquisito cuidado en no confundir ‘desconcentra
ción (descentralización burocrática>’ con delegación’,por lo que por su
importancia se a profundizar en su análisis.
1.2.1.— Diferencia entre “desconcentración administrativa” y ‘de
tegaQIit
fl)elegación’ es un traspaso temporal de atribuciones de una persona fí-
sica a otra entre titulares de Organos de una misa organización adminis
trativa <sin que pueda delegarse a la vez, delegata potestas non delega—
• tur); por su parte,desconcentración’ supone un traspaso de competencias
de un Ox-gano a otro en el seno de un ‘Organo complejo’ sin que tenga ca-
rácter personal ni temporal <40). Hay, también, otras figuras afines que
(39) en CL,rso... . op.CIt.— p. 09.
<*0> OOflZ—EZ NSVARMO,W. ‘Organixación y procedi~uiefltO ainistratiO. —
Ea ~onteco.”o — MadrId. 3970.— Pp. fl y 55.
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de ser necesario se tratarán en su sixnto, pero que ahora simplemente se
van a definir, cosi ‘avocación’, “sustitución’ y ‘suplencia’:
• “Avocación’ consiste en la posibilidad de que el superior jerár-
quico reclame para sí las competencias de alguno de sus Organos
inferiores, es decir, temporalmente se altera el orden de las cmi—
petencias por adoptar el titular del Ox-gano superior decisiones
que corresponden a un Organo inferior,pero que se agota en la de-
cisión misa.
• La ‘sustitución’ supone que el titular de un Ox-gano ejerza plena-
mente el conjunto de atribuciones de otro Ox-gano, actuando en lu-
gar de aquél. Esta técnica excepcional se puede dar cuando exista
una gran pasividad o gestión defectuosa en el cumplimiento de ta-
reas por parte del Organo sustituido.
• La ‘suplencia’ se dará cuando se encuentre vacante la titularidad
de un Ox-gano, por lo que las atribuciones serán ejercidas por o—
tro Ox-gano inferior <casos de vacante, ausencia o enferiudad).
1.2.2 .— Pl ‘principio de competencia’ y la desconcentración ad
ministrativa”
:
Siguiendo al Profesor y Director de esta tesis,LBAENA DEL ALCAZAR,en lo
expuesto, en apartado anterior, de que el ‘principio de desconcentra—
cián administrativa’ es una mex-a alteración del ‘principio de competen-
cia”, considera el doctorando obligado hacer un breve análisis sobre el
misr, teniendo en cuenta, adets,su gran importancia en todo lo que es-
té relacionado con el “principio de descentralización’ donde rige Hipe—
rativannnte desplazando al tradicional “principio de jerarquía”.
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En el Diccionario de la Lengua Espaifola <41) aparece para el término
“competencia” las acepciones siguientes:
‘Coepetenc la’.. lnctan.enc ia . —*ptIttad~ Idonei~ad —Atr i—
.ac ion isgití ,a atan Jtaer a otra Atitorídad para 51
conocif”Iento o resoltac Ion aetanas’mnto.
Por su parte, en la doctrina BAENA DEL ALCAZAR <42), al hablar de este
‘principio de competencia’, hace la siguiente distinción:
(a) Competencia lerárquica: que alude al tipo de materias asigna—
nadas a cada Organo según su posición en el escalonamiento de
éstos, en el orden a lo cuál resulten clasificados.
Generalmente suele referirse al valor de los actos y directrí
ces de actuación, independientexente de la materia sobre la
que verse la actividad de los Organos (p.e.: todos los Minis-
tros son competentes para firmar contratos, no importando sea
un Ministerio u otro).
• (b) Competencia funcional: Expresa la asignación de tareas por ra
zón de la materia y se confiere a grandes sectores de la orga
nización, si bien esos sectores se ordenan, a su vez, según
criterios jerárquicos funcionales.
ti
• <c) Gom~Zencia territorial: Que se refiere al ámbito en el que
pueden actuar válidainte los Organos de la Administración
considerada
Pero, hay que tener en cuenta que el autor afirma que esta clasificación
<*1 ) fleal. Acadeela £spaf%ola.— 395 Edidiofl.— Madrid 1970.
<42) eaENfl OCL atcAZ*fl,M.en ‘ctarsa de Ciencia de Ja flinistractóntsd.
Tecnos.—Mad.id. ‘900.— Pp. 7* y es.
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se emplea en ts ocasiones a la inversa, es decir, para referirse a la
falta de competencia — hablando de incompetencia jerárquica —, incompe-
tencia funcional e incompetencia territorial.GARCÍ A DE ENTERRÍA—T.R.FER—
NAIDEZ (43) manifiestan que el ‘principio de competencia’ es el missi
que el “principio de separación’,y que su instrunnntalización se realiza
mediante una garantía jurisdiccional específica frente a las decisiones
de otros Entes con posición política de preminencia (en las relaciones
Estado—Coninidades Autónomas la garantía la ofrece el Tribunal Constitu-
cional; y en el orden administrativo, en los supuestos de los Entes Lo-
cales, la garantía la concede la Jurisdicción Contenciosa—Administrativa)
Ha sido, también, bien estudiado este principio, en lo que se refiere al
sistema normativo, por SK5TAIARIA PASTOR <44) bajo dos puntos de vista:
• (a> En sentido positivo: Cosi protección especial de la norma
frente a las dets de los niveles superiores o iguales, las
cuáles no pueden sidificar ni derogar válidamente a aquellas,
salvo de que se trate de otra ley de la misma naturaleza.
• (b) En sentido negativo: La Constitución establece subsisteas co
rrespondientes a Entes públicos específicos cuyas normas no
pueden ser sidificadas ni derogadas válidamente ts que por
• las propias del subsisten.
El problema se presentó -, en su sentido actual — con la promilgación de
la Constitución de 1978 al establecer la coexistencia de distintos Entes
<*2) en Ctareo e Derecho flinjstrati’.’O. 1. — Ct,.,ttas.— Marid~ 1077.
PP 0’ y 55.
<4*> en F..andaa.entos de 0ev-echo AinistPati~vo”. -Cd. Centro da Estt,dlos
Rasan S.ecen.— MadrId. 1900. pp. 20* y se.
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Territoriales: Estado, Cosnidades Autónoma, Provincias y Nunicipios, a
los que otorga autonomía para la gestión de sus propios intereses:
“Art. 137 C—,0: El Estado se organiza territorilmerl
—ente en ,atanic 1ptas. en pro’flnc ias y en las Comtini
dades At.tanoeas qtae se constittayan. radas estas en-
tidades gozan de atatono.nia para la gestIón de atas
respeC tINos Interesas.
Lo que implica necesariamente que exista una ‘nora de cabecera’ y,a par
Ur de ella, se dictarán leyes y reglamentos (por las Coimnidades Autó—
noas> o reglax~ntos <por las municipios y provincias). Aparece el pro—
blea cuando por ambiguedad o confusión constitucional hay competencias
que figuran en el artículo 148.1 <competencias que pueden asumir en dis-
tintas aterías las Cominidades Autónoas) y en el 149. 1 (competencia ex
clusiva del Estado en diversas aterías), con la complicación derivada
del artículo 149.3 (doble claúsula residual):
“Art, 149.3. C—78: Las materias no atríuta%das ecpre—
amente al Estado por esta CcnstitLjc ión podrán co-
rresponder a las Comtanldades StjtónOfl.as • en .~ trtta de
etas respec tINos Estat.ato.t.a competencia catre las
materias q..ae no se hayan astanidO por los Estattitos
de Atitonoala corresponderá al Estado, ctayas normas
pue~te lecerán en caso de cont 1 icto,so~re las de las
Cantan 1 dades atatanonas en todo lo qtae no es a att 1—
atildo a la CMC lasiNa corw.petencia de estas. El Oere—
Che estatal se.á, en todo Caso, stapletorio del Dere-
cho de las Coa’nI dades Atatónoisas.
Se plantean, pues, conflictos de competencias a resolver por el Tribunal
Constitucional. Esta idea de competencia, cosi principal ordenador, pro-
viene de la Teoría General del Estado Federal, recogida por la doctrina
italiana (45). 21 doctorando se remite para un estudio más profundo de
esta interesante problemática jurídica a cualquier tratado de Derecho Po
lítico o de Derecho Administrativo, así cosi a la abundante doctrina del
*5> CRESMUtLI . “ Oerercflia e competena del sistema constÉ ttaioflale de-
Ile tonti”.-T0, 1900.— p~ 775 y se.
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Tribunal Constitucional (SsTC 28—01—1982, 08-02—1982, 07—04—1983, 28—04-
1983), en todo lo referente a “legislación exclusiva’, ‘legislación con-
partida”,”legislación en el mrco de la estatalidad”,’transferencias es—
tales <artículos 150.1, 150.2 y 150.3 de la Constitución)’.— También es
de grandísis> interés, en este problea competencial, el estudio de los
principios — que serán los límites de lo reconocido más arriba —y en los
que el Tribunal Constitucional se basará en la resolución de los conflic
tos de competencias ya que todas las Comunidades Autónoms ejercen la po
testad legislativa con los missis límites, ya sean Comunidades Autónoma
especiales o de Primer Grado, según el artículo 151 de la Constitución,o
Conmnidades Autónomas de Segundo Grado, según el artículo 148 del Texto
Fundamental.
1.3.— NecesarIa aclaración del ‘principio de autonomía’
:
Se dijo, al principio de este Capítulo, que no puede confudirse - de ma—
nera alguna — el “principio de descentralización administrativa’ con el
‘principio de autonomía’, y habiendo sido estudiado en profundidad el
primero es obligado aclarar conceptualmnte el segundo.
Aunque, lógicamente, se ha de tratar este ‘principio de autonomía’ al
tratar de la dinámica de la ‘descentralización administrativa’ en los Ca
pítulos siguientes — al objeto de deslindar claramente los dos concep—
tos —, es necesario aclarar la nebulosa con que se ha querido rodear al
concepto del término político más importante, sin duda,en nuestro siste—
ma conceptual.
Era fácil para los redactores de la Constitución incluir en el Texto una
clara y concreta definición de la autonomía que se concedía a distintos
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Entes, pero la necesaria consensuación entre los partidos políticos,y el
buscar una ambiguedad para que así la Carta Magna sirviera para todos, y
para toda, dió lugar a conocidas indefiniciones, entre las que figura la
que ahora nos interesa. El rompimiento del régimen centralista anterior
se logró constitucionalmente mediante una descentralización de la ges-
tión hacia las regiones y las nacionalidades, recogida en los artículos
2 y 137 de la Carta Magna:
“Art. 2 C~7S: La Constittjción se lt.ndamenta en la in
dísoltale sanidad de la Mación espatla. patria Co—
sión e IndIvisIble de todos los espaftoles. y recono-
ce y garantiza el derecho a la atitonoasia d las na—
c lonal Idades y reglones qtae la integran y la soli-
dar idad entre todas ellas.
“Art. 127 C—70: El Estado se organiza territorialmen
mente en umnjnic ipios, en provincias y en las Comtani—
dades Atatónomas qtae se constittayan. Todas estas en-
tidades gozan de asitonomia para la gestión destas
respectt”os intereses.’
Así se llega al sidelo de la, por algunos llamda, ‘nueva desicracia te-
rritorial’ y, por otros, ‘Estado de las Autonomías’, así cosi ‘Estado se
mifederal’, ‘Estado plural’, ‘Estado Autonómico’, ‘Estado federal unita-
rio’, “Estado unitario regional’, ‘Estado federo—regional’, ‘Estado inte
gral”, ‘Estado Autonómico con matices federalistas” (46).
Es indudable que la Constitución perfila la autonomía de las Comunidades
Autónomas cosi autogobierno con potestad normativa para defensa de sus
respectivos intereses (47), es una autonomía política con potestad legis
lativa. La autonomía a los municipios y a las provincias es una autono—
cts> LOSZ Rooo,L. en “Estado y Co,s,anldades asatanoeaa”. catado por gUIPO
en os ABARCa. S.’*. en Teaaa—Reaflaenee. . “.—op.cit.— p. 20.
FaStAS QAnCtA.P. “Breve historia consttttacional de Espaflat—«d. Ca—
tIna—Madrid. tse..— p. 314.
<47> OAC*’EZ AOSSTS,C. “Sieteca político de la Constittación esaflola de
970”. —SOERSA.’— MadrId, 1909.— p. ttS.
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mía administrativa con potestad regla~ntaria. Pero, hay aún más autono-
mías reconocidas por la Constitución, entre ellas, la de las Universida-
des (artículo 27.10) en que aquí ‘autonomía’ equivale a la garantía de
un cierto grado de independencia funcional.
Es curiosa la polémica doctrinal, a nivel semántico, de si ‘autonomía’
equivale a “autogobierno’, en la que ALVAREZ CUIDE <48) dA respuesta a—
firitiva, en la que se aplica a las Comunidades Autónomas, diciendo que
“autonomía’ es capacidad de ‘autogobierno’ que supone el ejercicio de u—
na potestad administrativa, de una potestad de dictar disposiciones con
fuerza de ley y de elaborar, articular y aplicar una orientación polí ti—
ca distinta de la de los Organos del Estado (49). Con el misr fondo pe-
ro variando la forma FERNÁNDEZ VEGA y MARISCAL DE GANTE (50> mantienen
que el concepto ‘autogobierno’ que menciona la Constitución en el artícu
lo 143 con un sentido sinónin al de “autonomía’ es distinta de ésta ya
que se refiere a una “autonomía” de menor grado, a la capacidad de gober
narse por sí misir,es decir, a ejercitar tareas de gobierno, actuaciones
ejecutivas o de organización, nunca a competencias legislativas propias,
y es término aplicable a los Entes Locales, siguiendo el sentido de self
government británico.
13.1.— Referencia a los ‘principios de uniñad ! separación’
:
BAENA DEL ALCAZALR se refiere a estos dos ‘principios de unidad y se-
paración’ que son, realinte, opuestos y contradictorios entre sí,por la
extrafla peculiaridad que el primero no aparece expresamente consignado
‘48> en “Las Coa.anidadee. . .“.— op.ctt.— Pp 25.
ttS> ACUAnEZ CODCE.E. “MI rsglaen. . . —‘ — op.tlt.— p. SS
<SO’ en “Otccicnarto de Ja Constittación. — op.cit.— p.S.
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en la Constitución, siendo de tan gran importancia para nuestro Ordena-
miento Jurídico—administrativo:
— (A) “Principio de unidad’
:
El difícil equilibrio constitucional de la proclamación de un Estado Uní
tana basado en una división territorial política y administrativa en En
tes Autónoirs, hace que doctrinalmente se la defina (51) cosi una “reía—
ción de tensión dialéctica’ entre los ‘principios de unidad y autonomía”
- es decir, entre el interés general y el interés territorial —. Es una
tensión que abarca todo el ámbito de las Comunidades Autónomas; una ten-
sión entre los organisims políticos autónasis y los nacionales; entre la
Administración del Estado y las 1? Administraciones Autonómicas; entre
la legislación estatal y las legislaciones autonómicas
Ahora bien,si es verdad que el Texto Constitucional no proclama el ‘prin
cipio de unidad”, también lo es que el artículo 2 se refiere a la unidad
indisoluble de la Nación espafiola (si bien en el anteproyecto de la Cons
titución se hablaba de la ‘unidad de Espafla’ <52> cosi fundamento de la
propia Constitución. Algunos tratadistas, cosi ALVAREZ CONDE, E. <53),mn—
tienen que a éste ‘principio de unidad’ los redactores de la Constitu-
ción quisieron concederle un carácter de preferencia sobre los ‘princi-
pios de autonomía y solidaridad’, ya que cosi iba redactado el antepro-
yecto el de ‘unidad’ servía — cosi se ha dicho — de fundainto al Texto
Fundamental,y los de ‘autonomía’ y de ‘solidaridad son reconocidos y ga-
rantizados constitucionalmente, sin tener la consideración de fundainto
CGt) PAREJO SL.PO~O.L.. • .IK~NMZ SiL.A’4CO,A. y ORTEGA 44.VAnEZ,C. “ flarwiaI de
Derecho flaatnietrativO.—d. AyIel . Sarcelona, 1990.— Pp.75 y sa.
<82> OtANCO r*.O«,J. “El catadO..”. -cp.cit.— p. 209.
<63> en “EJ regiaen político eapaflol’¼— Tecnos.— MadrId, *900,— p, SS.
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del misr; para significar esta relevancia comenta el autor dos Senten-
cias del Tribunal Constitucional en que precisa el ‘principio de unidad’
y su papel en el Ordenamiento Jurídico espafiol:
• Así la STC 4/1981,de 2 de Febrero, que declara que la Constitución
parte de la unidad de la Nación espafiola que se constituye en un
Estado social y deircrático de Derecho, cuyos poderes emanan del
pueblo espaBol en el que reside la soberanía nacional. Esta unidad
se traduce en una organización, el Estado, para todo el territorio
nacional,
• Y, por su parte, la STC 25/1981, de 14 de Julio,declara que el de-
recho a la autonomía de las nacionalidades y regiones,que lleva co
si corolario la solidaridad entre todas ellas, se dA sobre la base
de la unidad nacional.
SANTAJIAiRIA PASTOR, afirma que ese ‘principio de unidad’ es el correlato
lógico indispensable relacionado con el propio ‘principio de autonomía”
ya que hay autonomía porque hay unidad, en la medida en que el concepto
de autonomía sólo es válido en el merco de un Estado unitario (54>, lo
que completa lo por él igualmente manifestado de que un sistema plural y
policéntrico sólo puede ser comprensible en términos de unidad, ya que
para serlo ha de funcionar de manera unitaria y coherente <55).
PAREJO ALFONSO y OTME <56), intizan que este ‘principio de unidad’ tam-
poco, de ninguna mnera,puede significar uniformidad lo que supondría un
contrasentido pues tal uniformidad cuestionaría totalmente la distribu—
<SA> en “ rsanaeentoe... —. —op. c i t . — p. 266.
<SS> Xis. p. 26*.
<56> rMso SL.FonSO , C. • JI MSNEZ et.’C0 • A. y OSTSOA ALVanEZ • L.. en ‘ Ma ntaa ¡
—. —op. C It. p.77.
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ción territorial de poderes operada por la Constitución, privando de sen-
tido a la organización territorial del Estado. Pero, hay que dejar muy
claro que si esa falta de uniformidad es lógica en su caso, es decir,que
si bien la autonomía exige un cierto nivel de heterogeneidad namnativa,
tal diversidad sólo resulta admisible en la medida en que esté debidamen
tete justificada (57) ya que nada quiere decir que las Comunidades Autó—
nonas deban ser contrapuestas al Estado pues estas Entidades Territoria-
les forman parte de éste, SON ESTADO (58).
Lo que es indudable, preciso y necesario es que la unidad constituya el
límite natural de la autonomía, que están concretados de torna precisa
por la propia Constitución: el límite del interés general, el límite de
la igualdad y el límite de la unidad de mercado (58>. Este interés gene-
ral no tiene que ser el equivalente al interés estatal (59), si bien go-
za de supremacía sobre los intereses territoriales (60), sin perjuicio,
lógicamente, del ‘principio de solidaridad’ varias veces proclamado cons-
titucionalmente.
- (B>.— ‘Principio de separación’
:
El ‘principio de separación”, — según se dijo ts arriba —, lo considera
BAENA DEL ALCAZALR opuesto, en su naturaleza,al ‘principio de unidad’,pe—
ro - sin duda — es la otra faceta concurrente en la ordenación territo-
rial espaflola, ya que todo ordenamiento se basa en su separación respec-
to de los demás, separación que se expresa en un sistema privativo de
<57> S47A’,ARí PASTOR, .3. A. P.andaeentoa. ... —op. e It. —p. 270.
<SS> ALVAREZ COOE,E. Las Cora,nidadea A.atdnoaas’.— Sai Nacional —Madrid
‘SSO. — p. 21
<SS> MIJOZ .4A04A00 • 6. citado por SAWI’AM*fíA PASTOR en ‘Ftindaaentos... — —
<so, sanrnnfn,n rnsron,J,n. en —P’tjndamentoa. ..“.—op.cit.— p’267.
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fuentes del Derecho, las cuáles se producen en el ámbito propio de la or-
ganización de la que el ordenamiento surge, y no están jerárquicairnte
subordinadas a las fuentes de ninguna otra organización (61).Ahora bien,
el Estado ostenta una supremacía sobre la organización autonómica que se
manifiesta en tres aspectos (62):
supremacía en el sistema normativo.
supremacía del orden económico nacional.
supremacía derivada de los sistemas de control.
En este Capítulo de Principios solamente se tratará la primera de es-
tas tres supremacías, pues las dos restantes serán objeto de estudio y
análisis a lo largo de la tesis.
La supremacía en el sistema normativo parece indudable ya que constitu-
cionalmente el Ordenamiento estatal es supletorio del de las Comunidades
Autónoias,que prevalece sobre éstas en el supuesto seflalado en el artí-
culo 149.3 del Terto Fundamental <más arriba reseflado literalimnte), pu-
diendo — además — interferir y condicionar su contenido al fin de coordi
nar la política legislativa <artículo 150,3 de la Constitución).
La separación entre los Ordenamientos estatal y autonómico no es absolu-
ta <63) al ser la Constitución la norn norarut, de la nacen todas
las norma y, por ello, la ‘más alta nora’, superior a todas las demás
vigentes en el territorio nacional, y que — por ello — consigue la u—
nidad del Ordenamiento general del Estado. Es decir, hay que distribuir
<61 > PAREJO AtPOh’dSO • L. • JI MEMEZ OtAflCO • A. y ORTEGA ALVASEZ ,I.,. en “ Mantaa A
• ‘ “.—op.cit,—p. SO.
<62> GARCíA OS ENTERRtA,«.—T.fl. PSRflA’NOCZ. Ctarso e Oerecho Ainietra—
tivo 2”. — Ci,itas.— MadrId, 5907.— p. 202.
<63> SA.dTAMAStA PASToR, JA. “F.anda,sentoa . -‘op.ci t. — p .272.
Op. c It. —p . 26.
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los espacios compentenciales de cada una da los Ordenamientos subordina-
dos en los que van a desplegar sus potestades normativas. De ello, surgen
las relaciones positivas entre el Ordenamiento estatal y los Ordenamien-
tos autonómicos <64>, lo que hace nacer una cooperación dinámica entre
los elentos de la organización territorial del Estada <65>, lo que es
lógica consecuencia de que dichos Ordenamientos sean coextensas en cuan-
to a sujetos y en cuanto a territorio de aplicación.
1.3.2.— Referencia al “principio de solidaridad’
:
Esos ‘principios de unidad y separación’, tan opuestos y antagónicos, coe-
xisten - unas veces majar y otras peor— compleantándose en nuestro Orde
namiento constitucional, gracias al llamado ‘principio de solidaridad’,
consagrado en la Constitución, entre otros, en los artículos 2 y 138.
La solidaridad consiste en unas técnicas de convergencia de esos ‘prin-
cipios de unidad y separación (autonomía)” que bagan posible lo ordena-
do constituciomalante <6?), lo que se logra por su contenida, ya que
prinriamante, es económico que unilateralaente se traduce en el ‘prin-
cipio de lealtad autonómica” y cuando actúa en forma bí o siltilateral,
se traduce en el “principio de cooperación’. Ese ‘principio de lealtad
autonómica’ • aunque no form~lado expresaimnte en la Constitución debe en-
tenderas co inberente <así precisada por el Tribunal Constitucional>al
Estada de las Autonomías por implícito en el ‘principio de solidaridad’,
con lo que introduce en el esquema operativo del Estada un nuevo elean—
to capaz de superar ‘la tensión dialéctica” entre ‘unidad’ y ‘sepan—
<SS> C*4 Ca ENTERRt’- T.R. WEAna.«z. — Ojrao, . t—op.ctt.’-pp255 y 55
<SS> PAREJO ALS’OftSO• L. • Ji SZ ..*“CO .5. y oRTEGA AL.VZ. L. “ ManteaS . —
PP. cít.— p.53
<67> S*flTARASIO PASTOR,JA. “Pflnaentoe. . —. — oP.cst•.— Pp. 273 y 55.
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ción <autonomía)’, ya que genera el grado de cohesión y coherencia reque
rido para la realización política <68).
<69> PAREJO ALFONSO, 1. • JI ME4EZ BLANCO • A. y OSTEGA AL~I*AEZ • L. ‘ Mentía * .
on.c it.— PP. SO—SE.
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LA DINAJEICA DE LA DESCENTRALIZACIÓN Y DESCONCENTRACIÓN
ADNINISTRATIYAS.
2.1.— CEITRALIZACIÓN Y DESCENTRALIZACIÓN: TEIDRICIAS O ACTITUDES
.
“Centralización y descentralización no deben nunca ser considerados es—
táticanente sino de una f orn dinámica, es decir, cor ‘tendencias’.Ten—
dencias que, por lo demás, ni siquiera tienen un objetivo ideal, un hori-
zonte, puesto que tan irrealizable es una centralización absoluta coir
una descentralización total..~Por otro lado, — y esto es aún más impor-
tante — centralización y descentralización son simples ‘actitudes” idea-
les que dependen íntinnte de un complejo superior de orden histórico,
político y social. No se puede hablar en abstracto de descentralización,
puesto que opera siempre com~ un derivado de razones administrativas.Los
autores clásicos gustaban de hablar de las ventajas y desventajas de la
descentralización, coizi si se tratase de una opción en la que pudiera de—
cidirse libremente. Nada mas ilusorio. En este punto hay que ser irreme-
diablemente deterministas. Dados unos presupuestos políticos, históricos
y sociales, aparecen de una manera casi automática fórnilas centralizado
ras o descentralizadoras, cualesquiera que sean sus hipotéticas ventajas
o desventajas” (1).
.‘1
La centralización fué la técnica necesaria para abatir un régiin de de-
sigualdad fijado en base al territorio o a la profesión, logrando la m
<1> ALEJAICRO NIETO, en oeacentrallnción edlnt’tratlwa y organiza—
clan pojitlca”, de S.MSRTINRETORIL.LO y OTROS.— Ed. *ttagtíara.— *5~
drid. 1973.— PP. 20 y’ss.
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di! icación de ciertas estructuras políticas y sociales <2).Pero, hay que
ser conscientes de que centralización y descentralización son fenóinos
superestructurales emanados de una estructura social concreta, con la que
se encuentran vinculados. De ello, la falta de sustantividad propia de
estas técnicas y. por ello, la necesidad de estudiarlas en un contexto
histórico y determinado.
2.2.- EVOLUCIÓN DE LA DR5EEITPLLIZACIÓN AflIINISTRATIVA
.
Al estudiar la descentralización administrativa se debe, previamente, a—
nalizar los correspondientes presupuestos históricos, cuyo conocimiento
tiene para el investigador gran importancia, dado el papel que desempe-
flan en el campo de la Ciencia de la Administración y del Derecho Aduinis
trativo (3).
En esta investigación sobre la descentralización administrativa se pre-
tende por el doctorando abstraer una serie de observaciones sobre los
puntos básicos que han ido marcando su desarrollo, ya que — co~ se ha
dicho — la valoración histórica juega un papel relevante en los estu-
dios de la Ciencia de la Administración.Esta afirmación, consecuente con
una posición rmtodológica,ofrece en relación con la materia de esa tesis
un significado muy especial, al haberse tenido en cuenta el planteamien-
to de GALLEGO AI&BITAIRTE (4> con la persistente insistencia que pone al
seflalar la necesidad de centrar el tema en el arco político correspan—
<2> 0. fl*RTIN.—ftSTOTZLI~O. “Probieeas poJitIcoS de ¡a ‘flda local, — Ma—
drid, 1954.— Pp. 4’ y se.
<3> SAflCIA OC ENTERRI*.E. Eat.adtoe J.artdtco-’.edelnlStrCtI%05” — Madrid~
1966.— Pp. ‘O y es.
VILLA PSLAS*.J.L. ‘ Derecho daInI’trattvo. tntrodL,cclón y TeOtÚa de
las norae”. — Madrid, leeS.— Pp. 20 y 55.
BAENA OEL At.ACAZAR,M. en el ceireo da Coctor—do lSSO—1991
<4> en ACtas ael II Syapoeitfl. de Mistoria d la Admnintstrac ion.—’ Madrid.
‘97,
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diente. Y sin que se pueda olvidar que el conocimiento de cualquier decí
sión política no es completo si no comprende también el de su aplicación
- o falta de la Wsn — y las reacciones que produce en otros sectores y
es una exigencia que tiene una validez general para el investigador de
la Ciencia de la Administración. Estas dificultades se acrecentan al líe
var a cabo una aproximación real al tema de la tesis que se investiga.si
desde nuestra situación actual se trata de formalizar asumiendo un punto
de vista semántico, pues los textos a investigar, no se olvide, ofrecen
sola y simplemente palabras. Pero, ¿ qué sentido tienen éstas ? ¿Cuál es
su significado 7 Cuestiones difíciles de contestar ya que la sesantiza—
ción de los términos, el vaciamiento de las palabras, su propia perver-
sión, en todos los temas que rozan el hecho político, es prácticamente
total, absoluto.Las preguntas podrán reiterarse sin límite alguno.De ahí
que la referencia concreta al entono ideológico de cada una de cada una
de las soluciones ofrecidas por los textos a investigar deban tenerse
ny en cuenta en cada rnmento (5).
2.3.— ITh SIGIIPICAIX) HISTÓRICO DE LA CIiITRKLIZACIÓN Y DESCENTRALIZACIÓI
ADIINISTRATIYAS DESDE UN PUNTO DE VISTA GENERAL
.
Para VILLAJE PALASL,J.L. (6) el primer significado de centralización alu-
de concretamente a una solución política de la organización de un país
determinado, y adquiere una resonancia política prirrdial. En concreto
a lo largo de la evolución administrativa, la centralización reposa sobre
una activación política priacrdial: el fortalecimiento del poder central
frente a los cuerpos interaedios en la creación progresiva del Estado
<a) S.*T¡N.~.StORTILL.O y AOSJLLOC. Mth#ÉTAOAB,E. en ‘Oescentailatiófl a—
minIatPCtI,a y organi*aCIón polltlca”,Ed. Ahfag~ara. Madrld.19?S.
p. ‘7.
CG> en ‘~.jnte5 de Derecho Aatfltetrstt.O.Prte Seneras”.— Toe.O 1 .—UNCO.
Madrid. 1974. pp. 209 y se.
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derno.
La primera centralización es una centralización política en la que se da
la incoporación de seflorios, Cartas aforadas y autonomías, que se puede
decir se verifica a partir del aSo 1500. El paulatino incremento del po-
der de la soberanía central concluye el camino iniciado en los comienzos
del Estado rderno con la eliminación que la Revolución francesa realizó
de los llamados “cuerpos intermedios’ <organizaciones entre el. ciudadano
y el Estado).
Mo se ptaede ol’~Idar lo manifestado por MAURIOIJ qtja,
r..almneflte. la ~tisnanIdad ‘-‘a pasado don enormes ciclos
de centralízatlófl
• el ciclo de la antigtaedad. qt.C alcanza StA esp tefl
dor con el Imperio Romano y perece con la deseo.fl
posición de Cote, dando origen a la Edad ‘ledía.
• ,.‘n egLindo el cío se ini cta con loe 1 enónsenos pre
.noni torios de isa grandee Monarqtatat nac tonales
q.ae ~an poco a poco afee ttJando 1’ qtAe SC 1. tamna
centraliac lan pal ItAca’, ca.tnando t,acIa la ti—
nídad, convencidos de la alírmnac lan de SANTO T0
potestan amat tAn ¡tate,.
Toda ‘centralización política”, con grandes dtftct¡lta
deS y, a veces, con trágicas consect.eflc las, casi síes—
preve precedía. de fenómeno— ~e central iac lan ad
golnietratlva’ <7>.
Las grandes Nonarquias nacionales, a lo largo de medio o un milenio, fué
ir centralizando políticamente a la Nación. Los Reyes, pues, llevaron a
cabo la centralización política creando un poder sobre los otros poderes
realizada con una definida unidad de designio y una eficacia verdadera-
mente asombrosa,
Pretende ahora el doctorando analizar en la historia de Espafla, coac an—
<7) VILLAR pAL.ASI.J.L—”a,~tintea. ... op.clt. Pp. 304 y 55.
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tecedente de obligado estudio, todas las ‘centralizaciones y descentra-
lizaciones’, así coz~ — en su caso — las ‘desconcentraciones administra-
tivas’ que se puedan contemplar, antes de la Declaración de Principios,
aprobada en la reunión de las Cortes de Cádiz de 24 de Septiembre de
1810, en que unánimemente se acuerda la ‘separación de poderes’ en Espa—
Ha. Hasta ese día histórico ha existido una administración pública <con
minúscula>, auxiliar y subalterna, que por el gran paso político que su-
puso el reconocer la separación y virtualidad de los tres Poderes: Legis-
lativo, Judicial y Ejecutivo, se convierte — al ser equivalente al Eje-
cutivo en aquella primera época — en la poderosa Administración Pública
(con myúscula).a la que se le ha concedido privilegios exorbitantes,tan
to de autotutela coz> jurisdiccionales <8), en base a su fin de servir
objetivamente los intereses generales. Parece lógico, también, no rern—
tamos más lejos del período histórico en que la titularidad de la Nonar
quia espaflola la ostenta la Gasa de Austria (desde la muerte de Isabel 1
“La Católica” en 1504>.
2.3.1.— La descentraltzación administrativa de los Austria
:
<A> IUTRODUCCIt5I
Hl doctorando conoce bien que hay historiadores que,basándose en argumen
tos más o menos válidos, eluden emplear la palabra Espafla o Estado espa—
5o1 al referirse a las realidades políticas y territoriales de los si-
glos XVI y XVII <9).Es más, hay alguno que habla, al referise a lo acon-
tecido desde los Reyes Católicos hasta la Constitución de Cádiz de 1812,
<5) QUIROGA OS *B~RCA, J.MS.— ‘ re,.ae—Reaciaenes de Oerecflo .Qdin*stratlvo
Z.. — Tca.o 1.— Cd. Oykinaon.— Madrid, ‘SSO.— PP. 201 y se.
CS) PERE MO*..AS SIBAL.TA. La flonar~tetaepefloIa <atglos X~t1—XVtZt>’~. St—
lioteca Mistoria—IS.— Madrid. 1990.— Pp. 9 y es.
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de Monarquía. Pero, ellos misirs, dada su rigurosidad científica no pue-
den dejar de reconocer que, a partir del Reinado de los Reyes Católicos,
existe una entidad política a la que se puede — y se debe — llamar Es—
pafla, dada que su unidad de soberanía, de política exterior y de las
fuerzas armadas forjaron esa nueva realidad. Pero, no a efectos polí ti—
cos sino sólo a efectos de narrativa histórica, se puede admitir hablar
de Monarquía espaflola,— no sólo Monarquía pues al no adjetivarlo se cae,
irremisiblemente, en la falta de delimitación política y espacial —.
En el periodo histórico a considerar, la Casa de Austria en Espafla, se
debe reconocer — igualmente - que los Reyes entendían sus dominios conn
un conjunto patriz>nial que existía fundamentalmente en función de la di
nastía (10), — así la propia Acta de Abdicación de Carlos IV, en I808,no
se refería a Espafla, ni al Imperio espaflol, sino a los ‘reinos” y ‘sela—
ríos’ del Monarca —, lo que siguió siendo creencia cortesana y popular
hasta que. por primera vez, en las Cortes de Cádiz, un Monarca se tituló
oficialmente Rey de Espafla.
No hay duda, tampoco, que el caso espaflol es diferente del de Francia
porque allí, — donde existía una verdadera fragmentación feudal,descono—
cida afortunadaimnte en Espafla —, sólo hubo un Rey, el de Francia, pero
en Espafla, a partir de la invasión musulmana, en el siglo VIXI,la Espafla
cristiana se organizó en una pluralidad de reinos que dieron lugar a dos
Coronas principales: la de Aragón y la de Castilla que, a partir de fi-
nes del siglo XV, pasaron a integrar la nueva Monarquía espaflola con el
matrirnia de Isabel de Castilla y Fernando de Aragón,que ya juntos con-
quistaron el Reino musulmán de Granada <1492), las Islas Canarias <1483—
<lO) ¡de...— p. 9.
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1496>, el Reino de lavarra (1512),además de iniciar la Conquista de Amá-
rica.
(E) LOS TERRITORIOS DE LA XOUAROUIA ESPAZOLA DR LOS AUSTRIA
:
Las dos Coronas, Castilla y Aragón, tenían una distinta organización te-
rritorial, — una diferencia que cinco siglos después (11) tiene su tras-
cendencia en el distinto grado de conciencia autonómica de algunas Coni—
nidades
La Corona de Castilla se componía formalmente de diversos Reinos,
aunque en la práctica la mayor parte de ellas no tenían una orga-
nización propia: los Reinos de Castilla y León, el Reino de Tole-
do <que correspondía a Castilla la Nueva), los Reinos de Andalu-
cía <conquistados en el siglo XII Córdoba, Sevilla y Jaén),el Reí
no de Murcia (incorporado en la misma fecha), el Reino de Galicia
y otros territorios coz> el Principado de Asturias, formaban un
único espacio político y con unas Cortes únicas de toda la Corona
El Reino de Galicia y el Principado de Asturias conservaron su
personalidad política por medio de sus Juntas. Distinto es el caso
de los Seflorios y Provincias Vascas <Vizcaya era Seflorio y Guipuz
cas y Alava eran Provincias),cuyos tres territorios formaban par-
te nominalmente de la Corona de Castilla (y estaban integrados e—
conónica y socialmente con ella más que la Corona de Aragón>, si
bien unas Juntas gobernaban directamente cada territorio, y al po-
der real sele limitaba por leyes o ‘fueros’ del país <parecido a
la Corona de Aragón) <12).
<~1) Idea.— p. Ii
12> Idera.— PP. 112.
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La Corona de Aragón se había forado en el siglo XII par la unión
dinástica de das entidades preexistentes: el Reino de Aragón y el
Principado de Catalufla <prescindiendo de detallar el proceso de
foración a partir de un conjunto de Condados, el más importante
de los cuáles era el de Barcelona>.En 1129 Alfonso 1 “El Batalla-
dor reconquista las tierras que forarán el Sellaría de Molina. A
partir del siglo XIII se incorporaron a la Corona de Aragón, con-
servando su entidad propia: el Reino de Yalencia,el de Mallorca,
el de CerdeEs, el de Sicilia y el de Nápoles. Cada uno de estos
Reinos tenía su administración propia separada y sus Cortes o Par
lantos <o instituciones similares), salvo en el caso de Mallor-
ca donde el Gran e General Conselí de la isla principal ejercía
un papel político parecido <13>. Además de estos territorios la
Monarquía espaflola, cuando su titularidad la ostentaba de la Caza
de Austria,contaba con michísirs otros que poden enumrar,con—
cretando a la época de Felipe II en que, además de los dichos, se
pueden considerar <14):
• nc ita e Por t.aga 1 . Paises eaj os y t..anees.arQo • Franco Candado
• Milanesado • Cerdefia • Sicilia.
• Nápoles . presidios de Toscana • Tánger
• Ces.ata . Peflón de Veles . Melilla
• Orán • flanes <~astt IB’’> • exores
• ladera Islas Canarias . Cabo ,,erde
• Sierra Leona • ajines . Pernando Poo
• Santa Elena . Congo • Angola
• El Cao • Cafrerta . Mcsaiqsae
Madagascar • Me linde • Mo’ttasa
• Peaa • Zamtat . Mogadiscio
• Aán • Socotora • Ma5~at
Dr-s.s . Dio • Tasar
Costa nor—ccctal India • Costa ser idional India . Ceilán
• Malaca • Batra . Java
• célebes • Moltacas . paseva Saines
Borneo Pilipinás . Carolinas
<13> 2d55. PP. 11—12.
<14) “fllstoria de Sepafla.— Salva Ediciones.— Barcelona, 1B~S.
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• laCáO . Calilornta Nt.s~,5 Oslicia
• virreinato Nt,eva Espafla . Cit.dad de flé.<ico • Vt¡cattui
~ond.arae . C.a~a • Ca Florida
• Ca Espaftola . Por to~5l lo . Panamá
• Nt.e,C Ganada . Qenenjela • Qtsito
• .ui remato de Pere. • ct.sdad de Lina . potosí
Ct,tte • Rio de la Plata . Faragtaay
Rio de janáiro • Cl Orasí 1
(C) ~flRCTENCIASOCIAL Y ViICULACIÓN TERRITORIAL DUPAITE LA T!TULKRIDAD
BE LA CASA DE AUSTRIA EM LA MONARQUÍA ESPAUOLA~
Más allá de la familia, de la pertenencia a un linaje o grupa familiar,
en esta época se dejaba sentir el vínculo de la jurisdicción, de la ads-
cripción a un Seiforio, de la vinculación a una Monarquía que cobraba ir
puestos. El peso de la jurisdicción seflorial, durante los siglos XVI y
LVII, fué muy grande.
El tipo de los Sefforíos,a que se hace referencia,eran de dos clases<15):
Territoriales, en los que el ‘Sellar’ poseía efectivamente la tie-
rra, y la población estaba sujeta por un sistema de tenencias.
Jurisdiccionales, en los que el “Sellor’ ostentaba el derecho de
administrar justicia, recaudar impuestos,nombrar funcionarios,pe—
ro era el propietario de la tierra.
La propiedad campesina autónoma era pequefla <un 251 según 5. SAlDEN) , por
lo que la citada jurisdicción fué amargamente vivida por el campesina es
paffol,ts incluso que por la coerción económica que implicó,por la expío
tación ertraeconómica que generó, por la contemplación de unos privile-
gios selloriales que iban desde la exención de impuestos, a la condena a
le> nICAnDO GaRCtS CÉSCEL. ‘La vide en el ‘1gb de Oro <Ir’. — Mistoria—
le, na 120.— Madrid. loes.— pp. 4 y es.
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tortura, a prisión por deudas o a penas infamantes, por la vivencia de
de juez criminal que tuvo el ‘Seifor feudal”.La jurisdicción Real fué me—
nos gravosa y, por ello, nichos pueblos intentaron reivindicar su depen—
la del Rey y no de tal o cuál ‘Seifor’, a pesar de que el peso del Estado
no era córdo pues la presión fiscal era terrible.
La conciencia social, el sentimiento nacional, era algo muy indefinido
ya que lo que, realmente, afectaba al individuo, en esta época, era su
vinculación a una familia en un régimen de capitulaciones matrisiniales
y testamentarias determinado y su condición de sujeto paciente de la ju-
risdicción eclesiástica o seflorial y de la administración real, de una
Corona lejana y sólo visible a través de funcionarios de tercer grado en
cargadas de cobrar los impuestos,de la reprensión del orden pública y de
la administración de la justicia.Lo otro,el sentimiento nacional es bas-
tante posterior y. en cualquier caso, un adjetivo bastante aleatorio. Po-
co a poco se fué articulando la conciencia de que la adscripción a un de
terminado territorio o país comportaba, junto con unos determinados pa-
gos o costes jurisdiccionales, el beneficio de algunos derechos.
El problema de Espafia cosi ¡ación, provista de un determinado sistema de
valores, va a ir definiéndose en la segunda mitad del siglo XVI, y está
muy relacionado con las críticas que la Monarquía de Felipe II recibe en
Europa, dentro de la marejada de la leyenda negra, pues se producirá una
exaltación defensiva en la política de la Monarquía de las esencias his-
pánicas y se echará mano de la gloriosa historia para legitimar el pro-
pío orgullo nacional. Pero, detrás de ese ‘problema de Espaifa’ ha habido
siempre otro problema pendiente: el de la invertebración hispánica.Según
historiadores la integración de los Reinos nunca existió y que del extra
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flamiento entre castellanos y catalanes hay infinidad de pruebas, para lo
que repiten lo dicho por JOLY:”Entre ellos los espafloles se devoran,pre—
firiendo cada una su provincia a la de su compafiero y hacienda por desea
extreado de singularidad michas más diferencias de naciones que noso-
tras en Francia, picándose por ese asunto los unos de los otros y repro-
chándose el aragonés, valenciano, catalán, vizcaíno, gallego, portugués,
los vicios y desgracias de sus provincias. Y si aparece un castellano en-
tre ellos, vedies ya de acuerdo para lanzarse todos contra él”.
Ese ertra~auiento se fué convirtiendo — según esos autores — en hostilí
dad y desencanto, a caballo de la interpretación cada vez más castellano
-céntrica que la Monarquía de los Austrias hizo del viejo régin foral
disefiado por los Reyes Católicos:
Desde la Corona de Aragón se veía con patente hostilidad la pro-
gresiva castellanización de la Monarquía, visible en las cada vez
más frecuentemente amplias ausencias del Rey de la Corona de Ara-
gón, las dilatadas convocatorias de las Cortes, contrafueros ca—
metidos por los Virreyes. . la incomprensión, en definitiva, del
régimen constitucional específico de la Corona de Aragón, por par-
te de la Monarquía.
Desde Castilla el problena se contempló en términos de disfunción
fiscal de los distintos Reinos, par la descompensación entre la
generosidad castellana y la insolidaridad de la Corona de Aragón,
una confrontación de dos opciones: la sidernidad que implicaría
la apuesta por el centralissi y el pasada que supone la vincula-
ción del aparato foral.
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(D) LA ADNIIISTRACIÓI PÚBLICA ¡MJRArTR LOS AUSTRTAz
Tan inmensas territorios y las propias peculiaridades de los misas, es-
pecialmente de las Coronas de Castilla y Aragón, necesitaron de unas or-
ganizaciones administrativas grandes y numerosas, cuya lejanía - en la
wxyoría de los casos — de la capitalidad de la Monarquía imponía una eh
cada y profesionalización de la que va a tratar seguidamente <17):
(a) Las Organos colegiados de la Administración Central
:
Al unirse en la persona del Rey los diversas territorios surge el prable
m de la necesidad de que el Estado disponga de Organos propios y apera-
cionales de administración y de gobierno, distintos de los existentes
hasta entonces en los distintos Reinos. Es, pues, necesaria que la Manar
quía cobre entidad autónom administrativa. Esta institucionalización de
la Monarquía se plasma en el llamda “régimen polisinodialtque articula
la administración central en una red de organisnns colegiados. los Canse—
jos,que asesoraban al Rey en los asuntos de su competencia y que disfru-
taban, adets, según los casos de atribuciones administrativas, legisla-
tivas y judiciales.
~1,) ESCUOCflO. SA. CUrso de Historia del Oerecbo: FUentes de Inatittn.
cloneS politico—Sdair.istrati”5•. — SS cd.— Madrtd, isa’.—
TOMAS Y VALIENTE, W. Lo Oecretos de NUeva Planta¾ — UNSO.— AlcÁra
• srs.
CaS OAYON, F. HL “torta de la Ainist-rac tan OóI Sca en Espafta, en
atas distintas rsas — de Orecho PCI <ti ~O, diploiac ia• arganiac tan aa—
etna atratt va y Hacienda • desde la doct nación romana I,asta fltieet,Ot
d<sst— Inatttt.to ae Eatt.dtoa Adetntstratt,.Ce.-.-flSdjtd. 1978.—
NARAVALL..,S.A. “La reoria del Catado en el sigio MVZhJ’. —Madrid, SSS
eAflCtfl MAIN, Éttarocrecia castel lane bajo los A.astria.—Ed. del Inc
ttt..to darcia Oviedo.— Unt%. de S-evtlIa. 1976.—
QSAMEJO CASRESO. Cerceno y sda.iniatrsctófl pobilca en la ESpalto del
AntiQtao Rdgia.ent -4ladrtd, ¶955.—
Actas del II Sympoai.at de lo Mistaría de la Ad..tntstratt&fl.—fladri.
1905
SENEYTO PCREZ , 5 Historia de Ja *d..i ntatroc tan eepaflola O 191 spaflO—
—acer ‘can””. — Madrid. ISSO. p. £81.
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La historia de los Consejos comienza en la época de los Reyes Católicos
(18). De todas las reformas emprendidas por las Cortes de Toledo de 1480
la iÉs importante fué la reorganización del antiguo Consejo de los Reyes
de Castilla. Isabel y Fernando intentaron hacer del Consejo Real — o Con-
sejo de Castilla coz> frecuentemente fue llamado — el Organo central del
gobierno de Castilla y el nndelo de su sistema gubernamental. Les aseso-
raba en los nombramientos y en la concesión de mrcedes,actuaba cau Trí
bunal Supreir> de Castilla y supervisaba la labor del gobierno castella-
no.
Era de vital importancia que un Consejo Real, con tan amplios poderes,es
tuviera formado por funcionarios en las que los Soberanos pudieran depo-
sitar toda su confianza y que no pudiera caer, coz> el antiguo Consejo,
en manos de mgnates,por lo que — para evitarlo - se acordó de que estu-
viera formado por tres caballeros, un prelado y ocho o nueve letradas, y
aunque las tradicionales dignatarios del Reino podían asistir a sus reu-
niones, si así lo deseaban, no tenían voto. Esta exclusión de los gran-
des magnates de la gestión de los asuntas de Estado significaba que los
cargos tradicionales de las más rancias familias de Castilla se conver-
tían en puramente honoríficos. Si bien los Velasco siguieron siendo Con-
destables de Castilla y los Enríquez Almirantes de Castilla, sus sonoros
títulos dejaron de otorgarles el derecho legal al ejercicio del poder po
lítico. En vez de ello, los mandos militares y los cargos diplomáticos y
administrativas fueran concedidos a hombres nuevos”, miembros de la pe—
quefla nobleza y.de la hidalguía rural, ciudadanos y conversos. Otra cir-
cunstancia favorable fue la rígida exigencia de la “pureza de sangretya
e eLt.IoT,J.~4., La Espafla ir.erlaí: ltSS—J?IS~t—Ed.VtcCflS—Vt4O5.05C
cetona. ISIS.
- 50 -
que si bien no era indispensable, hacer prueba de nobleza, — a pesar de
la tendencia de la aristocracia media de acaparar las plazas de esos Dr—
ganos colegiados para los segundones —,por lo que bastantes miembros del
‘estado general’ pudieron acceder a ello, nunca se admitió a nadie sobre
quién pesara la sospecha de tener algún antecesor uro, judío o peniten-
ciado por la Inquisición, lo que impidió — especialmente desde el Reina-
do de Felipe II — que entraran de dichos grupos ya miy prepotentes y co-
paran las puestos de los Consejos.
A la ordenación del sistema de Consejos, que llegó a contar en el siglo
XVII con quince corporaciones, se llegó por las siguientes vías <19):
• por el mantenimiento de los Consejos Bajomedievales del Reino(Cas
tilla, Aragón y Navarra).
• por la segregación, cosi entidades autónomas, de lo que antes ha—
bian sido meras Secciones, ¡Ss o menos especializadas, de ellos.
• par la creación de organisrs nuevos
Para un breve análisis de cada uno de estos Organos colegiados, se van a
distribuir en tres grandes grupos: Consejos Generales, Consejos Tetti—




Creado en 1521—1522. A instancias del CANCILLER GATTINARA se reorganizó
en 1526,afio en que pasa a estar integrado por el Arzobispo de Toledo, los
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Duques de Alba y Béjar, el Confesor Real y Obispo de Jaén. Fue muy ardua
la tarea de dotarles de competencias específicas, aunque se ocupaba de
política internacional, cuestiones económicas, propuestas de otorgamien-
tos de oficios, conflictos entre Consejos, censura de libros, et. (20>.
Se llegó a pensar, y la idea estaba en el ambiente, que el Consejo no te
Día competencias propias y que sólo dependía de las remisiones hechas
por el Rey, pero llega a recibir tal número de consultas que hay que dic
tar el Decreto de 15 de Zarzo de 1624 a fin de evitar tal acualación,en
especial las de baja entidad (21).
El problema, lógicamnte,de mayor importancia en el Consejo de Estado, se
centrará en las consultas para oficios, dada su mayor entidad y repercu-
sión, que obligará a dictar los Decretos de 1? de Septiembre de 1624, de
24 de Febrero de 16?4,de 15 de Julio de 1681 y de 11 de Julio de 1683,en
que se trata de regular la materia de tales consultas.
Otro problema lo planteaba el régimen de asistencias, así cosi los votos
particulares, ya que resultaba difícil conseguir un uínim de asistencias
de los Consejeros por sus altas ocupaciones, a lo que se afladía la cos-
tumbre de redactar votos particulares que no se realizaba en la reunión
del Consejo sino en su propia residencia, lo que iba en contra de una tra
imitación rápida y eficaz, debido a lo cuál se dictaron los Decretos de 5
de Febrero de 1595,31 de Julio de 166? y 28 de Julio de 16’72,de gran in-
terés pues explican cosi han de tratarse los negocios en los Consejos,
las votaciones en secreto, así cosi la actuación en los casos que estu-
vieran implicados parientes de los Consejeros y hasta el de admitir cier
<20> aLIOT, .J.4.,” La Capan...”. — op,ctt.—p. 103 y es,
<21> eEflnEJO CASRERO,S.L. • “EettadIOC... . — op.ctt.— pp. SS y es.
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tos retrasos en la tramitación.
Parece inexacto considerar que el Consejo de Estado era el centro coordi
nador de toda la Monarquía,si bien había un hecho fundamntal,que lo día
tingula del resto de los Consejos integrados en la “polisinodia’, que e—
ra que sus miembros no eran funcionarios profesionales sino grandes aria
tócratas y prelados con experiencia militar, diplorática y política. La
realidad es que la influencia del Consejo de Estado, fue variable según
la disposición del Monarca.
Conselo de Guerra
:
La primera referencia de este organism la tenemos en 151?, pero en 1522
fue reorganizado para hacer de él un instrumento rás eficaz en las nue-
vas circunstancias creadas por la elevación de Carlos 1 al título impe-
rial.
Al Consejo de Guerra <22> correspondía la propuesta de los mandos nilita
res, construcción de fortificaciones, fabricación de armas, etc., y — en
general — todos los asuntos bélicos, aunque también el Consejo de Estado
se ocupba de las importantes cuestiones de la paz y de la guerra <que es
lo hace decir a varios tratadistas que, en cierta forma, el Consejo de
Guerra era un organismo subsidiario del Consejo de Estado, si bien, como
éste tenía de Presidente al Rey.
La importancia del Consejo de Guerra creció con la necesidad de organi-
zar el ejército de Flandes y, a la vez, asegurar la defensa del Medite-
rráneo.
Contaba con dos Secretarías: Tierra y lar y estaba integrado por los pro
<22> CSCUOEMO,J.A. , “Careo..t— op.ctt— Pp. 750 y es.
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píos miembros del Consejo de Estado y algunos militares de alta gradua—
ción,aunque ocasionalmente ambas organismos se agrupaban en el pleno del
Consejo de Estado y Guerrat.
Por su composición cabría deducir que el Consejo de Guerra fue constituí
do depués del de Estado, pero LUMIIGUEZ 5ABRIL ha advertido la existen-
cia del Consejo de Guerra en la segunda década del siglo XVI.
- CONSEJOS TEMÁTICOS O ESPECIALES
:
Conselo de Suprema y General Inquisición
Eue constituido en 1488 diez aftas después del establecimiento de la In—
quisición.
A finales del reinado de Fernando el Católico parecía que la Inquisición
espafiola iba a ser desmantelada cosi conscuencia de sus propias ertrali—
imitaciones. Pero, no fue así y la red inquisitorial fue revigorizada pa—
ra luchar contra los sospechosos protestantes o de otras doctrinas o
de prácticas heréticas.
Su Presidente era el Inquisidor General, prominente personaje de la vida
política, siempre un Obispo y michas veces miembro del Consejo de Esta-
do. Para algunos autores, el poder del Inquisidor General sobre el Con-
sejo de Inquisición era superior al de los presidentes de los restantes
Consejos. Su nombramiento era realizado por el Papa quién procedía a to—
los nombramientos de los funcionarios inquisitoriales, sin intervención
de los restantes Consejeros.
Los miembros de la Inquisición estaban vinculados con las facciones pali
ticas, por ejeupa con la influencia de COBOS. El Secretario aragonés HUGO
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DE aRRIES tuvo durante 30 abs un papel importante en el Consejo y trans
niitió el cargo a su hijo. La carrera de los Inquisidores Generales ‘¡AVE—
RA y VALDÉS demostraron que el cargo de Inquisidor General superior al
de Presidente del Consejo de Castilla puesto que los ascensos se realiza
han desde la presidencia del Consejo Real a la presidencia de la Supre-
ma y General Inquisición <23).
Conselo de las Ordenes Militares
:
Creado en 1495 de acuerdo con la concesión pontificia de Adriano VI<pre—
ceptor de Carlos 1), concesión perpetua para él y para sus sucesores, la
administración de las tres Ordenes Militares — Calatrava <fundada en
1158>, Alcántara (fundada en 1174> y Santiago <fundada en 1175) —.Su Pre
sidente era un Lugarteniente en representación del Rey, proponiendo el
Rey los oficios y beneficios,a~i cosi controlando el gobierno del Conse-
jo.
Cuando la Orden valenciana de Montesa <fundada en 1319>, gobernada por
sus propios Maestres, hasta la dimisión del último, el turbulento Pedro
Galcerán de Borja,en 158?,fué también concedida su administración al Rey
Felipe II pero no fué integrada en el Consejo, sino que se creó un Ase-
sor General, puesto que se concedía a un Caballero de Aragón.
Consejo de la Cruzada
Se constituye en 1509 y se ocupó en Castilla y Aragón de lo relativo a
la concesión, por parte del Papa, de la Bula de la Cruzada, así cosi de
la recaudación y administración de sus ingresos, para J.o que contaba con
una Contaduría propia y la supren jurisdicción de los pleitos correspon
<23> CRC .Ct.SS nhS~LTA, “d.c aonarqt.t” eepafloia.SAglOC XvZ—XVnZX”.— 419—
to,’la—1S. MadrId. 1990.— p. SS.
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dientes. Se extendió su competencia a toda la Nonarquía,con excepción de
los territorios continentales italianos y los Países Bajos.
Consejo de Hactenda
:
Tiene sus antecedentes en 1502 cuando, tras la crisis del sistema de Con-
tadurías Mayores, aparece una Comisión al margen de las Contadurías.
En 1523 se crea el Consejo de Hacienda como Organo central de la Hacien-
da castellana. Fue la ita importante reforma de GATTINARA,que utilizó un
irdelo adecuado: e.! Conseil des Finances de Flandes, cuyo Presidente el
Conde ENRIQUE DE NASSAU, había acompafiado al Emperador Carlos en su via-
je a la península. Se cursaron, pues, órdenes en Febrero de 1523 para la
creación de un Consejo de Hacienda que incluyese a NASSAU entre sus idem
bros. COBOS fue designado Secretario del nuevo Consejo y, aunque la idea
original era de GAflIJARA,fueron los protegidos de COBOS los favorecidos
en los nombramientos.
El Consejo había sido creado, en principio, para entender de las finan-
zas de toda la Corona. Al reunirse diariamente para examinar los presu-
puestos de ingresos y gastos, hizo completamente innecesaria la antigua
Contaduría de Hacienda, si bien la otra Contaduría, la de Cuentas adqui-
rió nueva vida cosi arganisir dependiente del Consejo y encargado de tra
tar los gastos, cada vez mayores, de la Corona, y de la importantísima
tarea de organizar operaciones de crédito a gran escala para mantener la
necesaria solvencia <24).
El Consejo de Hacienda controlaba las rentas y los subsidios, proponien-
do planes y arbitrios para su incremento y mejor recaudación.fl protago—
<2> CSCUOEAO, J.S. . - CtirC. . . ‘¾“‘ cp.clt.— pp. 76t y as.
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nisir de Castilla en el sostenimiento financiero de la Monarquía confi-
rió, a este Organo, una proyección universal. Ejerció, asimismo, funcio-
nes jurisdiccionales conociendo, como Tribunal superior, los conflictos
surgidos en la cobranza de rentas,si bien la intervención de las Audien-
cias en ciertas cuestiones fiscales habría de ocasionar no pocos conflic
tos entre ellos y los Contadores Mayores de Hacienda,que se resolvían en




También llamado “Consejo Real de Castílía’, ‘Consejo’, ‘Consejo Real’ o
simplemente Nuestro Consejo’ <por los Reyes), que ocupaba un primer lu-
gar en la escala jerárquica de los Consejos aunque, lógicamente.su poder
político quedó oscurecido por la creación del Conseja de Estado.
Aún siendo un Organo de la Corona de Castilla, el papel axial de ésta en
la Monarquía,así cosi el peso específico de su Presidente y de muchos de
sus Consejeros en la vida político-administrativa de la Corte, hizo que
trascendiera de su carácter castellano para alcanzar frecuentemente un
protagonisir hispánico, ampliándose las consultas del Rey con sus Minis-
tros a toda clase de negocios de cualquier procedencia, aunque el aseso-
ramiento político, en general, fuera en principio competencia del Conse-
jo de Estado. Existió, aderás, una faceta institucionalizada, consisten-
te en su inclusión en la planta de de otros Consejos (25).
Los Ministros—Consejeros de Castilla era letrados de gran formación y ex
<20> 9flR100. CLICKAMO..” Loa Peaje” Co,nejoe’ — MadrId.—~. 163.
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periencia en los distintos Consejos y Tribunales, constituyendo — en al-
guna forma — el escalón previo en sus altas carreras administrativas.
La competencia del Consejo de Castilla queda clarainte reflejada en el
Merrial del Conde Duque de Olivares, en 1624, en el que le sefiala la su-
prema e inj¡~diata jurisdicción de todo cuanto toca a justicia y gobier-
no <26>.
En el últiir afio del reinado de Felipe II se procedió a dividir el Conse
jo de Castilla en varias Secciones o Salas, cuyos títulos indicaban las
funciones que le competían <Salas de gobierno, de provincias, de justi-
cia, de “mil y quinientas’ — que aludía a la cantidad da doblas que de-
bía depositarse para poder recurrir en apelaciones ante la misma ->‘
Destaca GONZÁLEZ DÁVILA que el Consejo de Castilla excedía, con notable
diferencia, a las Chancillerías de Valladolid y Granada, ya que conocía
causas y realiza visitas, ref orn su gobierno, advoca sus pleitos, da cé-
dulas ordinarias para que le informen, todo lo que bacía sin que pudiera
haber recurso ordinario a la persona Real si no era por mdio del Conse-
jo.
Durante el siglo XVI se constituye, en el seno del Consejo, la Cámara de




El Sacro, Real y Supreir Consejo de Aragón, reorganizado en 1494, compren—
dóa — ya en el siglo XVII - la jurisdicción territorial de Aragón, Cata—
<25) ELLIOT OS LS PErnA.— “flernortajea y Cartas. — ~IoZ . 1.— p. 76.
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luifa, Valencia y las Islas de Ceniefla, Mallorca, Menorca e Ibiza. Estaba
compuesto par un Vicecanciller, que lo presidía, un Tesorero General y
seis Consejeros con título de Regentes <dos naturales de Aragón, dos de
Catalufa y dos de Valencia>, un Pronotario, un Teniente Pronotario, un
Fiscal, cuatro Secretarios, un Escribano de Nación y sus Coadjutores, cua
tro Escribanos de Mandamiento, un Procurador Fiscal, nueve Escribanos de
Registro Mayor y cinco de Registro Menor, un Sollicitator C.bancellarlae,
cuatro Porteros, un Curso de Chancillería y dos Alguaciles de Corte al
servicio del Consejo.
Protocolariamnte el Consejo de Aragón ocupaba el segundo lugar,después
del de Castilla, aunque le fue disputado tal honor por el Consejo de la
Suprema y General Inquisición.
Es indudable que la importancia de la Corona de Aragón, así como la de
algunos de sus Reinos, y muy especialmente de lo indómito de la raza y
el respeto a sus fueros y derechos, hará que mantenga sus peculiarida-
des y matices propios. Asimisw,,el Condado de Barcelona mantendrá —den-
tro de la Corona— una hegernía y singularidad, que será a lo largo de
la Historia motivo de permanentes tensiones en lucha de identidad,
cultura y lengua.
La creación del Conseja de Italia — del que se hablará en el apartado
siguiente — redujo el ámbito de su acción territorial que perdió el co-
nocimiento de los asuntos de los Reinos italianos, salvo el de Cerdeifa.
Connelo de Italia
:
De los asuntos en Italia se hicieron cargo determinados miembros del
Consejo de Aragón basta que en 1555 — o 1559 según otros autores — fue
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constituido el Consejo de Italia, con jurisdicción sobre los Reinos de
Nápoles y Sicilia , y el Ducado de Milán. Estaba compuesto por seis Re-
gentes: tres espafloles y tres italianos <un nnpolitano,un siciliano y un
milanés>, así cosi Tesorero General — coázn a los Consejos de Aragón e
Italia —, un Procurador del Patrisinio Real de Italia, un Fiscal y tres
Secretarios <uno de cada Estado) <2?>.
En el área de competencias primaba las de carácter puramente administra-
tivo sobre las judiciales que sólo se referían a asuntos muy concretos.
Respecto a los negocios de política exterior relacionados con los Esta-
dos italianos, eran de carácter menor y podían ser reclamados por el Con-
sejo de Estado <28).
cnnaeJndatugaIL
Creado cosi consecuencia de los resultados de la batalla de Alcazarqui—
vir (1578) puso a Portugal bajo la dependencia de Felipe II, por lo que
las Cortes reunidas en Thomar, en 1582, se lo reclamaron, si bien sólo
funcionó hasta 1611 en que fue sustituido por una Junta,que funcionó co-
si un ‘fantasma institucional” basta la secesión portuguesa en 1640, de—
pareciendo por pacto, sin mediar disposición alguna, en 1668.
Sus facultades eran amplísimas en relación con los asuntos portugueses.
Formaban parte de él seis personas, entre las que destacaba el veedor
de Fazenda, cargo de raigambre en la administración portuguesa. Se in-
tentó conservar todas las instituciones de gobierno, como el llamado TrI
<2?> ~SCUOERO.S.4. • “Ctirac...’ .— op.ctt.— np. 762 y Se.
<20) OflnfttOS. PELICZS4O. “Loa Sedee Coneejce... “.—op.cit. .—pp. USO y “e.
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burial del Desembargo do Fago (creado en 1532). Se crearon, también, un
Consejo forado por portugueses para asesorar al Monarca y, en 1591, un
Consejo de Hacienda de Portugal <29).
Conselo de Flandes
:
El Consejo Supremo de Flandes y Borgofla era el Organo que,radicado en la
Corte, se encargaba — junto a los Consejos que existían en los Países Ba
jos — de la administración de aquellos territorios, Fué creado en 1588 y
dejó de actuar en 1598, al ser cedidos tales territorios al Archiduque
Alberto y a ala Infanta Isabel Clara Eugenia. En Octubre de 162? fue re-
organizado, manteniéndose hasta que Felipe Y lo suprimió en 1702. <30>.
Canse lo de Navarra
Todas los Consejos, de competencia territorial o mterial,residían en la
Corte a excepción del Consejo Real de Navarra cuya antigua sede en Par
plona fue respetada por Fernando el Católico tras su incorporación a Cas
tilla, probablemente como supone SALCEDO - a fin de granjearse la benevo-
lencia de los naturales del Reino <31>. Reorganizado en 1525,lo integra-
ban seis Consejeros y otro personal diverso <Relatores,Ejecutores,etc.>.
El Virrey participó activai~nte en la dirección del Consejo pero nunca
fue, en propiedad, su Presidente. Este cargo recaía en algún Regente que
<29> ESCUOERO,J.4..” Ctirso. . . —‘ — op.ctt. PP. 762 y 55,
OsaRiOS. 7ELZCKS4O. “Loa fleaies Consejoe...’ .—op.ctt. np.?SS y 55.
<30> ESCUOCRO, 3.4. • “CLSrSO... ~‘— PP. 762 y Ss.
eAanro. PELICmAeC. “Los Peajes Consejos. ..‘¼— op.clt.— p. 267.
<al ) “Ot.40 fl!BSLr. P~flC. “fltstorta “acial as Ja fmi trac ion espaflo—
Ja. Eatad*oa cobre los ai~Ioe XVXI > xvxxr . —tnstttLSto de Esttadlo.
Madrtd • 1004.— np. 07 ~, a.
ESCUOEfO~ 0.4. “CLirso... . op.ctt.— pp. 760 y 55.
O4RRlOSEt.ICISW. “La” Reales consejas”.— o.ctt.—pp. 312 y 55.
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elegía el Rey entre los castellanos presentes en la asamblea, si bien la
gran mayoría de Consejeros eran navarros.
Disfrutaba el Consejo de Navarra de amplias competencias administrativas




El mayar problema que se le presentó a GATTINARA no residía en los terrí
torios de la península ibérica, sino en los Territorios de Ultramar. En
los primeros afios que siguieron al Descubrimiento todas los negocios con
las Indias pasaban por las manos de un clérigo con formación jurídica,
dUAl RODRíGUEZ DE FONSECA, Capellán de la Reina y, más tarde, Obispo de
Burgos. Aunque los asuntos comerciales fueron, pasado poco tiempo, de la
competencia exclusiva de la Casa de Contratación, que había sido estable-
cida en Sevilla en 1503, FONSECA siguió ocupando el mando supremo de to-
dos los asuntos de ULTRAJAR, con la ayuda ocasional de algunos miembros
del Consejo de Castilla, hasta que en 1511 ya se creó la Junta de Indias.
Pero, hacia la época de la llegada a Espafla de Carlos 1 <1517>, era eví—
dente que hacia falta una ita completa organización y ésta se realizó en
1524, affo del fallecimiento de FONSECA, con la denominación de Consejo
Especial de Indias. En 1542 sufrió una necesaria y profunda reorganiza-
ción, después de una inspección llevada a cabo por el propio Emperador.
En otra visita, dirigida por el eficaz administrador JUAN DE OBAIDO
<1568—1570), se propuso el nombramiento de éste como Presidente del Con
sejo, así como la promulgación de unas Ordenanzas que regularon la vida
de dicha institución <32).
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Este Consejo, formado por un Presidente y ocho Consejeros, era equiva-
lente para los territorios americanos, del Consejo de Castilla. Tenía
competencia todos los asuntos políticos, administrativos, judiciales y
eclesiásticos relacionados con las Indias <33>. Pué el instrumento me—
diante el cuál la Corona impuso su autoridad en las posesiones america-
nas y desarrolló una administración ial llamda colonial,pues nunca los
Reyes — ni las leyes — las consideraron colonias sino Territorios de Ul
tramar. Baja su autoridad se hallaba la Casa de Contratación, organiza-
dora y controladora del corcio trasatlántico, según más arriba se ha
dicho.
A semejanza del Consejo de Castilla constituyó en su seno la Cámara de
Indias, a la que se bara referencia en el apartado siguiente.
Las Canse los de Cámra~
En los Consejos de Castilla e Indias —, como se ha dicho —, se consti-
tuyen en su seno,los Consejos de Cámara que,posteriormente, y como con-
secuencia del volumen y entidad de los nombramientos y concesión de
mercedes, se convirtieron — en especial el de Castilla — en corporacio-
nes poderosas e influyentes:
— El Consejo de Cámara de Castilla se crea en 1588 y estaba com-
puesto por tres o cuatro Consejeros miembros del Consejo de Cas—
tilla,con el encargo de asesorar en los asuntos relacionados con
Patronato Real de la Iglesia espaflola, así como en los nombra—
<32> PERE MOtAS RESALTA. “La ncnarqtita espaflcia... —‘ — op.ctt.— e. ~
<33> ELt.tOT, J.M. • “La SSpfl...”. op.ctt.— pp.
179 y SS.
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mientos para cargos administrativos y judiciales, por lo que su
poder era,realmnte,grande.Se organizó en tres Secretarías: Gra-
cia, Patronato y Justicia.
— El Consejo de Cámara de Indias fue constituido en 1600 a instan-
cias del Duque de Lerma. Suprimido ocho afios depués fue restable-
cido en 1644.
(~) Los Organos individuales de la Adiministración Central
:
T.os Secretarios del Rey
Los Monarcas concedieron el título de Secretarios a numerosas personas:
• unas veces como una simple distinción retribuida y honorífica.
otras, a aquellos que, sin dejar de ser Secretarios del Rey, lo
eran, también,de los Consejos <especialmente del Consejo de Esta-
do>.
• y, par último, a quienes se incorporaban al entorno in~diato del
Rey como Secretarios privados o particulares.
Las das últimas clases de Secretarios tuvieron una especial importancia
en la consolidación del aparato administrativo.
Los Secretarios de Estado j la aparición de los ‘validos’
El crecimiento de la polisinodia aumentó el poder de los Secretarios de
Estado que eran siempre Secretarios del Rey.
En un principio la Secretaría de Estado era única hasta que Felipe II la
dividió en dos:
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• del Norte <asuntos de Europa Central y Septentrional),
• y del Sur (asuntos del Mediterráneo, especialmente de Italia>.
Si bien, entre 1630 y 1661 existió la Secretaría de Espafla (Península,
Indias, costa de Africa y “todos los demás negocias mirtos e indiferen-
tes’>.
La aparición de los ‘validos”, en el reinado de Felipe III, desplazó a
los Secretarios de sus despachos con el Rey pero no del trabajo burocrá
tico <los ‘validos’ eran favoritos elegidos por el Rey, casi siempre en-
tre sus amigos de la nUez>. Gran fama, y mala suerte, tuvo el tal vez
más importante de los validos del siglo XVII,el CONDE DUQUE DE OLIVARES,
con unos innegables deseos de hacer bien a Espafia pero sin lograr conse-
guirlo. Hubo otros, de menor importancia, cosi el DUQUE DE UCEDA y Don
LUIS DE HARO y, a otros, los tratadistas los consideran corruptos, cosi
al DUQUE DE LBRJ(A.
La privanza fue una institución irregular,no legal,pero frecuente en to-
da Europa. Conllevaba la unión de dos elementos de los que muchos Monar-
cas no supieron prescindir: un amigo íntirm y un trabajador eficaz. La
tarea que incumbe a los Reyes absolutos es, en teoría, que debe conocer
y decidir todos los asuntos, que debe dictar leyes y normas reglamenta-
rías, es decir, una labor abrumadora que se comprende pudiera haber Mo-
narcas que cayesen en la tentación de dejar lo más pesado a persona de
su entera confianza <34).
Los Secretarios privados y el Secretario del Despacho Univernsl
<
(St> OO$hINO&JEZ ORTiZ Y OTROS. “~ietoria ... “.— op.ta.— PP. SSS y 55.
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Las Secretarios privados del Rey eran aquellos que, sin serlo del Estado,
gozaban de la confianza del Monarca y despachaban diariamente con él.Tu—
vieron un gran peso político, sobre todo en el siglo XVI,y entre los que
se puede destacar a RATEO VAZQUEZ que lo fue de Felipe II. Esta gran in—
ffliencia ya existía antes que los Secretarios de Estado acapararan el fa
vor regio, y resurgieron cuando la exclusividad de éstos se quiebra con
la aparición de los validos, simento en el que el Rey deja de tener un
gabinete de Secretarios privados que,al combinar-se con la iarginación de
los Secretarios de Estado, se derrumba el staff burocrático adjunto al
Monarca dando lugar a un colapso en la administración central. Se inten-
té remediar este vacio’ administrativo con la creación de la Secretaría
del Despacho,conftgurándose con el tiempo como un oficio autónomo proyec
tado a asuntos de cualquier índole, pero su titular, dependiente siempre
de validos, careció de significación política <35).
Parece ser que surge el primer Secretario del Despacho,con su función es
pecífica de asistencia al Rey, en el comienzo del reinado de Felipe IV,y
así existiendo un alto administrativo al lado del Monarca podrán los va-
lidos dedicar más tiempo a sus altas funciones sin perderse en el tráfa—
go burocrático. El Rey, pues, contaba con una persona de confianza prepa—
da administrativamente que no le suponía probleias políticos ya que de
no estar conforme con si línea de actuación podía reemplazarle, para lo
que le había reservado su antiguo oficio o se le creaba uno nuevo, como
prebenda y no necesariamente con ejercicio <36>.
<36) OOMfldOUEZ ORTIZ Y OTROS. “Historia de .— op.ctt.— PP. SSS y SS.
‘36> OO*IUSJEZ ORTIZA. ‘~oJttica y flnienda de relipe It”’.— Mearid, Iseo
pp. 169 y Se.
— 66 -














te los reinados de los Austria
:
Antes del siglo XVI II <3?) no existía en Castilla una división en demar-
caciones territoriales intermedias entre la administración central y la
administración local. Durante las siglos XVI y XVII puede considerarse,
dentro de unos perfiles borrosos, el ‘régimen de corregimientos’ co~ un
esquenn territorial provincial. En Aragón y Navarra si existía una clara
administración territorial gobernada por Virreyes y configurada en dis-
tritos de confuso alcance, más axaplios que lo estrictamente local y me—
nores que las circunscripciones teritoriales antes conocidas; el oficio
de Virrey comportaba funciones generales de gobierno y una superior fis-
calización de cuanto sucedía en los territorios, pero no se le atribuía
funciones específicas y determinadas. Las legislativas y de gobernación
las asumía cuando además era nombrado Gobernador, las judiciales con su
designación co~ Presidente de la Audiencia y las militares cuando se le
agregaba el cargo de Capitán General (p. e.: en la Corona de Aragón los
Virreyes eran, además, Presidentes de las Audiencias>.
En Castilla desaparecen en el siglo XVI las antiguas demarcaciones admi-
nistrativas y son sustituidas por otras de carácter fiscal que compren-
dían cuarenta circunscripciones, que fueron agrupadas en torno a diecio-
cho ciudades con voto en Cortes, encabezando alguna su única provincia,
mientras que en otras figuraban al frente de provincias diversas, lo que
<37> escis ARtM, “La rec Cnstr.scción de la sO.uir.istracíón territorial y
¡ocal de &spafla del siglo X,ZrX.— N4.— Alcalá dc Mer,are.190S.—
PP. ‘1 y SS.
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dió paso a un sisten global de dieciocho provincias,convertidas después
en veintiuna. Más tarde una nutrida legislación fue perfilando la organi-
zación y la composición de las dos Chancillerías de la Corona de Casti-
lla: las de Valladolid y de Granada. Los ‘oidores’ o jueces civiles se
hallaban repartidos en cuatro salas civiles. Los ‘alcaldes del crimen”
integraban las salas de lo criminal. En ambas Chancillerías existían u—
nas salas especiales donde los ‘alcaldes de hijosdalgos” sentenciaban
los pleitos por cuestiones de hidalguía. Babia, además, en la Chancille-
ría de Valladolid un Juez Mayor de Vizcaya, el cual juzgaba las apela-
ciones de naturales de aquel Seflorio. Las otros Tribunales territoriales
de la Carona de Castilla tenían una composición zmcho más sencilla, así
en la Audiencia de Galicia una clase única de cinco jueces, los ‘alcal-
des mayoresse ocupaban indistintamente de los procesos civiles y crimi-
nales. A finales del reinado de Carlos 1 se creó la Audiencia de la ciii-
dad de Sevilla y ‘su tierra’. En 1556—1566 se creó una nueva Audiencia,
con cierta dependencia de la de Sevilla, para las islas Canarias <38).
En la Corona de Aragón las respectivas Audiencias fueron reglamentadas
en las sucesivas Cortes. En las celebradas en 1564 se crearon las salas
criminales de las Audiencias de Aragón, Valencia y Catalufla. En 1585 se
duplicó el número de salas civiles en Aragón y Valencia. En Cataluifa se
suprimió la sala de lo criminal y se fort en su lugar una ‘tercera sa-
la’ con especiales funciones políticas. Felipe II creó Audiencias en los
reinos insulares: Cerdefla en 1564 y Mallorca en 1571 <38)
La figura del Virrey se generalizó para el gobierno de los Reinos de la
CaO) PaRE ROLAS RKSAh..T*. “LS rfonarqtata.. —‘ — op.Ctt. np. SC y SS.
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Corona de Aragón, los reinos de Italia y las Indias. En los Países Bajos
y el Ducado de Milán el máxir representante del Monarca era el Goberna-
dor General. La teoría política de la Corona de Aragón consideraba que
el Virrey era un cargo extraordinario para cubrir nrnrntáneas ausencias
del Rey, pero cosi en el siglo XVI la ausencia se hizo regular se tendía
a ver al ‘Lugarteniente General” como un ‘gobernador de mayor porte’. Un
importante hecho, en el siglo XVI, fue la ocupación mayoritaria del car-
go por la aristrocracia castellana <sólo una vez se resistió la Corona
de Aragón al nombramiento de un Virrey “extranjeros considerándolo an—
tiforal, pero tuvieron que aceptarlo en las Cortes celebradas en Tarazo-
na en 1592). Los Virreyes de las Corona de Aragón — o por lo menos el de
Catalufa — ostentaban al mismo tiempo las funciones de Capitán General,
lo que le permitía en ocasiones actuar en forma que tenía prohibida como
Virreyes por la legislación del país. La Carona de Castilla existía tam-
bién el cargo de Capitán General para áreas determinadas, siendo el de
mayor antiguedad el del Reino de Granada <39>.
En la Corona de Castilla el Monarca disponía de una red de Corregidores
y Alcaldes Mayores, lo que hizo que a fines del siglo JERÓNIMO CASTILLO
DE BOBAiDILLA escribiera sobre sus atribuciones en “Política de Corregi-
dores. La red de Corregidores era bastante tupida.
En la Corona de Aragón ‘la administración del territorio revestía otras
formas institucionales. Hl Principado de Catalufa se dividía en 16 “ve-
guerías”, al frente de las cuáles se encontraba el Veguer, con escasas
atribuciones ante la autonomía de la nobleza y de los municipios. El
(39> ERC MOL.AS RKO44..tA. “La flonarq.uta.... .Cp.Ctt. PP. S7—5~.
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Reino de Valencia se dividía en dos ‘gobernaciones’,una con sede en Va-
lencia y, otra, con sede en Orihuela. En Baleares existía un Gobernador
para cada una de las islas de Mallorca, Menorca e Ibiza <40).
<4> Los Organos de la administración local en el reinado de los Lis
—
tri&L
La falta de verdaderas estructuras intermedias de gobierno entre el le-
jano poder central y la vida política cotidiana, que se desarrolla en el
mr-co de las villas y ciudades que han impuesto su autoridad a las al-
deas y territorios circundantes, obligan a éstas a asumir un cierto poder
que cae en ¡anos de las oligarquias nobiliarias favorecido por la desa-
parición del régimen de ‘Concejos abiertos’ y asentado ya el ‘Concejo ce
rrado’. Ello inquieta al poder central que hace lo posible por controlar
lo a través de concesión de oficios, atrayendo a las minorías nobilia—
rías o a las procuradores designados por ellas o imponiendo una política
controladora que tiene a los Corregidores cosi punto central de referen-
cia <41).
La organización se basa, en priir lugar, en el Cabildo o Ayuntamiento
compuesto por un número variable de ‘regidores’ elegidos por sorteo. Pe-
ro, la triste realidad era que los nombraba el Rey por lo que, ya en el
siglo IVI,estaban copados por la nobleza local, cuyo contrapeso pudieron
ser los ‘jurados” elegidos por el pueblo para defender sus interese~ y
controlar la actuación de los ‘regidores’, pero que la corruptela de la
venta de estos ofidios de ‘jurados’,después de su equiparación a los ‘re
(40) Idea. — p. 0069
(41> CSCLJO~RO.J.A Ctareo. . . ‘¾—cp.cit.’ pp. 700 Y SS’
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gidores” y su carácter vitalicio, los puso — también — en manos de la a—
ristocracia <con la excepción de la Corona de Aragón en que sólo existie
ron ‘jurados’ y no ‘regidores’, sin que tales oficios fueran vitalicios
ni objeto de venta). Completaba el cuadro de oficios municipales el Al-
calde, el Alfer-ez Mayor, el Procurador General, el Síndico, etc.
El control regio de la vida municipal tuvo como pieza clave a los Corre-
gidores, que actúan en Castilla tendiendo a una política unificadora,dis—
tinta de la que los Monarcas practicaban en la Corona de Aragón, a tra-
vés de los vegueres o bayles. Hl Corregidor era un personaje independien
te del Ayuntamiento del municipio en el que sirve, pero dependiente del
Rey que lo nombra y lo controla.El Corregidor tenía grandes competencias
que eran ejercidas en el ámbito territorial del Corregimiento que,con el
municipio cosi centro, cae bajo sus jurisdicción. Los Corregidores eran
letrados o militares <éstos con la asistencia de los Alcaldes Mayores>.
En los Municipios de la Corona de Castilla se consolidó el gobierno de
de los Regidores vitalicios a quienes correpondía la dirección de la vi-
da urbana <el título de Alcalde correspondía a funciones judiciales de
primera instancia). Muchos de éstos Coregidores no sólo tenían el cargo
de forma vitalicia sino que habían obtenido del Rey una cesión perpetua
y hereditaria ‘por juro de heredad”, con lo que se producía una patrimo—
nalización y privatización de un cargo público cuyo titular podía trans-
mitirlo por herencia, o arrendarlo nombrando un ‘Teniente’ o sustituto
que desempefiase las funciones. Para compensar tal carácter vitalicio al-
gunos Municipios crearon unos cargos electivos de ‘juradas’ y “síndicos’
que debían representar al pueblo, pero que con el tiempo también fueron
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privatizados <42>.
Los grandes municipios de la Corona de Aragón conservaron importantes
privilegios en materia de juicio penal, como el “privilegio de los vein-
te” que permitía a Zaragoza dictar sentencias de isierte sin juicio, o en
Barcelona el ‘ini de prohoi~” forma de juicio sumarísimo en mano de los
dirigentes catalanes <43>.
En el Antiguo Régimen europeo una parte importante del poder político se
cedía fundamentalmente a la nobleza, también al alto clero y, excepcio-
nalmente, a personas no nobles, que constituía el llamado ‘régimen sello—
rial’ en el que la jurisdicción pública, el gobierno y la administración
de justicia en primera instancia correspondía a un seffor jurisdiccio-
rial”. Este ‘régimen seiforial’ estaba bien arraigado en Castilla y Aragón
en el siglo XVI, y el ‘seflor’ nombraba y aprobaba a las autoridades lo-
cales. En ese mismo siglo XVI se produjo una extensión del “régimen sello—
rial ya que, por necesidades económicas, Carlos 1 vendió en Castilla tie-
rras de las Ordenes Militares y Felipe II hizo lo propio con tierras de
la Iglesia. Parte de estas ventas se hicieron en concepto de ‘Seflorio’ y
entre los compradores se encontraban aristócratas cortesanos y altos of i
dales de la administración (43>.
Antes de terminar este apartado es obligado referirse a la situación es-
pecial de Navarra y de las provincias vascas:
— Navarra había sido incorporada a la Monarquía en 1512 y en 1515
se babia englobado en la Carona de Castilla.El Monarca estaba re—
<42> F’~PE MOLAS RZOALTA.— “La flonsrq~Ia... —. — cp.ctt. PP. 59—60.
<43> ¡deIs.— PP. ~
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presentado en el Reino por un Virrey,de ordinario aristócrata cas
tellano, quién contaba can el asesoramiento del Conseja de Navarra
compuesto — como se ha dicho — por navarros y castellanos. Exis-
tía, también el Tribunal de la Corte Mayar y la Cámara de Comptes
para la administración de Hacienda. Las Cortes de Navarra conser-
varon sus atribuciones y. a partir de 1567, desarrollaron una Di-
putación.
— En cada una de las provincias vascas el poder estaba en manos de
unas Juntas, compuestas por representantes de cada ninicipio. Aun-
que las Juntas se convocaban con frecuencia se constituyeron unas
delegaciones de las mismas con el nombre de Diputación General,
en Guipúzcoa. o de Regimiento General, en Vizcaya. Este Regimien-
to General de Vizcaya estaba presidido por el Corregidor Real e
integrado por dos Diputados, doce Regidores y dos Sí adicos. En
1576 se creó una delegación más restringida llamda Regimiento
Particular. Desde 1611 se empezó a denominar al Regimiento General
como Gobierno Universal del Sefiorio y en 1645,el Regimiento Par-
ticular pasó a denominarse Diputación General.
El CaSO de Utcays era coipl Icado, P4eS st Seftorto c oa.prenta la
Tterra Llana Cdt~htdtda en rsertndadea) • 1S5 ,tl laS y — •dOi.áS — tan
tsr.- 1 torta ane,.o qt. eran las Encarta c jons—.
Los Reyes.enviaban a Vizcaya y Guipúzcoa Corregidores y a la pro-
vincia de Alava un Alcalde Mayor, pero los poderes de estos fun-
cionarios eran, de hecho, menores que otros lugares de la Corona
de Castilla, puesto que se encontraban limitados por la ley del
fuero y por la realidad de la autoridad de las Juntas.
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Obviamente no se puede enjuiciar,según el criterio doctrinal actual so-
bre ‘descentralización aduinistrativa’,el período histórico investigado.
En un sentido estricto no se traspasan competencias del Estado a otras
Administraciones Públicas, que ni siquiera existen realmente,sino lo que
ocurre es que la unión de las Coronas de Castilla y Aragón. con los Rei-
nos que las integran — con sus peculiaridades específicas —, se realiza
manteniendo su forma de ser política y administrativa, así como la unión
posterior de vastos y complejos territorios se hará en base a un trata-
miento normativo idéntico, con sus lógicas matizaciones, a la de los
Reinos conquistadores o descubridores.
Ahora bien,en la práctica,la Monarquía espailola — en este período histó-
rico - está descentralizada administrativaxmnte y únicamente bajo el con
trol del Monarca a través del Consejo territorial correspondiente o si
es materia determinada por el competente Consejo en el tei. Con la pe-
culiaridad de que cada una de las dos Coronas que integran esa Monarquía
están, también, en la práctica, descentralizadas administrativaxmnte en
los Reinos que comprenden, en los que existe una clara tendencia de con-
centración administrativa.
Hay algún tratadista que considera que esta realidad práctica es la que
se pretende para la Espafia de nuestros días: un Estado descentralizado
administrativamente en las Comunidades Autóno¡s, las cuáles deberían
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descentralizarse en las Entidades provinciales y municipales — si bien
la tendencia es la de una rígida concentración administrativa — y dentro
de cada uno de estos Entes existiera la máxima desconcentración adminis-
trativa posible.
2.3.2.— La centralización administrativa de la Casa Borbón
:
(A> INTRODUCCIÓN
A partir de la Alta Edad Media la simple, difusa e indeterminada organi-
zación administrativa espaifola va haciéndose cada vez más concreta y cmx
pleja en un proceso que se caracteriza por una paulatina superación del
sistema primitivo, acusadamente dotstico y en dode se entremezclaban
funciones públicas y privadas. Esta primitiva organización va a se reen’-
plazada por una administración propiamente dicha, integrada por un conjun
to de Organos y oficios públicos, claramente diferenciados de quienes
sirven al Monarca en funciones estrictamente personales.
Pero, esta organización administrativa carece de fuerza jurídica al no
estar personificada, ni de fuerza política al no tener independencia el
elemesto del Estado — poder ejecutivo — en que se íntegra. Por lo tanto,
parece necesario aclarar que para el doctorando, el tema a investigar en
este epígrafe debe realizarse en tres períodos claramente diferenciados:
— ira...pCLÍMDL Desde Felipe Y <1?O0—1’?46), primer Borbón en la Mo-
narquía espaifola, hasta el 24 de Septiembre de 1810, fecha en que
las Cortes de Cádiz unánimemente acuerdan la Declaración de Prin—
cipios, recogida en Decreto de la misa fecha, en que se incluye
la “separación de poderes’.
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— 2Lperio~oi. Desde el 24 de Septiembre de 1810 — pasando por el en
sayo de aplicación del sistema administrativo de la ‘rule of i~r
aprobado por la Constitución de 1812 —, hasta el 2 de Abril de
1845 en que, realmente, se implanta la Jurisdicción Contencioso—
administrativa.
— 3~r....periQdQL Desde el 2 de Abril de 1845 hasta la proclaisción
de la II República espaflola, 14 de Abril de 1931,con los parénte-
sis del ‘interregno’ del destronamiento de Isabel XI por la ‘re-
volución de 1868” y su Gobierno provisional, del “Reinado de Am—
deo 1 de Saboya <2 de Enero de 1871 a 11 de Febrero de 1873> y de
la 1 República espafiola <11 de Febrero de 1873 a 3 de Enero de
1874).
Iniciaresis la investigación desde el advenimiento de la Casa Barbón a
Espaifa hasta el irmento del paso de esa administración auxiliar y subal-
ter-na,a la hoy impresionante Administración Pública que nace en Francia,
sin duda alguna, en el final de la Edad Moderna, irnmnto en que existe,
en todo el mundo occidental, la conciencia de terminar el absolutissi, lo
que se logrará con el ‘principio de división de poderes’ <según los es—
queas LOCKE y MONTESQUIEU), con la consecuencia clara y terminante de
ser el punto crucial de la “emergencia histórica de la Administración
Pública’ (44). y, para el doctorando, el nacimiento de la Administración
Pública espaflola — teóricamente — es, precisamente, el día en que las
Cortes de Cádiz aprueban por unanimidad la aplicación en Espafia del prin
cipio de separación de poderes.
(44) QUIROOA OE AOARCA, SMB. Teaaa—ftesfleenes... “— cp.dtt. Pp. 9 y SS.
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La historia de la Administración espafiala no puede estar desconectada de
su entorno político, - cosi se dijo —, sino plenamente enraizada en él,
igual que en su entorno social, pues bien dice GARCÍA NADARíA <45) que
sin estos dos extresis la organización administrativa no pasa de ser el
esqueleto de un país, sin músculos ni nervios, en cada circunstancia bis—
tó rica.
Es, pues, obligado hacer un análisis de la situación global del siglo
XVIII,aunque — más adelante — se traten singularmente aspectos concretos
de la misma, así cosi su especial connotación con los precedentes inme-
diatos bajo el reinado de las Austria:
La muerte sin descendencia de Carlos II,últim Rey de los Austria en Es—
palla, supuso la consecución de la titularidad de la Monarquía espaflola
por la Casa de los Borbón, cuyo primer Monarca, Felipe V <1700—1746> tu-
vo, para poder reinar, que derrotar en la Guerra de Sucesión al preten-
diente de la Casa de Austria que contaba con el apoyo de la Corona de A—
ragón.
En lo concerniente a la materia de esta tesis,el siglo XVIII se va a ca-
racterizar par la revolución hecha desde arriba, de porte absoluto en la
política <“despotismo ilustrado’), acérrimmente centralista. Esta ambi-
ciosa renovación ideológica — la Ilustración — solamente empieza a ser
efectiva al final de esta Centuria.ya que hasta el Reinado de Carlos III
persiste un tradicionalismo escasamente innovador, superado hacia 1760
por la ruptura de dicha tradición y la aplicación de los esquema difun—
(44) OAAC!A ~SOAS¡AS.MS. “Estrtaet.ar de la fld*wlntetraelón Central ‘‘SOS—
iSS•)’t ¡t.dAp.— MadrId, 1902.— pp. 9 y SS.
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didos por varias Naciones de Europa.
En política interior tiene lugar la denominada, par alpinos tratadistas,
“caatellan.txaclón’ de Espata, — ya pretendida por el Conde—Duque de Oli-
vares en el siglo XIII — pero que ahora se intentará empleando la fuerza
a raíz del enfrentamiento de la Corona de Aragón con Felipe Y. Al vencer
éste suprimió, en aquellos territorios su organización política reempla-
zándola por la castellana mediante una serie de disposiciones <Decretos
de Nueva Pinta) <45).
El régían de gobierno sufrió profudadas traneforaciones en las esferas
local, territorial y central, donde se articuló un sietes de Ministe-
ríos, servidos can frecuencia por gente de procedencia extran.j era — espe-
cialmente italianos —.
La unión de las Coronas de Castilla y Aragón, con la subsiguiente incor-
poración de Navarra,habían dejado a salvo la peculiar organización polí-
tica y jurídicá de los diversos territorios. La unidad del poder perso-
nal y su propio pluralism interno, ocasionan un doble efecto: de un la-
do, se desvanece la unidad política de las Coronas y cobra, en cambio, re-
lien la de los Reinos; de otro lado, el Rey gobierna en esos Reinos, Se—
fonos y dets territorios con distinto título jurídico, ya que en unos
es propiasnte Rey,en otras BeSar y - en otros - Conde o Duque con dif e-
(ja> pPC«Z PROAL. ‘Historia O. Kepatwr. — Vol • XXIX.— flaOnId. ma.— —
pP. 0I”’02.
S..C>CZ SLLA, E • “Loe Reinos en Ja Historia e Sepa na’ . — ~adi’td,
1 SSS
ESCSSRO,J.fl. . - aireo.. . . — op. tít.— PP. SS? y 55.
T~mS Y V*4..¡ENTS,F. • “Loa Decretas de P&ae’.a Pianta’. -CUSO.— Alcira,
1 S7S
VILS,P. • “Catal.ifla e— Ja K”pafl eOra . — EO.CrttiCS .— Bartelo,
‘Srs
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rente intensidad de poder. Al argen, incluso, de los territorios euro-
peas, incorporados con distintas fórsilas jurídicas, el Rey puede gober-
nar con Ss facilidad ea la unitaria Castilla que en la Corona de Ara-
gón. donde — entre otras razones — existí a una estructura organizativa
tan dispar que ha llegado a ser comparada - no sin razón — con la moder-
na Comrnr.eul U británica.
En política de ultrar, al mantenerse los territorios en Atrica, hay
que realizar una estructura orgánica similar a la peninsular con unos e—
lementas de control, que Ss adelante se estudiarán.
En política exterior, la unión familiar y dinástica can Francia — que
lleva a Felipe Y a llaarse, y firar,con loe titulas de Rey de Espata y
Príncipe de Francia - fuerza a una política de estrecha colaboración y
ayuda que, para el doctorando, no cospensó a Espata de sus sacrificios y
esfuerzos.
En el ámbito del Derecho <46), y como consecuencia del enfrentamiento de
la Corona de Aragón y Felipe Y — co se ha dicha - éste intentó casta—
llaalzar aquella mediante los Decretos de Nueva Planta <4?), si bien no
lo consiguó plenate. En plena Guerra de Sucesión, cuando ya estaban
prácticaante dominadas Aragón y Valencia, Felipe Y dictó ele Fiar De-
creto, el 29 de Junio de 170?, en cuya “Exposición de Motivos” se expo-
nen argumentos sobre la rebelión de los súbditos, la abolición de los
Fueros y la intradución del Derecha castellano. La adida fué al acogi-
da en Valencia desde se elevó un ‘memorial” al Nonarca negando que hubie
<ja’ Sc.aaftO. J.4. “C..areo. . . —• — op. tít. — p. 07 y .
(47> L¡ao cnt por otar Ce o,.gantsac LO,, o plar.ta nL*ewS a ion arganes
y TrIb.anal”e, en .pec ial a Zas flt,dtenc Las.
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que hubiera habido rebelión y calificando las leyes castellanas de “des-
tructivas” <que el Decreto consideraba ‘loables y plausibles’) • que no
fue atendido por Felipe Y por lo que el Derecha valenciano fue del inití—
vamente derogado. Este Decreto se consideró ‘piloto” de las que podrían
dictarse, si bien en Aragón no fueron tan radicales las adidas y, des-
puás de varias alternativas,se promulgó el Decreto de 3 de Abril de 1711
que rehabilitaba en parte el Ordenamiento Jurídico suprimido al disponer
que se siguiera aplicando el especial Derecho Civil aragonés, aunque se
introducía la figura de un Coandante General y quedaba la Audiencia or-
ganizada según el modelo castellano. Hasta el final de la Guerra de Su-
cesión, en 1713, se continuaron dictando Decretos ta atentos a la orde-
nación de la Justicia que a las cuestiones militares que, hay que recono-
cer, fueron técnicante perfeccionándose hasta que, terminada la perra.
llegaron a ser textos bien elaborados y aduros, entre los que destaca
el de 15 de Enero de 1716 para Catalufla,que instituyó al Capitán Gene-
ral como representante del Monarca y estableció una Audiencia cuya es—
tructura había sido ampliaante debatida y que respetaba - como en Ara-
gón — la aplicación del especial Derecha Civil catalán.
La lengua surge cas tea conflictivo ya que el Consejo de Castilla ha—
bí a recomendado una arfe de adidas para restringir el uso del catalán,
si bien en el Decreto de 1716 sólo se sancionó que las causes ante la
Audiencia se sustanciaran esclusivasnie en castellano. No obstante, se
dictaron algunas “Instrucciones’ dirigidas a las Autoridades que iban
te allá y, concretamente, se advirtió a los Corregidores — en eme temo
alio - que procurasen ‘introducir la lengua castellana, a cuyo fin darán
providencias templadas y simuladas para que — note el efecto pero no se
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note el cuidado”.
Con el uissi criterio de antener el especial Derecho Civil y abolir la
organización política, administrativa y judicial,el Decreto de 28 de Ja—
viembre de 1715, — que a completó con otros en las aflos siguientes —, in
troduja la nueva planta en Mallorca, reconociéndose por tratadistas indí-
genas, como PIDA, que con el Decreto sólo a certificó la defunción de
unos Organos que bacía abs pervivían carentes de vida y eficacia. <Según
algunos autores este Decreto fue adaptado a Nenorca en 1781, pero su e-
zistencia es te que dudosa).
A este conjunto de Decretos, tradicionalmente conocidos, hay que afiadir
un Decreto de 24 de Noviembre de 1717 para Cerdefla, descubierto no hace
macho por el Profesor aBRUMO, que es una copia del modelo catalán.
Cts> Hay ~ t,acer referencia, por Za gran i~crtan’ia actajal de la o—
bra a la flo’vtstea flecapilación”. Hay ~ae recordar que la “.&aea
RecopIlación de las Leve. Ce Espafla” ‘1507> <tse el gran cuerpo le
gal de aquella poca pero — laos casente — nata quia coapletar
y retocar, por lo qUe n el siglo XVIII, reinando Carlos III. se
ptCli can dos s.apleeentos~ el O. LROIZASAL y el Ce la JS4T4 OS RS
Cap i~ac¡an • y ya CSRLOS IV, en 1002w encarga a RSQUSRS VOCLfl
otro auipíseento. quse <tse el ilacado No~’tsia Recopilat ion” en ata
pualicacian. Consta de 12 liros, di.fldido en ttt.ilot y leyee.con
un, asplio y otil índice final por —atería— y dtapoeiciOIWS.a.dflqt.
la •‘No-tt.i—a Recopilación” repro*cta. en buena dida. —l tente
de Za *&aa’a Recopilación” ~ae casita ,flgenta. por lo quia Za “~—
~,tsiaa” se apiS carga en ata detecto. fluanq...e presenta metal it Sen. la.
y contradicCioneS — coco aeflala .flTI.SZ ~IRS — es ..mna era Ce
gran a Zar y w .aneJ o, para astuidio de Za pot a, es ieptet iv.di.
~1s.
Oee agradecer el doc ter ando Zes en.efanSat y 1a dcc conta c ion a—
portada sare la “flawtsin Recopiiatión” por la Profesora ~ RS—
set. L~SZ Dina, en el C.a”sa de Dcc tarado 1s50—t nl • — acta •acuZ—
tad Ce Ciencisa Politicat y Sae iclogia. Ce la tini...er.idad Coa.plua—
tense.
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<B> LAR P*EDIDAS TER» 1702 IALES ESPAICLAE CON) CONSECUENCIA DE LA GUERRA
nI SUCESIÓI
Las primeras fases de esta Guerra de Sucesión fueron favorables al ArchA
duque, que llegó a rendir Barcelona y entrar en Madrid, pero la accesión
al Trono austriaco del Archiduque le privó de sus aliados, tan recelosos
de la alianza Espata-Austria como de la de Espata-Francia. Los triunfos
borbónicos de Brihuega y Villaviciasa <1710> decidieron la contienda. En
los Tratados de Utrecht <1713) y Rastadt <1714) quedó reconocida la su-
cesión de Felipe de Borbón, pero Espata perdió Nápoles, Cerdelia, los pre-
sidios de Toscana, Bélgica y el Lilanesado en favor de Austria; Sicilia
en favor de Saboya; y Gibraltar y Menorca en favor de Inglaterra <49).
Felipe V,disconlorae con tan ptrrica ,,ictoria e iacidO por el aabiflo—
so Ministro *.DSR’dI • sorprendió a las potencias airopeas con Za si te
octipactón de Cerdefla <17’fl y Sicilia C1715>,quae pro’.,ocó Za toración Ce
la Ctaadnaple SZiann <Francia. Inglaterra. Saboya y el Sacro Ispario>
contra Espafla. esta .Ca de ceder sta. conquatatas • pero cana igUai 6 Za ata—
cesión a los atacados de Perna • Plasencia y Toscana para Con Carias • Ni ja
~.ayor de la seguanda esposa de Felipe V• IsabeZ — Farnesio, deseosa de
encontrar Satados para atas hijas.
Tras el ‘Primer Pacto de Familia” <1733) entre las dos rase borbónicas,
canjearon Para y Plasencia por el Reino de las Das Sicilia, arrebata-
do a Austria por el Conde Montear <1735) .Porsl ‘Segundo Pacto de Fami-
lía’ <1743>, Luis XI prometía ayudar a Espata en la conquista de los Du-
cados de Iilán,Plasencia y Para para Don Felipe. segundo hijo de la Far-
nesio, la que vió cumplida sus ambiciones con la Paz de Aquisgrán <1746)
tras la colaboración de Espata con Francia en la Guerra de Sucesión aus-
triaca.
<49> De n.aewo se e>.preaa el agradac mamante a la Prota. NS 15*SCL LCPW*
O IZ • por la aportación Ce doctaentat iOn en al aira de Doc torada.
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Carlos III <1759—1788), al firr con Luis XI el “Tercer Pacto da Fami-
lía’ <1761),envolvió a EspeSa en guerras que sólo le interesaban a Fran-
cia, y que supusieron nuevas pérdidas territoriales. La librada con In-
glaterra y Portugal finalizó con el Tratado de ParIs <1763), por el cual
Espata cedía a Inglaterra Florida y otros territorios de Atrica del Nos’
te, y a Portugal la Colonia de Sacramento, pérdida que Francia compensó
con la cesión de LOUISXAiA. Nuevas hostilidades con Portugal desembocaron
en la Paz de San Ildefonso <1777) • por la que EspaDa recuperó Sacramento.
El Tratado de Versalles <1783) que puso fin a la guerra conjunta de Es-
pata y Francia contra Inglaterra, a favor de las colonias americanas de
ésta, confirt la reconquista de Menorca (1781) y devolvió a EspeSa las
dos Floridas, pero Inglaterra continuó detentando Gibraltar.
Por la Paz de Basilea <1796> que costó a RayaBa su parte de la Isla Espa
Sola <Santo Domingo), dió a su artífice, el ambicioso Godoy, el titula
de Príncipe de la Paz. En el Tratado de San Ildefonso <1790) Espata buba
de ceder Trinidad a Inglaterra y Louisiana a francia y quedó sometida al
Directorio, vasallaje que, con Napoleón, iba a convertirse en v~gonzaa
servidumbre (50).
Fernando VII, después de su abdicación delante de Napoleón, estuvo eno.-
nado en Valen~ay, mientras sus súbditos hacían la guerra a Napoleón par
devolverle la corona. Le devolvió Napoleón la corona en 1813,y ya en Es-
pata sólo pensó restablecer la Monarquía abeoluta. Los Territorios de 01-
tramer, en América, en presencia da la abdicación en Bayona de Fernando
<SO> NSIa,CCZ PIDaS. • ‘Historia.. • —. — Toco XXIX.—o
0..it.—pp. fl—fl.
C~SJO C*S0. ‘Derecho y e*n*.trsciófl 11ee ew. la Espelta del
flntiguao Megtant— Nade íd, leSO.— p. 22 y —a.
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VII y la invasión francesa, decidieran praclamer su independencia.
Derante la Guerra de la Independencia funcionó — aparte de lo impuesta
por Napoleón - un Gobierno Nacional, forado al principia por Juntas Lo-
cales y Regionales y luego por la Junta General Suprea, disuelta en 1810
y sustituida por un Conseja de Regencia, autoridad suprea basta el re-
greso del Rey. La realidad, sin embargo, es que Espata era gobernada por
las Cortes de Cádiz, cuya labor culminó con la primera Constitución espa—
Zola, de 19 de Nana de 1812.
<C) IVA SOCIOLÓGICA-ADUUXSTRATIfl DUWAITE EL REINADO DE LA CASA
np EOPWN U LA ESPAtA DEL 810W IV! 112
Se ha hecho inción - més arriba - a la importancia del ‘despotin> 1-
lustrado’ en este periodo de la historia de Espata y ya han sido nichos
los tratadistas que se han preocupado de valorar el peso especifico de
las de las presuntas relaciones entre la ‘Ilustración” y la gestión pali
tico-administrativas. Esta ráfaga ideológica albergaba unos contenidos
de tolerancia religiosa, adidas económicas, fomento de la ensetanza y
centralización del Estado sobre la base de una adecuada racionalización
administrativa.
lo está bien claro que los postulados de la “Ilustración’,en lo que ata-
Se a la organización administrativa del Estado, lograra a alcanzar el rau
go de didas efectivas y ordenadoras del cuerpo político e incluso ma-
chas veces fueron de naturaleza contradictoria.
El giro centralista fue el denominador casia de las reformes político—aA
ministrativas llevadas a cabo en la Europa del siglo flílí. lo obstante,
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parece lógico penar que tal sentido ref orador se diera en países, como
Prusia, Rusia o Austria, que no habían padecido un proceso da uniforme—
ción tan intenso co el acaecido en las Monarquías occidentales. <51).
El centralismo hispano se elaboró preferentemente sobre la unificacián
del Derecho Público, quedando Ss proyectado ostensiblemente en las ni-
veles territorial y local. La estructura de la administración central es-
taba en anos del Nonarca, con anterioridad a los Borbón, desde el rei-
nado de Felipe II.
La centralización político-administrativa fue algo que en Europa o bien
asumió el Rey de anera personal, o bien quedó como tarea compartida por
el Rey sus Ministros <Carlos III gobernó a través de su Ministro FLORI-
DALBLAJCA concediéndole buena parte del protagonismo>
Una vez vista la incidencia del “despotisa2 ilustrado’ en la administra-
ción púbíica y la situación de Europa. es preciso reconocer que ya. en los
últimos aftas del siglo XIII. anunciaban gran cantidad de novedades <52).
El Monarca de fines del siglo XIII en la realidad no resolvía nada, por
la pérdida de iniciativas a tuerza de tantos Consejos, por lo que la ini-
ciativa borbónica consistió en inyectar agilidad a las instituciones, con
virtiendo los Consejos en instruantos de la voluntad de ando que el
Rey personificaba. Los intentos de reforme Ss importante, en busca de una
deseada centralización, serán llevados a cabo en el Consejo de Castilla
al que será obligada inf orar de todo a cualquier asunto a negocio, según
¿ci, esn.cJa CrEflO. — Eattadiae “are Rs alnietrae it.. central espa~le
¿siglos XVZI—XVn*K>. Madrid, 1903.— PO. ‘C y se.
actas al II SywosiL Ce Historia Ce Za flinistrsción.
<52> c sayón. Hietaria... —• — op.cit.— PP. ~sO•si.
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se ordena por Felipe Y en 1717, por Fernanda VI en 1747 y par Carlos IV
en 1804.
Durante el sigla XVIII se trató de deslindar la función da los Organos
que trataban indistintamente del gobierno y da la justicia, con la crea-
ción de un sólo Organo superior de dirección <51). Esta centralización
sólo encontró un punto de resistencia que fue ea la relativo a las maz—
nidadas eclesiásticas. El Poder Ejecutivo <52> se iba fortaleciendo pero
sin conseguir la centralización administrativa, pues se conservaban loe
centros especiales, a los que se respetaba, contentándose con ser el je-
fe de cada uno en particular sin tratar de amoldarías a una forme cosin.
<D) LA ADNIIISTRACIÓ¡ PÚBLICA DURANTE LA UDUARCUIA DE LA CASA DE BORUJN
EN LA ESPAtA DEL SIGLO XIII!
:
<a> Las coniarzos del sistea adutntstrativa borbónico
Felipe Y traía concretas instrucciones de su abuela en las que se le
recondaba no tuviera favorita ni Primer Ministro, pero que se dejara a—
sesorar por un Consejo para poder siempre decidir personalmente. Lo que
sobraba en la Corte espatola eran Consejos, si bien ninguno de ellos reu-
nía las condiciones deseadas por Luis flY.por lo que habla que crear, ha—
cer, un nuevo Consejo, con miembros expresamente para él, y que no debía
estar sujeta a los lentos e inadecuados modos de actuar de los anterio-
res.
La administración de los Habsburgo <53> - como se ha repetido - estuvo
basada. en un régimen polisinodial.de varios Consejos, que atendían a los
<SS> OCIISSZ ORTIZ y DiMOS. • Hictaria.. • —. — op. cit.— p. sea
-86-
diversos territorios o a concretas aterías, sobre los que estaba el po-
der del Monarca. Las Secretarios del Rey o los validos del siglo XIII ser
vían de enlace entre el Monarca y los Consejos. En esta estructura buro-
crática se impone, por la Casa de Borbón, mitigar la fuerza de los Conse-
jos, de la nobleza asentada en ellos, y fortalecer la de los Secretarios
de Estado y del Despacho. Es decir, hay que abatir a la vieja nobleza es—
paflola que dominaba los Consejos y buscar una administración Ss eficaz
y subordinada al poder regio.
<b) Las Organos cnlegiadns de la aduinistracián central durante al
ler. peri ndo de la titularidad de la Cesa de florbón en la Manar
qui&iapa¡nlmz
Lógicamente, se hace referencia al mismo apartado de la Can de Austria.
• LES CONEEJ(Sr
Antes de entrar en la nueva organización administrativa de los Barbón, pa
rece lógico bacer un breve comentaría de como influyó en los Consejos la
nueva política adtnistrativa,aparte de la ya dicho en los apartados an-
teriores:
• El. Consejo de Estado, una de las piezas clave de la Monarquía en las
dos centurias anteriores, queda arginado. No es abolido, pero prác-
ticamente, no se reune y aún se concede el titulo de Consejero a al-
tos personajes políticos.
• Los Consejas de Indias, Hacienda y Guerra se antienen, pero ínter
tando pasar sus consultas a las similares Secretarías de Estado.
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• Los Consejos que de alguna forme se ocupaban de las relaciones entre
la Iglesia y el Estado, fueran antenidos co el de la Supreme y Ge-
neral Inquisición, Ordenes y de la Cruzada <suprimido en 1750>.
• El Consejo de Castilla extiende su jurisdicción a toda la Monarquía.
Fue afectado randeante por la Ley de Nueva Planta de MELCHOR DE AL
CAJfl y por el “Motín de Esquilache’. Bajo el COIDE DE ARANDA se an-
plió el número de Consejeros, con una ayor presencia de naturales de
Aragón.
• Loe Consejos de Aragón, Italia y Flandes fueron suprimidos por las
transformeciones territoriales consecuencia de la Guerra de Sucesión
y por la ‘castellanización” emprendida.
• HL CONSEJO DE GARJUETE
:
Pué una creación de Felipe Y. El Real Decreto de 30 de Moviembre de 1714
conecta el Gabinete con los propios departamentos de la administración
central, repartiendo las tareas de acuerdo con las ideas de la clasifica-
ción en raas para rediar el retraso de los negocios de la Monarquía.
De ella, que aplicándose cada una de las rase a una sola naturaleza de
negocios, podían conocerse e instruirse en ellas, por la que los Minis-
tros jefes de las departamentos acudían como Consejeros a las reuniones
del Consejo de Gabinete, pudieran obrar con el ayos’ conocimiento y ex-
periencia.
LA2~fl
Mete de los Consejos - y de las Secretarías de Estado y del Despacho.
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de las que se hablará en el epígrafe siguiente — estaban las Juntas, cu-
yo nésro ha hecho decir a BERMEJO CABREUJ <54) “no hay nada comparable
a las Juntas por razón de núro”
Con las Juntas que se constituían se trató de buscar Organos especializa
dos sin el complicado aparato de las Consejos, te económicas y can a—
yor grado de flexibilidad y acomodación a las circunstancias. Por lo ge-
neral a cada nueva Junta se le adscribía un género de aterías <Comer-
cío, Obras y Bosques, Dependencias de Extranjeros, Baldía, etc.). Bu ac-
tuación era en un ámbito menos amplia que el de los Consejos, aunque co-
piaban a éstos en el esqueme de organización y funcionamiento, siendo
su actividad característica — co la de aquellos — la emisión de dictá-
menes en respuesta a consultas concretas. Se les asignaba planta, facul-
tades y hasta duración para cada caso
- Junta Suprea da Estadox
La Junta Suprea de Estado fue, sin duda, uno da los Organos más impor-
tantes del reinado de los primeros Barbón, suponiendo una gran innovación
en los Organos administrativos del siglo IVIII y paso decisivo para los
futuros Organos del siglo XII.
Esta Junta Suprea de Estado es el antecedente inmediato del Consejo de
Ministros, constituido por Real Decreto de 19 de Noviembre de 1823, y en
cuya ‘Exposición de Motivos’ se baca referencia al Consejo de Gabinete —
— tratado en el apartado anterior — que creó Felipe Y en 1714,7 a la Jun
ta Supreme de Estado estableciada por Carlos III por la Real Ordenanza
<Se eI’SVTO PURUZ, J. • Hifloria ea ía fainietraeiófl Wepaftola e Hiepa—
o—aaericafla. — Madrid. 1550.— PO. •@1 y a—.
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fundacional de 8 de Julia de 178?. Siendo ésta últime fecha la que, se-
gún MEUflDBZ PIDA!. <56), se ha de considerar como la primera para hablar
de Consejo de Ministros.
Componían la Junta los distintos Secretarios de Estado y del Despacho y,
en casos especiales podían asistir a sus reuniones miembros de otros
Consejos que el Rey designase — aunque en la práctica nunca fueron
consultados. Se reuní a seanalmente con carácter ordinario y su función
era coordinar los distinto departamentos y a hacer que todos los Minis-
tros toasen interés personal en su ejecución <50>.
<c) Los Organna individuales de la administración central durante
el ler. peri~ da la Casa de Borbón ea Espafia
:
LAS SECWTA24 AS DE ESTADO Y DEL DESPACHO
Ya se expuso anteriormente las razones por las que las Secretarias del
Despacho se titularan Secretarías de Estado y del Despacho.
Las Secretarías del Despacho fueron la gran iw¶ovación en la administra-
ción central durante el reinado de los Borbón, no sóla por la razón de
que los ttodos burocráticos de loe Consejos fueran insuficientes <5?>,
sino también pos’ la razón, ya expuesta, de querer •apagar a estos Orga—
nos colegiados, reducto de nobles y antiguos políticos y letrados eminen-
tes. Por la Real arder de 11 de Julio de 1705. Felipe V realiza la refor—
a administrativa recomendada por su abuelo, Luis XIV de Francia, en la
¿SS> — - *etor.i. . . —. -‘ron XXIX. op. cit. 0. 30.
<U> SVTO. 3. • Hi,tofl. . . t— op.ait.— p. fi.
<57> ssc.IoaRa.J.A. , - aa-so de.. • —. — oc.cit.— p. 755.
000 SSYCM, Historia. . . —. — op.cit. p. las.
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forn te concreta y coupleta,can una adecuada distribución de competen-
cias.
Bien es verdad, ya se ha comentado, que desde el comienza del siglo XVIII
se intenta regular oficialmente la posición asumida por los Secretarios.
Se fundamenta en la idea de que no es suficiente un sólo Secretario - el
Secretario del Despacho Universal - y hay que dividir, par aterías, or-
gánicamente el Despacho Universal, la que se realiza en variaciones pe-
riódicas en 1706, 1714, 1717, 1720, 1754 y 1787, créándose en éste últi-
mo alio la Junta Supreme de Estado <58), reunión institucionalizada y re—
gular de los Secretarios de Despacho - bajo la presidencia del de Esta-
do - culainó la organización comentada <59>.
Cd) La organización administrativa intermedia entre la aduinletra
—
216n central y La administración local, durante el ler. período
del reinado da la Casa de Borbón
!
Cuando Carlos III regula la división territorial de Espala en “provin-
cias” existían ya te de treinta dearcacianes, divididas a su vez en
“partidas’, “merindades’, “cuadrillat ,etc. La nueva división será ts
regular y uniforme, dotando a las “provincias” de una superficie análoga
y de parecido número de ‘partidas”, pero en la que influyen te imperati-
vos históricos y topográficos que razones de lógica administrativa (00>.
En 1785, el CONDE DE FLORIDABLAICA, establece la división es 40 provin—
cus> caa ~C4RIRJ.Mm. • “U.trt.et.ire de Ja flifistnciór, ce..tral
C~SO—NSS~>.— I#W.— Madrid. lfl& p. 7am.
a~wJo casasao, “Kst.aoios. . .— ce.. it.— Pp. ‘9 y st. y mu y 55.
~,VTO PSR*Z .7 • ‘Historia. . . —. — op • ci 1.. — Pp • 404—SSS.
<SS> POS Ma.n fISOLiS. , flistoris. . .— cp.tit.— ~. SSS—Sn.
¿SC> WJO C4S0 • J • L. , — E.t.idios. • —. W • C it . — PP • fl y 55.
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cias — de lo que se tratará en profundidad ts adelante —, pero sin uz—
cha claridad en sus límites, que se dividían — a su vez — en ‘partidas”,
(“corregimientos’ en Castilla y Aragón, las “merindades” en Vizcaya y Na-
varra, las ‘alcaldías ayoreten Guipúzcoa y las herandadet en Alava>.
La verdad es que tal división no mejoré la anarquía y el confusiouis
anteriores en la atería, ya que existían chocantes desigualdades en las
superficies de las diferentes dearcaciones.
Por otra parte, existía una singular distinción entre ‘villas de realen-
go, villas de abolengo, villas de seliorfo y villas de órdenes ministeria-
les’
A los pocos alias, a final de siglo, no existía una clara analogía entre
división que existía en la práctica <Reinos, Principados,Selioríos y Pro-
vincias - extensas o no extensas -) y la legalmente aprobada.
Las Capitanías Generales
:
Co~ consecuencia de los Decretos de Mueva Planta los territorios que
componían la antigua Corona de Aragón perdieron su peculiar organización
jurídica-administrativa heredada de los siglos medievales.Dejaron, pues.
de constituir Virreinatos dentro de la Monarquía espaflola y pasaron a
constituirse en distritos administrativos, dotados de la misa organiza-
ción que en Castilla. Las únicas sxcepciones fueron Navarra, Vizcaya, Gui-
púzcoa y Alava.
Para sustituir a los antiguos Virreyes, Felipe Y notró para cada terrí-
torta un Capitán General-Gobernador que, al misa tiempo de ostentar la
txia autoridad política, coa representante del Rey,era el Jefe Supte-
a del Ejército ea su dearcación. Estas circunscripciones, constituidas
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por las Capitanías Generales, se fueron adaptando al arco geográfico de
la jurisdicción de las Chancillerías y de las Audiencias.
En el caso concreto de Catalulia, la nueva institución del Capitán Gene-
ral, presentaba características tales que lo transforba en el te fis’—
a apoyo del nueva régimen absoluto en el Princfpado. Es decir, la repre-
sentación directa del Ionarca,su ,txia jerarquía militar y su jerarquía
política cas Gobernador conjuntamente, y su estrecha relación con la Au-
diencia, de la que era Presidente nato, lo cual llegó a suponer un verda-
dero podes’ de hecho en el Principado (61).
Existieron hasta doce Capitanías Generales: siete de la Corona de Cas-
tilla <Andalucía, Canarias, Castilla la Vieja, Extreadura, Galicia,Cos—
ta de Granada y Guipúzcoa). cuatro de la Corona de Aragón <Aragón, Cata—
lulia, Mallorca y Valencia>, y una del Reino de Navarra.
Las Regles Audiencias
:
Por su parte, en las Reales Audiencias hay que distinguir la de Aragón
que sirvió sdelo para las date, con funciones específicas de adminis-
tración de justicia y asesoramiento al Monarca o a su representante en
dicho Reino (62). Es decir, a efectos de justicia y gobierno, Espata se
hallaba dividida en cierta número de Tribunales con funciones administra
tina y políticas, presididos por un Capitán General, que era el sisteme
adoptado por el Real Acuerdo establecido para los cuatro Reinos de la Ca
ron de Aragón por los Decretos de Mueva Planta, sisteme ya existente —
— desde el sigla XVI — en el Reino de Galicia y en las Islas Canarias.
En Castilla se conservaron las dos grandes Chancillerías de Valladolid
¿St> eaeeefl ~4a0anIa,J.mfl. • setrtjettar”. . ..— ep.ctt.— pp. 20 y .5.
¿ca> sancta ,lfoafIa,J.M. • Eatrtactujra. . . .— cp.cit.— PO. ~S y SS.
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y de Granada, cuyo ámbito de competencia fue reducido.En 171? se creó la
nueva Audiencia de Asturias,constituyendo un nuevo poder en el Principa-
do frente a la Junta General y los Concejos. En 1790 se constituye la de
Ertredura, con sede en Cáceres, al misr, tiempo que se ampliaba el br-
bito competencial de la de Sevilla. Madrid se consideraba jurisdicci6n a—
parte, bajo la Sala de Alcaldes de Casa y Corte.
Las Intendencias de Provincias
!
Otro Organo especialmente importante dentro de la administración terri-
torial fue el del Intendente — de u~delo francés, pero con raíces caste-
llanas —, cuyas funciones, co agente de la centralización real, fueron
en principio de carácter esencialmente militar aunque en sus tareas se
incorporasen tareas relativas a finanzas, policía, justicia y guerra. La
raíz militar de estos funcionarios se advierte en la distinción entre In
tendentes del Ejército e Intendentes de Provincias. En 1712, se antie—
nen los del Ejército y se suprimen los de Provincias en aquellas zonas
dnnde no hubiera tropas. En 1724 una disposición suprime los de Provin-
cias co~ consecuencia de la dualidad existente entre Intendente y Corre
gidor, en donde el primero había llegado a transforarse en la primera
autoridad de la provincia.
Por Ordenanza de 13 de Octubre de 1749 se restablecen las Intendencias
de Provincias con las cuatro funciones primitivas, pero en la práctica
los límites de estas funciones se contundían con las correspondientes
al Corregidor. Hubo épocas en que Intendente-Corregidor estaban unida ea
un sólo titular físico pero, te tarde, en 1766 se separan al parecer de
un sido definitivo, pero volvieron a unirse a principios de siglo.
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La amplitud geográfica de las Intendencias fue mmy variable, ya que su
creación fue sobre la base de las divisiones administrativas anteriores.
En el caso de la Corona de Aragón se constituyó una por cada antiguo Vi-
rreinato y, en Castilla, se las hizo coincidir con las Capitanías Gene-
rales o con los Corregimientos. Cuando se realizó la división en provin-
cias, en 1786, su número se acos3dó al de las Intendencias para que aque-
lías pudieran servir de rco a la jurisdicción del Intendente <83).
Las funciones competenciales, — que ts arriba se han contado - del In-
tendente, fueron:
— policía”, en lo referente al control del urbaniss2, obras públi-
cas y anidad, te que la referente a seguridañ y vigilancia.
- ‘justicia’, en lo relativo a las derivadas del resto de las fun-
ciones.
— “hacienda y guerra’, verdadero núcleo de su actuación. Responer
ble de la recaudación de impuestos y del antenimiento de las tro
pas del Ejército con aquellas recaudaciones, así cosi del fomento
de la economía. También asumía la subdelegación de la Junta C’$ne-
nl de Comercio y Presidente provincial del lar, correspondtélr
dale la dirección de las Reales Fábricas, elaboración de apas y
censos desigráficos.
La administracián territorial ea las Indias
:
Insiste el doctorando en lo antenido en el Capitulo 1 de esta tesis, de
que, las Indias, eran Territorios de Ultramer y no colonias — lo que es
¿ea> mancan nno.qqI*~J.fla. • “Sstrt,ctfiPS. . . .— op..it.— S~ y n.
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fácil comprobar por las leyes —,por la que sus habitantes tenían los mis
n derechos y obligaciones que el resto de espaliales peninsulares e in-
sulares.
Hasta mediados del siglo XVIII en las provincias de ultramer cuya sede
coincide con las del distrito superior, su Gobernador es el misr Virrey
o Presidente. Las restantes provincias disponían de Gobernadores pro-
píos. En las circunscripciones ts amplias los Virreyes y Presidentes son
- también — Capitanes Generales. mientras que el resto de los Gobernado-
res ostentaban el título de Coandantes Generales. Las circunscripciones
menores o provincias son objeto de reforme aplicándoseles el régimen de
Intendencias, aunque sólo se aplica a determinadas provincias, siguiendo
el resto con la denominación de ‘Gobernadores políticos y militares’.
Hay que sefialar que la dependencia de los Intendentes en los Teritorios
de Ultramer suponen, en sí miau,, un desmembramiento de poder. La depen-
dencia, con respecto a la Corte, de los Intendentes de Indias, descansa
sobre la plataf arme continental que arranca la primera Ordenanza caste-
llana de 1718 y su revisión en 1749. Aquellos Intendentes quedaban supe-
ditados a un Superintendente General que residía en la capital. La nueva
orientación y rit que imprimió Carlos 111 a su política, arcan una e—
tapa de proliferación y ascenso en el establecimiento y coordinación en
las Intendencias, y desde entonces adquieren visos propios que las distin
guen cada vez te de la original castellana, sin que ello atestigue la
diferenciación total y el rompimiento con las noras establecidas (64).
<~, sec.jc~j~ • ....... —. — op. c it.— PP. 77S y a..
~R*Z21 • OXOSLA. • “Las Opnnse de Sos Zntendena a. Ja. En.”
— Facultad de Oerecflc de la lJnt.eraidad Central de Venea~.ela.
Caracas
4 1572.— Pp. 25 y se.
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• La administración local durante el reinado da la Casa da Borbón en
el siglo fluí
:
El espíritu ref orados’, centralista, de los setecientos afecta a los Mu-
nicipios, últim escalón de la pirámide administrativa. Es obvio al irar
la necesaria conexión entre los planos estatal y usnicipal, que siempre
ha existido y que siempre tendrá que existir, pero,en la centuria que a—
nalizars, es destacable la singular intimidad de esa relación y una in—
mediatividad poco camines, por lo que un estudio de la problettica si-
nicipal de la época puede relevar y explicar criterios rectores de la
coetánea acción del Estado (65>.
En el siglo XVIII el Municipio es una institución que sufre largas y
profundas crisis.Allí donde la Monarquía adquirió fortaleza,el Municipio
perdió consistencia institucional. El régimen minicipal dictaba ujcho de
estar unificado, por lo que coexistían diversos regimenes u~nicipales
propios de los distintos Reinos, aunque el castellano era el te extendi-
do. La puesta en práctica de las medidas centralizadoras que se pondrán
en archa al principio de la centuria, tendrán su punto álgido durante
el reinado de Carlos XXI.
Los Decretos de Nueva Planta contribuyen decisivamente a reducir diferen
cias en los regímenes especiales de la administración sinicipal existen-
tes en la Corona de Aragón. Pero ello, no autoriza a pensar que el siste—
a castellano se transpíantara tal cual a los territorios de la Corona
de Aragón, especialmente a Catalufia, donde la conloración de los Ayunta-
mientos presentaban peculiaridades que obedecían a razones históricas di
¿ca> m.aa..E2 SeSO. — Scre el •eta y la Aatnietrac*Ofl O la Coona
de Castilla en el Antiguo ftbg*an. — Siglo XXI de Uspafla. Editores.
badrid.— op. 203 y 55.
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ferentes <66). La incidencia del reformisui sinicipal se anifestó, apar-
te de en las direcciones selaladas de uniformisa> en los patrones uní-
cipales y de la centralización,en las s’eforas que alteraron la composi-
ción de los Ayuntamientos pos’ la transforación del régimen de los of i—
cios. Tal extrew llega a implantan. en los ‘procuradores síndicos per-
soneros”, en los “diputados en coita” y en los ‘corregidores” • que son
absorbidos por su propensión al colaboracionisa> con el poder central
(87).
Los graves desórdenes consecuentes a la venta de oficios y de bienes de
propios, fuente esencial de los ingresos para las Haciendas uinicipales,
fueron controlados por las Ordenanzas de 13 de Octubre de 1749 en las
que se concedía a los Intendentes amplias facultades en atería de bie-
nes de propios y arbitrios,y la de Julio de 1751 que preceptuaba que los
Ayuntamientos rindieran cuentas anualmente al Consejo. Hay una excepción,
un régimen peculiar administrativo local, consecuencia de que los Reyes
debían residir en poblaciones <“ciudad regia’, “Real Sitio”> y éstos se
acogen a dicha excepción, estando así sometidos a la autoridad de un Su-
perintendente General, cargo que se desglosa de la Secretaría de Estada,




Aparte de la ya dicho en las páginas anteriores sobre este Organo mini-
cipal. hay que insistir declarando que fue de los de te importancia del
cae> cta Moflen. — ~a reeonatr.éccj~n de la aintetrac*óTt tenitorial y
local en la E.pafla CeS Siglo XVZhI. — 1W.— amiS de Mo..a..et fl5
PO. a. y 55.
<57> OMCIO 14m1N.— La recon.trucció—. . . .— op.cst.— op. lOO y ea.
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sigla XVIII y que contribuyó,decididamente, a la centralización del si.-
tea Usnicipal. La institución miltisecular del Corregimiento fue objeto
de algunas refOrmes en el siglo XVIII que terminan de perfilaría, aunque
en gran parte distinto al que había tenido en siglos anteriores.
El gran impacto de los Decretos de Mueva Planta, - que arca en buena —
dida las líneas del reformism> borbónica en la que al Corregidor se re-
fiere -• supone el traspinte a la Corona de Aragón de aquella institu-
ción genuinamente castellana. Un caso especial fue el de Catalufa, donde
los ‘Vegueres’ y •Sovegueres” , que venían ejerciendo una función semejan-
te a la de los ‘Corregidores” castellanos, no lograron hacer patente la
voluntad regia en todos los rincones del territorio. En su consecuencia
se ordenó dar entrada a las Corregidurías catalanas a ndns militares,
en vez de a técnicos o burócratas, lo que había de acentuarse a todo lo
largo de este siglo XVIII.
La figura del “Alcalde Mayor o “Teniente” aparece intiamente ligada a
la del Corregidor, quién era nombrado por el propio Corregidor durante la
primera mitad del sigla XVIII. pero — en la segunda mitad -,al acentuar
se la presión centralista, las Reyes reclasron para sí el nombramiento
de estos oficios. Con el paso del tiempo se realizó una aproxiación en-
tre ‘Tenientes’ y “Corregidores’ dejando de ser, aquellos,meros auxilia-
res de éstos para canvertirse en verdaderos Organos de la administra-
ción.
Es indudable, y ya se ha hecho referencia a ello, que las funciones del
Corregidor se complicaran con la existencia de los Intendentes, ya que
por las atribuciones de éstos la confrontación era inevitable, llevando
aquel la peor parte. Lo que llegó basta que, por una Ordenanza de 1749,
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se sancionase la desaparición del Corregidor en las ciudades caben de
Intendencia, asumiendo ésta la totalidad de las funciones. Surge así la
figura del Intendente-Corregidor con desmedidas competencias y que dura-
rá basta las reforma de Carlos III.
Las populistas reforma de Carlos III en la administración locali
El poder cada día myor de los ~ristócratas, en su reacción contra la lí
mitación de la actividad de los Consejos y su exclusión de loe oficias
minicipales, así cosi la repulsa del puebla, cada día nyor, del ‘despa-
tissi administrativo’, hace que Carías III, siguiendo la tendencia cen-
tralista de la Casa de Borbón. desarrolle una política populista y di.-
ponga que todos los habitantes puedan desempeflar los oficios públicos. Pa
ra ello tos importantes adidas sobre las haciendas locales, crea los
“diputados en couin” y el ‘síndico personero”, así cosi ref orn los Co-
rregimientos a los que separa de las Intendencias en 1760 (aunque se vol
verán a unir a finales de siglo). En este mism alo de 1?66,el 20 de Ju-
nio, en otra Instrucción impone una elección de segundo grado frente a la
perpetuidad de los cargos, así cosi adapta la clasificación orgánica de
los Intendentes a los Corregidores y los lían de “entrada” ,de “ascenso’
y de “término”, en un lógico afán de ps’ofesianalización. Vigoriza la au-
toridad de los Corregidores y de los Alcaldes Mayores, al tiempo que da
participación al pueblo mediante la designación, por elección indirecta
de los ‘diputados del cotn’ y del ‘síndico personero”. Se pueda alirr
que la citada Instrucción de 26 de Junio de 1766, el Auto acordado de 5
de Mayo de ese miss alo, junta al “Reglamento para Nuevas Poblaciones’
nos darán la idea del Municipio deseado durante el reinado de Carlos III
<68).
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Es oportuno afirar, después de analizar las opiniones de diversos trata-
distas, que la creación del “diputado en cotn’ tuvo dos causas: una, la
verdaderamente importante, la de tranquilizar la desconfianza de los pu.—
bbs y, otra, la deficiente actuación de los Regidores. Estos “diputados
en cofia’ no tuvieron el suficiente apoyo por miedo a revoluciones, si
bien, en pura técnica administrativa, pudiera ser por. tratarse de una ins-
titución sin antecedentes en el sindo europeo.
La administración local en los Territorios da Ultramer durante el si
gIuIflhlL
En los Territorios de Ultramer coexistieron ciudades y pueblos típican
te espalioles con poblados de aborígenes. Las primeras eran consecuencia
de la instalación de misiones religiosas, establecimientos mineros o guar
niciones militares, aunque alguna vez fueron creadas de nuevo.
En las ciudades fue implantado el régimen uinicipal castellano, par la
que las medidas adoptadas par Carlos III repercutió en ello en la anera
comentada en el apartado anterior. Ahora bien, en la práctica la vida lo-
cal en las Indias va desfalleciendo por los abusos cometidos en ellas. Lo
que obligó a Carlos III a enviar “visitadores” — institución preferida
por el Monarca que creía que con ellos penetraba la Ilustración —, pera
que fueron al acogidos por la suspicacia de los Virreyes, que obstaculi-
zaron por todos los medios su labor.
Esa suspicacia de loe Virreyes tenia ma razón de ser en que ya el nombra
miento de Intendentes había arado su poder, lo que - en un principio -
<a> SJ1L.L0.4. J. • “Las retoreafl Ce la aCein*atraetófl local flaraflte el
rentado de Canoa ¡¡It — Inatit.ato de Sst.adioa de la fideinistra. LSt
Local.— Madid, ‘Seo.— pp. 27 y a. y 123 y Sa.
ssprr0 psnsZ.J. • “~tetofla... t— op.Cit. ~. ~ y a..
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fue favorable para los Municipios por ajorar la hacienda local. La regla
mentación de estos Intendentes de Indias aparece en la Peal Ordenanza de
de 1780 con el titulo de ‘Establecimiento e Instrucción de Intendentes”,
preparada POR GALVEZ cosi Ministro Universal de las Indias. Ejercieran
estos Intendentes una gran influencia en la vida local,eliminando la iii-
tervención de los Regidores en atería fiscal, intervención sustituida
por la de Juntas compuestas por el Alcalde Mayor, dos Regidores y un Pro-
curador. Los Intendentes actuaban cosi cabeza de la administración, del
gobierno judicial y del político, presidiendo el Cabildo; también eran
protectores de los indios, prositores de la agricultura y de la indus-
tria. Hay un unánime reconocimiento doctrinal de que la tarea de los In-
tendentes de Indias vigoriza la administración y la da una ayor efica-
cia, así cosi que los informes sobre su actuación declaran la probidad y
la idoneidad de ellos frente a la corrupción de Corregidores y Alcaldes
Mayores.
Y, por últisi, se pueden sefialar dos peculiaridades interesantes: una, el
nombramiento de ‘regentes’, una especie de Corregidores; y, otra, que ex-
cepcionalmente los notables del pueblo o villa, tanto civiles ca ecle-
siásticos, se rauhían con el Ayuntamiento en una especie de Cabildo abier
to.
2.3.3.- 20 ~‘ Sor. periodo de la titularidad da la Cama de Borbón
en la Monarquía espaflnla
!
— <A) Introducción y análisis da la influencia en el r~gin administre
—
tivn espaflol da los conceptos consagrados por la emergencia da la
Administración Nabí tea durante la Revolución francesa
Ya en 2.3.2. <A) se dijo que, para el doctorando, — y en lo que — rutie—
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re al tea de esta tesis —, el día 24 de Septiembre de 1810 en que las
Cortes de Cádiz acuerdan unánimemente la Declaración de Principios, reco-
gidos en Decreto de la misa fecha, en la que se incluye la “separación
de poderes’, es el día en que nace la Administración Pública espaflola,es
lo que dará lugar - Ss tarda - al paso crucial de una administración
auxiliar y subalterna a la impresionante Administración Pública, que ha
surgido en Francia,al final de la Edad Moderna e inicios de la Edad Con-
teuporánea,durante la Revolución Francesa al proclamerse el principio de
‘división de poderes’ <según los esqueas de LOCKE y flTESQUIEIJ), in-
tegrándose - pues - la Administración Pública en el elemento del Estado,
Poder Ejecutivo, que en en el siznto histórico — que se saBalará Ss ada
1.ante — lo llena totalmente <69), es decir, será igual hablar de Adminis
tración Pública que de Poder Ejecutivo.
Pero, esta misa fecha de 24 de Septiembre de 1810, y dentro de la meto-
dología para el desarrollo de esta tesis, sirve para diferenciar el fin
del primer periodo de la titularidad da la Casa de Borbón en la Monar-
quía espefiola y, en consecuencia, el principio del segundo período que
abarcará hasta el 2 de Abril da 1845 en que, realmente, se implanta la Ju-
risdicción Contencioso-administrativa en Espafla, por lo que otro elemen-
to del Estada, el Poder Judicial, desde fuera de la organización adminis-
trativa no cow se había hecbo hasta entonces, controlará la actividad de
las Administraciones Públicas para lo que conocerá de todos los actos de
ellas, sujetos al Derecho Administrativa, y da las disposiciones con ran-
go menor de ley. Se implantará, pues, una Justicia Administrativa seria
y rigurosa,en base a ese principio de ‘separación de poderes’ al que se
<SS> Sobre ello ce recate a cuaale.t.r fla.wal Co Ocrecle doiniatrattyo. —
Sea • CUZROca OC S*C* • .3 • ,ia. - TmflbRCSflCS OS OSRWOC fOhqZNZ OTRA
rrvo—.— Vol. 1.— Oy~tneon.— flart, tUSO... PO. U Y
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ha hecho referencia.
En este epígrale,se analizará — también — el 3er. período de esa titula—
ridad de la Casa de Borbón en la Monarquía espaliola que, iniciándose en
el 2 de Abril de 1845, abarcará hasta el día 14 de Abril de 1931 en que
se proclame la II República Espaflola, con los interregnos del destrona-
miento de Isabel II y el “Gobierno provisional’, el Reinado de Asdeo 1
de Saboya, y la 1 República Espaliola.
Antes que nada, y dada su gran importancia sobre todo en la época que se
estudia, hay que analizar los orígenes y particularidades de nuestro ré-
gimen administrativo, y de anera especial, por la atería que investiga
esta tesis, sus peculiaridades en nuestro régimen local <70>:
— Hay tratadistas que consideran que todo se inicia con lo que la
Revolución francesa supone. Posición generalizada en este tea y
en la que hay una gran parte de verdad <71). flora bien, negar to-
talmente cualquier tipo de conexión con la situación precedente
resulta, sin embargo. inencto. Ya en la misa Francia se trató el
tea en su misa generalidad <72)y en cuyas conclusiones coinci-
den autores espaloles <73>, por 1w que se permite hablar de una
indudable continuidad institucional, en relación can algunas téc—
<70> 0. fl4nTl—fST~TZt.LO y S.StLa.., “aceitral exacta— atniatratta
y crgaftncian poflttnt— Tco 1.— Ed. Slfagtara.— ~aCrtd• 1072.—
pp. 10 y ea
(71> masa PnWS, “Syoiac dan legt.Jat*n del Rgtaen local en SepaRa
<t•12—,foS>.— Madrid.— Pp. ~2 y ea.
rrO~J. • nsatcrse de la aaaniatractan eepaflola e fltepenoaaert—
carfl . — Madrid~ ISSS. ~. BOA y e..
<72> TCCQISVIL.LS.aSJo OS. R1 flntig.a Rsien y la fle,s’ol.ictOn~.-ttb¡I
~arSd~ lUSO.— Ca~.a. II y ea.
<73> cascO C*#.S. C. — La fltntflractOn espeifola —n el .5gb MVZZZ’
Satasdios ,oeenaja al Proteeou Lopee Rodó.— 1dtLS~ íS?3.-pp. 11 y a.
*RTOL*~ .3. . — Loe ore genes do la SepaRa contaa.poranea • -flan. tc~ 1 SSS.
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nicas y fórsalas organizativas que habrían de antenerse.
Por lo tanto, la propia centralización administrativa encuentra,
especialmente en la últia fase del Antigua Régimen, una foraila—
ción precisa que posteriormente habría de ser desarrollada.
Otro sector doctrinal, no carente de razones argumentales, de-
fiende la tesis, tampoco del todo exacta, de quienes desde una
posición nacionalista a ultranza <‘14) niega, o no valore debida-
mente, el impacto de la Revolución francesa en nuestro régimen ad-
ministrativo. Ahora bien, el hecho de reconocer una continuidad
evidente con situaciones del Antiguo Régimen, constituyen metodo—
lógicante un dato del ayor interés.
Pero, hay que afirar categóricamente que la influencia francesa
la ven recogida en nuestro Ordenamiento Jurídico. Es algo que no
puede negarse ya que la reiteracián, incluso en su misa literali-
dad, de fórsalas alumbradas en el Sistea francés, ajenas a nues-
tro Derecho histórico, parece que obliga a no despreciar princí-
píos establecidos por la Revolución francesa.
Hay, pues, dos puntos de vista en el planteamiento de nuestro régimen ad—
minitrativo que, en lo que se refiere al Rágímea local, es fácil de cor
probar siguiendo a GALICIA DE ENTERitA <75) y que se puede resumir en los
siguientes puntos:
<1~) El punta de partida es el Decreto francés de 14 de Diciembre da
<‘A> •.pflbl¡fl—USTOSTKLL.C y £.AflSJLL.CL.~ L.a eecentraltnción. . .—ci•Clt.
p. 22.
VILLS C8*U. fliatorie politice de RepaRa. tI~O—Ifl7>~.— tladrSC
bUS.— pp. 3 Y ea.
<78> Ct* OS EflTftAU. “La conttgMración. . . . %-op.ctt.— Pp. 22 y ea.
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1789, en cuyo articulo 49 se sefalaba, que los Cuerpos uznicipa-
lea tendrían dos especies de funciones a desempefar, unas pro-
pias del poder manicipal, y las otras propias de la Administra-
ción del Estado y delegadas por ella a los Municipios.
Hay un reconocimiento de un poder sinicipal, ejercido - adets-
por unos Organos constituidos electoralmente. Se deduce de ello
que es el territorio el único dato determinante, al argen de
cualquier valoración de clase o grupo <75).Par la tanto, hay de
una parte, poderes propios, autonomisa ciudadano, territoriali-
dad; y, por otra parte, funciones de la Administración del Esta-
do cuyo ejercicio se delega a las Municipalidades <76).
• <2~) Frente al particularisa con que hasta entonces se estableciera
la institución ulnicipalse generaliza de rdo uniforme la fór—
imía que se establece. Todos los Municipios y sus vecinos se so-
,mten a un mis régimen jurídico. <7?).
• <39) La generalización uniforme e igualitaria de las fórsilas manicí
pales se lleva a cabo al misa tiempo que se propugnan unos es—
<picas de carácter eautárquicoe <77).Es decir, se regulan igua—
litariamente todos los Municipios, al tiempo que se establece
que, en cada uno de ellos, serán los propios interesados no só-
lo los que participan en su gestión, sino - incluso - los que
los constituyan.
Este unifarmisa y la gestión directa por parte de los vecinos
<70> C14 OS KNTSfm**.S. ‘rtirgot. . . —.— op.cst.— PO. ,~ Y ~.
<77> s.MaflrZN—flC1~TELLO y S.SRSJL.LS-, “Oeecentralisactófl. . . •— op.. a.—
Pp. 22 Y ea.
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son las que determinan inequívocamente la generalización en le-
paBa de la fóruala de los ‘Ayuntamientos’ que servirá de base
a las Cortes de Cádiz sobre esta atería del régimen local <78).
<4~) La característica de la emergencia histórica de las Administra-
ciones Públicas es la centralización, lo que no deja de ser una
gran paradoja. La sustitución de la estructura de los poderes
secundarios <19) por la estructura de la Administración centra-
lizada. venía impuesta precisamente así, por la propia dialéc-
tica de la idea de igualdad social que, en efecto, hacen imposi-
ble los poderes secundarios, tanta porque niega la posibilidad
de clase a personales, co porque — aún cuando tales poderes
se situaran en corporaciones impersonales — se derivaría una
discriminación desigual entre miembros y no miembros de esas
corporaciones,o entre los que son de una y los que son de otra.
La centralización es, pues,la fóruila para abatir un régimen de
de desilgualdad fijado en base al territorio.Ahorfl bien, se pre
sonta asimis co exigencia que es también requerida para líe
var a cabo la idificación que se pretende de unas estructuras
políticas y sociales <80>.
Concretamente, y en lo que se refiere a la influencia de estos principios
<70) Idee.—. p. 27.
(79> *CíS CC EflTEftSt*~E. “La Rb.4CI’dciófl trancase y la eeergefltia nA..6
rica es la *nttiaCiófl conteeportfl. —flosenale a Pejes SerranO.
Medrad ¶559. — Pp. 225 y a.
<00> S.MdRTIURCTCRTfl-*-0 y E. aaaa..La...— “Oeac.ntral*SaC*óV’. . . —. -op.ctt.
p. 20.
a. n.,OS OLIVEIRA. “La .¿nidad nacional y loe nacioflaltflOC espeso—
In”.— flb,.Sco. 1070.— ~. 11• Y ~.
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consagrados en la Revolución francesa en la Constitución de 1812, se pue-
de resumir la investigación a los siguientes puntos:
— En lo que se refiere a la forsilación del Texto Constitucional,no
hay Ss redio que acudir a las respuestas de la célebre Consul-
ta al pueblo espaliol, en que si hay respuestas sobre una continui-
dad del pasado, otras se refieren a la instauración de un Estada
fuerte y unitario, y chas mis que son una copia literal de los
postulados de la Revolución francos, en las que se insisten en la
supresión de fueros personales y regionales, es decir, una unifor-
midad constitucional, territorial y personal. También hay una a—
yorí a de respuestas sobre la necesidad de una nueva división admi
nistrativa.
- Y respecto al problea de la centralización administrativa el Ter
to Constitucional ,sigue — en gran parte — los conceptos consagra-
dos por la Revolución francesa, coni es fácil comprobar en los co
rrespondientes constitucionales, en el “Discurso Preliminar” leí-
do en las citadas Cortes y en los argumentos expuestos en su dis-
cusión. Y así si en la regulación de los uznicipios se recogen, co-
ni se ha dicho en párrafos anteriores:
-. la unidad real y viva que ofrecen los pueblos y el reconoci-
miento que el Ayuntamiento no es Ss que la expresión legal
de los miss2s,así co la abolición de los privilegios loca—
les. Es decir, igualdad y unifortsw.
se trata de establecer un sietes de auténtico gobierno ciu-
dadano. Es la base sólida en que se asienta el Régimen local.
— los —
Pero, considerando a las Ayuntamientos co Organos asentados
sobre bases populares pero subordinados al Gobierno, subordi-
nados - pues — al Poder Ejecutivo. La representatividad no
desvirtúa la condición básica que tienen de delegados del Po
der Ejecutivo. Característica fundamental que se confira en
los Decretos de las Cortes de Cádiz de 23 de layo y 10 de Tu
lío de 1812. y en la • Instrucción para el gobierno de las
Provincias de 23 de Junio de 1813.
— <E) La Aduinistracián P~bltca durante este 29 y 3er. peri odo da la ti
tularidad de la Cama de Borbón en la Monarquía eq>afialaz
Ya se indicó, en su nimento, que basta que el 23 de Febrero de 1814, en
que puso pie en Espata Fernando VII “El »eseado, la que realmente gober-
naba Espata eran las Cortes de Cádiz que, en 19 de Marzo de 1812, aproba-
ban la que fué la prira Constitución espatola libremente acordada en
territorio espalal <se recuerda que para el doctorando no se puede con-
siderar incluida en nuestra historia constitucional la Constitución de
Bayana impuesta por Mapolcón).
Esta Constitución de 1812 ha dado lugar a siltitud de discusiones doctrí
nales, siendo importante para esta tesis el análisis de si hubo o no rup-
tura con el pasado inmediato. Sobre ello habrá que tenerse uiy en cuen-
ta la valoración general, que se puede sintetizar en la conocida aUra—
ción de MARX de que la Constitución de 1812 es una reproducción de los
antiguos fueras,pero leídos a la luz de la Revolución francesa y adapta-
dos a las necesidades de la sociedad niderna.
En la ordenación administrativa que la Constitución de Cádiz 1812, hay
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unas perspectivas contrapuestas <81):
— por una parte, se dice que hay que antener foralmente una tradi-
ción.
- por otra parte, hay el reconocimiento de una indiscutible conti-
nuidad con los “precedentes indiatos de centralizaciónt un re—
forzamiento del poder central <82). Conoce el doctorando las af ir—
aciones de tratadistas que han vista en esta Constitución de Cá-
diz el reconocimiento de una diversidad regional, pero una simple
reflexión hace que se cauprenda que no es así, pues si hay un re—
conocimiento de una pluralidad de Juntas soberanas constituidas,
en las que — sin embargo — se constata un sentido contrario a los
fueros regionales, así como una uniformidad constitucional en to-
do el territorio y una consolidación de un Estado unitario y 1w—
nigéneo <83).
- Aparece en esta Constitución de 1812 el concepto Provincia”, pe—
ro no cani Entidad Local, no como una descentralización adminis—
trativa, sino que será un auténtico Organo del Poder Central — que
realiza una desconcentración administrativa interesante — que ins
peccionará, con el Jefe Político, todas las ejecuciones que nece-
siten realizarse para el cumplimiento de la competencia delegada
del Gobierno a los Ayuntamientos.
El 23 de Febrero de 1814 — como se ha dicho — atravesaba Fernando VII la
<SI) 9.fl*flTI—RSTORTKLLO y E.SSSAIJ..OL. Oeacent.alIncIón. . . .— op.cSt.—
Pp. • Y ea.
,nTItaz I44R2N4..”Teor~a de zas Cortes.— Toso I.fladrtd, 15l3.p.tl2
<02) ~TCta.J. “Loe origenes... .— op.. st.— pp. SOS y —a..
<OS) Id—a.— Pp. 207 Y . SO? Y e—.
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frontera acompaSado de su séquito. En Valencia se entregó al Monarca el
lanifiesto de los persas, suscrito par 09 diputados antiliberales. El
11 de layo el Capitán General de Castilla la Nueva disolvía las Cortes,
y el día 13 entraba Fernanda VII en Madrid. El Rey se dirigió al pueblo
declarando que no juraría la Constitución, que desaprobaba los actas de
las Cortes de Cádiz, que condenaba el despatism y que ofrecí a convocar
unas nuevas Cortes, que se constituirían legalante y que readiarlan
las ales que aquejaban la Nación. Es el retorna a un radical abealutis—
, pera que se restaura con toda su fuerza, con violencia insospechada
anulando no sólo la Constitución de 1812, sino también todas las dispa—
siciones surgidas de ella a inspiradas en sus principios.
Desaparecerá, pues, basta el ts amir rasgo de descentralización a de
representatividad en los Cuerpos locales. Se dictan adidas cuya alcance
se explica por sí sólo: imposición de censura previa del “Jefe Política”
al tiempo que se ordena la extinción del cargo, volviendo sus atribucio-
nes a los Capitanes Generales; el 24 de layo se suspende la creación de
Ayuntamientos en los pueblos que carecían de ellos, ordenándose el cese
de los constituidos que no tuvieran autorización del Gobierno; el 15 de
Junio <84) se ordena que los Ayuntamientos arreglen sus facultades econh
micas en la anera que regía en 1808; se disuelven las Diputaciones; se
repone a los Intendentes y Subdelegados de Rentas en la autoridad que go
zaban en 1808; el 30 de Julio se arden la desaparición de Ayuntamientos
y Alcaldes constitucionales y el restablecimiento de los Ayuntamientos,
Corregimientos y Alcaldes lanares en la tora que existía en 1808. Ss
desnta toda la que en el campo de la descentralización, representatí-
<es, U. 4ftT1N-4tSTOflTIL.L.O y U. satLa..—o.scntraJtsactan. . . .w.ctt.
PP. •~ Y ~
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vidad y dercracia pudiera haberse ntada.
Crea Fernanda VII la Junta Consultiva del Gobierna, Organa puranate Con-
sultivo, al que se encomienda el análisis del estado da loe trare de la
administración, impuestos, derechas y contribuciones vigentes <85).
Hl descontento popular, unida a la descomposición y a la rebeldla,llevan
a la levolución liberal de 182r que supone la vuelta a la Constitución
de 1812 y a obligar al Ray a Jurarla, la que según los autores, hizo con
sorprendente cinisa Se abre el llasdo y cantuso trienio constitucio-
nal”, es la época del trápla. Pera la Nación, después da la opresión
absolutista respire un aire nuevo y distinta de libertad, que para XIII
<86) este trienio constitucional es, aunque deasiado preaturo. tímida—
nte republicano.
Se desea, de nuevo, restaurar el constitucional “sencillo y benéfico sim—
tea uinicipal”, cauce inad.tata y próxir de participación ciudadana. La
vida uinicipal — por tanto, la descentralización administrativa — se ro-
bustece, tarea en la que la Nilicia Nacional” pasará a desempefiar papel
importante, y de especial interés para la atería de esta tesis. Reestruc-
turada en Abril de 1820 — y sin perjuicia de su vinculación Jerárquica a
la Jurisdicción militar — la organización y la administración de la mis—
a se encomienda a los Ayuntamientos, par la que convierte en eleanto
fundaantal al servicio de la Constitución y, de un rda fzy principal,
en elento de fortalecimiento de la autoridad local <8?>.
<Sb p. eaa&S2 ,Ia. — .w—ie ~. a%,oIt.eión e Ja Prnidancfl ~I C0
fSO . fllnltro —— W0fla C100—•S7S>.— ~arid~ ‘974.— pp.SS y e
<90) k. MflRX.— flbwcJtjcIór,. . . .— op.Cit.— Pp. S y .
<en •.~ftTZN—ST~T1L.tO y £.~SS..LS.. “d.c ..c.ntrdiiaactófl. . . .—ep.ctt.
p. 70.
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Renace, pues, el réglan constitucional de Cádiz que, en lo que se refie-
re al tea de esta tesis, a la descentralización administrativa, no sólo
va a declararse por las Cortes de 1820—1823 la total vigencia de lo de-
clarado en el Texto Constitucional sino que, adets, le darán nueva fuer—
za,al intentar una profunda revisión, una aún ayor descentralización y
una seguridad y defensa de sus planteamientos. Por eso la “Instrucción de
1823 para el gobierna económico—político da las Provinciat que regulaba
la atería que nos ocupa, será revisada acentuando sus principales ras-
gas y rectificanda algunos otros, insistiendo de rda principal en fór—
añas descentralizadoras, co el delimitar o reducir la intervención de
los agentes del Poder central en las elecciones sinicipales, cor la pro
puesta que postulaba la transferencia total a las Diputaciones de las
funciones de tutela y control electorales que, con carácter general, os-
tentaban personalmnte los “Jef es Políticos”, así cor una fidelidad ab-
soluta al carácter electivo de los Organos del gobierno local.
En base a todo ello fué la proumlgación de la ley de 2 de Nana de 1823,
que recoge “La Instrucción pera el gobierno económico política de las
provincias de la península, islas y posiciones adyacenter . Las Cortes del
trienio liberal se hará eco de las posiciones descentralizadoras a das
niveles distintos <88):
- En uno, se establece la delimitación de las competencias corres-
pondientes a las distintas entidades.
— Y, en otra nivel,articulanño ya en concreto una serie de relacio-
nes entre ellas.
<) 1d< Pp. 72 y .
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que sigue en todo a la ts pura tradición del pensamiento francés revola
cionario, distinguiendo las competencias propias de las pueblos, que e—
Jercen a través de los Ayuntamientos, de las que éstas pueden realizar
supeditados a la acción de la Diputación o del Estado. Regulando, lógica—
mnte, las relaciones entre unos y otros de estos entes institucionales.
Can la ayuda del eJército de la Santa Alianza <“Los Cien Mil BiJas de San
Luis”), vuelve Fernando VII a ser Rey absoluto, y comienza — otra vez u—
ita sangrienta represión. Esta “década ominosa” será, can su vuelta al te
puro absolutismo, el intento de regresar al pasado, de nueva a ideas y
planteamientos de 1814. Pero, la pérdida de adhesiones personales sur—
ge al lonarca en esta década a una etapa de continuas sospechas, lo que
le conduce a dictar nors de rígido control sobre los funcionarios de
la Administración P<¡blica y a intentar deshacer todo lo logrado en des-
centralización administrativa de las entidades locales, lo que no logra
satisfactoriante pues ya ha calado el “poder sinicipal” hondante en
el pueblo espaftol. (89>.
El 29 de Septiembre de 1833 fallecía Fernanda VII,subiendo al Trono Isa-
bel II,— quién había jurado como Princesa de Asturias el 20 de Junio de
ese misi alio de 1833, con las lógicas protestas de Don Carlos, herano
de Fernando VII y a quién con la aplicación de la fl.ey Sálica” le corres
pondía el Trono —. de quién sería tutora, y Gobernadora del Reino,su a—
dre Dalia María Cristina.
Al poco tiempo, en 28 de Agosto de 1834, Joaquín María López presentó ea
<*9) SSVIEfl CC eufl09. “jcpo.Ictón dtrigide al feflor Oon Parnando t4ZX.
aso par £— —n 2* de enero de 3025. ore loa nalca QLJ a~iajafl
an•onca a Capana. y Loo ed*oa de r.eadiarlC. — atiala del fleina-
dc d Oofla Uai ti.— loso l. Madrid. 1050.— Pp. 2S y a..
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las Cortes lo que se dió por llanr la “Tabla de Derechot, en que se
planteaba una profunda u,dificación del régin vigente <90).
Se ha dtcl ~ —e tana copta de la Oaclarct6fl de loe oeretp,oe dcl “o
r y del Ci..adaano 1 rnc aea• p~ tan — Simple Cnt’ de loa t.,<tO. itt ega
tal altrc 1*.,. Tas.btn hay esa eflala. qos tachoe de loe arttc.aloe de
la “Tala de loa Derechos” •igtaraan en la Conttitaac ion capaifola de isíZ
con diatitito origen ~ la <iauiCa. <Si>.
En la gran refora que se intenta es básico deslindar las coincidentes
atribuciones Judiciales y administrativas, lo que líen al Gobierno a es-
tudiar la:
- Supresión del Consejo de Estado durante la nor edad de Isabel
II, ya que durante este perlado existe el ConseJo de Gobierno.
— Supresión del Consejo de Castilla, de la Cásra de Castilla. del
Consejo de Indias, de la Cásra de Indias. Creación del Tribunal
Supres> de Espata e Indias.
- Supresión del Consejo de Guerra. Creación del Tribunal Supremo de
Guerra y Bar.
- Supresión del Consejo de Hacienda. Creación del Tribunal Supremo
de Hacienda.
— Reforn del Conseja de Ordenes.
— Creación del Consejo de Espata e Indias como Organo consultiva de
la Carama.
<SO> O. SSVILLS Cft0S. - constlt.,C Iones y otras 1cm y prOyectoa pofl—
ttcfl fl Wapafla. Too 1.— fladtid~ 1509.— Pp. 350 y e—.
<Si> O. SS4ILLfl a.cnam. “ni.tcrt Politice de Cupana cpaoO...3S7S>¾—4d0l 2
editora flaciottat< nadrid, 1974. P. ‘50.
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Esta ref orn, cuyos inicios se habían comenzado en 1833 dará lugar a lo
los tratadistas llaman la “década increible de la Administración espalio
la. pues si se pía en la práctica el surgimiento del Derecho Adminis-
trativo pueda cusiderarse también que es — en la práctica — la emergen-
cia dela Administración Pública espaliola (92).
Esta reforma es el punto de tránsito del régimen consultivo antiguo al
moderno <93). Al poco tiempo por considerar anticonstitucional <artículo
236) el Consejo Real de Espalia e Indias, así como por razones de econo-
mía y ahorro,se supri este Consejo. Habían transcurridos solamente diez
días desde que el Consejo de Gobierno se planteó tal reforma, que unání—
xmente aprobó, emitiendo un Dictamen el día 14 de ¡nno de 1834, cuando
se prosilgaron seis Decretos el 24 de llano de 1834, en el que legalmen-
te se presentaba tal cambio fundamental.Todas las investigaciones llevan
a que fue su principal promotor JAVIER DE BURGOS,quién ya había critica-
do duramente al Consejo de Castilla en el alio 1826. Era el momento idóneo
para plantear la fundamental reforma, ya que había una Regente en el Tro-
no, una guerra civil, un régimen absoluto, sin Cortes, sin Constitución
y con unos Consejos moribundos, lo que hizo fácil adoptar las trascenden-
tales innovaciones introducidas en las seis primeros meses de la Regen-
cia. Ahora bien, estos seis Decretos de 24 de ¡erzo de 1834 para JAVIER
DE BURGOS eran solamente unos de los sichisimos pasos que se debían dar
para que avanzara una nueva, total y completa, Administración Pública.
Esta reforma de 24 de marzo de 1834 fue, según 1. BAENA DEL ALCAZAR <94),
la consecuencia lógica de la aceptación por el Gobierno espaliol del prin
<92> OKN. DCL AL.CSXS•34. en CLareo de Ciencia de la Ainiimtraciófl¾ ——
Tecnoe.—. MadiAd. ~9OO. p. 175.
<93) COOCRO 1ORRCS.J.~. “SI Concejo de S.tao.S.-. trayec torta y perapec—
tI~’ae en sapafla”. — nadrid• •44. p. ea.
<St> en “,4iatoria de la dalnlatraciófl. — nadrid• 19*2.
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cipio de separación de poderer y. concretamente, de la plena autonomía
de los Tribunales y de la creciente relevancia de la Administración Pú-
bí i ca.
Pero, hay que recordar que el mayor esfuerzo de JAVIER DE BURG~B(2?) en
1834 era la reglantación y puesta en archa de los Subdelegados de Fo-
manto, encargados de llevar a cabo si pretendida refora en el ámbito pro
vincial, atería de tal importancia que merece, según el doctorando, un
epígrafe aparte.
— <O Especial referencia a la ¿tristAn en Provincias del territorio na
Antes de seguir adelante con el contexto histórico de centralización, des
concentración o descentralización administrativa, considera el doctoran-
do necesario hacer un mención concreta y específica a todo lo que se re-
fiera a la “provincia” que servirá de Organo de centralización, será En-
te para la desconcentración y, también,al fin será Ente descentralizado.
Al final del apartado anterior se puso éntasis en la división provincial
de 1833, pero — lógicaante — no fue JAVIER DE BURGOS el primero en con-
prender la necesidad de esa ref nra, ni en proyectarla ni en decretaría
ya que había sido decidida por el artQ. 11 de la Constitución de 1812.51
12 de Junio de 1813 las Cortes envían una cou,nicación a la Regencia pa-
ra que ponga en práctica lo preceptuado en dicho artículo 11 canstitucio
nal, par lo que doce días después se comisiona a FELIPE BAUZA (9~) para
<SS> C4LKO W, tTOflIO pta. — LS ai.’i.isn pro~.inctSI de 3*33. asaco y
antecflntee. Ktetit,atfl de Uet.adioS de daiflitac 56t Local.—
drid, 1907. Pp. 11 y ea.
AWTICZ 0:02, oa.anL.O. — Ge.aie ,tetórtca de ZaS prortfltia capa—
flolaC.— nCC. LI. 1551.. Pp. 523533.
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que proyecte dicha división, encontrándose con los siguientes anteceden-
tes, en las situaciones reales y disposiciones aprobadas.
- A fines del siglo XVI:
León <*.ala por Sstaria) • Toro
Zaimora C*.a1a por alicia> . Salasanca
• Valladolid • OtirgoS






<En 1622 se d.c tana repeeentaciótt pítaral en cada tana de la citadades ga-
llega— ae toreaban parte dc las St,nta del Reino y ~.aS aciatian por tar
no e tas Cortes: La Cormjtta • etanos, ~ndofleo • Santí seo • Orenae • Ltaeo y
Tuj~’. En 160S algo aeeejante octarrió con Entresatara. peto le rS9reSfltS—
clon pitiral estaba confiada por pamelas y con tan proc tirador cada tana, a
Palencia Badajos. Mérida, Trtujillo. Cacaree Sícéntara. En 1600 reCtape.—
re al derecho perdido Palencia).
- En el siglo XVIII y primera decena del XIX:
Sílcante C1~S• 1010) . *la’.ta <1705 lelo. 1013>
Slmerta . Aragón <1705 1010,1012>
Sttuariae <1709,1012) . Sila <1705,1012>
Badajos <en 1010: Menda) . Salearea <1705,1012)
Barcelona <lelo: en 1d12±Monaerrat>
Oilao <l7SBsen 1012:Uiscaya> . irgo <1700, 1010, 1012)
Cáceres <1010) • Cadi— <1799,10103 en 1012: Jeras)
Calataytad . Canarias <1705.1012>
Cartagena <1755) • Castellón
Catalsafla <1705) .. Citadad Real.
Chinchilla • Córdoa <1705.1010,1012>
• Cortina <1705, en 1010 Oetansos y Satttiago>
Canca <1705,1010,10l2> . Encartaciones de Viscava <1790.10l0>
• E>ctraeaO.ara <1705) . malicia <1752,1010,10l2>
• Gerona <1d10,1012) . Granada <l760,ISl0,1012)
0.aadalajara <1705,ldlO,1d12) . aaiposcoa <1760>
• b*asca <1010>
• Islas Baleares <‘ma> . 1—las da Oran Canaria <17S5)
Jaén <1705, 1010, 1012) • Jatia
La Mancha <1760, 1010,1012> . León <1760,1010: en lOl2aAstorga)
Lérida <1010$ CV 1.123 Segre> . LOQCOISO
Ltago <ímfljen I010:Mondofl~o) • Marid <1705,1510, ICiZ>
Pislaga <17fl.101O.1*20> . tircia <1705,1510.1012>
• Na.tarra CIClO)
• whawae olaciowe de •fldaltaCta (1704. 1010>
• M.aeMaa Pcblac lojes de Sierra #lorena <1705, 1010>
• Orense (17e5lelO1•l2) • 0fledo <10103 en 1012:éet.ariae)
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• Palencia <1755, 1010. 1512> • •auplna <17581012 en l010:Ma.tarra)
• Balasanca <1705, lela> en lelo: Ci.adad Rodrigo>
• San Ssaatian <1705> en 1012: Otitpflscoa>
• Santamader ‘1510, 1020) Sego’.ia <17s0,lSlO.1a12)
• Se”illa <179,l010, 1012> • Soria <1705, lela>
• Tarragona <1010> en 1012:ocaa dcl Ebro>
• Tertael <1010) • Toledo <1760, 1510. 1S12>
• Toro <1705. 1510) • Valencia <17U5. 1510, leIS)
• Valladolid <1705,1510.1012) . Vigo <17055 en lelo, Ttiy>
• VillafraflCS del dierso . Vitoria <1705;en 1010 y 1012: Ala—a)
• Viscaya <17001010. 1012) • za—oca <17085 y en 1012:Toro>
• ZaragOta <1010>.
FELIPE BAUZA en su exposición de 21 de Septiembre de 1813 <96) dA las —
tivos que le llevan a proponer su nueva división, la que es remitida al
Consejo de Estado en 26 de Enero de 1814,pasando a la Comisión de Gober-
nación el 12 de Febrero siguiente.
La a~cposi e tón dc FELIPE OUZS pro~1Ie 10 aigtiiente: Para consegtai —10 te
cha tres d~vlsiones de Pro.,’inciat o gobernaciones, dejando en ata estado
CC taa 1 o con n.ay poe as — a r i Sc 1onee loe gr a,~es Rey nos es~ hasta hoy se
han nanejado por tana aola a.atoridad ci,’il o allitar tales coso Aragón, Va
lene ia, Catalt.fIa, Galicia y otros ae constan en la deeottración. .,. Para
tornar la 25 he diatribtjidO la restante parte del territorio en Promin—
c i es de v.em~5 SM tana 1. pObí ac 1 ón y r 1 qaaesCs. ~ si e~rS se hana imaite—
$ado por sí solas y tealen dc alg.anas Proincias ..arttlaa. coso cadis,
Málaga y Santander Por Oltieo apro,,echam’dfle de lo pre,enido en Sí
artO. SS dc la instruaccifln dada para el gObiermIo politiCO—ecOflóSiCO de
las pro%inc las, he tornado dentro de las dc pci-era clase, otras dc 3* a
~ 1 la-o partidos o gobernaciones s.aal ternas.
Paralelamante, las Cortes de Cádiz formaron el 8 de Marzo de 1814 una Co-
misión a tales efectos. A su vez, la Comisión de Gobernación acepta el
proyecto de BAUZA, pero reduciendo a 39 las 44 provincias p puestas. pe-
ro insistiendo en la provisionalidad del proyecto,sin embargo pocos días
ts tarde, el O de Abril, el Consejo de Estado detiene el proyecto para
mejor inforación, pero el regreso de Fernando VII y su Decreto de 4 de
layo declarando “nulos y sin ningún valar y efecto’ la Constitución y De
<SS> etc, L5. 77, muja. 131.
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cretos de las Cortes, alcanza — obviannte — a la nueva división provin-
cial.
Cuando, en 1820, termina el ‘sexenio absolutista, en el se de Julio,el
gobierna liberal designa una Comisión para preparar un nueva proyecto, en
la que participan FELIPE BAUZA y JOSE AGUSTIN DE LALRRAEHiDI, quienes emí-
tea el informe correspondiente.
De él resulta la península y sus
políticos o provincias de 1U, 2*
Ant 1 g...os Rey nos
y prminc las
Sal 1 e la
Astar íes
adyacencias divididas en 4?
y 3* y dos subalternas <9?):










Sa 1 aaanc aSal enance
Valladolid y parte de
Palencia
etirgos, Soria y parte
dc Palencia
Sego 1 a
a— i í a















































































Las Cortes acubró la Comisión oportuna que inlort al Plena el 19 de Jis-
nio de 1821, pera por unas u otras razones el proyecto no fue aprobado


































Oecrcto LIX. de 27 de Enero de 1022, sobre OI.isióit Pro’.visional del Te-
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JAVIER DE BURGOS propuso y la Reina Regente sancionó, en Real Decreto de
30 de Noviembre de 1833. y en su artículo 22. la siguiente división te-
rritorial de provincias:
— LA AUDALUCÍ A, que comprende los reinos de Córdoba, Granada, Jaén y Se-









— El DE ARAGÓN, que se divide en tres provincias:
Zaragoza Huesca Teruel
- EL PRINCIPADO DE ASTURIAS, forn una sola provincia:
Oviedo





<95) Colección de flecretos, Taso VIII.
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- CATALUfA, se divide en cuatro provincias:
Barcelona Tarragona
Gerona
— EXTREIADUALRA, se divide en dos:
Badaj 02 Cáceres
— GALICIA, se divide en cuatro provincias:
Corufla Lugo
Pontevedra
- LEON, en tres provincias:
León
- MURCIA, en dos provincias:
Murcia Albacete










PAMPLONA, VITORIA, BILBAO y SAI SEBASTIAJ son las capitales de las
provincias de NAVARRA, ALAVA, VIZCAYA y GUIPUZCOA.
PALMA la de las islas BALEARES. SAlTA CRUZ DE TENERIFE la de las islas
CAlARíAS. <99).
El Decreto de 30 de Noviembre de 1833, ordena que cualquier variación de
la dearcación provincial se hiciera con sólo el acuerdo del Gobierno, y
que esta rectificación o rdlficación podta realizarse por dos causas
distintas:
(a) porque de “rdo directo” se rdifiquen las líneas de denrcación
entre provincias.
<99) Colecc iOn de Oeeretoe•
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<b) o porque se alteren los de immnicipios limítrofes pertenecientes
a provincias distintas, lo que — “indirectamente” — lleva también
a una ,dificación de los límites provinciales.
En lo que se refiere al apartado <a), es decir, a cambios reales y efec-
tivas “directos”, se realizaron los que se sefialan tres disposiciones:
— Por 2.0. de 9 de Septiembre de 1830. que afectaron a seis provin-
cias limítrofes: Valencia, Alicante, Iurcia,Ciudad Real y Cuenca.
- Por 2.0. de 24 de Zarzo de 1840 que pasó Villarobledo, basta en-
tonces de la provincia de Ciudad Real a la de Albacete.
- Por LO. de 25 de Junio de 1851, se hace una rdjficación a costa
de la provincia de Cuenca a favor de la de Valencia.
Taebién se hata proptaesto el 27 de Oettre de 1041 • pero ma llegó
a real 1 tarse • tana aSpee le de pera,ta ccepensa ter la entre las prou 1 n—
cias de Alewa y de Vizcaya,
Los límites provinciales podían alterarse por dos causas distintas:
— una, porque de rda directo se rdifiquen las líneas de dearca—
ción entre las provincias.
— otra, porque se alteren varios iminicipios limítrofes pertenecien-
tes a provincias distintas, lo que - indirectamente — lleva tam-
bién a una rdificacián de los límites provinciales.
Ya se indicó que, en relación al supuesta pian, según el Real Decreto
de 30 de Noviembre de 1833, la dearcación provincial podía rectificaras
<‘00) SJAITA,A4.SSLIO. 1.a dl.flsióit pro’.inctal y atia aoltieaclonee. Sc-
te. del 511 Syaposlt. de fAstoSa de la Slniatract4nMarl~ 97*
SSCCZ tLA, ZSmfhlL. La retores de la Aintstrae ten central en
1S34•En Actas del III Sympoal.. dc ~istoria de la Adlnistrsción.
Instittito dc Eat’ios Sdeinistrati~os.— Madrid, 1974.
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o dificarse por el Ministerio de Gobernación, lo que dió lugar a varios
cambios que unos fueron efectivos y se consolidaron, y otros quedaron en
el papel y sin realidad en la vida administrativa. En el supuesto sepan—
do, las llasdas alteraciones manicipales, requerían la instrucción del
correspondiente procedimiento con audiencia de las Corporaciones y vecin
darios interesados y dictamen del Consejo de Estado.
Hay que seflalar el caso especial de alteraciones en las provincias del
liando rÉgimen foral: Navarra, Alava, Guipúzcoa y Vizcaya, únicas que la
conservaban después de la Guerra de Sucesión.
— CD).— Continuación de la Administración Pública en el siglo XII
!
El 22 de Agosto de 1838 escribía la Regente-Gobernadora; “Cuando a con-
vencí de la voluntad nacional, restablecí y juré la Constitución del 12,
no queriendo ni debiendo dar ocasión a nuevos disturbios y desastres. Es-
te Código líen en sí la reí oram, pero no hay hombre prudente, aún de a-
quellos que en ts estia la tienen, que no esté persuadido de que la ne-
cesita; y las misas provincias que se han decidido par él, le aclamen
sujeto a las enmiendas que en el bagan las Cortes que con este objeto se
reunan.”. - Esta es la razón de la reforme de la Constitución de 1812.
• La Administración Pública en la Constitución dc 183?
Hl 18 de Junio de 183?, era promalgada la Constitución y la Regente la jis
raba, en la que el Rey ea un Monarca limitado pero no de una menen tan
grande co la ordenada por la Constitución de Cádiz.
En lo que concierne a la Administración Pública, y en estos aloe que se-
paran el Estatuto Real de 1834 y la Constitución de 1845, - lapsa de
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tiempo de la ‘década increíble de la Administración Pública” —, se dic-
tan una serie de adidas administrativas que. par su impartancia,bay que
seZalar
En 1843 se dictan medidas de especial trascendencia aministrativa que en
lo que se refiere a la atería de esta investigación hay que referirse
a la Ley de 1840 que otorga a la Corona facultades para el nombramiento
de Alcaldes, la que dará lugar a la sublevación de los progresistas y al
nombramiento del General Espartero co Regente en lugar de la Reina Ma-
ría Cristina, en búsqueda de una autonomía minicipal, y a que en 1841 se
prosilga la Ley paccionada que con sagra el régimen foral de Navarra, que
cospleta lo acordado en el Convenio de Vergara sobre régimen económico y
fueros, así cor que en 1843 se refora la Ley de 1840 citada, en la que
se dispone que la designación de Alcalde corresponde al candidato que en
as elecciones haya alcanzado el ayor número de votos <101>.
Dentro de este tercer periodo, y por los hechos históricos que acaecen en
el mis, es conveniente hacer unas subdivisiones polí tico—aduinistratí-
vas,en las vayan incluidos los perlados históricos de la Casa de Borbón,
de la Casa de Saboya y de la 1 República espalola:
• Subperíodo 12 : 2 de Abril de 1845 a 30 de Septiembre de 1808.
• Subperíodo 29 : 30 de Septiembre de 1808 a 29 de Diciembre de 1874.
• Subperlodo 39 29 de Diciembre de 1814 a 14 de Abril de 1931.
El 4 de Abril de 1844 regresa a Espafla la Reina DaZa Maria Cristina, ya
<101 )0C*A MAOIA.J.Ma. L ffcole pclaie de ‘ata e” Kepagne . —CaS.iers
dhistolre da 1 Adoinistration.—InstitStO Internacional de Ciencias
Afinistratias. Ortiselas, 1954.—. pp. 29 y ss—Citado por ~ OKL
en fllatcria. . —. —~. cit.— p. 175.
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declarada ayor de edad Isabel II en 1843 y con el nombramiento del Ga-
binete de Narváez en 1844 empieza la ‘<SAcada a>derada <1844-1854) que
prosilga la Constitución de 1845.
La Administración Pública en la Constitución de 1845
:
Hl 4 de Julio de 1844 se convocan las Constituyentes — reforme de la
Constitución de 183?— para el 10 de Octubre. El 23 de layo de 1845 es a—
probada la nueva Constitución de ideología totalmente rderada. No se
pronuncia por una estructura orgánica determinada <102>.
Hay un claro deseo de la Administración del Estado de procurar medios se
guros de realizar sus funciones y garantizar a los administrados una pro
tección eficaz de sus derechos, lo que ativa un gran paso adelante con
el establecimiento contencioso-administrativo en el alo 1845, promilgán—
dose dos leyes,la de 2 de Abril y la O de Septiembre,que organizan — res
pectivamente — los Consejos Provinciales y el Consejo Real.
Con anterioridad a le Conttittac ion de Cádiz, 19 de Marzo de 1•12, aMis—
tían alosnas dipoeic iones esadas er el “principio de aajtctaatela” q.ae.
realmente se plasean por primera ez en tana J,.asticia Ainistrati.a en
le II anda Conatí t.ac ion dc Bayo.’a de 7 de .I..,l lo de 1500, donde se imponta
el control y re,isión dc la ecti.’ided adciniatrati%te por el Consejo de
Estado, para lo qeis “e le concedió — t en Francia — taei*n un ámbIto
Sur ladi ce ional • En 24 dc Marso da 1024 ce reí tinden todos los Conseica en
tino sólo, el Consejo Real de EspeCia e Indias, qeae es st~r leído en 1—37.
La Ley de 2 de Abril de 1845 y la Ley de O de Septiembre del misa> ato,
crean y organizan los Consejos Provinciales y el Conseja Real en base al
que, por Reales Decretos de 7 de Agosto de 1854, se sustituye el Conse-
jo Real por un Tribunal Económico-administrativo y los Consejos Provin—
< 103) ARTa.C~ CLA4AERO. — flan.&aJ de ~ltOP la Cortett taje * anal de Smp.efla — A—
hansa Unieraidad.— Madrid, mt— pp. 45 y ce.
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sietes francés. Las Consejos Provinciales con jurisdicción delegada <po
deres propios de decisión> y el Consejo Real con jurisdicción retenida
<simple facultad de hacer propuestas al Gobierno.a quién no vinculaban y
el que decidía mediante Decreto-sentencia). Este sistea peranece hasta
ciales por las Diputaciones. Al poco tiempo se cambia el nombre de Canse
jo Real por el Consej o de Estado, dentro de un balanceo entre los siete—
as judicialista anglosajón y administrativista francés. <103).
Le Ley dc S#TSM4IA fle *RUO«B, dc 13 de Beptiesbre dc 1500, recogerá
los apec tos mas te.’orebles de los dos cisteesa y la Ley de MflS, 5 de
Mayo dc 1904 desincualará lee tanc iones jtirisdiccionalee del Consejo de
Estado
6 trasladándolas a tana Sale del Ir i bienal Supreso.
En Septiembre de 1851 BRAVO MURILLO rdificaba los restos pervivientes
de la Administración de Ultraar, reforzando la figura del Gobernador—Ca-
pitán General para asumir la centralización de todos los asuntos genera-
les del gobierno, dependiendo — en la Península - todos los asuntos reía
tivos a estos temes a la Presidencia del Consejo de Ministros, con una
Dirección General especial, si bien exceptuando — por su peculiaridad —
los asuntos relativos a Guerra, Marina y Hacienda.
Para BRAVO MURILLO la Administración Pública es asunto primrdial que se
debe independizar de la política en la medida que las circunstancias lo
permitan. Esta intención se plasme en el Real Decreto de 18 de Junio de
1852 por el que se introduce un grado de racionalidad hasta entonces des
conocido, — con fuerte tendencia descentralizadora — para vigorizar y
sanear la Administración Pública (104).
SOS> QUIRO OC 4S~C4 • JOSá MS. — reeae—Reaenee de Derecho Aa’ nS etra—
tito 2.— Vol. II.— Ed. Oykinson.— Madrid, 1990.— Pp. 25S—254.
<‘0*> NXETO.*. Le retribución de loe functonarioe en Sapafle tflietor*a y
actajelidafl>.-Madrid, 1967.— pp. 131 y es.
CARRSCC C*~5,C. — La jrocracie en ¡a ZapaRá del siglo nEX • —Ma-
drid. 197S. PP. 220 y 55.
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Esta desconcentración-descentralización se peculiariza porque las dispo
siciones legislativas necesarias se daban de forme exclusiva para ellas
La Administración Pública en el sswnnio 1869 a 1874
!
El sexenio que va desde 1869 a 1874 es uno de los Ss agitados períodos
de la ilistoria de RepaSa: un destronamiento, un régimen provisional, una
regencia, una a>narquía desicrática, una abdicación, una república federal,
una república unitaria, tres guerras civiles a un tiempo, un nuevo régí—
an provisional, un nuevo intento de regencia y, por últis>,la restaura-
ción de la dinastía derribada en un principio.
La regulación de las instituciones político—administrativas se inicia
con el solen reconocimiento de que la soberanía se encarna en la Na-
ción. Los proyectos de Ley Municipal y Provincial, las tentativas de re—
forn de la Administración Pública de 1871 y en 1873, con suaves tenden-
cias a una descentralización administrativa en los Entes Locales, son lo
único que, realmente, se puede sefialar en estos atoe.
La 1 República, con su proyecto federal en una nueva Constitución, y
la sideración del últis> de sus cuatro Presidentes <ESTANISLAO FIGUERAS,
FRANCISCO PI Y MARGALL, NICOLÁS SALMERáN y EXILIO CASTELAR> en los cor-
tos diez meses de la existencia republicana, no puede siquiera comentar
se pues la utópica total descentralización administrativa no pasa de ser
ideas plasadas en unos documentos que nunca serán aprobados <106).
La Administración Pública en la Constitución da 1876
Fracasada la primera intentona republicana espalda, se va a iniciar un
‘105) UiC. P50 flJflO LEVE y CAYUT*0 LC*Z MOLINa. — flantaal de e.ge—
torta de Sepaflat— Toso III.- E—pasa Calpe C.C.— Madrid, 1959.
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peri ada que conducirá a la • III Restauración borbónica”.
El 31 de Diciembre de 1874 se fora el Ministerio-Regencia presidido por
Cánovas del Castillo, entrando Alfonso 111 en Madrid el 14 de Enero de
Enero de 1875.51 30 de Julio de 1876 fué promilgada la nueva Constitu-
ción, en la cuál se preceptúa que el Rey antenga el Poder Ejecutivo en
toda la extensión de la tradición ,m,derada, y la potestad de hacer leyes
reside en las Corte con el Rey, quién participa en la función legislati-
va a través de la sanción y prouilgación de las leyes.
Realmente a todos los Partidos políticos les preocupaba el gran tea de
la Administración Pública, pero dentro de un sistea totalmente centrali-
zado, en el que solamente se aprecian débiles intenciones descentraliza-
doras.
En Julio de 1890 entra, de nuevo, CáNOVAS DEL CASTILLO y, seguidamente, se
entra en las sustituciones acordadas con SAGASTA. En todos ellos se in-
tenta una mejora de la Administración Pública, pero siempre supeditados
a una rígida centralización administrativa.
El Tratado de París, tirado el 10 de Diciembre de 1898, nos despajó de
Cuba, Puerto Rico, Filipinas, etc. El Tratado Eispano—francés de 2? de
Junio de 1900, trae cosi consecuencia un Real Decreto de 12 de Abril de
1901 dispone que el gobierno y administración de los territorios entre
Caba Bojada y Cabo Blanco, así cosi las posesiones espafiolas en el Golfa
de Guinea, pasaran a cargo del Ministerio de Estado. Una rígida centrali-
zación administrativa sigue caracterizando estos abs.
En 5 de Diciembre de 1901 tora Gobierno ANTONIO LAURA que será uno de
políticos que inicien unos tímidos intentos descentralizadores, y una
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clara desconcentración <con lAURA, poden citar en tales intentos a RO-
URO ROBLEDO, SAICHEZ DE TOCA, CANALEJAS, DATO y el CONDE DE ROIAIOUES)
<106>. Después de que ¡AURA entre otras dos veces a forar Gobierno, en
9 de Pebrero de 1910 forme Gobierno CANALEJAS, y ea Octubre logra se a—
pruebe la Ley de Lacosnidadea, importante paso descentralizador, pero
es asesinado el 12 de Noviembre de 1912, y si bien su sucesor, el CONDE
DE RONAJONES, seguirá intentando la descentralización, cosi lo hará — a
partir del 2? de Octubre de 1913 - EDUARDO DATO quién le sustituye.
Parece obligado resaltar que, el 18 de Enero de 1919, la Nancosinidad de
Catalulia elevaba al Gobierno el Estatuto Autonómico por el que pretendía
gabernarse, nombrándose una Comisión para su estudio. Este intento de des—
centralización,con las lancominidades, daría lugar a graves probleas que
se tratan en otro epírafe de esta tesis.
La Dictadura de Prir de Rivera
!
Tras varios ases de caóticas situaciones se designa Presidente del Go-
bierno el GENERAL PRIMO DE RIVERA, quién había lanzado su histórico a—
nifiesto el 12 de Septiembre de 1923 <10?). El 15 de Septiembre juraba
el cargo el GENERAL PRIMO DE RIVERA y constituía un Directoria militar.
Fue inmediato el restablecimiento del orden público en toda Espala y el
30 de Septiembre se disolvían los antiguos Ayuntamientos y el 21 de Su-
lío se creaban los “Delegados Gubernativos” que ejercían su autoridad en
los Partidos Judiciales.
En los cálculos de PRIMO DE RIVERA no entraba atacar el catalanisiw, de
‘OS> A. TORPhlO OL MORAL.. P.trtt Ápice de De~eCho COfltitL6CiOflal capa—
flor—vol • 11.—ZA Ed.— ataco EdiciOnes.— Madrid• íSfl.—pp. 300—300.
‘107> — . S>AOO LSVS y CYETAIC a.CflS MOLI~. — flen.aal de fletan a.. —
op.ctt.— PP. 076 y es.
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cuyos prohombres era amigo y entre los que cabe destacar a MES PUIG Y
CADAFALCE que siguió presidiendo la lancosinidad de Catalufa basta el
s de Enero de 1924, en que el día 12 se publicó el Decreto por el que
cesaban todos los Diputados Provinciales que serían sustituidos por los
nombrados interinannte por los Gobernadores Civiles, aunque - se subra
yaba - subsistía el régimen de las Iancosjnidades y, por tanto, la de
Catalufa.
Se setala todo lo anterior pues aquí se produce un cambio radical en las
antiguas convicciones descentralizadoras. En 25 de Enero de Enero de 1925
se reunían en Madrid la Asamblea de las Diputaciones de Espata y se acor
dó que podrían asaciarse entre sí libremente para la ejecución de las
funciones que le fueran propias, pero dejando siempre a salvo la sobera-
nía indiscutible del Estado. Precisante, el 12 de Marzo de 1925 se pu-
blicaba el Estatuto Provincial - gran paso descentralizador, según se pan
saba — y del que era autor el Director General de Administración Local
REÍ CALVO SOTELO, quién ya babia redactado el Estatuto Municipal el 8
de Marzo de 1924, que se explican en su rapidez y eficiencia norativa
por haberse contado con los antecedentes de los proyectos de SILVELA y
¡AURA y no haberse tenido que someter los textos a aprobaciónde un Par-
lamenta <108). Si ambos Estatutos dan un gran paso en el avance de la de—
sicracia local en Espata, el Estatuto Provincial concede a la provincia
carácter de Entidad local — gran paso de descentralización administra-
tiva — al tiempo que antiene el de división del Estado, así cosi separa
las figuras de Gobernador Civil y Presidente de la Diputación y éste se
conligura casi autoridad tuia de la nueva Entidad local. Sigue mte—
(los> ~f¡C S~# OCL. AL.CAZAS. “i4iatoria. • . —. — op. c it. — p. 1 S~.
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niéndose el régimen especial de las provincias de Navarra y las Vascon-
gadas.
La aplicación del Estatuto Provincial se realizó, en su publicación, en
toda Espafla y,en Catalufa, lo aplicó 11301W SALA quién por dificultades
sobrevenidas presentó su dimisión, lo que sitivó una gran crisis del pro—
blea catalán.
Los días 10 al 13 de Septiembre de 1926 se realizó un plebiscito para
ver si los espafioles aprobaban las últias disposiciones del Directorio.
y cosi pasa previo a una convocatoria de Asamblea Nacional • la que se rea
lizó el segundo lunes del s de Octubre de 1927 y el 11 de este se se
inauguraba la Asamblea, parodia da un Parlannto.
Hl término del andato de PRIMO DE RIVERA, se produciría cosi consecuen-
cia de que el 26 de Enero de 1930 éste,rompiendo con el Podar del Rey,
había andado una Nota a todos los Capitanes Generales para que le nf ir-
meran o denegaran su confianza, los que ayoritariante se la negaron,
por lo cuál dimitía el día 28 de ese mism3 mes de Enero.
El Rey encargó forar Gobierno al GENERAL BERENGURE, el que pronto se en
contró con un grave vimienta frente a la Monarquía, así cosi con la su
blevación de la guarnición de Jaca de Diciembre de 1930, par lo que pre
sentó la dimisión el 13 de Febrero de 1931, nombrando el Rey cosi nuevo
Presidente al ALIIRAJTE AZNAR quién fart Gobierno el 18, anunciando elec
ciones manicipales para el 12 de Abril, triunfando en algunas capitales
la coalición repubicana, pero en conjunto los sinárquicos obtenían 22150
concejales frente a los 5775 republicanos. A peer de tal realidad, y sor
prendido por las anifestaciones populares republicanas, el Rey se des-
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pidió y se archó hacia Ron por Cartagena, haciéndose cargo del Poder un
Gobierno provisional presidido por ALCALÁ ZAMORA que proclamó la II Repé
blica el 14 de Abril de 1931.
2.3.4.— La II República espafin1a~
Elegido Presidente de la República ALZALÁ ZAMORA, con AZUA de Primer
¡inistro en 10 de Diciembre de ese missi 1931, la Constitución republi-
cana previó un Consejo Consultivo de la República con uichas más compe-
tencias que las que había ostentado Consejo de Estado alguna en el siglo
XI, declarando su naturaleza de Cuerpo Consultivo, no deliberante, para
los asuntos de Gobierno y Administración <afiración nJy reiterada por-
que los constituyentes que habían prescindido del Senado, temían ver apa-
recer éste con la forn de Consejo de Estado> <109).
Gran interés tiene la Ley de Restricciones de Agosto de 1934, de CHAPA—
PRIETA<110),que fue desarrollada por diecisiete Decretos al objeto de e—
vitar duplicaciones de los Servicios, suprimir Orgnnissis Autónosis y es-
tablecer un Estatuto de Clases Pasivas. Un uiy interesante intento.por-
que nunca esta legislación fue derogada ni tampoco fue aplicada <111>.
Hay que sefalar — iuJy curiosaante — que si este intento de CHAPAPRIETA,
en lo referente a los Organiesis Autónosis podía suponer una centraliza-
ción administrativa — era más una reacción contra la situación de la Dic
tadura —, posteriormente se dA un gran impulso de tales Organisais Autó—
(lOS> M.eaC, CCL LCAZAR. “Cajrso de Ciencia de la aalnistración%-TCC—
no5. Madrid. PSSS.— p. laS.
Cito> >4. as. CCI.. LcAZAM. ....... — . — op. tít.— op. íes—les.
J.MS. SARCiA ,.AORRhA. “La retor— de Ja Atn*stCCiófl pOblIca de
SS, — . — MECA .tS 25.— pp. 270 y ea.
<111> 0. OLlAS OC LIMA. “Loe t.¿ntioflar*OC de Ja XI SapO¡StS eepaflolfl.—
lnfoieSciófl coserc ial Espa~A no 22. Maid. 1977.— op.
70 Y .
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nomos, con su correspondiente descentralización • al consideraras instru—
antos indispensables en una política progresista moderna.
Subsisten, en la organización territorial, los Estatutos de CALVO SOTELO,
si bien se proaziga, en 1935, la Ley Municipal que, según el Profesar BAR-
MA DEL ALGAlIE, los desfigura, pero aporta la clarificación de la figura
del Alcalde y la configuración objetiva de la culpa en la responsabili-
dad patrimonial de estos Entes Locales.
No hay duda del gran paso descentralizador, en el orden administrativa,
lo realiza la Constitución de 1931 con el reconocimiento de la posible
existencia de “regiones autónoas” ,regidas por sus propios Estatutos:
- En Abril de 1931 se hizo la proclameción del Estat Catalá, se envía a
las Cortes el Estatuto Catalán <el denominado de Nuria) que se aprue-
ba en Septiembre de 1932, alio en que también se elige el Parlamento
catalán . Es elegido Presidente lACIA, al que sucederá COMPAITS, enfren—
tánñose la Generalidad contra la República Espafiola por una ley de
contratos de cultivos, llegando COUPAflS a proclamer el Estado Catalán
dentro de la República Espaliola. lo que lleva a la declaración del es
tado de guerra’, detención de los Consejeros de la Generalidad y nor
bramiento de un Gobernador General para Catalufa, y después de las e-
lecciones de Pebrero de 1936 se restablece el gobierno de la Generalí
dad que, al estallar la Guerra Civil, proclas la total autonomía de
guerra por la que se desvincula totalmente de la República Espafiala.
- El prablea autonómica vasca tenía otras aspectos diferentes por la
posible implicación de Navarra. Por ella, en 1932, crean las Cortes
una Comisión para esta atería y durante el desarrollo de las reo—
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niones los representantes navarras solicitan que el resultado de sus
Ayuntamientos se compute por separado, lo que da lugar a que, por la
votación, no se apruebe quedando Navarra fuera del Estatuto vasca. Se
tarda en aprobar el Estatuto por las Cortes, lo que hacen ya en ple-
na Guerra Civil — 1 de Octubre de 1938 — siendo elegido Presidente
del Gobierno vasca ANTONIO AGUIRRE. Alava y casi toda Guipúzcoa se
habían unido a la llamda “zona nacional”, por lo que el Gobierno au-
tónomo vasco se reduce a Vizcaya, en donde tos un podar ilimitado
actuando como un Estado independiente,basta Junio de 193? con la to—
a de Bilbao par las tropas del General Franco.
— El Estatuto gallega ya vigente la Constitución republicana y es apro-
bado en referendum en 28 de Junio de 1936 por lo que no llega a ser
discutido por las Cortes y, por tanto, a tener vigencia. Presentaba la
singularidad de poder agregar al territorio gallego cualquier uinici-
pío limítrofe con características históricas, culturales y geográfi-
cas análogas.
— Durante la II República se generalizaron los deseos autonomistas y,
además de los citadír- de Catalufa, Vascongadas y Galicia que aprobaron
sus Estatutos por referendus regionales, iniciaran proyectos estatu-
tarios Andaucía, Aragón, Canarias, Castilla—León y Valencia.
Se puede decir, por tanto, que la II República abandonó la tendencia uni-
foruista que había venido caracterizando durante varios siglos la Manar
quía, máxime cuando había encontrado — durante los alas da conspiración—
excelente apoyo en los medios regionalistas <112).
(112> 4. MISTO. -arQanjracIón JocaI
6 ..snStore*aac y yar*edar.— En Pro—
blesas dO la ~tia local”.— Madrid. 1057” p0. SI y es.
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En todas las crisis importantes de la Historia espaliola han jugado pa-
pel mzy importante las tendencias descentralizadoras, porque en tales
mentos se descubre que los probleas locales a regionales son auténti-
cos probleas nacionales.
La sanción constitucional, en 9 de Diciembre de 1931, declarando en su
artículo 12 que “la República constituye un Estado integral compatible
con la autonomía de los Municipios y de las Regiones”, que se aclara y
confirme en el artículo 8: “el Estado espafiol. . .estará integrado por mi—
nicipios ancominados en provincias y por regiones que se constituyen en
régimen de autonomía”, al colocar al lado de iminicipios y provincias a
las regiones, cuyo reconocimiento legal es a través de un Estatuto para
cuya aprobación es necesario:
<a> Que lo proponga la ayoría de sus Ayuntamientos o, cuando menos,
aquellos cuyos minicipios comprendan las dos terceras partes
del censo electoral de la Región.
<b) Que lo acepten las dos terceras partes da los electores.
• <c> Que lo aprueben las Cortes.
La propia Constitución de 1931 preveía el régimen jurídico de esos Esta-
tutos:
— En el artículo 14 enumera una serie de aterías, cuya legislación y
ejecución directa son de la exclusiva competencia del Estado Espafol
- En el articulo 15 enumera otra serie de aterías, cuya legislación
corresponde al Estado, pero cuya ejecución directa puede correspon-
der a la Región.
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- En el artículo 16 declara que en las aterías en ninguna de las se-
ries anteriores, podrán corresponder a la exclusiva competencia de
las Regiones autónoas la legislación exclusiva y la ejecución direc
ta.
— En el artículo 1? establece una limitación a las facultades legisla-
tivas regionales: la de que la Región no puede regular ninguna ate-
tena con diferencia de trato entre los naturales del país y los de—
más espaloles.
— En el artículo 18 se advierte de que todas las aterías que no estén
explícitamente reconocidas en su Estatuto a la Región autónoa, se
reputarán propias de las competencias del Estado <aunque éste pueda
transmitir tales facultades>.
— En el artículo 19 se establece otra posible limitación a las faculta
des legislativas de las Regiones, al declarar que el Estado, previa
aprobación del Tribunal de Garantías Constitucionales, podrá fijar.
por medio de una ley, las Bases a que habrán de ajustarse las dispo-
siciones legislativas de las Regiones autónoas.
- En el artículo 20 decían que en las Regiones autónoas las leyes de
la República serán ejecutadas por medio de sus autoridades respecti-
vas, excepto aquellas cuya aplicación esté atribuida a Organos espe-
ciales o en cuyo texto se disponga lo contrario. Además, el Gobierno
de la República podrá dictar reglamentos para la ejecución de sus le
yes, aún en los casos en que la misa corresponda a las autoridades
regionales.
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- El artículo 21 declara que el Derecho del Estado espafol prevalece
sobre el de las Regiones autónoas en todo lo que no esté atribuido
a la exclusiva competencia de éstas.
Se ha dicho anteriormente que la Constitución republicana puso énfasis
especial en la autonomía de los Municipios, continuando la línea arcada
por el Estatuto Municipal de Calvo Sotelo, y consagrándola en al artícu-
lo 12 de la Constitución. La descentralización administrativa adopta aquí
la vieja fórujía de la determinación de un ámbito exclusivo de competen-
cias, según declaraba el artículo 9 de la Constitución: “Todos los aní—
cipios serán autónon en las aterías de su competencia”, principio que
se desarrolla en la Ley Municipal de 31 da Octubre de 1935:”Es de la com
petencia sinicipal, subordinada a la observancia de las leyes generales,
el gobierno, fomento, dirección y administración de los intereses pecu-
liares de los pueblos, sean de índole moral o aterial.”. Parece necesa-
río significar que si bien, el Estatuto catalán en su artículo 10, creó
un régimen especial para los “sinicipios regionales”, concediendo a la
Generalidad la legislación sobre régimen local, que reconocerá a los A—
yuntamientos que creen la plena autonomía para el gobierno y administra-
ción de sus intrereses peculiares, si bien esta legislación no podía re—
ducir la autonomía iminicipal a límites menores que los que seliale la ley
general del Estado (113).
Se ha visto,y aún se verá u~cbo más prof undamente,cos> la ‘región” cons-
tituye hoy uno de los conceptos más equívocos al ser utilizado por las
posiciones ideológicas más diversas y con los fines más varios.A la lar—
(113> SLEJ4~flO NIETO. organiactón, . . . ¾-op.Ctt. PP. fl y ‘5.
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go de las páginas anteriores se han comprobado los intentos federales de
la 1 República, el resurgimiento potente de un regionalismo catalán den-
tro de la frágil fóruila de la Mancosinidad, para terminar su experien-
cia con la Dictadura.Pero,vuelve de nuevo, y ya al nivel constitucional,
durante la II República, volviendo a ser proscrito tras la Guerra Civil.
Hasta aquí el “regionalismo” solamente es analizado desde el punto de
vista político, es decir,cor cauce a aspiraciones nacionalistas que,por
encía de todo, deseaban su autonomía, ya que entonces no eran exigencia
de la evolución del sistea socio—económico espalol. Eran simplemente as-
piraciones autonomistas de carácter esencialmente político, que encubrían
en gran parte aspiraciones nacionalistas y que, en algunos momentos, pu-
dieron servir de apoyo a los intenses de un capitalismo local (114).Abo—
ra bien,después de la Guerra Civil,el punto de vista cambia:la “región”.
en su significado político, no se puede ni mencionar, pero su aspecto de
desarrollo económico será el punto fundamental de la política del Gobier
no.Es lo que NIETO distinguirá camo “regionalización (115), es decir,una
planificación regional basada en una política fuertemente centralista,
en la que se sigue a la evolución sacio—económica europea.
Los principios institucionales que, a nivel regional, operan la descen-
tralización político—administrativa. Lógicamente, el sistea organizatí—
yo que se adopte debe servir de guía — desde la perspectiva política —
cl,., L.O~ctA.LSLS MeTaan. “La región”.— en “Detentrali.ción y ar—
.anIzacsón poJittcat— AlfaeJara.— Madrid. 1973.— Pp. 313 y •5.
J, ~L• TUBA.— — CataJanisao y re~oJujs tan bUrg..áea” . — Madrtd• 1070
Pp. 2fl y se.
CItS 1 USRORSR.— — La— fl.ncoa¿fidas Proinc jalas”. — Re.... Jar’
dAca Catalana no aí .— flsrceIona~ ISiS.
(lIS> A. NIETO, flegtonaJt”ao y regtonal*ecjón%— en Proleess de la
Vida Local”. VII.— Madrid, 1057.— PP. los y sa.
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para calibrar el grado de descentralización, y hoy nadie duda que para
que exista un regionalismo político auténtico es precisa la representa—
tividad democrática. Las “regiones” político-administrativas precisan.
pues, esa representatividad democrática, tanto a nivel de Asambleas como
de sus Organos Ejecutivos <116>.
En el momento político actual todo el mindo postula, inequívocamente, la
descentralización político-administrativa. Cuanto más se reforzó el Poder
Ejecutivo — el liderazgo político del Gobierno,según LOEVUSTEII —. más
se ha alcanzado el gigantisa> burocrático y más se ha distanciado el Po-
der del puebla, no en vano ha renacido la evocación de la figura del Le—
viathan como sí talo del Estado de nuestros días y se ha pedido frente a
él una descentralización del Poder. Los’ tratadistas proponen como solu-
ciones, básicamente, la “regional” y la “federal,aunque cada día se in-
tenta inventar nuevas fórmilas políticas funcionales y estables.
Bajo este enfoque doctrinal el análisis del “regionalismo” de la Consti-
tución republicana se plantea que,desde un principio, la organización na-
cional surgió bajo el proble catalán <117), ya que, aunque la Constitu
ción lleva fecha de 9 de Diciembre de 1931 y el Estatuto de Catalufa
la de 15 de Septiembre de 1932, se declara antes la República catalana
que la Repóblica espalda, tramitándose con inusitada rapidez el Estatu-
to de Catalufa, lo que supuso en la práctica que “hubo una total y com-
pleta inversión del término, ya que en vez de tratarse primero, objetiva-
mente, los criterios generales para la futura organización nacional, y
<Ile> L. coea.tL.USL* N~4tWfl.— “La Reglón... .— op.cLt.— PP. 317 y SS.
117> NEEZ sSRflflflC. “La Contlta.iciófl eepaflola”. Madrid. lSfl. p.7
7.
— 142. —
venir luego a seguirlos por lo que a ella tocaba, se hizo exactamente la
contraria...”.
La Constitución de la II República estableció el régimen estatutario pa-
ra las “regiones” que se podían crear a su amparo, pues — a entender dé
los constituyentes — es que ayorimnte se ajustaba al respeto de la au-
tonomía reconocida por la Constitución a todas las Entidades Locales:
“Art. 11 .C—3l 91 tana o ‘arlas prolnclas llaltrofea
con caractertst,.cas ~latórlcas. ttalttarales y econó—
alces co¿rs, acordaran organlnaree en reglan ata—
tana—a para tornar Un nne leo pal £t*co—atnlatratl—
.~o. dentro del Estado eflpaflol • pre.entarán —ti Esta—
ttato con arreglo a lo establecIdo en el artíctulo 12
Una e aprObado —1 Eatattato, será la ley básIca de
la o’ganíaacíón palttIco—alnlst,.atl~a de la re-
glan atatanoaa y el Estado espaflol le reconocerá y
sapa rara coso par te 4 ntegr ante de a Or densa lento
Star Idi e o. —
“ Este artículo abrió una amplia gas de posibilidades regionalistas a
las provincias espaldías, ya que sus únicos límites eran, precisamente
los de la dimensión territorial provincial como unidad mínia y la condí
ción de limítrofes de las provincias integrantes, así como la prohibi-
ción de federación de regiones autónoas. Y es bien claro que esta orga-
nización es eminentemente política; ts aún, obedeció — bajo la presión
del problea catalán, a]. deseo de crear cauces de expresión de naciona-
lismos forjados en las postrimerías del siglo nI y duramente reprimidos
durante la dictadura monárquica que la república venia a sustituir. De
ahí, que los límites y requisitos exigidos para la constitución de las
regiones fueran casi exclusivamente de asenso popular; de ahí, también
que la Constitución no adoptase la estructura regional como unidad base
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generalizada de la organización estatal.’ <118).
2.3.5.— El Movimiento Nacional <1936—1975>2
Por razones obvias no quiere referirse el doctorando a los abs de la
Guerra Civil <1936—1939) ni a lo realizado en ambos bandos en la atería
de esta tesis, pero si — lógicante — a los aflos siguientes,hasta 1975,
pues foran parte importante de la Historia de Espafia:
El Movimiento Nacional “como cominión de todos los espafloles en los Prin
cipios inspiradores del 18 de Julio’, sufrió arcados cambios de evolu-
ción a lo largo de su existencia <119) . Caben distinguir tres gandas pe-
rí odos:
12 : Pase semitotalitaria: <1936—1942): Es la de los comienzos de la
construcción del Estado autoritario y de la institucionalización
jurídica del Podar.
22 : Etapa de transición! <1942—195?): Espafia comienza su etapa ini-
cial de democratización — en la qu~~ existe polémica doctrinal —.
En 1942 se promilga la Ley Constitutiva de las Cortes, en 1945,
el Puero de los Espafioles y la Ley de Referendus Nacional y, en
1947, la Lay de Sucesión a la Jefatura del Estado.
32 : Proceso da des,cratizactón: <1967—196?): Se intenta estructurar
la vida política según loe cánones vigentes en Europa. Las estruc
turas económicas, sociales y parapalí ticas de la Espafia real fue—
(115> LISIS COSCJLLUCLA MonT4. La Región... . op.tlt. Pp. 323—nt.
(lIS> “La poca de rranco.— Snclclopels de la Mltarta eneral e Lapa
ifa y AaO..lca... Toes XIM—2.—
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ron exigiendo modelos dem~cráticos. Su anifestación,entre otras
machas, la prosalgación de la LIJAS, la Ley de los Principios Fun
da¿mentales, la Ley de Libertad de Prensa y la Ley Orgánica del
Estado. Existieron intentos frustados dé democratización.
La Administración Pública, en la que a esta tesis interesa — remitiendo
al interesado en la actividad administrativa en general a LOPEZ RODÓ
<120) y sus cinca etapas de Octubre de 1936 a Julio de 1951 -. se va a
hacer referencia a la organización administrativa y a la juridificación
de la Administración Pública:
Se realiza una importante refora administrativa, en esta etapa, que hay
hay que entenderla como la acción persistente y continua para modificar
la organización y los ttodos de la Administración Pública, inspirándose
en criterios de claridad, unidad y sencillez <121). A pesar de las nega-
tivas criticas de AMITO <122) y, de las positivas — lógicamente — de
LOPEZ RODÓ <123) y CARRO NARTIIHZ <124), existe’ la imparcial de un ita-
liano, GULLIJO <125>: • la reorganización de la Administración Central
tiende a una ayor racionalización y adecuación de la Administración
Pública a los servicios impuestos por el desarrollo demográfico. indus-
pero sin sacrificar su personalidad ni renunciar a las peculiaridades
<120> L . L~SZ MOCO. — La retoraa ade*njetratl’wa en Sepafla” • —Coc.aent.clón
~inistrat*.,s flR U.— Mearla, Enero ae USsa.— p. 7.
C U2• 3 S~OAiS4 OC POZA. “fliae.arso correspondIente a Ja aperare SI a~
ecadaelco USS7—8•.— MadrId 1957.— p. 37.
(122> Ñ.KUTO.”Oe Ja RepuJ*ea — Ja Oeaocracja”.—’La Stnl.tracíón es—
panela del •ran~..lsa.o”.— 1.— AZOO nO 14— MadrId, 1977.— Pp. 575.
(122> L. LOPUZ 5000. ‘La reforea. . . “.— cp.clt.— p 9 y se.
<124> acaso MOBTISZ.”La retorna atnletratl’ua en ifepaifa”.— Oocte—
taclón ~lnltratlanS fl.-. MadrId. ~rll de 1900.— Pp. 10—11.
<125> canoas a. SS..LIC. — La rl toraa 1 rIetI flajoneje i — ~agna”. — aaewe Afl~
tologla nas. lasa. Noleere de 1957.— Pp. 350—SS1
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que estia esenciales para su independencia y bienestar”.
El verdadero comienza de la nf ora empieza, según el propio autor LOPEZ
RODÓ, en 1956, cuando se crea la Secretaria General Técnica de la Presi-
dencia del Gobierno:
Att. 2 O.—t.t 22—12—1 SSS3 “Orgat de eettadlo y ctun
tse Ion, aslstenc la tcnlca. coordlnac Ion y elaora—
clór, de planes de te PresIdencIa del Solerno. sapa—
claleente en c..aantfl ea res lera a la retores y partee
cíor,aalento de la organlacíón y actlvldad adeInle—
tratl.fl. —
Es indudable, que la razón de la creación de este Organo es su única y
especial misión de perfeccionar continumnte la organización y los mé-
todos,por eso la Secretaría General Técnica está directamente subordina-
da al Ninistro Subsecretario de la Presidencia que desempefiaba, también,
la Secretaría del Consejo de Ninistros, y a quién se le habla encomenda-
do la función de la refor administrativa. La Secretaría General Técni-
ca se estructuraba en un Gabinete de Estudios para la Reforme Administra
tiva y el Centro de Foración y Perfeccionamiento de Funcionarios, así
como para la coordinación y prograsción se creaba la Oficina de Coardi—
nación y Progranción Económica<126>. El 25 de Febrero de 1957 se promil-
gaba el Decreto-Ley de la Reorganización de la Administración Central
del Estado, reestructuración que taraba parte de un programe més ambi-
cioso, la que se Mio par Ley de 20 de Julio siguiente, y al responder
los dos tetas legales a una unidad de criterio y acción, fueran refun-
didos par Decreto de 26 de Julio en el Texto Refundido de la Ley de Ré-
gimen Jurídico de la Administración del Estado.
(126> PUSEZ OLgA.” La contin.alda da Ja Metopa. a Inuiattatita.— C.a.re.
120 de lSCC. p. 12.
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En cuanta a la “organización” de la Administración, es siempre un proble—
a u~y delicado, por cuanto hay aspectos orgánicot que rozan la atería
política fundamental o constitucional de la Nación <12?LPor ello,en es-
ta refora administrativa, en esta “organización”,se excluyó todo lo re—
ferente a variación en el número, denominación y competencia de los di-
versos Departamentos línisteriales, y la creación, supresión o reforn
sustancial de los miau <con la posibilidad, no cumplida, de una descon-
centración en los Organos Periféricos), porque estas aterían sólo pueden
regularse por disposición norativa de rango legislativa, que es de natu-
raleza arcadamente política. Razón por la que también se excluyeron to-
das aquellas otras aterías incluidas en “reserva de let en los artícu-
los 10 y 12 de la Ley de Cortes de 1? de Julio de 1942,si bien ambas di-
ficultades se soslayaron, en gran parte, al establecerse en la Ley de Ré-
gimen Jurídico de la Administración del Estado una presunción legal de
competencia administrativa al disponer, en la Disposición Final Primera,
la facultad del Gobierno de dictar por Decreto cuantas adidas fueran
conducentes a la ejecución de los dispuesto en la Ley<128).Debería haber
se tenido en cuenta que las reforas orgánicas deben concebirse ambicio-
samente, por lo que no pueden sustraerse totalmente de la esfera polítí’”
ca, es decir; es inevitable que los planes de reformes orgánicas se ha—
líen impurificados y dificultados porque la técnica del rendimiento ya
no puede actuar desde el momento en que hay intereses en juego.
Un paso importante de desconcentración administrativa, y de simplifica-
ción técnica, es la creación de las Comisiones Delegadas del Gobierno,
(127> 4. C*0 MSWTflCZ. “La retorea,. • .— cp.cít.— pp. e y sa.
<12e> 4. CftO tfl’TIZ. “La reforea... —. — op.~It.— p. ‘O.
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que si bien la Ley de RÉgimen Jurídico de la Administración del Estado
enumeraba explícitamente a cuatro <Asuntos Económicos, Transportes y Co—
inicaciones, Acción Cultural y Sanidad y Asuntos Sociales), permitía —
sin embargo — la creación de nuevas Comisiones.
En este aspecto de desconcentración administrativa <129), y en su parte
més importante,LOPEZ RODÓ tenía entre sus planes la revisión de las cir-
cunscripciones territoriales de los Organos periféricos, así como se dió
en la Ley un píazo a los Departantos Ministeriales para proponer la
desconcentración de funciones con vistas a descongestionar los ts altos
Organos, asegurar la ayor rapidez en la gestión de los intereses públi-
cos y el ayor acercamiento pasible de la Administración del Estado a
los administrados. En este aspecto —y aunque pocos tratadistas lo anali-
zan - el Decreto de 10 de Octubre de 1958 que aprobaba el Estatuto de Go
bernadores Civiles, lo que verdaderamente intentaba era fortalecer la fi-
gura del Gobernador Civil concediéndole la coordinación de los Organos
periféricos de los distintos Departamentos Ministeriales <a excepción de
los Ministerios militares>, así como integrar a éstos en la Comisión Pro-
vincial de Servicios Técnicos balo la presidencia del Gobernador, al tiem
po que la Comisión tenía un carácter Ss representativo y foral, con la
presencia de los Delegados Ministeriales y el Abogado del Estado.
Esta fué, y sigue siéndalo, una de las asignaturas pendientes de la re—
tora y de un gran interés para el doctorando, por la que ha sido elegi-
da como uno de los dos temes de esta tesis doctoral, y a la que se dedi-
carA gran atención al referirse al Delegada del Gobierno en las CananA-
<129> L. t.~UZ MCCC.— Le retores... .— op.tlt.— PP. ‘O y es.
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dades Autónoas.
La reforme, desde un principio, y por la Ley de Régimen Jurídica de las
Entidades Estatales Autónoas, de 26 de Diciembre de 1958, promovió la
supresión de un inmenso número de Organismos Autónomos, pero no fué cfi—
caz en su regulación jurídica, aunque hay que selialar que es un comple—
j Isis problea, que ha de ser solucionado interdisciplinarmente. De to-
das las anera el doctorando considera dedicar un apartado, dentro de es-
te epígrafe, a los organismos Autónomos creados por los Planes de Desa—
rrollo Económico—social,con su posible implicación descentralizadora, así
como a la “región” como base fundamental del desarrollo económico en to-
da Europa.
La luridificación da la Administración Pública
?
La juridificación del Estado y de la Administración Pública es, realmen-
te, cierta e importante. Dictadura y Derecho, no son figuras incompati-
Mes y FflJCO se preocupó de que el Régimen funcionara con arreglo a De—
rechn,dice AMIETO (130). La coyuntura del momento exige una combinación
acertada entre una Administración legalista o eficaz,según DWIGHT VALUO,
al que habría que afiadir los sefialado por FORSTEOPP de la necesidad de
una evolución del Derecho Administrativa como paso de un sistea de limi
taciones a un sistea de participación de los administrados<131) .1 es un
peri ada realmente fecundo al’ que se está haciendo referencia, como dezme
tra la enumeración de parte de las leyes prasilgadas. publicada por el
(130> R.4¡WTO. ffatt.d*o. D,latórtcoa sobre Ab*n*atraclórt y flerecflo aal—
n1atreti~,o”. — ColeccIón de ZattaIOS de Historía de le inIttta—
ción” .— ~adrtd. 1000.— Pp. LS y a..
‘131> £.CIA OC ENTESS*A. La A*nlatración cepaflola”.— Marid. 1001.
p9. 229 y ea.
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propio 11)1HZ RODÓ (132):
- Ley de Expropiación Forzosa, de 16— XII— 1954.
- Ley de Bases de Régimen Local, aprobadas por Decreto de 24-11-1955.
- Ley del Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, de 12—1-1956.
- Decreto-Ley de creación de la Secretaria General Técnica de la Presí
dencia del Gobierno, de 20—111—1956.
- Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa—administrativa, de 27—
111-1956.
- Decreto—Ley de Reorganización de la Administración Central del Esta-
do, de 25— II- 1967.
- Ley de Montes y Ley de Censos Económicos, de 8— VI - 1951.
— Ley sobre la Ordenación de las Enseftnaanzas Técnicas, de 2—VII —195?
- Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado, de 20-VII-
195?.
— Texto Refundido de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración
del Estado, aprobado por Decreto de 26— VII — 1957.
— Texto Refundido del Procedimiento Laboral • aprobado por Decreto de
~— VII — 1968.
- Ley de Procedimiento Administrativo, de 1?— VII —1958.
— Decreto Regulador de Atribuciones y Deberes de los Gobernadores Civí
les, de 10 — 1 - 1958.
- Ley del Régimen Jurídico de las Entidades Estatales Autónoas, 26 —
III — 1958.
— Decreto—Ley de Ordenación Económica, de 21 — VII — 1969.
- Decreto-Ley de Regulación de Inversiones de Capital Extranjero, de
27 — VII — 1959.
— Decreto que aprueba el Reglamento para el Procedimiento Económico—ad
ministrativo, de 26 - XI — 1959.
- Ley de Bases del Plan General de Carreteras, de 22 - III - 1900.
- Ley de Ordenación de la Emogración. de 22 - XII — 1960.
— Ley de Regulación del derecho de Petición, de 2 — III — 1960.
En relación con la Función Pública los avances legislativos fueron:
— Ley de Situaciones, de 15 — VII — 1954.
- Decreto-Ley sobre Incompatibilidades, de 13 - Y — 1955.
- Decreto por el que se aprueba el Reglamento General de Oposiciones y
Concursos, de 10 — Y — 1959’.
- Orden de creadora del Centro de Poración y Perfeccionamiento de lun
cionarios, de 22 — II — 195?.
— Decreto sobre Cursos de Adiestramiento de Puncionarios,de 9—VII-1957
— Decreto del Censo Personal de la Administración, de 21 — III — 1960.
- Decreto par el que se crea la especialidad de Diploados de Organiza
ción y litados, de 28 — III — 1960.
— Ley sobre derechos políticos, sociales y profwiles de la u¡jer,
de 22 — VII — 1961
(132> L.L~WZ Moco. “Le fljnjtetiófl PObhIte y las tranatOrCCCIOflbe so
elo—ecor,Oejcee. — Mearla, ‘SSS.— PP. SI y se.
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- Texto Articulado de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado, apro-
bada por Decreto 315/1964, de 9’ de Febrero,
- Decreto- Ley de Retribuciones de los Funcionarios Civiles del Esta-
do, de 30 de Narzo de 1966.
Las Corporaciones Locales entre 1936 y 1975
:
Al principio del periodo, 1936—1995, va a existir una nueva organización
minicipal, provisional en michos aspectos, con una tendencia a m.znicipa—
lización de los servicios. Las relaciones entre la Administración Central
y la Administración Local, se antuvieron en un nivel aceptable ya que
‘el Estatuto de CALVO SOTELO,de 1924,supuso un hito importante en el cam-
po de la integridad del Municipio en la actividad del Estado <133).
En la etapa de juridificación de la Administración Pública supuso tlti—
pies análisis de la división administrativa del territorio espaflol que,
en imichos aspectos, exigían una reforme campista al no haberse tenido en
cuenta los cambios profundos acaecidos durante siglo y medio en la geo-
grafía económica y huana de nuestra Nación. Las inevitables adaptaciones
habían supuesta siempre la creación de Organismos nuevos, sin que se su-
primieran, como contrapartida, los que resultaban innecesarios <134>. La
pluralidad de circunscripciones administrativas, judiciales, universita-
rias, militares, comerciales que afectan a todo el territorio nacional re
sultan siempre de una falta de coordinación y plantean probleas de en—
garce con los servicioe y autoridades en general <135>. Las relaciones de
loe Gobernadores Civiles con los servicios públicos de aquellas dearca—
(133> VfJ.e,. IneJe ~l “Ci nctaetenarto del Estatuto *aflAC upas .Il5t1—
tato de gst.áios de alnlstrac iOv Local.— Medríd.
‘134> Vid. por eoparsc lón ¡nf otee OC~PS .—Ooctittacín flívistratía ula
2.— Mari, SSS.
<125> JOTIZ Dina. “Lee i.,ia*cnea territariele y loe arnadore ci—
ilee eenerajn.— O.*. NS 20—21.— MadrId, Itas.— pp. 7 y se.
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caciones especiales, avocados por la propia índole de la función a dar
unidad y coordinación a los servicios públicos estatales a nivel provin-
cial, al no coincidir las circunscripciones administrativas especiales
con la provincial • el Gobernador Civil sólo puede actuar parcialmente so-
bre aquellos, ya que la parte localizada fuera de su circunscripción co-
rresponde a otro Gobernador. Se dió una solución legal. no llevada a la
práctica, creando el tipo de Gobernador Civil General para casos especia-
les, diferente del conocido Gobernador General para asuntos de orden pú-
blico.
En esta etapa a la que se hace referencia, una de las cuestiones plantea-
das si la gestión de las Entidades Locales era autónos o sujeta al Po-
der Central, y la conclusión es que se di una característica que sobre—
pasa las norales de las organizaciones político-administrativas nora—
les: la Administración patrimnial, que se creía ya desaparecida, y que
aparece de nuevo por causas - según JORDAJA DE PULAS - de falta de un
Gobierno política y de un régimen verdaderamente democrático <136),si
bien esa ausencia de verdadera democracia no supone desgobierno, el Poder
Central no deja de gobernar pero con un centralismo obsesivo. UJIO VILLA—
MOYA antiene que no se puede hablar de autarquía de la gestión local,
porque las Comisiones Gestoras de las Diputaciones Provinciales y de los
Ayuntamientos son designadas por el Ministerio de la Gobernación que, de—
lega casi siempre, en el Gobernador Civil correspondiente <13?). Problea
que se palía en parte, sólo en parte, cuando se convocan elecciones mini—
‘130 J.JOMO4ft OC POZS.’ Conteetactón al OiacLérec de LOPUZ RCO,.J.L.. —
sdrtd, 1953.
<137> OROya VILL.40¿A. ‘OereeD,o *tfiatrettyc del tjewo E.tao Eap.e~l”
ad. santaren.— ValladolId, 1925.— Pp. 14 y 55.
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cipales y provinciales.
Realmente, aparte de los posibles aciertos o desaciertos de la gestión
administrativa de las Entidades Locales, la conclusión es que no existe,
en el período histórico que se estudia, una verdadera descentralización
administrativa.







mica de los Planes de De~rrollo
?
“Bí Reino espaflol que se instituye co resultado de la Guerra Civil era
— como ya se ha seflalado - antiregionalista. Dentro de la clase detenta-
dora del Poder, los entusiasmos regionalistas no se suscitan, con una
cierta operatividad, hasta la la adopción de la política económica de la
planificación;a su vez,no , parece gratuito afirar que tales entusias—
rs fueron originiariamnte ‘importados” <138)”.Esta fase, en Espafla, de
una “Administración planificadora’,desaparecida desde épocas anteriores,
no es un nuevo encuentro” nacional,sino que es la adaptación de las co-
rrientes europeístas occidentales: Reino Unido, en 1944, según el “Libro
Blanco” sobre política de empleo; Francia,en 1946, desde la creación del
Comisariado General del Plan; y en Italia, en base a la Constitución de
1948, y su primer Plan llamda de “Xezzoglarno, fueron los que conven-
cieron a nuestros políticos de convertir la ‘descentralización económi-
ca” en un auténtica mito de la política de esta etapa.
LOPEZ 201)6<139) es un convencido de la importancia del desarrollo econó—
(130> L.Cn.OJt.t.UCL. *t4’Tfl.”L ecj4n. en “Oecentral*aacjón dotnle—
tret*.a y organisación poltttce.—d.fllfagt.ara.Nadríd. l9,3.—p.325.
(139> L. L~UZ MODO. “Le Injatrae*ón. . . t— op.ctt.— p. ial.
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mico’ como fin del Estado. flora bien, este tea es el problea Ss vivo
de la política de los pueblos, para lo cuál requiere la participación de
todos: pali ticos, técnicos, empresarios, obreros y administrados en gene-
ral, pero teniendo la Administración el papel fundamental con la adop-
ción de los Prograas de Desarrollo, las medidas presupuestarias y fisca-
les, la fijación del tipo de interés, el apoyo para la concesión de cré-
ditos a medio y largo pían, así como en Administración debe incentivar
y estimilar ese desarrollo, pero no de una anera inconexa • sino a par-
tir de un Plan racional previamente estudiado y aprobado. Es miy impor-
tante seflalar la falta de naturaleza coactiva para el Sector privado, por
lo que es básico el ejemplo que dé la Administración acatándolo como im-
perativo y así los particulares lo considerarán para tenerlo en cuenta.
La Administración también tendrá que promover el nombramiento de empre-
sarios particulares y representantes de los trabajadores para que formen
parte de las Comisiones al lado de representantes de las Administracio-
nes Públicas, produciéndose lo que se ha llando “desburocratización”.
<140).
Se ha intentado doctrinalmente encontrar una base legal para fundamen-
tar la creación de “regiones autónoas” en este período histórico, y no
se encuentra en ninguna, ni siquiera en la que lógicamente tendría que
aparecer que es la Ley Orgánica del Estado de 1966 <141). Ese sector doc-
trinal a que se hace referencia fundamenta su opinión en el artículo 45.
II de este Lay Orgánica del Estado, que declara lo siguiente:
CItO> L. L~SZ MOCO. ‘La 1n*atración. . ..— op.cit.— pp. 132 y sa.
Itt A SSIT M~nTOflSLL. ‘La dtistón territorial en le Ley Orgdnice l
Wetado.— 0*. —s 125.— Madrid, ISSS.~ Pp. tI y —e.
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“art. 45. ¡¡u La Pro~-incta es ‘ma ctrc..anscripCtófl.dO—
terdtnada por la agrteaci6n dO flintciptos. a la den
~ae di’flstón territorial de la Ad,..Antatración del Es
tado. Tatán podrán estat4ecerse dL’.’isionOS territo-
riales distintas de la Pro,ttncta.”
Este párrafo in fine es bastante débil para fundamentar un reconocimien-
to constitucional del “regionalismo”. Ni siquiera precisa el texto legal
que si esas ‘divisiones territoriales distintas de la Provincia”, son de
índole mfra o supra—provincial <142).Dejando aparte acepciones setnti—
cas, ni el contexto necesario de tener en cuenta de otras Leyes Fundamen-
tales (Ley de Principios del Novimiento Nacional, Ley de Sucesión de la
Jefatura del Estado), lo importante a sefialar para nuestra tesis es que
todos los preceptos sefialados no son incompatibles con una descentral i—
zación regional administrativa. “La unidad e indivisibilidad de la sobe-
ranía estatal es una cosa, y la txia autonomía regional es otra, bien
distinta y perfectamente compatible con aquella” <143).Lo ts lógico de-
ducir es que las Leyes Fudmiaantales no admitían el ‘regionalismo ¡mli-
co”, pero no hay nada en contra de que se pudieran crear “divisiones re—
gionaler directamente sometidas a la Administración del Estado.
Este ‘regionalismo funcional”,no político,es esencial para cualquier re-
forme administrativa, ya que la unidad básica para la prestación de los
grandes servicios administrativos es el escalón regional, como hay una
exigencia regional para la planificación económica en especial a escala
de prospectiva y ejecución de los objetivos<ltI),a lo que se podría ala—
(‘41> 1—. ~CL5..LUELA ~dTnSfl. La Región... .— op.cit.— p. 320.
<142> L • COSCULLtJCL.A MONTSM. - La Región. .. —. — op. tít. — p • 327.
<143> 0.00.4. “La rtgion, cedro ‘.ane e,.tniatrattofl aoderne.— arts• 1007
floflIER. fl~ion et Sconl rogionale”. — Paris. lOCa.
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dir la necesidad de una actuación regional a escala urbanística. Triple
motivación que cubre realmente todas las aterías de todos los Sectores
Sociales que cubre la Administración Pública:
La prestación de los grandes servicios administrativos, en las Na-
ciones sujetas al “régimen administrativo” — modelo napoleónico —se
basa en una estructura periférica que ha ido asumiendo progresiva-
mente un cúmzlo de funciones, anteriormente ajenas a la Administra-
ción del Estado. La dimensión territorial que debe servir de unidad
a las prestraciones administrativas del Estado, en el modelo napa—
leónico,es el Departamento,nuestra Provincia. Ahora bien, en el mo—
mento histórico que estudiamos — así como en los momentos actuales-
la unidad operativa para una eficaz acción administrativa es la “re
gión’ ,por lo que — lógicante — se adoptó para los Planes de Desa—
rrol lo.
En lo que se refiere a la “regionalización’ de la planificación eco
nómica no obedece exclusivamente a razones técnicas sino que las
hay de índole política <144>. Por razones técnicas la regionaliza—
ción” se impone especíaimente en la fase de prospectiva y de ordena
ción y control de la localización de inversiones. Pero, esa “regio-
nalización” de la planificación económica tiene, también, una moti-
vación política; con la institucionalización del nivel regional se
ha perseguido incorporar a estas instancias da la Administración pe
riférica.un cierto grado de representatividad de aquellas fuerzas a
‘144> ~tiOMe. “iere tan rdgioflaJ iee fonctlonnel. anta Frangatee —
Cci. Polit.— arts, 1SSS. PP. 7 y sa.
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sectores sociales cuya colaboración es buscada por el poder políti-
co, y no se olvide lo dicho anteriormente de que en una planifica-
ción económica hay que buscar la voluntaria aceptación de los partí
culares interesados, para lo que se les integraba en las Comisiones
de. los Planes (145).
Y en atería urbanística se considera unánimemente que la política
de Ordenación del Territorio es la clave esencial del urbanismo del
futura. Y dicha política postula unánimeimnte la Ordenación Regio-
nal del territorio nacional <146).
Hubo, pues, un ‘regionalismo funcional’, no político ni. puramente orgá-
nico administrativo, que exigía la planificación económica de los dife-
rentes Planes de Desarrollo, pero que no se puede calificar de descentra—
lización administrativa, pues no reunía ni las técnicas ni requisitos de
que se ha hablado a lo largo de toda esta tesis.
£ 14&> aucO*. inlstratto, tratttonflelle st planitttatiofl regiofla—
le—PariS 1954.
<‘AS> L. CCSCtL.L.UL.S ,CTSS. “El atetase de plenA tItactón .¿rbantettta
511 si Ordenad anta italiano. — fle, • Adeon • pta • na SS. — Mar íd • ‘907
PP. 299 y se.
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CAPITULO TERCERO
LA DESCENTRALIZACIÓN CONSAGRADA EN LA CONSTITUCIÓN DE 1978
DE LA NUEVA MONARQUíA BORBÓNICA EN ESPADA.
3.1.- HECHOS HISTÓRICOS A CONSIDERAR
.
Este nuevo período histórico a estudiar, 1975—1985, tiene su iniciación
real en el alio 1969 con la designación del Sucesor, la promoción oficial
del asociacionismo y el estado de excepción. Se dan, pues, dos hechos de
gran importancia y, realmente, antagónicos: por una parte, se intenta dar
continuidad a un Régimen con la designación de JUAN CARLOS DE BORBÓN,co-
mo Sucesor a título de Rey y, por otra parte, desde el propio Gobierno
se impulsa la aparición de nuevos cauces políticos que puedan establecer
se sin modificar la naturaleza del sistea, es decir, la aparición de a—
sociaciones de carácter político que aceptasen los Principios del Movi-
miento Nacional. Empieza clara y abiertamente un distanciamiento de la
Iglesia Católica — con un impacto social importantísimo —, así como se
hace patente públicamente una movilización de la oposición palítIca,tan—
to obrera, como profesional y estudiantil, que son anuncios de una nece-
sidad de grandes cambios estructurales del Régiin, que se perfilarán en
lo que un conocido comentarista político define como tendencias “contí—
nu istas”, “reformistas—continuistas” y • reformistas-consensuadas”.
21 8 de Julio de 1973 el GENERAL FRANCO nombra Presidente del Gobierna a
CARRERO BLANCO, -primera vez que se separaran Jefatura del Estado-Presi-
dencia del Gobierno desde 1936—,con una definida solución “continuista”,
— 15? —
que de inmediato queda truncada al ser asesinado el ALXIRAJTE CARRERO
BLANCO el siguiente día 20 de Diciembre, lo que será decisivo para el fu-
turo político de Espalia <1>. Es, sin duda alguna, el colapso del ‘conti-
nuismo’ <2).
El GENERAL FIRAJICO, en Enero de 1974, nombra Presidente del Gobierna a
CARItE ARIAS NAVARRO, con un determinado cambia de estrategia pali tica al
pasar a la tendencia “reformista—continuista’ que se perfilará en su dis
curso, ante las Cortes, el 12 de Febrero — el denominado “espíritu del
12 de Febrero’ — y que tendrá las consecuencias inmediatas de una ayor
libertad de prensa, y una moderada actividad de las nuevas asociaciones
políticas, pero que, desde el prir día, es considerado insuficiente por
la oposición y que dará lugar a una ayor conflictividad terrorista, a
enfrentamientos con la Iglesia Católica (lonseflor Llaveros) y a situacio
de excepción, a lo que se aliadirla una grave crisis económica, — estan-
camiento con intíacción —, todo lo que se intenta paliar con la aproba-
ción por el Consejo Nacional del Movimiento y por el Gobierno del ‘Esta-
tuto de Asociación Política’ en Diciembre de 19’14,que es considerado in-
aceptable por la llamda “oposición democrática’.
El 20 de Noviembre de 1975 fallece el GENERAL FRANCO y le sucede - a ti-
tulo de Rey - JUAN CARLOS DE BORBÓN quién jura su carga,ante las Cortes,
el día 22.
En 15 de Junio de 19?? se celebran elecciones democráticas para el Con—
<II jaccuge pznc.ea. betstoria unteraal.— Toso x’.— Ud. Ocano.—earce—
lona, Ifl9.~. p. 4053.
£2> JUT.., 70*41. Historia — Eepaflet— TOno V¡.— ¡nstittito 0aliact~.
Barcelona, 1905.— p. S2S.
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greso y el Senado, el 22 de Julia queda inaugurada, con discurso del Rey,
la primera legislatura de las Cortes de la Monarquía. Las negociaciones
para restaurar las “regiones autónoas” de la Constitución republicana
de 1931, cristalizaron en el restablecimiento provisional de la Genera-
lidad de Catalufta (5 de Octubre de 19??) y el reconocimiento de las
“pre—autonomías”. Las nuevas Cortes redactaron y aprobaron la Constitu-
ción actualmente vigente, que sometida a referend¡rn, y sancionada por
el Rey, entró en vigor el 29 de Diciembre de 1978.
Parece necesario exponer que,en los inicios del período histórico que se
está considerando, la Administración Pública sigue adoleciendo de una se—
ríe de deficiencias que, al parecer de CARRO NARTIJEZ <3>, se debe a una
total inadaptación, de índole psicológica e institucional,que enumero de
la anera siguiente:
(a) La incapacidad de la Administración para auto—organizarse, por
corresponder la organización administrativa de nivel superior
al Podar Legislativa del Estado.
• <b) El establecimiento de una estructura administrativa sittrica,
departamentalizada, que acantone la actuación administrativa,
impide la coordinación, la permeabilidad de la inforación y no
evita el riesgo de dobles empleos.
• (c) La impersonalidad de las noras, que al definir las funciones
y competencias, y objetivar la conducta a observar por parte de
quienes la detentan, elimina el subjetivismo,pero coarta la i—
niciativa individual.
‘3> A. Cao 1MT12. — lruletreción y proa¿ctt,.’Iad. — 0.4. r* lea.—
~sdrtd• 3975.— P0. 1~..l9.
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<d) La centralización de las decisiones, lo que produce una organi-
zación rígida e insuficiencias en la racionalización de los
procesos de tome de decisiones.
(e> El aislamiento por estratos o categorías, que se traduce en u—
na tendencia a ignorar los objetivos generales de la organiza-
ción.
Cf> El hermetismo de la Administración, que pugna con las exigen-
cias modernas de una Administración participada, en la que el
ciudadano no esté ausente de decisiones que le afectan directa
mente.
Cg) La lentí sin asimilación por las organizaciones burocráticas
de las nuevas técnicas de administrar.
Este ambiente era unánime entre los tratadistas y así un alio ts tarde
es GONZÁLEZ HAIBA<4) el que considerando la falta de objetividad el ayor
de los problema de la Administración Pública, indica sus posibles solu-
ciones:
<a) La democratización hasta sus últias consecuencias de las es-
tructuras administrativas.
• <b) Una política realista de inforación a los ciudadanos.
• Cc) La clasificación en el proceso de las decisiones para que se
sepa siempre quienes las adoptan.
• (d) El deslinde radical de la actividad privada y pública de los
funcionarios.
£e~ u,csnrs “a ec.aaEz Masa. njnjstracjón y ene jedada retleae*onea
criticar. — T41.— e.anada 1955.— Pp. It y 55.
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• (e) La implantación severa de recortes para exigir responsabilida-
des a quienes infringen sus deberes públicos.
Cf> La despolitización de las decisiones que pertenecen
de la gestión puramente administrativa.
• Cg> El juego, en fin, de unas Cortes representativas en
fiscalicen sin reparos y sin fronteras la actuación
ganos del Gobierno y de la Administración.






El 7 de Noviembre de 1975 se prasilgaba un Decreto que creaba una Comi-
sión Regia para el País Vasco, lo que si era una demostración de buena
voluntad hacia el problea regional (5), también anunciaba los caminos
de descentralización administrativa de los nuevos tiempos políticos. Pre-
sagiaba un cambio radical en la organización territorial del Estado.
El giro político al nombrarse Presidente a ADOLFO SUAIREZ cambia el plan-
teamiento y ya se hace realidad lo anunciado creándose las llamedas En—
tidades Prenutonómicas” ,primero en Catalulia por Decreto-Ley de 29 de Sep
tiembre de 19?? y en el País Vasco por Decreto-Ley de 4 de Enero de 1978
Después en otras regiones hasta cubrirse prácticamente todo el territo-
rio nacional (con las excepciones de Madrid, Ceuta y Melilla). Eran “re-
giones” con la naturaleza de Entes Locales y un régimen de transitorie-
dad, que aunque nunca habían existido eran motivos de estudio — y aspi-
ración — de hacía bastantes alios.Su carácter de “región” como Ente Local
no tiene duda, al asignársele personalidad jurídica, ámbito supraprovin—
CG> M. Baena OCI.. AL.CAZS. Ctarao e C*encla d la AtnjfltraCAófl.— lee-
nos.— Madrid. •SC8.— p. 261.
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cial (salvo en las uniprovinciales) y aplicársele subsidiariamente la le
gislación de Régimen Local <6).
Esta transición política se realizó respetando procedimentalmente la le-
galidad corporativa del Régimen del GENERAL FRANCO y sustituyendo total-
mente el régimen político. Es un fenómeno político, para los tratadistas,
sorprendente y atí pico <‘Y), en el que no se puede concretar el momento
que se pee del vieja al nuevo sistea sino lo que existe es un continua
proceso de negociación, y en el que se van estableciendo nuevas bases i—
deológicas — de descrecía pluralista — y se implantan correlativas es-
tructuras institucionales. Un sector doctrinal opina que, la originalidad
de la transición política consiste en haberse conducido políticamente me
diante una serie de negociaciones dirigidas por el Gobierno con las re-
presentantes Ss importantes del liégimen, por un lado, y con los repre-
sentantes de las fuerzas de la oposición democrática, por otro lado;y en
haberse instrumentado jurídicamente a través de los procedimientos pre-
vistos en las misas Leyes Fundamentales. Ello no significa que la tran-
sición no fuera un problea complejo en el que se tuvieron que dar el
concurso del siguiente conjunto de factores: una obediente aceptación del
Rey como Sucesor por gran parte de los hombres del Movimiento Nacional y
una sacrificada voluntad en la búsqueda de la mejor solución para EspoSa
y los espalioles, el claro apoyo de la Iglesia Católica, la aceptación su-
bordinada de los tres Ejércitos, el respaldo de las fuerzas económicas,
el consentimiento de la oposiciÓn democrática, la aceptación pasiva de
las fuerzas sindicales y, sobre todo, un refrendo público y popular hacia
<S~ 4. BRN Orn. fL.CZAfl. 0.jreo. . . —. — cp.C it.— p. nl
(7> Rn.t MO.’~C. Le transición CljtiCr.— T.cnoe.— flait• 1955.
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la decracia.
Al no sar tees aec titeo a— —eta tasis no ~aada —. doc tocando prol.andi—
ray. en —l ctar toso proceso ~ae tan proyecto ,~o rt~t..,t teta~ paro en el
q..a .,ial..raba tAn claro cseio político, <maese aprobado por tanes instA—
ttac tonos t4si tau—ant— <ranqm.aietss • pero el indicar qta no coinc ido en etas
idees con Lo aanh<estado pci A. “OROCO CC> ni por JUTOLAR y *ItWIESA£S> y
r — i te rs 1 o e~ass to tan poco •s arr i a. Oa todas las flan— ras ea Conside-
rs pv.ecieo saifalar n.a— en esta Ley dO MCi crea no aparece pera nada —l
probleas rsqional p.aes no ea sprmaea el preáeb.alo ~ae docta, — se reco—
nccert el podar acoseter deeocrttjcaaenta 15 InstA flactonal trae tón las
pctult—ridadae regionalee, paro el Gobierno y cecí todo— loe artidos
políticos apoyan en las eltcions de Janto de 1977 la inctittacionalias—
cian regional • por creencia ideológiCa y por srea loraado a ello des—
pias do la creación de los roglaenes preamatonósicca. consaemaeneis de lee
entret,ietas del R~V y de SJAREZ con TARR*OCLL.AS con al ra—tablee talen-
to pro.ieionsl de la Genaralidad de Ostalmafla por 0.acreto—t.ay tlfl 97’. de
29 de Septieebre. Pórsala qise ea e>tiende a las danás Regiones y qtae, Sa—
gcmn FERRSCO 80 AA <9>, no esteta Jmasti ti cada la tarrnc la da cta aproba—
cian por O—trato—Ley, condición tácita del eaplo del waiceo.
Parece conveniente selialar que, en esta etapa histórica,antes de la pro-
njlgación de la Constitución, hay una pequefla refora administrativa cu-
yas líneas meestras se centraron en el reagrupamiento de los Departamen-
tos Militares en un Ministerio de Defensa — viejo deseo de los propios
militares —. creación del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, de—
saparición del ¡misterio de Intoración y Turismo (pasando ésto último
al Ministerio de Comercio) y la creación de un Ministerio de Sanidad y
Seguridad Social. Igualmente se crean los Ministerios de Economía,Trans-
portes y Couinicaciones y el de Cultura, y se cambia el nombre al Minis-
teno de Gobernación toando el de Interior. La refora se completa con
la creación de cinco Secretarías de Estado (Universidades, Turismo, Admi-
nistración Pública, Coordinación y Progranción Económica y la de Cultu—
‘e, AAtt 9~O. —La trante*ón. . . .— op.cit.— pp. tío y es.
juTa..~ y p«iflxBSa. “H*atorla. . . -. — op.cit.— Pp. 425 y se.
‘9> PERMACCO CCAS. J. “Del Retado Uní tarjo al Estado 4.a.onóetcot — te—
.‘ita d Caracho rolstico, ng @. U#CD.— Madrid, lSfl.— p O
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ra). Hay una desconcentración horizontal de funciones, pero no se llega
a una desconcentraciÓn vertical, única eficaz para el administrado.
La aparte i6n de estos Organos .~nipereonales. Sacretariss d Estado, itas—
tít icadas por lo acreditado de sta el icecia en las orgenísa’ iones caí—
nistrattvae ase a,antadas para intensificar las eec iones adainietrativas
en e ter tas Crece” • obedeció res laente a necesidades personales y compro—
— A sos contraídos por tan partido nt,e.o toreado por man c ongí oaer ado de gr.’
pos a loe qe.. ~sbis qm coaplacar. El poco arraigo de este Organo se de’
e,.aestrs en los continaos cambios creaciones y seapresionee en los distin
tos Oepartamentos Ministeriales, Al parecer, el proyecto de la Ly flege..—
¡adora del Gobierno de la Nación, al diferenciar Gobierno de Consejo de
Ministros, conf irma le integrec ión en aqeál de loe Secretarios de Estado,
ctaano sean con.otsdos por ratón de la mataría de sta competenc Aa.







VA U LA CONSTITUCIÓI PUBLICADA El. 29 DE DICIEMBRE DE 1978
.
En el orden institucional hay que selalar la importancia del estableci-
miento de un Estado social y desicrático de Derecho,cuya medida priaria
de legitimidad es su capacidad para cumplir su fin de instancia de orde-
nación social, de servicio efectivo a la sociedad,de la que el Estado no
es te que una anifestación en régimen de autoarganización institucio-
nalizada. El quicio sobre el que el Estado se asienta es la dignidad de
la persona huana, atendidas sus circunstancias socio—económicas, es de-
cir, debe profundizar en las ideas de dignidad y solidaridad de la pe.7ao—
ch
na, atendidas sus circunstancias económicas entendidas como valores cons-
titucionales realizables históricamente, y cuya aplicación correcta pasa
a través de la acción administrativa <10). Se deduce, pues, que en este
Estada la Administración Pública es una pieza clan e institucionaliza—
ble en tanto que Organización precisa para el cumplimiento efectiva del
interés general Se trata de una Organización necesaria y de una Institu—
<10> LUCI*hi~ PAREJO aLPO#d~.Eetado cocAd y tnlatraelón PObJ lea: JO.
postt.lados conetitm.cionales de la retores adainistrati~ta .— CA.itas
Madrid, 1902. — Pp. 94 y es.
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ción caracterizada por sus fines y por sus medios, lo que significa que
se trata de un Poder Público autónomo, pero que debe actuar siempre como
Poder sujeto a la Constitución, siendo siempre fiscalizable dsm~crAtica—
nte, por lo que no cabe sustantivación alguna de la Administración Pú-
blica como Poder autános> frente al Poder legitiado (11).
3.3.1.- La necesaria personificación jurídica da las Administrado
—
La acción administrativa da lugar necesariamente a relaciones jurídicas,
lo que lleva consigo de que la Administración Pública ha de estar necesa
riamente personificada,y si no se reconoce explícitamente en la Constitu
ción para la Administración del Estado y para la Administración de las
Cominidadea Autónoas,ei se hace para los Municipios (artículo 140> y pa
ra lasProvincias (artículo 141.1>, pero el establecimiento del principio
de responsabilidad patrimonial (que implica el dato de la personalidad>
en el artículo 106.2. lo aclara,con la atización de que solo lo estable
ce para la Administración Pública y no para el resto de la Organización
estatal <12). LUCILIO PAREJO, pues, en esta obra tienda a atirar la per-
sonalidad jurídica de la Administración Pública frente a la personalidad
jurídica del Estado. Tesis a la que se oponen autores cow LOPEZ GUERRA
GUERRA <13), LOPEZ RODÓ (14>, GARRIDO ¡‘ALLÁ <15) y MARTIPEZ LOPEZ-IUIIZ
<16) que se refieren a la personalidad jurídica del Estado como un todo.
Cli) .Z.K; SOSIAUO ARC*A. S1 concepto Ce Derecho Ainistratin y de fld
ainjatración Pflblica en el Estado social y deaocrttico Ce Oereehot
w yO 121 • Madrid, 1990.— PP. 154 y es.
(12> t.UCIC P*tEJO L.P0. ‘Estado socIal.. . cp¼cit.— PP. ‘OS y se.
‘131 L.. L~S* 5&JCflS*. “La pereor.alida ,j..ariflica del Estado’.— Re... de De
rectío Político no e.— <Sn.— Madrid• 1900.— p. 22.
<it> L. L~S2 RODO. “PrsonalidaC S.ariiea del Estado —n ci O-racho in-
torno”.— e~. de Osrecho olttico nS ti —Madrid 1901 .— PP. 57 y se.
<te> •. ea—sino POLLa. nefleeión sobre tana reconetrtatttófl de los lisa—
tea formales del Cerecho intetratit’o cepanol —. — RW nO 97< M
CriC 1902.—. PP. 7 y es.
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Se considera,con SAJTAJALRIA PABTOR(1?), a la Administración Pública, ca-
una Organización administrativa que está integrada por una serie de
Organos que realizan su actividad presentándose hacia el exterior de for
a transpersonal y subjetivada, como una realidad autónon, distinta e
independiente de las personas que lo componen:estas personas físicas son
las que realizan aterialmente las actividades del Organo, si bien se le
iuputa al Organo subjetivado; ahora bien, desde el punto de vista del De-
recho interno, la doctrina de la personalidad estatal tiene su relevan-
cia práctica en cuanto a la personificación de las Administraciones Pú-
blicas, pues son éstas — según GARRIDO ¡‘ALLÁ <18> - las que aparecen co-
mo titulares de los bienes del Estado, las que disponen de los que el Es—
tado puede heredar, las que contratan con los particulares, las que res-
ponden patrimonialmente por la actividad administrativa y las que son de
andadas ante los Tribunales civiles o contenciosa-administrativos. En to
das estas aterías el Poder Legislativo no tiene intervención y el Podar
Judicial, cuando la tiene, lo es precisamente como Organo independiente
a la relación jurídica surgida entre el Estado y el particular.
3.3.2.— La descentraliiación política y administrativa en la nueva
distribución del Poder del Estado da las Autonomías
?
La Constitución ha innovada profundamente no sólo el régimen de la Admi-
nistración Pública y de su acción, sino también la distribución interna
del Poder administrativo. El reconocimiento de la autonomía politico—ad—
ministrativa da 5nacionalidadas y regiones¶ ha supuesto la institución,
flS> .3.1... ~1IZ .flPSZ—ntiftIZ. Kl concepto Ce Sinistración PsIica
dO la Ley Ce lo Contanc Loso tras la Consta tat iór, Ce yare’. — RW v,S
90.— Madrid, ‘90’.— Pp. 179 y SS.
Cl?> a. SACar. ta ASTOR. . P.sndaaantoa Ce Derecho Ñinistra•ivo • —4>01
¡ .—.Centro e Sste.ios Rasón reces.—Msr íd, 1909.— pp. 525 y es.
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junto al 5central, de una serie da 5centros de podar autónor y. por
tanto, la articulación del Ordenamiento global del Estado sobre una espe—
ci fica y compleja coexistencia interna de Ordenamientos, a los que se in—
cardí nan servicial mente las correspondientes Administraciones Púbí icas
(19>. El panoras preconstitucional, pues,ya caracterizado por la compo-
sición plural de Administraciones Públicas: Administración del Estado, Ad
ministración Local — minicipal y provincial —, y Administración Institu-
cional, se ha diversificado aún ts con la incorporación de la Adminis-
tración de las Gosnidades Autónoas, con lo que se conf igura — en su to-
talidad como un Estado Unico, pero compuesto o autonómico.
Es decir, constitucionalmente se deanda un nuevo orden administrativo
con las siguientes consecuencias:
11 : Es preciso,para la realización y la funcionalidad misa del Es-
tado social y democrático da Derecho, un replanteamiento de la
organización administrativa y del procedimiento foral de su sc
tuación.
21 : Dicho planteamiento no puede hacerse en términos da una te de
las ref oras da la Administración, sino desde el presupuesto da
la clasificación de su posición y funcionalidad propias en ese
Estado social y democrático compuesto proclando por la Consti-
tución.
Para alorar la saltación de la Conetit..aCión se Ns de tener en ctaenta qe.ae
en la etapa de reaec iOn del re,cto 7eanamental las Cortas era el Onico
Organo del Estado qeae poseía legitimidad deacerática. conseguuida en las
sIete ionea de ‘977 y qe.ae ea encontraban dentro del sietesa pola tAco he-
redado del fiSgAsen anterior y son no ysriado (dainistttióflytJfltaflidYt—
tos, Dipuatac iones, Trifl.¿nales de Jtaetic Aa>.
LIC> 7. QOaMhCO •OL.L*. — pratado de Cerecho A inistretiyo. — Vol • 1.—lOS
ed.— reenos.- Madrid 1957. PP. SOS y 55.
LiS> LUCIO4O PAOCJO *L.FOSO. Estado social. . . —. — op.cit.— Pp. 122 y 55.
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La Poy,enc is ConstA tuse Aonal .ao de elaorar do. borradores de Snteproyec
to antes de llegar, gracias a tana política de Consenso, a la reaeción
definiti’.’a. Un el prísero se establecía prtcticaeente tan sistesa federal
y el sew.a0 significó tan giro coapleto hacia la dirección centralizado-
rs. Oeep’ae la sitajación se ftae e~aAlirando Nasta llegar a le solsación
dsfinitA’s’s.
Las representaciones del Partido acionalista Vasco y de COfl%~ergencia Os
.ocrátiea de Catalana eran sinoritarisepero cuaalitatt.aaenta —‘ay lepor—
tantas para redactar tana ConstA taje ion q”e «jera aprobada por todos los
espafiolee. Loe partidos social ista y co.anista recogían en saje progra—
.ass el federalieso. Alianza cptalar defendía tana descentralisación sai—
nietratiua para la sayoria de las Regiones y tana aajt.orata política re—
Istivasente escasa, a la italiana, para las Regiones Nietóricas <Catana—
tse. Vascongadas y Galicia>. UCD. partido sayoritsrio y del fiemo, el
c ong 1amarado de st, eosposí e ion no le parsi tía pos i e i Orles boaogneae e la—
yac <20>. así el priser orrador del anteproyecto recogió las prop*.aestas
nacionalistas y de la iaierda, y en casbio el segtando recogió la con—
traofensia lanzada por Alianza Popualar <2’>. Ls soitación definiti’.a fusa
Otra del consenso y sus factor ate isportante, la descentralisaciónapare—
cia coso conaecusencia sisas de la deaoc recia, en cuanto sayor pro>ciaidad
da los Poderes Póblicos al puaelo y Caso psrticipactón en pie de Agusal—
dad de todas las Regiones en las decisiones generales del Estado.
Sin duda alguna considera el doctorando, en lo relativo a la atería de
esta tesis, la importancia de la declaración como una de los principios.
inlorantes de las Administraciones públicas, en el artículo 103 consti-
tucional da la descentralización y desconcentración administrativa:
“Art. 103.5 • a—res La Ainistración PClAca sirte
con objeti.flad los interesas generales y actos de
actaerdo con los principio, de eficacia, jerar~aia.
deacentral iac ion, desconcentraciór, y coordinación,
con oa*tiaiento pleno a la ley y al Derecho. —
Ambos principios traerán consigo, imprescindiblemente, la creación de un
Organo de control de lo desconcentrado y da armonización de lo descentre
lindo, los Delegados del Gobierno en las Cominidades Autónoas, a los que
por su importancia se dedicará la segunda parte de esta tesis.
Ya desde un principio, y a lo largo de toda esta tesis, se ha hablado de
lo que supone conceptualmente estos principios, par lo que sobra ayor
— 168 —
inioración sobre lo mismo.
3.3.3.— La descentralizactán administrativa de los Entes Locales
?
Pero, aparte de ese reconocimiento de una autonomía polí tico-administra—
tiva de %acionalidades y regioner,la Constitución concede la autonomía
administrativa a 5uinicipios y provincias <artículos 13?, 140 y 141>.
“Art. 137 C—?O: Sí Estado se organiza tarritorialeert
sente en anicipios. en pmoinc íes y en las Coar.i—
dades .a tónoas e ~.e se eonst A tsayan. Todas es tas en-
tidades goan de atatonosia para la gestión da atas
raspee ti.os Antetesee
Art. 140 C—7o, La Constit..ación garantiza la atatono—
cia de lo, atanicipios
Art. 140.2. C~7O: 51 gobiamno y le ainistración
atatónosa de las pro—inc ias
A lo que habría que afladir las administraciones locales,también recono-
cidas constitucionalmente, de 5agrupaciones de iuinicipioetm y da las 5is—
las:
~Art. ‘4’ •S.C—7eí es podran crea— agi.t~sc iones de —J
nicipios diferentes de la pro’.vincis. —
La concreción de estas agrupaciones dió lugar a largas discusiones en
el Congreso de los Diputados durante el periodo que se redacta la Constí
tución, pero la doctrina admite que tanto pueden ser 5coarcat ,como las
tradicionales Entidades Locales Menores, caserlos, anteiglesias, parro-
quias, pedanías, lugares anejos y cualesquiera otro análogo que establez-
can las leyer, así como las 5areas metropolitanat • etc. <22>.
<20> eO.a~sx C05400A. “Loe Ka te tta tos Ce 155 Cain * da Cee 4tatóptse y el
princlp*O Ce atatcgobierno. — DA nO 152.— MedrAd, 1979.—pp. 115 y es.
<21> ~St. OURPS. — Las Ccemniadee s.itónoeas en la Conste tiac tan espaifo—
la de •ST. — CJE nO 1.— Marid, 1979.— PP. 295 y se.
— las —
4rt. 14’ .4.C—7•s En los archipielagos, las islas ten
Oran adesás sus sinistraeión propia en f oras de Ca
baldos o Coneejos.
En el que hay que recalcar el Sadamáss del precepto, al que ts adelante
se hará referencia.
La Constitución al regular la autonomía uinicipal y provincial la contí-
gura simplemente co un autogobierno en el arco de las leyes, es decir,
de alcance exclusivamente administrativo. La cuestión queda, pues, remi-
tida a la ley que debe constituir ese arco de la autonomía local y.
por tanto, a la distribución constitucional entre el Poder central y los
Poderes territoriales autonómicos, en que se hace explícita referencia
en el artículo 149.1.181. y 148.1.21 <23>,en que se refiere a la legisla
lación de régimen local.Ahora bien,la propia redacción del art.148.1.21:
“Art. 140.1.25 C—70, y, en ganeral.Zas
nec quia correspondan a la Adainistree ion del Estado
sObre las Corporaciones Loe ales y cusya tr ansf eren—
cia atatorice la legislación sora Rgisen Local,”
se deduce que la competencia para la prostigación de esa legislación de-
be corresponder al Estado, ya que sólo la ley estatal puede definir fun-
ciones de la Administración del Estado.
La legislación de Régimen Local viene a significar para los Entes Loca-
les lo que los Estatutos da Autonomía para las Coimnidades Autónoas. Es-
ta interpretación coincide con la doctrina del Tribunal Constitucional
<22> .5. PENA QCflZAí..EZ. “Derecho Pol*t*co”. —Isprente sarcia.— Villacafia,
1999.— p. 235.
<23> La STC de 2 de erero de 1051 • Ant.rprata qu el poder austónoso lo
es para la gestión de los correspondientes interesas, por lo qiJe es
la ley, en del initi’ua. la qile concreta el principio da atatonosia de
cada tipo de Entes, de actaerdo con la Constitaición.
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(24>. Lo que permite caracterizar el diseflo da la posición de la Aduinis
tración Local, según LUCIAJO PAREJO (25>, por las siguientes notas:
• El Ordenamiento local está en la disposición tanto de la ley estatal
como de la ley autonómica, según los términos concretos del reparto
competencial operado por la Constitución.
• Sin perjuicio de lo anterior, la Administración Local es una instan-
cia territorial administrativa orgánicamente interiorizada por las
Comaidades Autónoas <rasgo que se toa del sistea federal aletn)
a través de los Estatutos de Autonomía. Pero, dicha interiorización
no es completa en el sentido de traer causa directa de la Constitu-
ción y ser capaz de obviar toda incidencia directa del legislador es
tatal <diferencia con el sistea federal aletn). <26).
A pesar de lo expuesto en el punto anterior, las Cominidadas Autóna-
mes no agotan, ni pueden agotar, las relaciones organizativas con la
Administración Local.
La conclusión final de todo ello sería la siguiente: el Ordenamiento in—
fraconstitucional ha de construir y tratar la Administración Local como
una pieza organizativa de la estructura territorial de las Cominidadas
Autónoas,sin perjuicio de su capacidad de antenimiento de las relacio-
nes directas con la Administración del Estado. Lo que valora en su gran
realidad la enorme importancia que el reconocimiento de las “autonomías
y regioner va a tener sobre la estructura del Podar administrativo.
(24> STC de 20 de ¡talio de 1051 qi resajele el reetarso de inconstitajcio
nal ideo sobre la ley cetalana de transferencia plena y targsnta de
las Oipuatac iones a la Generalidad.
(25> LUCIfl 8J0 &.FOa.fC. retado social ... . — op.c it.— pp. íes y se.
(25> STC de 20 de ¡talio de 1051, Fusndsaanto Itaridico Sa.
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La legislación básica de Régimen Local vigente, Ley Reguladora de Bases
de Régimen Local 7/1985, de 2 de Abril, y el Real Decreto Legislativo
781/1986, de 18 de Abril, recoge este principio de autonomía co~ esen-
cial, en contraposición de todo lo legislado entre 1945 y 1975, que se—
gún la “Exposición de Motivor del Proyecta de Ley por el que se aprue-
ban las Bases de la Administración Local (2?), negaba la autonomía de los
Entes Locales y establecía un amplio y pormenorizado sisteas de contro-
les en las actuaciones de las Corporaciones Locales.
Y, de nuevo, aparece la importancia del Delegado del Gobierno en la Cou¡-
nidades Autánas que habrá da vigilar, s’y cuidadosamente, que se respe-
ten las autonomías de los Entes Locales proclaadas en la Constitución.
3.4.- LA DRSCONCEITflCIÓI ADNIIISTRATIVA RU LA ADIIMISTRACIÓI PERII?*RICA
Si en el Régimen anterior <1936—1975) no se realizó prácticamente una ne
cesaría desconcentración administrativa, y sólo sirven de sidalos positi-
vos — a los que ya se ha hecho referencia — el Estatuto da Gobernadores
Civiles de 10 de Octubre de 1968 y la reforme de la Comisión Provincial
de Servicios Técnicos, la Constitución de 19’78 crea un Organo,el Delega-
do del Gobierno en las Couinidades Autóncas, en el artículo 154:
“Am t • 154 C—7S z Un Delegado noabrado por el Gobierno
dirigiré la nainistración del Estado en el territo
río de la Costanidad Sajtónoa y la coordinart, ctaa..do
proceda, con la Adeinástración propia de la CostanA-.
dad, -
al que ya se ha hecho referenciados veces en el epígrafe anterior y al
que se dedicará - como se ha dicha — toda la Segunda Parte de esta tesis
doctoral, por lo que allí se analizará su organización, estructura fun—
<2?> Ministerio de Administración Territorial.— Madrid, 1981.— p. XI.
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cional y competencias, así como la compleja posibilidad del cumplimiento
de sus funciones.
lo se pueda, sin embargo, dejar de tratar de la “provincia ya que cons-
titucionalmente continua su doble condición (28) como Entidad Local y ca
si circunscripción territorial del Estado. Esta doble condición de la pro
vincia es de difícil equilibrio (29) y es tal su implicación que el Tri-
bunal Constitucional la ha calificado de “predominante funcionaP en su
Sentencia número 38 de 18 de Mayo de 1983.
Pero,aún ts,no hay duda que para la Constitución, las “provincias” <30)
tienen otras especiales condiciones. Es decir:
• Son Administración Local y, en tal sentido, con propia personalidad
jurídica, Entidades Autónoims determinadas por la agrupación de ulni—
cipios <aspecto el de la autonomía ya presente en la Constitución da
1931 y, en menor medida, en la Ley Orgánica del Estado de 196?, de la
que, a su vez, proceda el hablarse de 5agrupación de uznicipios”>.
Así se establece en el articulo 141.1 constitucional.
• Son, adate, como en la Ley Orgánica del Estado da 196?, división te-
rritorial de la Administración del Estado <aspecto éste aún te re—
forzado en la Constitución de 1978, según explícitamente se proclame
en el artículo 141.1>.
• Son, sitar y rampa y lanzamiento de las Cominidades Autónoma <coz>
<20> 0*C SC SSCUOO ~aAo4az....P.~a. NAAC SA. “El ro RfA sen Local aspe
flol.—Cd. ra>As.— Sarcelone, lfl5. p. 240.
cas> OTIZ Ol4Z,J. en coeentartos a la Conetttuactón 97C de OSC4R
..Z*fl y OTfl.— md. Edersa. — ~adrid, 1 SSS.— p. 957.
<30> StaASLlO QUCITA. — tas pro~inc tas cepaflolas a partir Ce la Consta t¿—
ción de WSVr. — ser y— 54—99.— fla..i, 1051.— Pp. ~ y se.
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en la Constitución da 1931 se estableció lo fueran para las “regio-
nes, si bien ya no en régimen de monopolio>. Así se reconoce en el
articulo 143.1 del vigente Texto Fundamental.
• Son, según los artículos 68.2 y 69.2 y 3 constitucionales, circuns-
cripción electoral, para elección de Diputados y Senadores
Su existencia es constitucionalmente clara y terminante, por lo que no
pueden ser absorbidas y arrinconadas por las CouJnidadas Autónoas, ya
que:
— Son constitucionalmente necesarias.
- Son Entidades Autónoas que han de regir por si misas sus propios
intereses.
— lo pueden atentar a esa autonomía el que las Cou~nidades Autónoas
sucedan a la Administración del Estado en las funciones que corres-
pondí an a éstas sobre las Corporaciones Locales y cuya transferencia
autorice la legislación de Régimen Local (artículo 148. 1.2k de la
Constitución>, pues la tutela administrativa no se presume jats, y
menos de Entidades - cosi las 5provincias” — que el Texto Fundamen-
tal proclame autónoas.
Jo se olvida que las Administraciones Públicas han da actuar según
los principios de descentralización y desconcentración por lo que si
es lógico que a las Couinidades Autónoma se le transfieran funcio-
nes antes estatales, seria un contrasentido el que absorbieran otras
de carácter provincial, pues supondría un caso concreto de centrali-
zación.
— Lo consecuente es precisamente lo contrario, que las Cominidades Au—
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tónoas actúen a anudo por medio de las Corporaciones Locales, que
deleguen en éstas y aún les transfieran funciones y tareas.
Esa posibilidad de asumir las “provincias”, es decir, las Diputaciones Pro
vinciales, el ejercicio de funciones que la Administración del Estado le
transfiera, siempre que estén comprendidas en el ámbito de los intereses
propios, ha sido corroborado por la SIC de 23 de Diciembre de 1982. Ésta
interrogante en atería funcional se ha aclarado doctrinalmente (31> al
anif estar que la Diputación aparece exclusivamente concebida cosi Orga—
no de coordinación interminicipal <artículo 36.2 LRBRL), pan lo que a—
prueba anualmente el Plan Provincial financiado con fondos provinciales,
aportaciones municipales y subvenciones da la Administración del Estado
y de la Administración de la Cominidad Autónos, lo que permite la nece-
saria cooperación de las Administraciones Públicas en atería de interés
general.
Sería alargar excesivamente la concreta atería de este epígrafe, — aun-
que algunos puntos se tratarán al hablar de las Cominidadas Autónoma -
el profundizar ts sobre la colectividad provincial como Cominidad Autó-
non o parte integrante de la misa, con el estudio de la dimensión re-
gional propia o compartida, de las Comunidades Autónoma uniprovinciales
,‘ pluriprovinciales, así caz> de su diversidad en cuanto Entidades Loca-
les <provincias insulares, foralidad provincial, el dilea provincia—co—
arca, etc. • etc.>. Ahora bien, antes de pasar al epígrafe siguiente y te-
niendo en cuenta la condición de la provincia co circunscripción terrí
tonal de los servicios de la Administración del Estado,y el gran impac—
(31> AUfSL.IO SalTa. Las proinctas. . . —. — op.cit.— Pp. 40 y se.
J.*le. e.slflOe* oc aaaftCfl. — Tasas.. . . — op. cit.- p. Sí
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to constitucional de la autonomía de nacionalidades y regiones” ,se debe
analizar la repercusión producida en la Administración periférica del Es
tado (32).
Dentro del proceso general de adaptación de la Administración del Estado
a la nueva organización del Estada de las Autonomías, son de seSalar los
siguientes puntos:
19: El Estatuto de Gobernadores Civiles, aprobado por Real Decreto
3117/1980, de 22 de Diciembre, en el que se sientan las bases de
la futura concepción da la Administración periférica del Estado
(33). El Gobernador Civil será el eje de todos los servicios ci-
viles periféricos en el territorio de su jurisdicción,concedién—
sale facultades para dirigir y coordinar la actividad de los día
tintos de la Administración del Estado en la Provincia.
20: El Real Decreto 1801/1981, de 24 da Julio, de refora de la Admi
nistración periférica del Estado, en que se regula:
— (a) Que las Direcciones Provinciales Departamentales agruparán
los servicios periféricos de ámbito provincial de cada U-
nisterio y de sus Organismis Autónomis.
- <b) Que el Gobierno Civil está integrado por el Gobernador Ci-
vil,la Secretaría General,las Direcciones Provinciales De-
partamentales y la Comisión Provincial de Gobierno.
— Cc> Que de dicha Comisión Provincial de Gobierno forarán par—
‘33> J.C. tIneTa OCnIGC. La raforea de la lnletración pare tenca del
fletado cao pres4.~taeeto del Setas de las Ahatonoeta•. — InstA ttato
de Cst.adios Piscales.— Madrid, iflt.— p. 3218
<33> LUíS ncre¿Ia ‘.Ilt.LflnavCn ALONW. “1 Jornadas sane AdetnIetracIt,. S.a
tonteAre, Gobiernos Ce,’eles y &etontaet — Oip..atación General de
Aragón.— Zaragoza, iS~2.— PP. fl y es.
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te, bajo la presidencia del Gobernador Civil,todos los Di-
rectores Provinciales Departamentales y los Directores te-
rritoriales o regionales que tengan su sede en la Provin-
cia.
Este Real Decreto puede dar lugar a una aparente contradicción
al admitir que las Direcciones Provinciales Departamentales de-
penderán orgánica y funcionalmente de los respectivos Ministe-
ríos, argumentación en la que coinciden los Reales Decretos 3314/
81 a 3323/81, de 29 de Septiembre, y Real Decreto 136/82,de 1 de
Febrero, a pesar de que intenta compaginar la dependencia orgá-
nica y funcional citada con las funciones de dirección que co-
rresponden al Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónon y
al Gobernador Civil, bajo una fórmula de difícil interpretación
(34): Las Direcciones Territoriales o Provinciales están íntegra
das en las Delegaciones del Gobierno en la Comunidad Autónoa o
en el Gobierno Civil bajo la autoridad del Delegado del Gobierno
en la Comunidad Autónon o del Gobernador Civil,respectivannte,
pero dependiendo orgánica y funcionalmente de los Departamentos
Ministeriales respectivos. Según la doctrina ello supone que só-
lo se ha cambiada la antigua palabra delegaciór por la de “di-
recciónt, es decir, una cuestión setntica en lugar de una obli-
gada ref orn administrativa.
39 : El Real Decreto 1223/83, de ~ da Uayo,trata de la reorganización
de la Administración periférica del Estado, para lo que ordena
explícitamente la supresión de Direcciones Provinciales de los
<34> J.C. UAST O~1flO. La retores.. • .— op.cit.— PP. S~3~ y es.
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distintos Departamentos, cosi consecuencia de la adaptación da la
adaptación de la Administración periférica del Estado al proceso
de transferencias. lina de las novedades ts interesantes es la
creación del Director Comisionado que representará al Departa-
mento Ministerial que le nombra dentro del territorio en que e—
jerza sus funciones, bajo la autoridad del Delegado del Gobierno.
Otros Reales Decretos 2238/80, de 10 de Octubre, 3184 y 3185/80,da 22 de
22 de Diciembre y aún algunos te se tratarán, cosi todo lo que sea con-
cerniente a las norma de desarrollo del artículo 154 de la Constitución
al analizar el Delegado del Gobierno en las Comunidades Autónoas, figu-
ra, cosi se verá, u¡y criticada por algún tratadista , que coz> AQUI-
LINO GONZÁLEZ HERNANDO llega a hablar de carencia de contenidd realtm, y
defendida por otros autores que ven una posible vía de racionalización
da la Administración periférica (LIUDE PANIAGUA, ARIlO ORTIZ, BA~OIS CO—
lA, BriBIA CUESTA) (35).
3.5. — LA DBSRNTRAIIZACIÓI POLITICO-ADIIUISTRATIVA DE LAS COIWIIDADBS MI
IONDJA&
Se decía, en páginas anteriores, que la aparición de las Coimnidadas Autó—
noas al amparo de la Constitución de 1978 obligó a un replanteamiento
del Poder, tanto del Poder política cosi del Poder administrativo, lo
que implicó una total descentralización administrativa.Es,pues. obligado
analizar todo lo concerniente a las Comunidades Autónoas que pueda te-
ner específica relación con la atería de esta tesis, pues son estos nue-
vra Entes complejos en su estructura y organización, así cdwu muy prable—
tticos en sus aspectos campetenciales, lo que obliga a una limitación en
<SS> J.C. USUtA 00fl10. ~La retores.. • .— op.cit.— pp. 3131 y se.
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su estudio ya que puede su tettica dar lugar a varias tesis doctorales.
Ya al tratar de los distintos períodos históricos se ha ido puntualizan-
do las reivindicaciones de autonomía política o de autonomía administra-
tiva por las diferentes Regiones espaliolas, para un mejor conocimiento de
sus fundamentos y vicisitudes a lo largo de los aftas y que se han cancro
tado en el actual Estado da las Autonomías.
En los cítisos cien anos de la ~da p~lica cataiana.5 la que ea n a ha
cer concrete aLusión por ser esta la Región sas auatonc.ieta y cabeza de
tos Los ensayos o c onc catones ha idas en 1 a etapa Ni stO r i ca que 55 cOIt
si de ca. ea dan atices i ‘s’ante tena ser te de sc ontac i — i entos qu.ae es con~e—
niente conocer <30>
19 u Macis 1030 coniensa el eowiaientO c.iltuiral conocido coso Reí—
naatenoat restaurador de la Lenguas • la it taratuira y la ciii tiara
cate Lanas • ~ir~Je La Psi na><enga — no tteo en etas origenes con-
tenidos e,cpiicita..ente políticos, fue sin nada la seetila de
plantsasientot ideológicos cao el de Ush—ENTI *LJIISAL.L., repre-
sentante del catalanieao ra~.alicano. En 1000 tina Coetetón del
Centre Catalá, fundado en 1002 para la defensa de los intere-
sas catalanes, y presidido por MaRCA MaSP~4S. presentó a Ah-rO”—
so XII tana Menor La “en defensa dele intereseos sorale i esta-
ríais de Catalunya” quis <tan ien acogida por el Monarca • atanquis
sai casi insediato fallecisientO hizo esteril la iniciati.’a.
Esta catalanieso gersinai se eec indio entre loa segu.aidores de
A&..MIRALL. y eleaentos sás derechistaS, qta guindaron la LLiga de
Catalunya • entidad quie bato la dirección de O4.A4 t VENTOSa,
PtDl• i CCWALCM y PRAT oc La misa, articuilaton tan catalaytieae
conser”ador. que sSs tarde aria origen a la LLIGA RS•IO~-I•—
TA, de PRAT y de CnCO.
20 t En 1591 • el gobierno Ci,tii de Sarcelona aprobó La conatittac iOn
de L.a unión Catalanista q.a organizó la Asa~lea de Manresa de
Marzo de lSfl • donde no aprobaron 1se — Oseas de Ma nr esa — en que
propu.agnaa el catalán coso Onica lengua oficial. uit Par la—ente
y tan Ujecu.ati.na propios, tana nonada propia•t.n Tribunal St~erior
de Justicia propio, participación estrtctasOtfla uoLtifltania en
el Ejercito sepafiol • y el requ.uieit.o de la ctt,dadania catalana.
por filiación o natu.n.aLisación. par ocupar cargOS pclicoe.
fl u al soiiento roeantico—LitrariO de la Reena.ten@a siguió el
floderne 50 • nacedero en parte de las C desa de PtflXMflLL. - y que
se prc~aeo la conatnucc eón de tana cual tiara catalana srna. En
CSS’ S PUMUAJCCZ O’4Z. “Kl tetado de lee fuitonoias. — Unteraidad-
internacional alfonso VIII.— Soria, ¶990.— PP. 55 y 55.
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base a la Exposición Universal de Barcelona de isOs presenta-
ron el contraste Espefla—Catahuna coso La diferencie entre lo
castellano de predosinio arábigo—sasitico y lo catalánde pre—
dosinio nórdico—gótico. fig.aiendo loe esquaseas Ctnicoa de PO”—
PSJ Batan.
oliticasente, el “Moderniseo recogía la tradición federal—re
p&dlicana cosa ase de tan nacionaliseo radical y de izqtaierdes
De hecho, el “floderníeso” no screwi.’ió a La sesana Trágica y
en ata itacha cultiaral contra el “Na.acentisso” f tas Cate el quae
se ispuiso.
4* El Moucentieao afirsa La plena integración de Los aspectos
cultairal y político del cataLsniaac y se trata de tan sovisien—
to liderado y protagonizado por la buirguesia catalansEl ceta—
lanieso se tranef oree así en tana fuierza POL £ ti ca poderosa. Saje
instrumentos políticos son tan parti~, le Lliga flegionalista,y
dos Líderes, primero PRAT OC LA mISA y. deepuies, CSb.La yic—
tone —n las elecciones etanicipales de 1901 • el acceso al Go—
ierno de la Dipuatación en 1900 y le obtención de la Mancoauant
dad en 1214 < fÓrajía arrancada por Loe catalanes aL GObierno
con val idez general para toda Espafla,pero ae sólo Catalina se
acogió a 01>. y qus naró hasta ¶923 siendo — para suachos cata-
lanes — ejesplo de eficacia y racionalidad sodernizadora.
SS u Cuando la Lliga t..awo quia escoger entre los principios de Orden
y au¿toridad y la conservación de le asatonoeta de Cstaluafla,eli—
gió Lo priatero ~Jas en un clise de caos social y dastnucciores
a las Libertades ci’wicas endiente la violencia, la autonosia
regional rea.altsa trágicasente euperfi..aa. Finalizada La dic—
taduara del General PRIMO flE RIVEflA, CAMBe ya no seria capaz de
resucitar el catalaniseo conser.ador y le izqtaiera nec ionslis—
te, cuya fregeentac iOn y debilidad <renta a la Lliga y al le—
rro.ncisao la Nabian iapedtdo Llagar al poder en el priser ter-
cio del siglo, lo consigue tras la llegada de la flepoblica en
1931 El catalaniseo de izq.uierdas empieza tana hegemonía quis a.
raria hasta 1930.
SS COso se dijo en el Capitaflo Seguando,apigraf e de le “Descentra-
lización administrativa de la flegión <II RepCaLica>atav~uae le
Constitución llea feche de 9 de Dic isebre de leal y el Esta-
tuto de Cataluafia la de 10 de Septisebre de ‘Sfl. por las rezo-
nes apuantedas en los párrafos anteriores ya en Aril de 1932
se hizo la proc Lasación del Estat Cateiá,trasitándose con ints—
sí tada rapidez el Estatuto • danosí “edo de iris • quia tanta ivt—
<luiría en la organización nacional de la Constituaclón. Cera—
Vive, quia eticedió a Nacía ant rentó le Generalidad a la flep~Cli—
ca Espaflola por tana ley de contratos de cuuitivo llegando a pro
clamar el Estado Catalán dentro de la RepflbLica Espa~la lo
quia lle’ta a la declaración del “estado de guerra.sn.alación de
la General idea y r.orasiento de un Gobernador General para Ca
tahulta * no rastabiec ievose la ane.al idea hasta despuies de Las
alecciones de 1930, la quse el estallar La Sarre Ci’fll.procla—
será la total suitonomia de guarra por la quia ea desyinctala to—
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talsante de la FtacObLica Espaflols. <3?>.
3.5.1.— La Administración de las Comunidades Autónnas
!
El artículo 2 de la Constitución de 1978 reconoce y garantiza el derecho
a la autonomía de “nacionalidades y regiones” que integran la Nación es—
paliola:
Art. 2 C—75, Le Constituición se ttandssenta en le in
disoitale anidad de la Nación espaflola. patria co—
sOn e indiflsible de todos los espafloles, y recono-
ce y garantiza el derecho a la avatonomie de las na—
cionalidades y regiones q..,e la integran y la solide
ridad entre todas ellas.”
La redacción da este artículo ha dado lugar a largas discusiones, ya que
introduce la expresión “autonomía de las nacionalidades y regiones”, con
el equívoco concepto de Nación de naciones y la carencia pura de las cua
lidades para éstas últims. Si la forn política del Estado es una Notar—
quía, no habría inconveniente en que las diversas unidades autónoas con-
servasen sus antiguos títulos <38), con la salvedad que, en algún caso,
no sería Reino sino Seflorio como Vizcaya o Condado o Principado en Cata-
lulia, Principado e» Asturias, pero con la dificultad de la titulación de
autonomías co la de Nadrid, La Rioja y Cantabria, puraante geográfi-
cas. Ahora bien, ¿por qué no regiones? Tal vez,sin que sea satisfactoria
la explicación, por su carga geográfica. El artículo 143.1 da la Consti-
tución no contempla este aspecto sino “características históricas1 cultu-
rales y económicas comunes”. Y ¿por qué no nacionalidades? Tal vez por-
que el artículo 2 transcrito prefirió ambiguasnte esa diferenciación en
tre U nacionalidades’ y “regiones”, dualismo absurdo que luego no se si-
<37> JIS QtiIftOfl OC esaCa. “Tesas. •. —. — op. tít.— p. 31
<> o4LJ~iO PCSCW V~. uitonoeg ae y 1 iber tadee - . — El Retado de
las *t.tonoetaa. —Unt.,ersia Internacional de oria, ISSO.—p.#l y ea
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gue co criterio, puesto que implica reconocer distinciones cualitativas
entre región y nacionalidad por una parte. y entre nacionalidad y Nación
espaliola por otra. La misa Constitución que cuida hacer referencia a la
indivisible unidad de la Nación espalda, descuida la significación de
las palabras que deben cuidarse en todo texto legal y aún Ss en una
Constitución. “ El uso constitucional de la palabra nacionalidad es una
incongruencia, que, por lo dets, carece en absoluto de la anor justifí
cación histórica, si es esta la causa. <39).
Ya concedida la autonomía a “nacionalidades y regiones” por el artículo
2 de la Constitución, — así como por el artículo 13? y todo el Título
VIII de la misa —, la lógica pregunta ante ello es: ¿ Autonomía para
qué ? Hay posibles contestaciones que pueden ser asumidas par una u otra
de las Comunidades Autónoma (40):
La ‘autonomía” pueda concebirse estrictaante desde un punto de vis-
ta administrativo. Desde esta visión, una descentralización y descon—
centración administrativas, daría satisfacción a la deandaEl prin-
cipio de eficacia y agilidad en la Administración, acercando los nú-
cleos de decisión a los lugares donde se planteas las necesidades, de
proximidad — en definitiva — de la Administración al administrado, es
su consecuencia práctica.
Otra concepción de la “autonomía” es la que pone el acento en el de-
sarrollo sacio—económica. Desde esta visión, la deanda autonómica se
justificaría como una posibilidad jor de garantizar un desarrollo
económico y social de regiones deprimidas o atrasadas en relación
con la adía nacional.
<39) DALIACIO lEGRaN PAVON. ‘Autamamias. . e,~ op. oit.— p.12.
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• Y, en fin, otra idea de “autonomía”, sin perjuicio de que pueda en—
glotmz las anteriores visiones, pone especial énfasis en el carácter
político de la misa. En la posibilidad de descentralizar el poder
político, garantizando a través de la autonomía política, la preser-
vación y el fonto de una personalidad específica, de carácter co-
lectivo.
Visto el artículo 2 constitucional hay que referirse al artículo 13? del
Texto Fundamntal en el que, al hablar de la organización territorial
del Estado, vuelve a afírar la autonomía de las Cosjnidades Autónoas:
art. ¶37 C—7Sz El Estado se organiza territorielsen
te en asnícipios, pro—inc íes y en las Cotanidedes
Au.atónoaas quia se cons ti tav en. Todas es tas Entidades
gozan de suitonoata para la gestión de sus res~ec ti..
vOs intereses. —
Esta autonomía para ‘gestión de sus propios intereses5 solsante puede
ejercitarla una vez se hayan constituido como Comunidad Autónon.
“art. 143.1 C—7B~ En el ejercicio del derecho a le a..—
tonosia reconocido en el articulo 2 de la Constituí—
ción, las pro’incisa líaitrofas con caracterssticss
históricas cují tirelas y aconósicas costanas, loe te-
rritorios instalares y las provinc íes con entidad e—
gional histórica podrán acceder a su ea.atogobierno y
constituí rse en Comuanidedes Aitóncsss con arreglo e
lo previsto en esta Titualo y en los respectivos Este—
titos. -
Ahora bien, el ejercicio del derecho a la autonomía solo puede realizar-
lo a través de sus propias Administraciones, por lo que la Constitución
reconoce explicitaante la existencia de las misas:
—art • ‘54 C—7e, U., delegado nombrado por el Go~ierro
dirigíra Le finistración del Estado en el territo-
río de la Co—ini dad A.,tónoa y la coordinará • cuando
proceda, con la ~inietración propia de la Cosuiní—
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dad. -
La importancia del ejercicio de estos derechas a la autonomía ha influi-
do decisivaante en la calificación de la fora del Estado, en que algu-
nos tratadistas reconocen hasta once denominaciones diferentes (41) como
“Estada plural”. “Estado autonómico’, “Estado regional’, 5Estado de las
Autonomías”, ‘Estado federal unitario’, ‘Estado unitario regional”, ‘Es-
tado semifederal’, ‘Estado federo—regional’, “Estado integral”, “Estado
autonómico con atices federalistas, ‘Estado semiregional o semicentra—
lizado’. Pero, es s’y importante selalar — con CLAVERO ARÉVALO <42) —que
la Constitución ofrece un modelo, en cierto modo, de Estado unitario en
cuanto que la Soberanía nacional es única y reside en el pueblo espaldí.
lo que implica que las Com¡nidades Autónoas aunque prosilguen leyes ela
horadas por Asambleas elegidas por sufragio universal, no son soberanas,
ni por supuesto se constituye un Estado federal ni aún en el caso de a—
quellas que, en sus Estatutos, se denominan nacionalidades, ya que el ar-
ticulo 2 constitucional establece el principio de “indisoluble unidad de
la Nación espaldía’ • lo que impide que a través de las autonomías se lle-
gue al Estado federal.
No es el concepto de — s.~ tonos i a — mayo — a.anqtae t.nt i era otras delios ina
clones — sino que tiene un largo recorrido niatórico CAS>. Aparece entre
los siglos XI y XII. en la Alta Edad Medisen relación con la idee de la
res pta1 lea cflrietlanor& — personificación en el plano político de tan
Imperio que por ello se titile Sacro — y en el quia cristaliza el tetada—
llamo en una nuasva realidad política: el Reino. Este proceso de autoas ir
seción de esta n.aeva realidad instittacionál se apoya en la 4 órsuale den*fl
regno e.¿o eat isperator, es decir, no se niega el Esperador la pleniWdo
potastati a simio quia • tasbien • se recebe para el ftey fatadal” • Es sás • los
nuevos “Reí nos — no r ec 1 asan pera s.j itas pr op itas el c onc apto de 1 en si no
al de ata t¿ si vio quia r ec onOc e uit 1 i si te dentro de Lan Oarec No Co~ii Co-
rrelativo el ideal de tana universal te poteatas. fuertemente arraigada en
la conciencia sedíaval Llagado este ecaento esta corriente doctrinal se
~4i> 1.. L.OUZ ROCO. — Retado y Cceuanidades 4..atóncss .— Madrid, itas.
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tecnifica y aporta ARTOL.O SSOERRATO el concepto de Iurislctio cc—o
co—plejo de poderes y funciones neceser íes y sufí cientas para la vital 1—
zación de los OrdenesientOs Jurídicos particilares Cal propietario en ata
fu.ando•al Rey en si.. Reino y al Esperador en sta Ispario>.En resuaett.la aul—
tonos i a es un eonc apto quia se resí te a tana pLuralidad de gr denesí entos
Star <di cos sás o senos separados pero siaap..e independientes • aun.ae 1 ógi
ca—ente autuasante mf ludos.
Si se reconoce una pluralidad de <kdenamientos Jurídicos debe reconocer-
se, lógicante, una pluralidad de Entes públicas que, desde la Consti-
tución de 1978 se han atizado con la creación de una serie de Entes te-
rritoriales sustantivos dotadas de fuertes poderes políticos y no simple
inte administrativos: las Comunidades Autónoas. Los Entes Públicos te-
rritoriales, frente a loe no territoriales, son titulares, por su simple
posición y estructura técnica, de los poderes públicos superiores y. es-
pecí ficannte, ‘de un poder norativo general con efecto sobre cuantos se
encuentren sobre el territorio y no reducidos a colectivos corporativos
o a círculos de interesados te o snos conveacionalsute delimitados.
Las Comunidades Autónoas no son Entes anores, sus funciones nc son pu—
rannte administrativas, ni sus noras de simple rango reglaentario. Son
Entes políticos de prisra significación, co partes misas del Estado
al cuál componen y en cuya voluntad superior participan, por lo que cuen
tan con un elenco de funciones y de poderes que, igualmente, tienen natu-
raleza política, co revela tanto su exta~4~u ~ $upnrtafieta st~r-*aI~
- 4~ 5~fiPTfi P9#P$i4 - la niwuutanata da que cuentan para la ges-
tión de tales funciones con el poder político par excelencia que es el
Poder Legislativo, el poder hacer leyes y. por tanta, de configurar polí-
ticas propias con la txia amplitud, en cuanto que ordenadas dirsctaan—
te a la Constitución <44L Parece conveniente seflalar — ante las dudas de
<42> *1. a..VSfO ytO. “ifepefla desde el centrel*5S0 de lee 4.itoflotas.
<43> 5 .Ma. QUIROSA CC SARC. - Tesas. . . —. — op.cit.— p.2O.
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algún tratadista — que el proceso de potestad legislativa es un proceso
total para todas las Couinidades Autónoas sin discriminación, aunque en
la Constitución no aparezca con claridad esmerada. <45).
3.5.2.: Clases 1’ competencias de las Comunidades Autónoma
:
Las aterías de competencia propias de cada Coa~nidad Autónos para el
ejercicio de la potestad legislativa,que se seflala en el párrafo ante-
rior, dependen de su clase o categoría ya que las poden encontrar
‘privilegiadat, de ‘primer grado’ y de ‘segundo grado5 • perspectiva que
complica aún Ms el confuso panoran que presenta el Título VIII consti-
tucional y que, en un inciso, se debe relatar:
Los defectos de técnica jurídico-constitucional de que adolece el polé-
mico Titulo VIII de nuestra vigente Constitución, han sido puesto de ——
nifiesto por la doctrina científica, pero quizás lo Ms grave no sean las
conclusiones y anfibologías, sino las omisiones, las lagunas, loe silen—
cios de como se concibe el Estada de las Autonomías. La al iración es,
pues, rotunda: la redacción constitucional hace imposible determinar e—
nctannte cuál es la estructura del Estado <46), lo que hace decir a LAR
Tu LATEO, reí iriéndose a estas Cosinidades Autónoas, que son un ‘mega
confuso5 y a GONZÁLEZ CASANOVA que la gran novedad política e histórica
de la Constitución de 1978 es pretender construir un Estado nacional de-
mocrático a partir de su realidad plural y de su principio de autogobier
ca> a. 0ct OC ETESRIA—T .R • ES’¿ACZ. — aireo de Oerec~ Sinletra—
tivo 1. — Cd. Civitas.— Madrid, 1550.— pag. aso.
<¿A> e • PSJC~Z “*04*00. — Potestades legIsle ti rae de lee Coe&ani dadas aató
no—set — sc. civitas.— Madrid, iSBI.— p. 34.
<45> LUCí O VCCL.L 1 . Sí Ordenad ento espeRo] de las cc-smi dadas aitó—
noase’. — Instituito de Est.adios de *inistreción Local. Madrid, 1552
Pp. ~ y es.
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no (4?>. Por su parte, ESTiBIA CU~TA <48) advierte sobre las aubigueda—
des y contradicciones que se aprecian en el Capítulo Tercero del Título
VIII, sin duda el Ms problettico,conluso y deficiente de cuantos figu-
ran en la Constitución; y NIETO <49) duramente crítica diciendo que ‘em-
pedrada de violaciones flagrantes y de frustaciones políticas tremendas,
el Título VIII, es el escollo Ms grave que tiene nuestra Constitución,
no por su contenido político sino por su redacción% es un compromiso de
esquivar problema y de no decir nada.
Pero, siguiendo el hilo de nuestro discurso,en lo referente al hablar de
la clase o categoría de las Conjnidades Autónoas, un sector doctrinal
af ira que nuestra Constitución, a imitación de la italiana, establece
dos clases de Comunidades Autónoma: unas, de Estatuto cotn y otras, de
Estatuto especial.No hay esta identificación por las razones siguientes:
a) Frente a la clasificación dicotómica italiana nuestra Constitución
conligura una clasificación tripartita de Comunidades Autónoas.
b) La clasificación italiana atiende al ayor o menor número de compe
tencias asumidas por las Regiones, de tal tora que las Regiones de
Estatuto cotn nunca podrán alcanzar las competencias asumidas por
las Regiones de Estatuto especial. Frente a ello, nuestra Constitu-
ción, Ms que atender al diverso grado de autonomía adquirido por
cada clase de Comunidad Autónos, se fija en el proceso de consti-
tución de dicha autonomía,de tal tora que, con el cumplimiento de
<47> WtCAtEZ C50ia. “leona... —. — cp.c it.— p. ala.
<45> A. ETRC”* CuESTA. - Cosentar loe a Ja Conatí tase tSn•. — Con S*fflIOO 7*—
Li.S y OTROS.— Madrid, ‘950.— p. 1477.
<¿es a. NIETO. “te *in*atración Obhice en le Conatttu.ación espaflola. —
en “S.s Co—att t¿ietón espaflola de •S7S~ un anal isis coeparaar. — Ro-e
Staplesento al nS 7 de La Ray. de •olitica cc-parada.— p. 55.
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determinados requisitos, todas las Comunidades Autónois pueden al-
canzar el mismo grado de autonomía, siendo para unas te fácil y
para otras Ma difícil.
c) Finalmente, la Constitución italiana establece taxativamente cuá-
les son las Regiones con Estatuto especial y cuáles son las Regio-
nes de Estatuto cotn. En contraposición. la Constitución espaflola,
salvo en lo referente a las Comunidades Autónoma ‘privilegiadas’,
no establece que territorios pueden tener una u otra consideración
Por otra parte, la clasificación que implícitamente acepta nuestra Cons-
titución no es debida a que unas Comunidades Autónoas estén dotadas de
auténtico poder político y otras sean simples Entidades de carácter admi
nistrativo. Todas las Comunidades son titulares de poder político y no
simples anifestaciones del principio de descentralización administrati-
va <50), pero unas tendrán un myor o menor grado de autonomía que otras
o, mejor dicho, que unas que conseguirán Ms tarde y con ayor número de
dificultades la autonomía plena que, pueden conseguir Ms pronto, y Ms
fácilmente, otras Cominidades.
Las delimitación de competencias, para el desarrollo de la potestad le-
gislativa reconocida en la Constitución a las Comunidades Autónoas, así
como en sus propios Estatutos de Autonomía, es la técnica que, en los Es-
tados de Derecho, se efectúa la distribución del Poder en el territorio,
y que,para el Estado espaftol y las Comunidades Autónoms.vienen atribui-
das en el artículo 148.1 <22 grupos de aterías) y en artículo 149.1 <32
grupos de aterías) de la Constitución de 1978. Eay das tipos de institu-
ción de competencias: una, horizontal, en que se reparten das campos par-
<so> CO—Cta OC CflTCRRt*-T.R. PERNACSZ.— ....... —. — op. ctt. — p. S72.
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fectamente delimitadas de aterías estatales y de aterías autonómicas;
y. otra, vertical, en que una atería determinada se distribuye entre el
Estado y las Cou¡nidades Autónoma, para que ambos concurran a regularía.
A) Pertenecen al tipo de distribución horizontal, las siguientes aterías
exclusivas (51):
- Para las Coaznidades Autónoas:
Las aterías seSaladas en el artículo 148.1 de la Constitución que
sean asumidas en sus Estatutos.
El resto de las aterías que, sin figurar en el artículo 149.1 de
la Constitución, sean también incluidas en los respectivos estatu-
tos de Autonomía,según la claúsula residual del artículo 149.3 del
Texto Fundamental.
— Para el Estado:
• Las aterías seflaladas en el artículo 149.1 constitucional.
• Y el resto de las aterías de competencia de las Coiminidades Autó-
noma sefialadas en el artículo 148.1 de la Constitución, pero que
no se hayan incluido en el correspondiente Estatuto de Autonomía.
según dispone la claúsula residual del artículo 149.3 ya citado.
B) Se hayan incluidas, en la distribución de tipo vertical,las competen-
cias compartidas o concurridas siguientes:
- Para las Comunidades Autónoas:
Las aterías de las leyes que desarrollen las leyes de ‘princí—
píos’ (artículo 149.1 de la Constitución, grupas de aterías 1*,
6*, 81, 115, 13*, 16*. lfl. 18*, 19*, 21*, 23*, 25*, 27*, 281,29*
<SI> J.M5. QISIROS* OC SARCA. “Tesas. . . —. — op. cit.— PP. 120—121
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y 301>.
Las aterías de las leyes que desarrollen las leyes ‘arco’ (artí
culo 150.1. constitucional>.
Las aterías que regulen las facultades transferidas o delegadas
por el articulo 150.2. del Texto Fundamental.
Las aterías que se dicten en consecuencia de las leyes de ‘armo-
nización <artículo 150.3 de la Constitución).
<Sobre leyes de “principios, cerco • de “transferencia o delaqe—
ct4n” y de ersoninación , se rosita el doctorando a ctaalquier Ma—
nial de OerecI~o Adsinistratiwc o de Oarecu%o Constitucional <82>>.
— Para el Estado:
Las sefialadas en los artículos 149.1, 150.1, 150.2 y 150.3 del Tex-
to Fundamental.
Ahora bien, el Estado concurre Ma o menos directamente en la casi
totalidad de las aterías autonómicas como, por ejemplo, en el caso
de ‘urbanismo’ seftalado co de exclusividad de las Coimnidades Au-
tónoas en en el 148.1.3* constitucional, pero que está ligadn, por
una parte,a los derechos y libertades individuales del Capítulo Se-
gundo del Título 1 de la Constitución y, por otra parte, a la Ley
del Suelo y a las directrices de los Planes Generales de Ordenación
del Territorio, así como a las Bases y Coordinación de la Planifi-
cación General da la Actividad Económica de competencia exclusiva
del Estado, según el artículo 149.1.133 del Texto Constitucional.
Los límites de la potestad legislativa de las Cominidades Autónoas, en
un sentido amplio, se pueden considerar en dos grandes grupos:
(82> ~uid. 5*18. 0JXR05 OC *8CA. “Tesas....— 0.Cit.— PP. ‘14 a 115.
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• Límites ateriales: Las Asambleas de las Comunidades Autónoas sólo
podrán pr~ucir leyes sobre las aterías que bayas asumido en sus
Estatutos y sólo cuando les haya sido traspasada los servicios co-
rrespondientes por el Estado. Aparte, claro está, que no pueden le-
gislar sobre aterías reservadas a leyes orgánicas.
• Límites territoriales: Solamente pueden legislar para el espacio te
rritorial de su Comunidad Autónoa.
Profundizando un poco Ms sobre la clasificación de las Comunidades Autó
noas, se puede considerar:
- Comunidades Autónoas ‘privilegiadas
’
Son aquellos territorios a los que, debido a sus especiales circuntancias
históricas y por el hecho de poseer una ayor gradi de conciencia auto-
nómica, se les reconoce la pasibilidad de alcanzar la Mxi autonomía
posible sin necesidad de reunir ciertos requisitos obligatorios para los
dets territorios. San las que pueden acogerse a lo dispuesto en la Día-
posición Transitoria Segunda de la Constitución: Catalufla, País Vasco y
Galicia. Las peculiaridades de estas Comunidades son las siguientes:
• <a) La iniciativa autonómica que se exige para los dets territorios
es sustituida por el acuerdo de los Organos ‘pre—autonómicos5 de
alcanzar inmediatamente el ayor grado de autonomía posible, pa—
senda directamente al segundo mumento del proceso autonómico: la
elaboración del Estatuto de Autonomía, siguiendo el procedimiento
establecido en el artículo 151.2 constitucional, pero con la sin
gularidad que la convocatoria de la ‘asamblea de parlamentarios’
no es efectuada por el Gobierna, sino por el Organo Ejecutiva
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pre—autonómico; lo que implica que no se encuentran a merced del
Gobierno para iniciar el procedimiento estatutario.
<b> En cuanto a las competencias que pueden asumir estas Comunidades
‘privilegiadat, la propia Disposición Transitoria Segunda las
ería del plazo de cinco abs establecido en el artículo 148.2.
del Texto Constitucional, es decir, que pueden acceder al ayor
grado de autonomía posible. Esta autonomía plena pueden atería—
lizarse en la asunción de las siguientes competencias:
• (12) Todas las contenidas en el artículo 148.1 constitucional.
• (22) Todas las que permita el cuadro de competencias exclusi-
vas del Estado establecido en el artículo 149.1 del Texto
Fundamental
• <32> Todas aquellas que puedan ser objeto de asunción, en vir-
tud de lo establecido en la claúsula residual del artícu-
lo 149.3 de la Constitución.
• <49) Todas aquellas susceptibles de atribución, transferencia
o delegación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 150
constitucional.
• <52> Todas aquellas, en atería judicial, que permita el juego
de los artículos 149.1 y 152.1 de la Constitución.
Por lo que se refiere a los Organos de autogobierno, estas Comunidades
Lutónnias ‘privilegiadas’ habrán de atenerse a lo previsto en el artícu-
lo 152.1 del Texto Constitucional.
— Comunidades Autónnues de • nriar trado
’
Es la que corresponde a aquellos territorios que, sin poder acogerse a la
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prevista en la Disposición Transitoria Segunda citada, tienen la pasíbí-
lidad — sin embargo — de alcanzar el mismo grado de autonomía que las Ca
munidades Autánomes ‘privilegiadas’,si bien con la obligatoriedad de cum
plir una serie de requisitos importantes. No se establec, constitucional-
mente, a priori, que territorios pueden ser encuadrado en esta categoría
de Cosinidad Autónos, sino que se sefiala la posibilidad de que pue-
den serlo todos aquellos que cumplan determinadas condiciones:
<a) La iniciativa autonómica deben ejercerla con arreglo a lo previs
to en el artícula 151. 1 de la Constitución, que impone una serie
de requisitos difíciles de cumplir. Ello es debido a que los le-
gisladores de la Constitución consideraron que este procedimien-
to sólo debía ser utilizado de modo excepcional, ya que el resto
de los territorios no incluidos en la Disposición Transitoria Se
gunda,podían seguir el camino Ms fácil del articulo 143.2 cons-
titucional <53).
• <b) En la elaboración de los Estatutos de Autonomía, esta clase de
Cosinidades Autónos de ‘primer grado’, ha de seguir el procedi-
miento establecida en el artIculo 151.2. es decir, el mismo que
debían seguir las Casinidades Autónoma ‘privilegiadas’, can la
particularidad de que la convocatoria de las ‘asambleas de paría
mentarnos’ corresponde, en este caso, al Gobierna. Este procedí-
miento de elaboración de los Estatutos implica una necesidad de
negociación entre la ‘asamblea de parlamentarias’ y la Comisión
Constitucional del Congreso de los Diputados, lo cual significa
que ma estamos ante la presencia de una autonomía atorgada sino
<SS> Solasente ha Sitido esta caliticacion le Cne..nidea ~at6noea de An
deIL.C <5.
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ante una autonomía pactada.
• (c) En cuanta a las competencias susceptibles de asunción de compe-
tencias en estas Cominidades de ‘primer grado’, se está en el
Ésa> supuesto que en las Cosjnidades ‘privilegiadas’ <54), es
decir, podrán asumir las misas competencias que aquellas, podrán
gozar del mismo grado de autonomía, ya que por el cumplimiento de
los requisitos establecidos en el articulo 151.1. de la Constitu
ción les exime de la obligación de esperar a que transcurra el
plazo de cinco abs establecido en el artículo 148.2 constitucio
nal, que es una solución lógica pues el artículo 151.1 citado e—
xige la necesidad de un rs!erendus ratificador de la iniciativa
autonómica, que viene a tener el misa> significada que el plebis
cito a que se refiere la muy citada Disposición Transitoria Se-
gunda.
En lo referente a los Organos de autogobierno éstas Comunidades Autóno—
mes de ‘primer grado’ no se diferencian en nada de las ‘privilegiadas’,
pues ambas se han de basar en lo dispuesto en el articulo 152.1 del Tex-
to Constitucional.
- Las Comunidades Autónmas de ‘segunda rada
’
Tienen esta consideración aquellos territorios que, en principio, no pue-
den conseguir directamente una autonomía plena, sino que accederán a ella
cuando cumplan las condiciones establecidas en el artículo 148.2 de la
Constitución:
“art. 140.2 C—703 Tranectirr idos cinco aflos.y sedian—
‘54> 5. SaSCIA OC 54TEt—T.n. .aCCZ. Carao. • —. — op.cit.— p. 874.
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te la retores de ada Eatat.atos • las Coeuiní dadea n.a—
tówess podr en es.p4 i sp sic así jasen te etas cospe ten—
cias dentro del sarco estalec ido en el artictalo
1 49 • —
No se establece constitucionalmente cuáles son los territorios que pue-
den acceder a ser Cominidad Autónos de ‘segundo grado’ • por lo que se
deja abierta la posibilidad de elección, par cada territorio, de la que
considera Ms idónea, cumpliendo los requisitos que el Texto Fundamental
sefiala, que para las de ‘segunda grado’ son los siguientes:
<a) La iniciativa autonómica se ha de ejercer según lo previsto en
el artículo 143.2 de la Constitución, que no presenta tantos obs-
táculos como el artículo 158 del mismo Texto, sobre toda si se
tiene en cuenta la Disposición Transitoria Primera constitucio—
nal,de poder sustituir la iniciativa que,el artículo 143.2,atri-
buye a las Diputaciones Provinciales por un acuerdo adoptada por
la ayoría absoluta de los mietros del Organo Superior preauto-
nómico.
<b) En la elaboración de los Estatutos de Autonomía, las Cou~nidades
de ‘segunda grado han de seguir el procedimiento sefialado en el
artículo 146 del Texto Fundamental, lo cuál excluye, en princi-
pío, la posibilidad de negociar el contenida del Estatuto,ya que
la ‘asamblea mirta’ a que se refiere el mencionado precepto no
aparece concebida para pactar el contenido estatutario con las
Cortes Generales, por lo que se puede calificar la autonomía ca-
a> otorgada.
Cc) En cuanto las competencias susceptibles de ser asumidas en el Es
tatuto, en un primer momento, podrán ser las comprendidas en los
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22 grupos de aterías sefialados en el artículo 148.1 de la Cons—
titución,las posibles que sefialan los artículos 149.3 y 159 del
mismo Texto legal, si bien transcurridos los cinco aSas y previa
ref orn del Estatuto de Autonomía, podrán ampliar sucesivamente
sus competencias.
En lo referente a los Organos de autogobierno no los regula exprennte
la Constitución, para las Comunidades de ‘segundo grado’ • como lo hace
para las otras dos clases de Comjnidades, por lo que hay la posibilidad
de una organización semejante, que es lo que — en la práctica — se ha
llevado a efecto.




Prescindiendo de los supuestos de Navarra, que dispondrá de un rÉgimen
especial a través de la vía del ‘Amejoramiento del Fuero’,de acuerda con
lo regulada en la Disposición Transitoria Cuarta de la Constitución,y de
Ceuta y Melilla que, en su pasible pretensión, habrán de tener en cuenta
lo previsto en la Disposición Transitoria Quinta constitucional, se han
previsto en el Texto Fundamental las clases de Cominidades Autónoas Ss
arriba estudiadas, cuya diferencias afectan — según lo visto — Ms que al
grado de autonomía a conseguir, a los diversos procedimientos y requisi-
tos a cumplir, es decir, se trata Ss de una diferencia procedimental que
de una diferencia sustantiva ya que todas ellas pueden alcanzar la Mxi—
a autonomía pasible.
flora bien, una cosa es que el camino procedimental sea distinto para u—
nas que para atrae, que todas puedan conseguir su autonomía, y otra cosa
muy distinta es que todas lleguen a conseguir, necesariamente, el mismo
grado autonómico ya que la situación entre unas y otras es muy distinta,
y habrá de tenerse en cuenta las circunstancias económicas, sociales, cul-
turales e kistóricas,así coa> el grado de conciencia autonómica existen-
te en cada una de ellas (55).
Hay, también, que seflalar que en virtud de ciertos acuerdos, firados por
el PSJE y el Gobierno de la UCD, el 31 de Julio de 1981, las Comunidades
Autónoas de Valencia y Canarias tienen un rÉgimen intermedio entre las
de • primer grado y las de ‘segundo’ grado.
3.5.3.— la necesaria armnización de las competencias y fundo







rna con las de la Administración del Batuda
:
Es obvio que, visto toda lo anteriormente expuesta sobre las Administra-
ciones de las Comunidades Autónoas, es necesario un exquisito control y
una extraordinaria eficacia en la arrnización de sus funciones y compe-
tencias con las propias de la Administración del Estado. En ello, puede
ser el Organo creada constitucionalmente, en su articulo 154, de Delega-
do del Gobierno en las Cosjnidades Autónoas, quién debe vigilar el eno—
to cumplimiento por las misas de la norativa vigente y su posible ex—
tramilitación o abuso de tales funciones y competencias. Por tal impor-
tancia y dado la escasa norativa — y del ambiguo y =1 redactado precep
to constititucional — y por ser imprescindible analizar la realidad prác
tica de su función, considera el doctorando se debe dedicar la Segunda
Parte de esta tesis doctoral al estudio exhaustivo del Delegado del Go-
bierno en las Cominidades Autónoas.
<85> OaRC** os EIESS*a—T.. PSflNACSZ “Cuirso... ¾—op.cit.—pp.S7~ y e..
— l9Ster—
Tiene gran interés en la cuestión planteada en el epígrafe 3.5., no sólo
lo superficialmente apuntada por algún sector doctrinal sobre la ‘Admi-
nistración lixta’ — solución correspondiente al ejercicio cou~n de compe
tencias concurrentes que hiciesen realidad una cooperación territorial y
cuya delicada actuación, al realizarse entre poderes distintos, permiti-
ría la mediación instrumentalizadora de los Delegados del Gobierno, con
el necesario equilibrio entre Organos competenciales de Administraciones
diferentes y entre intereses, por una parte sectoriales y, por otra, ge-
nerales <55 bis);sino también la propuesta de ‘Administración Unica’ que
se planteó ante la Asamblea Legislativa de la Cominidad Autónoa de Ga-
licia y que ha de toar, tal propuesta, carácter oficial ante las Insti-
tuciones estatales en los próxin meses <55 ter).
‘55 bis>
<55 ter>
CEFEAN MO GOMEZ SOtE en ¡a Ley — , nS 2716 • t XI 1 • Sri 1 de 1991
Se presenta la propuesta por ~4NUEL FRAba IR! BP~ • Presidente
de la Cosainided Atitónoes de Galicia, ante st Parlanto el 10 de
~aro de 1S92• en el.~ disctarsc sobre “el Estado de la n.atonosía
de la manera siguiente: La cepA Sacian de las coepetenc isa de las
Coa.nidades Atatónocas da] articUlo 343. . . • dae ser continuada
en tan ineiato fLjtnro por la consideración de Aini ctrac io-
nec Uní cae en el tas-pi tos-lo da las cosainidades dei articuilo
153, ecl—o en sqt.ellae setenas qss constituyen el nac leo dc la
solidaridad y ja definición del serco propio del Gobierno Cen-
tral Concretadas C ant~.el periférico. • • — El Parlasento Gal lego
aprobó. al dic sig..aiente•en los sta—ce trsiv, ‘ma rescltic ion
parlasentaria. Se asa tal prop.aesta y resolt¿c ion en el artico—
lo 150.2 conatitt.cional . Insedtatasente h’o lina PC5CC ion tanto
en el asit.o oticiel coco en el doctrinal quie el propio rASOS
lRIoaflC restmsió, en a.a contereneta en el Instituto Untuersita—
,.to “Ortega y Gasset el 17 de Jimio de 1992. en objeciones a—
sedas en soti%0s de inccnstitiacionalidad antiestatales, de
incportumnidad• de ~‘ecl.aidad y de diecnisinación. El inisterie
de ¡es Sdsinistrac iones Pobl itas <Informe ••pEcEs—
04fl0~fl paja
y aQUlOR”> asa ami clec ion de tncontittmcionelidad en cinco so
ti...o~ mccl idaridad, desaesmira, inno,.’ac iOn, desieialdad y re—
ft.a.dación.
Mo pliede ni debe el doctorando enalia. tal prop.aeeta sientree
no se e onoa e en 1 se t—ana ter ene i es o del eqac io.s w.ie. en ase a 1
artictilo 150.2 constí Wc tonal, se proponga 5m transferencia o
delegación, atn~l.ae — sin ada — las eet.adiart en proftandidad.
s E G ~ U fl A p A 2 7 E
EL DELEGADO DEL GOBIERNO
C A P 1 7 U L. ~ C U A 2 T O
EL DELEGADO DEL GOBIERNO EN LAS CONIJI IDADES AUTONONAS
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CAPITULO CUARTO
EL DELEGADO DEL GOBIERE EN LAS COXUJIDADES AUTÓNOXAS
————
4.1.- ANÁLISIS DE LA BIPRESIÓI ‘DELEGADO DR!. GOBIERNO’
.
Siguiendo la metodología ya enunciada y el necesario análisis de la ‘con
sideración del nombre’, y comprendiendo la expresión los términos ‘dele-
gado’ y ‘gobierno’, se ha de buscar (1>, primeramente, la definición de
‘delegado’:
.•~le~ado da u OS cese de la persona en q.ain se de—
¡esa lina facmaltad de imirisdicción. —
lo que obliga a ir a la palabra ‘delegar’:
“flelegar , Dar Ana persona a otra la alar isdicc ion q..
tiene por sl¿ dignidad rna oficio, para qlae haga s.as
eces o conferirle ama representación. —
En el mismo Diccionario se dice del término gobierno’,entre otras acer
clones, lo siguiente:
“GObierno: Acción y efecto de gobernar o goernarae.
2. Orden de regí— y gobernar mine nación. pro%íincia.
p¡sra,etc .— 2. Conl.aimt de los siniatros st~eriore
de .an Estado. -
Según las Enciclopedias <2) la expresión ‘delegados del Gobierno’, en
sentido lato, lo son todos los funcionarios públicos que representan al
Gobierno y ejercen su acción en las provincias y ea los pueblos, cosi son
los Gobernadores y Alcaldes, los primeros de un sidO inmediato y mediata-
imnte los segundos.
Ha lenguaje administrativa o político, se deben tener en cuenta las acer
<1> Red Acadesie Espeflola.— Doc isono—ena edición.— Madrid, 1970.
<2> Espesa Calpe. — TOso 17.— Madrid.
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ciones de ‘delegados especiales del Gobierno’,’delegados del Gobierno en
las Islas Canarias’ y ‘delegados del Gobierno en la Compaflía Telefónica
Espaliola u otras Sociedades Anónias con participación económica esta-
tal’, Gobenadores Generales, o simplemente los Delegados del Gobierno:
Ya se preveía en el punto 14 del Titulo V del Proyecto de Consitu—
ción Federal de la República Espaflola de 1? da Julio de 1873, — que
no llegó a aprobarse —,los Delegados del Gobierno en los Estados Re—
gionales,es decir, el envío de Delegados del Gobierno a los Estados
Miembros para percepción de los tributos y para el ando de las fuer
zas militares encargadas de velar por el cumplimiento de las leyes
federales. También estaba previsto en el artículo 72.8 el envío de
un Delegado del Gobierno a cada Estado Regional con el encargo expre
so de vigilar el cumplimiento de la Constitución y de las leyes, de—
cretos y otros reglamentos federales, pero sin autoridad alguna es-
pecial dentro del Estado Regional o del ujnicipio.
Los ‘Delegados especiales del Gobierno’ que sustituían a los Gober-
nadores Civiles estaban previstos en la Ley Provincial de 29 de Agos
to de 1882. Según el artículo 18 de dicha Ley los podían nombrar los
Gobernadores Civiles para población que no fueran capital de provin-
cia,cuandn las necesidades de orden público u otros sucesos extraor-
dinarios lo hicieran preciso. Su autoridad era meramente gubernativa
y, de acuerdo con la Real Orden de 29 de Diciembre de 1883, tenían
- en las localidades donde ejercían su cargo — las misas atribucio-
nes que los Gobernadores Civiles en las provincias respectivas.
Otro Delegado del Gobierno, que asumía la denominación de Gobernador
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General, que era nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo de Mi-
nistros, se institucionalizaba en el Real Decreto de 25 de Noviembre
de 189’7,sobre la Constitución Autonómica de las Islas de Cuba y Puer
to Rico, configurándolo cosi la autoridad superior de aquellas Pro-
vincias de Ultramer y Jefe de su Administración, así cosi Delegado
especial de los Ministerios de Estado, Guerra, Marina y Ultraar, al
tiempo que ostentaba el liando Supresi de las Fuerzas de lar y Tierra
existentes en la Isla, estándole subordinados todas las dete Autori-
dades de la isla, y siendo responsable de la conservación del orden
y de la seguridad.
Aunque deasiado tarde promilgado el Real Decreto contempla la figir
ra de un Delegado del Gobierno en aquellas Islas,con lo que gozarían
de cierta autonomía política,Parlamento,Cáflras Insulares. Aparecía,
pues, una descentralización en un Estado rígidamente centralizado.
Los ‘Delegados del Gobierno en las Islas Canarias’ fueron creados
por Real Decreto de 12 de Octubre de 1912, conforme la autorización
concedida a el Gobierno por el artículo 29 de la Ley de 11 de Ju-
lio de 1912,al establecer en dichas Islas los Cabildos Insulares co-
si elementos desconcentradores para resolver el ‘conflicto canario’.
Se establecieron inicialante en Gran Canaria, Lanzarote, Fuerteven-
tura, La País, Gomera e Hierro <no en la Isla de Tenerife por ser
sede del Gobernador Civil, por lo que al convertirse la Isla de la
Gran Canaria sede de la nueva Provincia de Las Palas de Gran Can—
ría desapareció, lógicamente, el Delegado del Gobierno). Su actuación
es con facultades delegadas del Gobernador Givil,dictando resolucio—
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nes ejecutivas en los casos que determina el apartado 2~ del artícu-
lo 49 de la Real Orden de 29 de Diciembre de 1882.
La figura del Delegado del Gobierno en las Regiones que dispusieran
de autonomía no estaba prevista en la Constitución de la II Repúbli-
ca, de 9 de Diciembre de 1931, pero instituía el control de la eje-
cución de las leyes sociales para garantizar su cumplimiento y el de
los Tratados Internacionales, con lo que de una anera implícita se
configuraba una representación del Gobierno, par lo que ya de una a—
nera explícita queda plasada en el Estatuto de Catalufia,— única de
las autonomías que entra en vigor antes de la Guerra Civil,ya que el
del País Vasco lo hace en plena contienda bélica, y solo en Vizcaya,
y el de Galicia no llega ni a ser aprobado por las Cortes —, y en su
articulo 69 al preceptuar que el Estado podrá designar, en cualquier
nmnto los Delegados necesarios para velar por la ejecución de las
leyes. Ahora bien,si la oportuna reclanción o impugnación del Dele-
gado del Gobierno no recibiera la conformidad de la Generalidad, po-
día ésta someterla al fallo del Tribunal de Garantías Constituciona-
les.
• La jerarquía de Delegado especial del Gobierno en Catalufa, es conce—
cida por Orden Ministerial de 18 de Octubre de 1933,al Comisario Ge-
neral de Orden Público nombrado el 29 de Agosto de 1933, a propuesta
de la Generalidad, que actúa — también — en funciones de Gobernador
General de Catalufa. Tal nombramiento pudo hacerse en virtud del De—
creto de la Presidencia del Consejo de Ministros de 22 de Abril de
1933, por el que se crea la Junta de Seguridad de Catalufa.
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Cuando COID>AJTS proclas, desde el balcón del Palacio de la Generalí—
dad, lEstat Catnli de 1. República Federal Rspanyola, se promilga
una ley estatal, en 2 de Enero de 1935, por la que se suspendían las
potestades concedidas por el Estatuto al Parlamento Catalán,y se or-
denaba que un Gobernador General asumiera la totalidad de las funcio
nes que correspondían al Presidente de la Generalidad y a su Consejo
Ejecutivo.
Un Delegado General de Orden Público en Catalufa se crea en la reu-
nión de 16 de Noviembre de 1935. <3).
• El Estatuto de los Gobernadores Civiles, de 10 de Octubre de 1958,
preveía los Gobernadores Civiles Generales, bien por razones de orden
público - que se concreta en la Ley de 30 de Julio de 1959, a la que
se hará referencia seguidamente — o bien para coordinar la política
y la acción admlnistrativa,al considerar el Gobierno tal posibilidad
en casos excepcionales, con jurisdicción en varias provincias o par-
tes de ellas, cuyos Gobernadores Civiles estarían Jerárquicamente su-
bordinadas a dicho Gobernador General. Se debía sefalar, en este se-
gundo supuesto, en el Decreto de nombramiento, aparte del ámbito ju—
risdiccional, el régimen jurídica y el régimen de actuación colegia-
da con los Gobernadores Civiles subordinadas.
• La Ley de Orden Público, de 30 de Julio de 1969, en su artículo 6.2.
preceptuaba que el Gobierno, por acuerdo del Consejo de Ministros,
<3> PERnACO 01 Z CC £ 1 0 Y flflbtdlj..C. dTm4 ¡O V4..LES C~S ¡RO DCL. JILL
— Dotae pera man SetatmatO del DelegadO del obierno en lee Coeanid’dfl
.atónoaae . — Est.adios.— — PP. C’~S2.
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podía nombrar, por el tiempo que considerara necesario, Gobernadores
Civiles Generales encargados especialmente de asegurar el orden pú-
blico, con jurisdicción en varias provincias o parte de ellas.
En 20 de Diciembre de 1963 se proalígó la Ley de Bases sobre Régimen
Autónoai de la Guinea Ecuatorial, y en 3 de Julio de 1964 el Decreto
Legislativo de su desarrollo, lo que — sin entrar en el análisis de
tal posibilidad descentralizadora - configuraba el cargo de Comisa-
rio General cosi representante del Gobierno, al que otorgaba grandes
competencias que llegaban hasta podar proponer la rerción del Pre-
sidente y miembros del Ejecutivo guineano o suspender, en casos ta-
sados legislativamente, los actos del Consejo de Gobierno, así cosi
sancionar las Ordenanzas que se emitieran o poder devolverlas en ca-
so de disconformidad para un nuevo estudio, o sancionar las noras
jurídicas que elaboran la Asamblea General, pudiendo devolverlas pa—
ra nuevo enn, correspondiendo la sanción, en caso de disenso, al
Presidente del Gobierno. También ostentaba el ¡ando Suprea> de las
Fuerzas Aradas y la función de coordinador de la Administración Gen
tral con la Administración autónoa, cosi la de asesor del Consejo de
Gobierno guineano.
• Los Delegados del Gobierno en la ‘Compaflía Telefónica Espaflola’, en
la ‘Coapatía Tabacalera’ • en la ‘CAflSA’, etc., al ser de carácter
puramente económico—societario, no se consideran atería para tratar
sobre ellos en esta tesis.
• Los Delegados especiales del Gobierno para la Seguridad, creados por
el Real Decreto 190/1980, de 1 de Febrero, no introducen novedan al—
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guna norativa porque ya el artículo 2 de la Ley de Orden Público de
1959, cosi el Estatuto de Gobernadores Civiles de 1958 - ts arriba
comentados — preveían tal posibí idad. Si bien, el verdadero precenden—
te <4) de esta figura se encuentra en el Comisario General de Orden
Público de Catalufa, nombrado por Decreto de 29 de Agosto de 1933,al
cuál se le asignaba por el articulo 1~ de la Orden del Ministerio de
la Gobernación, de 18 de Octubre de 1933, el rango jerárquico de De-
legado especial del Gobierno en Catalufa a lo efectos de coordina-
ción de servicios con los de orden público de la Generalidad, al
tiempo que se les otorga, por el Decreto citado, las facultades de
Gobernadores Generales <artículo 7 de la Ley de Orden Público de
1933) para asegurar el orden en varias provincias, — que también ha
sido objeto de comentario anteriormente —.
Por fin, los Delegados del Gobierno en el territorio de las Coiminí—
dades Autónoas — objeto base de esta Segunda Parte de la tesis —
debieron su implantación institucional a la Constitución de 1978, da—
do que la residelación de la estructura territorial del Estada por
su carácter de autonómico, debe comportar — obviamente — una estruc-
turación de la Administración Civil periférica estatal, al objeto de
adaptarla a las nuevas circunstancias <5)
Se dedicará la necesaria extensión a este extrea>, al que la doctri-
na ha prestado su atenciÓn <6). Ahora bien, no se puede dejar de te—
‘4> OUILIUO 00U24.EZ CRflflCO. “SI Delegado deI Ccb*erno en las coslaní—
dadas 4.atónoeae%— snoreee e0 .— SOr. flinisterio del Interior.—
Madrid~ IflO. PP. SS—OC.
<a> R. ENTRENV CUESTA en “eceenterios a la ConstA tmaei6n~ de SARAICO PA.
LL.A y otros.— 25 sO. aspliada.— civitas.— Pladrid, 19—a.— p. 2S05.
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ner en cuenta que la provincia continua constituyendo el arco de la
división territorial para el cumplimiento de las actividades del Es-
tado <artículo 141.1 de la Constitución), aunque nada se opone a que
donde exista una Coimnidad Autónon se produzca una regionalización
de la Administración estatal y que, en la cúspide de esta organiza-
ción, exista un Delegado del Gobierno.








4.2.1.— En la Constitución de 1978
:
El artículo 154 de la Constitución declara:
“Art. ISA C—7S: Un De¡eqado nasbrado por el Goierno
dirigirá la Adeiniatración del Estado en el terri-
torio de la Coanidad Aaatónoaa y la coordinará,c.jan
do proceda,con La adeinistración propia de la Cas.—
ni dad
La elaboración del precepto resefado, siguió los siguientes trámites:
— El Anteproyecto de Constitución (7) decía en su artículo 142:
Un delegado no—orado por el oierrto y residente en
¡a Capital del Territorio *m.atónoao, dirigirá la Ad—
sinistración peritrlca del Estado y la coordinará~
Citando proceda, con la Sint strac ion statonósi ce. —
— El Informe de la Ponencia (8) dispuso en su artículo 146:
“un delegado norado por el GObierno dirigirá 15 ed
CG> MARTIU eSOSCLO CO~. Las relaciones entre Ja flinlstreción perité—
rice del Estado y las Coanidadee fltatónceae en la Constit¿ción. Rr
rosero e.— Madrid, 1979.
*R.M..Lfl. ~aéRa40A5. — Organiactón edetnietreti%a de las Coe.enidades
*cténoeae. —O.*. nero 10’,— Pp. 51 y es.
J. GatAs. Hacia marte restrmactLaracIón de Ja *deinistraetón periflri—
ca del Setado. — DA. n~ero 157.— Pp. 252 y 55.
<7> Soletin Oficial de las Cortes de O de Enero de 1575.
<5> Soletin Oficial de Las Cortes de 17 de Abril de 1970.
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sinistracmn perifárica del Estado y ¡a coordtnerá
citando procea. con la ndeinistrac Ion eatóree. —
- El Dictamen de la Comisión del Senado <9> estableció en su artículo
153:
Un delegado noabredo por el Gobierno dirigirá la Ad
sifliát,.ectan deL Estado en el territorio de la Costa
nidad matónoee y la coordinsrá, cUando procede con
le adsinistrac ion propia de la Cosmantdad.’
Se desprende de lo seflalado que, tanto en la Comisión cosi en el Pleno
del Congreso de los Diputados,se limitaron a aprobar sin deliberación,el
Informe de la Ponencia en este punto <9). Pué el Senada la que le prestó
cierto interés, aunque todas las enmiendas fueran retiradas o refundidas
en una sola que defendió el senador Benet, y que estableció la redacción
definitiva <10).
Al analizar los elementos conceptuales de este artículo 154 constitucio-
nal, se deduce:
• a) Que si se compara con el artículo 124 de la Constitución italiana
se observa su extraordinaria similitud, lo que podría llevar al
error de pensar en una identidad de los cometidos asignados al De
legado del Gobierno espaifol y al Comisario del Gobierno italiano.
La realidad, por el contrario, es bien distinta, pues si la Cons-
titución espaflola se ocupa de este Organo exclusivamente en el ar
ticulo 154, la Constitución italiana lo desarrolla no solamente
en el 124 citado sino, también, en otros — que se expondrán en e—
<OS> Boletín Oficial de las Cortes de 5 de Octuare de ‘979.
<10> Vid. Otario de Sesiones del Congreso” ncaeros SI y 1 1G•de IB de 4—
fío y 21 de JUlio de 1975, reectissente.
— 206 —
pígrafe que se refiera al Derecho Comparado — que dan gran relie-
ve a la figura del Comisario cosi Organo, no solo de dirección y
coordinación sino, también, — y esencialmente —, de control de la
Región <11).
b) La posibilidad de control de la Couinidad Autónoa por el Delega-
do del Gobierno queda absolutajnte vedada por una interpretación
sistemática de la Constitución espaliola,ya que — en perfecta con—
gruencia con el derecho de autogobierno reconocido a las naciona—
lidades y regiones — excluye, salvo supuestos especiales o excep-
cionales el control administrativo de las Cosinidades Autónoas,
cosi así lo declaran los artículos 143.1 y 153 constitucionales.
(12).
Ahora bien, la problemática <13) que suscita el artículo 154 de la Cons-
titución, presenta dos claras vertientes:
- la configuración del sidelo de la Administración del Estado en el te
rritorio de un Estado que reconoce las autonomías territoriales
— y el específico del Estatuto orgánico y caupetencial de las figuras
de los Delegados del Gobierno.
Por ello, en la primera Parte de esta tesis, y en su Capítulo Tercero,se
ha dedicado un exhaustivo análisis a la primera da las vertientes sefala
das; dedicando a la segunda vertiente los epígrafes siguientes, así cOsi
<1 1> RaFAEL ENTRUNA CUESTA . Cosenta rl os.... — op • c it. — PP • 230—2307.
<12> RAFAeL. CTfSNA CI.~STA. Coeentarjos. . . .— a9.c it.... p. 2307.
<13> COCAR AL.Z4* y arRas. “Cosentarjos a las Jeyee politices, ConstÉ tea—
cian de 197S. — Madrid, ls.— PP. •3~ y 55.
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la totalidad de la Segunda Parte de la misa.
4.2.2.— En el Real Decreto 223811980. de 10 de Octubre
:
Es un simento crucial del proceso de configuración del llasdo Estado de
las Autonomías <14). Solo se habían aprobada la autonomía del País Vasco
(Ley 3/1979, de 18 de Diciembre) y de Catalufa (Ley 4/1979, de 18 de No-
viembre), por lo que durante más de un aSo solo funcionan esas dos Cou,—
nidades,pero por su propia existencia obligaron al Gobierno de la Nación
a dictar una articulación norativa que regulase la figura del Delegado
del Gobierno, al que se configura cosi una plasación de una determinada
posición del Estado de cautela y cosi una necesaria adopción de previsio
nes respecto al desarrollo del proceso autonómico <15).
Este Real Decreto fue ampliamente por las citadas autonomías consolida-
das, concretándose la repule en la denominación de los representantes
del Gobierno cosi Gobernadores Generales y en su posición protocolaria.
El Real Decreto establece las Doras reguladoras del Estatuto Personal
del Delegado del Gobierno, entre las que se pueden mencionar:
Su nombramiento, al especificar el artículo 2 que será nombrado por
Real Decreto acordado en Consejo de Ninistros, a propuesta del Pre-
sidente del Gobierno.
Incompatibilidades, recogidas en el artículo 3, y que son sidifica—
<tá> MARTIN Baeeae CoMa.— Articm.,Jo IS4~ Sí Oeleaao dcl Gobierno co-O
* netrt,eento de crdi nación y cooperación con lee Cceanl ades Atató—
no-as— Ora colecti’a con COCAR ALZAGA y OTRQS.— CP.C~t.— PP.
439 y 55.
<15> RSSSL. SAL.ASSRRI BASRAO.— El Delegado del Goblernot ~inistra—
cian de la Coeanidad del Psis Vasco.— •ilbao• I9~.— PP. 3~3—~é.
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das por el Real Decreto ?39/1981,en el que también se cambia la de-
nominación Gobernador General por “Delegado del Gobierno”.
• Responsabilidad Civil, que es la correspondiente a la seflalada a los
Altos Cargos por la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del
Estado, es decir, ante la Sala competente del Tribunal Suprer.
• La sede, que se sefiala debe ser la misa localidad donde la tenga el
Consejo de Gobierno de la Com~nidad Autónaa.
• Su sustitución temporal por ausencia, enfermedad o cese, que recaerá
en el Gobernador Civil de la provincia donde tenga su sede o, en su
defecto, en el Gobernador Civil más antiguo de las provincias com-
prendidas en el territorio de la Cominidad Autónon.
• Su posición protocolaria, de precedencia sobre cualquier otra Autori-
dad con jurisdicción en la Com~nidad Autónon, salvo el Presidente de
la misa.
Fue sidificada, para su atización, por Real Decreto 2009/1983, de 4
de Agosto,que le antecede a los Presidentes de otras Cominidades Au—
tónoas que no tengan jurisdicción en la que se trata y al Presiden-
te de la Asamblea Legislativa de la propia Cosinidad Autónoa.
Dos son los cometidos institucionales básicos:
• Uno, la dirección de la Administración periférica del Estado, que e—
jerce a través de los Gobernadores Civiles <artículo 6>. Lo que im-
plica una superior autoridad sobre éstos Gobernadores de las provin-
cias comprendidas en el territorio de la Coznidad Autónos, así ca—
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si - a través de ellos - sobre todos los titulares de los Organos de
la Administración periférica del Estado.
Ello implica una coordinación de loe Gobiernos Civiles en el arco
geográfico de la Cosinidad, lo que - según BASSOLS COlA - permite
constituir la platafora necesaria para proyectar la coordinación
con la Administración propia de las Coujnidades Autónoas, sin nece-
sidad de configurar un nuevo escalón orgánico,y al propio tiempo en-
fatizar una función garantizadora de la presencia estatal en el te-
rritorio, a través de una competencia potencial de imprecisos lími-
tes y efectos, así preceptuado en el artículo 8 del Real Decreto:
“Art, O R.O. 22SS~1SBO~ En el —arco de lea coa,peten—
cias del Goierr.o y de la Sdeiniatración Ci’.’il del
Estado, corresponde e ¡ os Gobernadores Generales, en
coordinac i6n con ¡os Gobiernos CL..’i lea, adoptar •ae
sedidas oportainas para preser.ar el principio de i—
ot¡a¡dad y proteger el ejercicio de los derec~oe y
• ibertades pObí icas reconoc idas en Za Constí ttjc lan
y en ¡ as ¡ eyes.
El instrumento de coordinación Delegado-Gobernadores Civiles,es la comi-
sión integrada por los miso, a la que podrán ser convocadas los titula-
res de los Servicios de la Administración Civil periférica que el Delega
do considere necesario. En todo lo concerniente a la coordinación del De
legado del Gobierno, ha de hacerse la reserva sobre su posibilidad,de la
la que se trata en el epígrafe 4.4.4. 1).
En esta esfera de la actividad del Delegado, según el artículo 6, le
corresponda
— Velar por el cumplimiento de las leyes, reglamentos y acuerdos del
Gobierno y de la Administración del Estado aplicables en el terrí—
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tono de la Coujnidad Autónoa.
— Dirigir, impulsar y coordinar los Servicios de la Administración
Civil periférica del Estada.
- Dirigir y coordinar, a través de los Gobernadores Civiles, la ac-
tuación de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estada.
— Conocer e inforar las propuestas de nombramiento y cese de los Go
bernadores Civiles y de los titulares de los Servicios de la Admi-
nistración Civil periférica del Estado.
— InI orar, con carácter previo, los planes y prograas sv inversio-
nes públicas en la Cosinidad, e impulsar, vigilar y coordinar su
ej ecución.
— Ejercer las competencias que en él sean desconcentradas por el Go—
bierno de la Nación o sus miembros.
— Ejercer otras atribuciones que le confiera el Ordenamiento Jurí di—
co estatal.
Dos, la otra y decisiva misión de coordinar la Administración del
Estado con la propia de la Couznidad Autónos <17), se recogía en el
artículo 7 del Real Decreto en el que se definía una serie de funcio
nes a ejercer en el rco de la Constitución y Estatuto de Autonomía
que otorgaban al Delegado una misión de canal de inforación clan
para el Gobierno de la Nación en sus relaciones con las Cosinidades
<17> MARTiN BASSOLS CoMA. rticiiIo ladi Kl flejegedo. . ..— Op. Ctt... PP.
4to—tal
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Autónoas y que, en cierto sido, suponen una velada posición de con-
trol más que de coordinación.
Entre estas funciones destacan las siguientes:
— Prosiver el ejercicio de las acciones legales que correspondan a
la Administración del Estado para la impugnación.ante los Tribuna-
les ordinarios y contencioso—administrativos, los acuerdos y dispo-
siciones reglamentarias eanadss de los Organos de las Couinidades
Autónos.
- InIorar al Gobierno de la Nación en lo relativo al ejercicio de
la facultad establecida en el artículo 155 da la Constitución:
Art. taS C—7•: 1 • Si tana Cosa.mnidad Aitónosa no cm.
pliere las Obligaciones qtae ¡a Conatitttciófl mi otras
¡ayas ¡e ispongan, o sc titare de farsa qtae atente
gra..eeente al interés general de Espafla, al Gobier-
no, r.rewio reqmierislento a¡ Presidenta de la Cos..mni
dad .jtónoaa y. en el caso de no sar atendido, con
¡a aprobación por sayoria ebsolmita del Senado podrá
edoptar lea saedidas necesarias para obligar a aq..a—
lía al c.aplisiento foroao de diC~5s Obligaciones
o pa..5 la protección del sancionado interés general
2. Para la ejactaciólt de las sadidas preietas en
el apartado anterior • el Gobierno podrá dar instrm.tC—
ciones a todas las atitoridades de ¡ea Cosminidades
Amitónosas. -
- InIorar, igualmente, al Gobierno de la Nación sobre el control del
del ejercicio de las competencias delegadas por el Estado a la Co—
snidad Autónos, según lo dispuesto en el artículo 150.2 de la
Constitución:
“Art. 150.2 C—7C, Cl Estada podrá tra.flferi o dele-
ger en las Cct.fli dades Riatónosa • ..adi ente ley orgá-
nica • facial tades correspondienteS a saterie de tit.t—
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lar Adad estatal qUe por 5,., propia natmjrelesa sean
stacepttiea de transferencia o delegc ión. —a ley
preerá en cada ceso la correspondiente transferen-
cíe de asaba financieros, sai coso ¡a farsa de Con-
trol qIle se resere 51 sotado.”
Proponer e inforar al Gobierno de la Nación respecto a la acción
de impugnación prevista en el artículo 161.2 de la Constitución:
“Art. ISI .2 C—7Bá El Gobierno podrá ispm.*gnar ante el
Tribttnal Constitt’c ional las disposic iones y resol..,—
e iones adoptadas por ¡ os órganos de las Coasnidedes
featónosaa. te isp.agnación prodmac irá la amispensión de
¡a disposIción o resolmición rectírridapero él TWi.t—
a1 • en sea caso, deberá ratif leer la o leantarla en
man plao no siaperior a cinco sese.”
• Asesorar e mforar al Gobierno de la Nación en el proceso de
transferenciao delegación de funciones y Servicios a las Cosiní—
dades Autónoas.
• Establecer las necesarias relaciones de cooperación entre la Admi-
nistración del Estado y la de las Comunidades Autónoas,de una a—
nera especial en los supuestos de competencias conjuntas o compar-
tidas y, u’y particularmente, lo que ataje a la ordenación general
de la economía.
Ya se indicó, anteriormente,que la reacción contra este Real Decreto fue
unánime y no solo en el ámbito de las dos Cominidades Autónoas consoli-
dadas sino, también, en el de todas las Comunidades que estaban en el trá-
mite de convalidación, concretándose la repulse — cosi igualmente se co-
mentó - en la denominación “Gobernador General” y en el tea de su posi-
ción protocolaria. Se consideró, por comentaristas, al Real Decreto cas
anticonstitucional ya que otorgaba facultades que debían regularse por
ley y que se violaban competencias ya asumidas por los Estatutos de Au-
tonomía. La opinión autonomista generalizada era que el Delegado del Go—
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bierno solamente ostentaba un cargo administrativo que debía limitarse
coordinar la Administración Civil periférica del Retado y esta con la
propia de la Cominidad Autónon.
Resultado de esta reacción contra el Real Decreto fue que el Grupo Paría
mentario Centrista <18) — ayoritario en aquel siimnto — presentó en el
Congreso de los Diputados una proposición de ley <19),en la que se suge-
ría al Gobierno un cambio en la denominación de la figura y en su prece-
dencia protocolaria. En la misa fecha, la casi totalidad de loe partidos
políticos catalanes con representación parlamentaría presentaban otra
proposición de ley <20) sobre el desarrollo del articulo 154 constitucio
nal, en la que optaba por la denominación de “Delegado del Gobierno” y
se revisaban las funciones del mi5sim La tramitación parlamentaria fue
muy dilatada, dando cosi resultada la Ley 17/1983, de 16 de Noviembre,
que se cointará en epígrafe aparte.
4.2.3.— Real Decreto 1801/1981. de 24 de Julio. de Reforme de
la Administración periférica del Estado ~‘ otra nora
—
Uva sobre tal atería
!
El Real Decreto 1801/1981, de 24 de Julio, es un intento de racionalizar
la estructura de la Administración Civil periférica del Estado afectada
por el proceso autonómico, configurando la misa en torno a las Delega-
ciones de Gobierno en el ámbito de la Cosinidad Autónon y del Gobierna
Civil en el provincial.
Este Real Decreto al tratar de las Delegaciones del Gobierno, estructura
sus Servicios detallando sus funciones y reiterando, en el caso de la Co—
<10> r’n aAaSOtS CoMa. flrttc..ajo St~ Rl Delegado... ‘.— op.cit.—p.442
<19> S.O.C.•. Congreso de los Oipttadoe de 19-12—lOBO. nCro 031—7.
<20> B.0.C.C. Congreso de los Oip.atados de 23—12—lOBO. nOsero lle—7.
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misión de Coordinación, lo dispuesto en el Real Decreto 2238/1980 a que
ya se ha hecho referencia.
El intento de reforma de la Administración Civil periférica del Estado
por el Real Decreto que se analiza, se concreta — cosi se dice ts arri-
ba — en integrar los niveles regionales y provinciales de la Administra-
ción del Estado en tono a las Delegaciones de Gobierno y del Gobierno
Civil, respectivamente, con la única y sefialada excepción de las Delega-
ciones de Hacienda, es posteriormente ratificada en la Ley 12/1983,de 14
de Octubre, del Proceso Autonómico <21>, sin resultados en la práctica
positivos,por lo que se ha convertido en una refora nominalista ts que
funcional y orgánica, cosi a lo largo de la tesis se desistrará al tra-
tar tal problettica en profundidad.
A este Real Decreto 1801/1981, de 24 de Julio, y en lo que se refiere a
normativa de la Administración Civil periférica del Estado, le precedie-
ron y siguieron una serie de disposiciones que, al parecer del doctoran-
do, se deben al menos enumerar según un criterio de práctica sistematiza-
ción en grupos de aterías determinadas <22):
- <A> DISPOSICXoj~ QUE SE REFIEMEI A LA ADIINISTRACIÓN PERIFÉRICA DE LA
ADIINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO GEIÉEICAXENTE:
Real Decreto 1801/1981, de 24 de Julio, de la Reforma de la Adminis-
tración periférica del Estado <EDN nS 199 de 20 de Agosto). Correc-
ción de errores EDN nR 203 de 25 de Agosto y 237 de 5 de Octubre. En
que se mantiene la existencia de la Comisión de Colaboración Estado—
Corporaciones Locales cosi órgano no integrado en el Gobierno Civil,
así cosi la agrupación de los Ministerios de Educación y Cultura en
<21 > RAAa. O4L.ASEfI OARAAIO. SI Delegado... —. — op. ci t.— p. 35.
<22> Id. íd. íd. — PP. 1S7 y se.
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los Servicios periféricos de la Administración del Estado.
• Real Decreto 1223/1983, de 4 de layo, sobre medidas de Reorganiza-
ción de la Administración Civil periférica del Estado <ROE nR 11? de
17 de layo).
• Orden Ministerial de 5 de Octubre de 1983, por el que se desarrolla
la estructura de los Servicios periféricos.
• Ley 12/1983, de 14 de Octubre, del Proceso Autonkmico <BUJE u9 247 de
15 de Octubre).
• Real Decreto 171/1988, de 12 de Febrero, sobre estructura y funciones
de la Junta Coordinadora de Edificios Administrativos <BUJE nR 53 de
Narzo).
- <B) DISPCEICIOIES SOBRE LAS DELEGACIONES DEL GOBIE¿RJO:
• Real Decreto 872/1977, de 23 de Abril, por el que se crea el Subde-
legado de Gobierno en Ceuta y Melilla <ROE nR 181 de 28 de Abril).
• Real Decreto 219/1978, de 10 de Febrero, por lo que se sidifican los
los artículos 4 y 5 del Real Decreto 2669/19??, de 15 de Octubre, en
cuanto al nombramiento de los Delegados de Gobiernos en las Islas y
los Subdelegados en Ceuta y Melilla <ROE nR 47 de 24 de Febrero).
• Real Decreto 3184/1980, de 22 de Diciembre, por el que se establecen
la estructura orgánica y de personal de los órganos de apoyo de la
Delegación del Gobierno en el territorio de la Comunidad Autónoa
del País Vasco <BUJE nR 62 de 13 de Marzo de 1981>.
• Real Decreto 3185/1980, de 22 de Diciembre, por el que se establecen
la estructura orgánica y de personal de los órganos de apoyo de la
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Delegación del Gobierno en el territorio de la Comunidad Autónoma de
Catalufa <BUJE nR 62 de 13 de Marzo de 1981).
• Orden de 20 de Junio de 1981, por la que se desarrolla el Real De-
creto 3184/1980, de 22 de Diciembre, por el que se establece la es-
tructura orgánica y de personal de los órganos de apoyo de la Delega
ción del Gobierno en el territorio de la Commnidad Autónca del País
Vasco <ROE nR 148 de 22 de Junio).
• Orden de 20 de Junio de 1981, por la que se desarrolla el Real Decre
to 3185/1980, de 22 de Diciembre, por el que se establece la estruc-
tura orgánica y de personal de los órganos de apoyo de la Delegación
del Gobierno en el territorio de la Comunidad Autónoma de Catalufa
<BUJE nR 148 de 22 de Junio).
• Orden de 20 de Junio de 1981, por la que se desarrolla el Real Decre
to 3185/1980, de 22 de Diciembre, por el que se establece la estruc-
tura orgánica y de personal de los órganos de apoyo de la Delegación
del Gobierno en el territorio de la Gosinidad Autónoma de Catalufa
<BUJE nR 149 de 22 de Junio).
• Real Decreto 3464/1983, de 28 de Diciembre, por la que se regulan las
Delegaciones de Gobierno Insulares <BUJE nR 41 de 17 de Febrero de
1984.
• Orden de 30 de Enero de 1990 por la que se delega en el Delegado del
Gobierno de Castilla y León el ejercicio de determinadas funciones
sobre personal de la Administración Local <con habilitación de carác
ter nacional).
• Real Decreto 527/1990, de 4 de layo, por la que se regula la repre-
sentación del Gobierno en la Junta de Seguridad del País Vasco.
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• Resolución de 14 de Octubre de 1991, de la Secretaría de Estado para
la Seguridad—Dirección General de Seguridad del Estado, en el que se
delega en el Delegado del Gobierno de la Cou¡nidad Autónoma de Extre
madura—Gobernador Civil de Badajoz, facultades sobre la expulsión
de extranjeros.
Orden de 19 de Octubre de 1991, del Ministerio del Interior, por la
que se regula la representación del Gobierno en la Junta de Seguri-
dad de la Comunidad Foral de Navarra.
• Resolución de 4 de Noviembre de 1991,de la Secretaría de Estado para
la Seguridad—Dirección General de Seguridad del Estado, por la que se
delega, en el Delegado del Gobierno de la Coluinidad Autónoa de fra—
gón-Gobernador Civil de Zaragoza, facultades sobre expulsión de ex-
tranj eros.
• Real Decreto 1019/1990, de 2? de Julio, por la que crean Oficinas de
Asuntos Sociales en las Delegaciones del Gobierno.
• Orden de 12 de Septiembre de 1990 del Ministerio del Interior,de de-
legación de atribuciones en el Delegado del Gobierno.
- <C) DISPOSICIOIES SOBRE GOBIERNOS CIVILES:
• Real Decreto 1016/19??, de 3 de Mayo,sobre competencias del Goberna-
dor Civil de Cádiz en la comarca del Campo de Gibraltar <BUJE nR 111
de 10 de Mayo).
• Real Decreto 2668/19??, de 15 de Octubre, por el que se establece la
Comisión Provincial de Gobierno.
• Resolución de la Subsecretaría de Orden Público, de 27 de Marzo de
de 1979, por la que se delegan determinadas facultades en loe Caber—
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nadores Civiles <BOU nR 98 de 24 de Abril).
• Orden de 18 de Abril de 1979, sobre facultades en atería de orden
público <BOU nR 96 de 21 de Abril).
• Orden de 31 de Enero de 1979 por la que se regulan las Comisiones
Provinciales Delegadas.
• Real Decreto 3117/1980, de 22 de Diciembre, regulador del Estatuto de
los Gobernadores Civiles <BUJE nR 52 de 2 de Zarzo de 1981,corrección
de errores en el BUJE nR 66 de 18 de Marzo).
• Real Decreto 1672/1981, de 3 de Julio, por la que se establece la
composición y funciones de la Comisión Provincial de Colaboración
Estado-Corporaciones Locales y las Provincias.
• Real Decreto 1?75/1981,de 24 de Julio,sobre desconcentracián de fun-
ciones en los Gobernadores Civiles en Ceuta y Melilla y en los Jefes
Provinciales y Locales de Tráfico <BUJE nR 194 de 14 de Agosto). Dero-
gado en lo que se oponga al Real Decreto 1099/1986, de 26 de Mayo ——
ROE de 11 de Junio.
• Resolución de 13 de Noviembre de 1981, de la Subsecretaría,sobre de-
legación de atribuciones en atería de personal <BUJE nR 277 de 19 de
Noviembre).
• Orden de 25 de Junio de 1982, por el que se establece la estructura
de las Secretarías de loe Gobiernos Civiles.
• Real Decreto 1474/1986, de 9 de layo, sobre Secretarías Generales de
determinados Gobiernos Civiles. <BUJE nR 171, de 18 de Julio).
Resolución de 9 de layo de 1990, de la Secretaría de Estado para la
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Seguridad—Dirección General de Seguridad del Hstado, por la que se
delega en el Gobernador Civil de Albacete ciertas facultades.
• Resolución de 9 de Junio de 1990 de la Secretaría de Estado—Direc-
ción General de Seguridad del Estado, por el que se delega en el Go—
bernador Civil de Jaén ciertas facultades de expulsión de extranje-
ros.
• Orden de 12 de Septiembre de 1990, del Ministerio del Interior, de
delegación de atribuciones del Ministerio del Interior en los Gober-
nadores Civiles.
- CD> DISPOSICIONES SOBRE OROAJOS PERIFÉRICOS DE LA ADMINISTRACIÓN GENE-
RAL DEL ESTADO:
• Real Decreto 681/19??, de 15 de Abril,sobre servicios y funciones de
las extinguidas Jefaturas Provinciales <ROE nR 92 de 18 de Abril>.
Real Decreto—Ley 36/1977, de 16 de Noviembre, sobre gestión institu-
cional de la Seguridad Social, la Salud y el Empleo.
• Orden Ministerial de 31 de Enero de 1979, en el que se desarrolla la
estructura de la Tesorería Territorial de la Seguridad Social.
• Real Decreto 489/1979, de 20 de Febrero, en la que se establece la
organización territorial de Hacienda.
• Orden Ministerial de 30 de layo de 1979, complementando el Real De—
creto 1244/1979, por el que la Tesorería Territorial de la Seguridad
Social asume la recaudación de cuotas.
• Real Decreto 1854/1979, de 30 de Junio, por el que se establecen la
estructura y competencia del Instituto Nacional de la Seguridad So—
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cial.
• Real Decreto 1414/1981, de 6 de llano, sobre Alta Inspección del Es-
tada sobre los Servicios periféricos de Educación y Cultura.
• Real Decreto 1414/1981, de 3 de Julio, en el que se establecen las
funciones y competencias del Instituto Social de la Marina en las
provincias.
• Real Decreto 315/1981, de 29 de Diciembre, por la que se sustituyen
las Delegaciones Provinciales de la Administración Civil periférica
del Estado por Direcciones Provinciales.
• Real Decreto 3317/1981, de 29 de Dicieubre, sobre adaptación de la
estructura periférica del Ministerio de Industria y Energía al Real
Decreto 180111981.
• Real Decreto 3318/1981, de 29 de Diciembre, sobre adaptación de la
estructura periférica del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimen-
tación al Real Decreto 1801/1981.
• Real Decreto 3319/1981, de 29 de Diciembre, de adaptación de la es-
tructura periférica del Ministerio de Economía y Comercio al Real De
creto 1801/1981.
Real Decreto 3320/1981, de 29 de Diciembre, por el que se crean las
Direcciones Provinciales de Transportes, Tunes> y Coinicaciones.
• Real Decreto 3321/1981, de 29 de Diciembre, por el que se crean las
Direcciones Provinciales de Cultura, sustituyendo a las antiguas De-
legaciones Provinciales.
• Real Decreto 3322/1981, de 29 de Diciembre, por el que se dispone el
~---1-
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cambio de denominación de las Delegaciones Provinciales de Sanidad y
Consusi que se convierten en Direcciones Provinciales de Sanidad y
Consusi.
• Real Decreto 3361/1981, de 29 de Diciembre, por el que se determinan
los órganos de las Direcciones Provinciales de Trabajo y Seguridad
Social.
• Real Decreto 577/1982,de 1? de Narzo,por el que se regula la estruc—
tura y competencias del Instituto de Seguridad e Higiene en el Traba
jo.
• Real Decreto 1908/1982, de 23 de Julio, sobre estructura orgánica y
funciones de la Dirección General de Tráfico.
• Orden de 12 de Agosto de 1982, por el que se desarrolla la estructu-
ra de las Direcciones Provinciales de Transportes, Turiswi y Cosiní—
caciones.
• Real Decreto 2358/1982, de 2? de Agosto, que establece la estructura
orgánica del Instituto Social de la Marina.
• Real Decreto 68311983, de 30 de Mano, por el que se fija la organi-
zación central y periférica del Instituto Nacional de Estadística.
• Real Decreto 2691/1983, de 15 de Junio, suprimiendo las Direcciones
Provinciales del Ministerio de Educación y Ciencia en Andalucía.
• Real Decreto 2825/1983, de 19 de Octubre, por la que se suprimen las
Direcciones Provinciales de Sanidad y Consur en el País Vasco,Cata-
lufa y Galicia.
Real Decreto 3343/1983, de 20 de Noviembre, por la que se suprimen
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las Direcciones Provinciales de Educación y Cultura en el País Vasca
• Orden de O de Diciembre de 1983, por la que se determina la conside-
ración de Delegación de Hacienda Especial,la del País Vasco con sede
en Bilbao.
• Real Decreto 22011984, de 25 de Enero, par el que se auprien las Di-
recciones Provinciales de Educación y Cultura en Catalulia.
• Orden de 25 de Enero de 1984, par la que se desarrolla la estructura
orgánica del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene del Trabaja.
• Reales Decretos 849/1988 y 850/1986, de 5 de Junia,en los que se es-
tablece la organización y’ funciones de los Servicios Jurídicas del
Estada.
• Resolución de 6 de Junio de 1985,por los que se establece la plantí—
lía de los Servicias de Cultura.
• Real Decreto 1950/1985, de 11 de Septiembre. por el que se crea, en
atería de enseflanza, la Alta Inspección del Estado.
Real Decreto 268811985,de 9 de Octubre, sobre Servicios Provinciales
y Regionales del Ministerio de Obras Públicas y Urbanisr.
• Resolución de 2 de Enero de 1986, por la que se establecen las plan-
tillas de los Servicios de Educación.
Orden Ministerial de 2 de Febrero de 1986, por el que se establecen
la estructura y funciones de los Servicias Provinciales del Ministe-
río de Obras Públicas y Urbanis~.
• Real Decreto 958/1986, de 25 de Abril,por el que se establece la es-
tructura orgánica de las Servicios Centrales y Periféricos del Con—
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sorcio de Compensación de Seguras.
• Real Decreta 1458/1986, de 6 de Junio, por el que se aprueba la es-
tructura orgánica de las Direcciones Provinciales del Instituto Na-
cional de Empleo.
• Real Decreto 280/198?, de 30 de Enero, por el que se reorganizan los
Servicios del Parque Nóvil de Ministerios.
• Real Decreto 726/1990, de 13 de Junio, sobre estructura orgánica bá—
sica de ciertos Servicios Centrales y Periféricos del Ministerio de
Obras Públicas y ilrbanisr.
• Orden de 25 de Julio de 1990 del Ministerio del Interior, de desarro
lío del Reglanto de Máquinas Recreativas y de Azar.
• Real Decreto 1211/1990, de 28 de Septiembrepor el que se aprueba el
Reglanto de Ordenación de Transportes Terrestres.
• Real Decreto 1521/1991, de 11 de Octubre, sobre creación, competen-
cias y funcionamiento de las Oficinas de Hrtraa.jeros.
• Orden de 11 de Octubre de 1990, del Ministerio del Interior, por la
que se rdifica la Orden de 12 de Diciembre de 1988 de delegación de
determinadas atribuciones del Ministro del Interior.
4.2.4.— En la Ley’ 1711983. da 1? de Noviembre. que desarrolla
el artículo 154 de la Constituel ón~
Desde Diciembre de 1980 basta Noviembre de 1983 se realizaron las trámi-
tes para el desarrolla norativo del artículo 154 constitucional, siendo
la causa de tan dilatado tiempo la conveniencia de finalizar previante
el desarrollo estatutario da las Caninidades Autónana y la finalización
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del recurso de inconstitucionalidad del Proyecto de Ley Orgánica y de Ar
wnización del Proceso Autonómico <LOAPA>,cuya sentencia favorable a los
recurrentes — ni se consideró su carácter especifico de Ley Orgánica ni
•de Ley de Ar~nización, y se declararon inconstitucionales varios de sus
artículos — fue un duro golpe a los intentos de control de las autono-
mías por el Gobierno de la Nación, ya que — sin duda - la incidencia del
fallo del Tribunal Constitucional sobre la mAPA, que intentaba regular
la coordinación y cooperación del Estado con las Cosmnidades Autónoas
de nera total y completa,ts allá de la uteria concreta de la Aduinis
tración Civil periférica del Estado que se habla intentado realizar con
el Real Decreto 2238/1980, de 10 de Octubre, solo obtuvo el corto resul-
tado de convertir dicha WAPA en la Ley 12/1983, de 14 de Octubre, del
Proceso Autonómico, sefialándose clarante el contexto en que debe ms—
cribirse el análisis de la Ley 17/1983, de 1? de Noviembre, que en este
epígrafe se comenta <23>, por lo que se pueden deducir sus principias
inspiradores:
• <a> Que la denominación definitiva sea la de Delegado del Gobierno,
suprimiendo el adjetivo de “general” del Real Decreto 730/1981.
• <b) No crear un nuevo escalón en la pirámide organizativa de la Ad-
ministración del Estado.
• Cc> Centrar la función del Delegado del Gobierna exclusivamente so-
bre su cometido institucional básico: la coordinación de la Ad-
ministración Civil periférica del Estado, así cosi ésta con la
propia de la Cosinidad Autónos en los casos necesarios.
Cd> Reforzar la supreacia del Delegado del Gobierno en el territo—
(2S> N4WTI4 OASSOLS CO~. “flrtSc.jla 04: MI flJgadc. • • •— op. c~t.— pp.
ata — ata cinc.).
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río de la Coujnidad Autónoa correspondiente sobre los Goberna-
dores Civiles de las provincias comprendidas en tal territorio,
de los que recibirá el necesario apayo operativo.
• Ce) No condicionar la futura regulación de la Administración Civil
periférica del Estado, que se planteará en el rmento de la cul-
minación del proceso de transferencias y de acuerdo con los Es-
tatutos de Autonomía prosilgados.
Esta Ley 17/1983, de 17 de Noviembre, sobre el desarrollo del artículo
154 de la Constitución, consta de once artículos y, a excepción de los
artículos 6 y 8, regula las competencias orgánicas del Delegado del Go—
bierno:
- Su nombramiento y cese, que corresponde al Consejo de Ministros a pro—
propuesta del Presidente del Gobierno <artículo 2).
Le son de aplicación las incompatibilidades de los Altos Cargos y su
respansabilidad civil y penal se reservan a las Salas competentes del
Tribunal Supres> <artículo 3).
- La sede de la Delegación del Gobierno será en la localidad donde esté
situada el Conseja de Gobierno de la Goiminidad Autónnim correspondien-
te, salvo disposición concreta del Conseja de Ministros o que así lo
exprese el Estatuto de Autonomía de dicha Cosinidad. Cartículo 4.1).
En los casos de ausencia, vacante o enfermedad será sustituido por el
Gobernador Civil de la Provincia donde el Delegado tenga su sede o, en
su defecto, por el Gobernador Civil más antiguo de las provincias com-
prendidas en el territorio de la Cosinidad <artículo 4.2).
El Delegado del Gobierno en el territorio de la Cominidad Autónon ca—
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rrespondiente ostenta la representación del Gobierno de la Nación y e—
jerce su superior autoridad sobre los Gobernadores Civiles y sobre to-
dos los Organos de la Administración Civil periférica del Estado que
ejerzan su actividad en el mier.
Es, realmente, miy importante este carácter de representante del Gobier-
no de la Iación,-entendido éste co Organo constitucional (artículo
97) y, por tanto, comprendiendo tanto la parte gubernativa cosi la ad—
ministrativa—,que se le seflala en la Ley, en un claro intento de mati-
zación de órgano político.
4
Aparece aquí una clara problemática ya que tiene una relación especí-
fica con lo preceptuado por el artículo 152.1 de la Constitución que
le otorga al Presidente de la Coiminidad Autónoma la representación nr
dinaria del Estado en la Cominidad <24). Es decir, el artículo 5 de la
Ley que se analiza, intenta resolver una de las cuestiones conceptuales
más defectuosannte planteadas en nuestra Constitución en relación con
las Cosinidades Autónomas, que es esa saBalada “representación ordina-
ria del Estado en la Com~nidad Autónoma” en la figura de los Presiden-
tes de las misas. Parece conveniente aclarar unos puntas importantes:
(a> Desde el punto de vista orgánico,para el artículo 152 de la Cons—
tituciónel Estado es la institución estatal cosi expresión de la
cominidad política nacional, es decir, cosi Ente originaria fren-
te a la Cominidad Autónoma cosi Ente derivado que, a su vez, es
expresión de una comjnidad política territorial integrada en el
propio Estado.
<b> Cosi representación del Gobierno no representa al Estado cosi uní
<24> ~AftTIN eaSSOL.S Cofta. “Art~ctaIo lBS: SI Olegado... t—op.ctt.pp.445—
445
— 224 —
dad política, sino cor centro de decisiones que tiene en el Eje-
cutivo su máxima expresión.
Si bien, por otra parte, al hablar de representación ordinaria parece
aduitirse la existencia de una representación extraordinaria, lo que
sería un problema de enorme importancia si se tiene en cuenta que la
Ley Orgánica 4/1981, de 1 de Junio, de “los estados de alarma, excep-
ción y sitio”, ya que en su artículo 52 faculta a los Presidentes de
las Cosinidades Autónomas para solicitar el “estado de alar~ y basta
admite la delegación del Gobierno en favor del Presidente de la Coim¡-
nidad para tal declaración cuando el “estado de alarma” solo vaya a a—
fectar a todo o parte de una Coiminidad Autónoma.
- La posición de supremacía del Delegado del Gobierno sobre los Goberna-
dores Civiles, se extiende basta poder absorber ésta condición guberna-
tiva si así se establece en el Real Decreto de nombramiento y, en todo
caso, cuando se trate de una Coaznidad Autónoma uniprovincial.
Pero, para que el Delegado del Gobierno pueda cumplir sus funciones en
lo relativo a la Administración Civil periférica del Estado,se les au-
toriza para constituir una Comisión integrada por todos los Gobernado-
res Civiles de las provincias comprendidas en el territorio de la Co—
mnidad y por los titulares de los Organos y Servicios periféricos que
se considere oportuno <Articulo 7). A través de esta Comisión ejerce
sus funciones de coordinación y de transmitir a sus componentes las
instrucciones recibidas de la Presidencia del Gobierno de la Nación y
de los Departaantos Ministeriales <Artículo 10).
- El Delegado del Gobierno elevará anualmente al Gobierno de la Nación
un infon sobre el funcionamiento de la Administración Civil perifé-
rica, lo que está siy relacionada con la previsto en el artículo 23 de
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la Ley 12/1983, de 14 de Octubre, del Proceso Autonómico, respecto a la
reforn de la Administración Civil periférica del Estado coma conse-
cuencia del surgimiento de las Cosinidades Autónomas.
- Y, por última, y coma resumen de los principios inspiradores de la Ley
17/1983,de 1? de Noviembre, que se analiza,hay que considerar compren-
sible que, realmente, la Ley se limite a proclamar que corresponde al
Delegada del Gobierno la función de mantener las necesarias relaciones
de cooperación y coordinación de la Administración Civil periférica
del Estado con la Cominidad Autónoma <artículo 6 b».Lo que operativa-
mente queda reducido al intercambio situo de información previsto, ya
que el articulo 8 preceptúa que el Delegado del Gobierno facilite al
Consejo de Gobierno de la Coiminidad Autónoma y, a través de él a su A—
samblea Legislativa, la información que precisen para el ejercicio de
sus competencias y potestades. Asimisma, los Organos de la Administra-
ción de la Cominidad Autónoma facilitarán al Delegado del Gobierno la
información que éste solicite,a través del Presidente de la Cosinidad,
para el mejor cumplimiento de sus fines.
Coma se observa esta Ley 17/1983, de 17 de Noviembre,omite toda referen-
cia a la facultad prevista en el Real Decreto 2238/1980, de 10 de Octu-
bre, de que el Delegado del Gobierno pueda promaver el ejercicio de las
acciones legales correspondientes a la Administración del Estado ante
los Tribunales ordinarios y contencioso—administrativos para impugnar
los acuerdos y disposiciones reglantarias emanadas de los Organos de
las Cominidades Autónomas. Puede pensarse que se omite tal referencia por
considerarla incluida en el contenido genérico del artículo 6 c) de la
Ley que faculta al Delegado para “ejercer cuantas otras atribuciones le
confiera el Ordenamiento Jurídico estatal”, ya que ni la Ley Reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-administrativa ni la Ley de Régimen Jurí-
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dico de la Administración del Estado determinan el Organo al que corres-
ponde el ejercicio de la demanda en representación del Estado. Ahora
bien, cow el artiuculo 34 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Con-
tenciosa—administrativa declara que la representación y defensa de la Ad
ministración del Estado ante ese arden jurisdiccirinal corresponde al Abo
gado del Estado y cor en la estructura orgánica del Servicio Jurídico
del Estado no solo figuran plazas adscritas a la Delegación del Gobier-
no, sino que además el propio Delegado ejerce función directiva sobre el
misu y sus actuaciones puede ser vía de impulso para la presentación de
las citadas demandas. Pero, a mayor abundamiento se pueden citar la si-
guiente legislación que confira la conclusión expuesta!
• Ca) Que los artículos 66 y 6? de la Ley de Régimen Local otorga,a los
Gobernadores Civiles y Delegados del Gobierno, capacidad para ir
pugnar ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa, los actos
y acuerdos de las Corporaciones Locales contrarios a derecho o
que atenten al interés general.
• <b> Que el articulo 22 de la Ley 34/1981, de 5 de Octubre, afirma que
la Administración del Estado estará legitimada para recurrir ante
la Jurisdicción Contenciosa-administrativa, las disposiciones ge-
nerales y actas emanados de las Cosinidades Autónomas y Entidades
sujetas a la tutela de éstas.
• Cc) Que el artículo 39 de la Ley Orgánica 2/1987, de 18 de layo, de
Conflictos Jurisdiccionales, faculta a los Delegados del Gobierno
en el territorio de las Cosinidades Autónomas para plantear con-
flictos de jurisdicción en defensa de su esfera de competencias.
Se insiste, pues, en considerar que el Delegado del Gobierno posee ple-
na legitimación para interponer las acciones necesarias en defensa del
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Ordenamiento Jurídico,aunque explícitamente no lo diga esta Ley 17/1983
aunque si venia recogida en el Real Decreto 2238/1980.
4.2.5.— En los Estatutos de Autonomía
!
No se hace apenas referencia en los diferentes Estatutos de Autonomía a
los rcanisrs de coordinación Estado—Comunidades Autónomas y, por tanto,
a la figura del Delegada del Gobierno, lo que es perfectamente lógico ya
que, por un lado, es un Organo estatal y en tal ámbito debe regularse y,
por otro lado, que es difícil diseflar caracteres específicos del Delega-
do para cada Cosinidad Autónoma, co se realiza en la República italia-
na para el Comisario en las Regiones <25).
Se debe, sin embargo, mencionar aquellos Estatutos que o bien reproducen
el artículo 154 de la Constitución o los que sefialan algún carácter es—
pecí fico en relación a la Comunidad Autónoma:
— a) Estatuto de Autonomía del País Vasco <Ley Orgánica 3/19?9,de 18 de
Diciembre), que dice en su artículo 23:
Art. 23 LO. 3i’19791 1 • t. a~tntetract6n Ct%tI dl
Eatao —n —. trrstorto ~ —— dc.¿art l L—
to gcgráf A ~o d Za Coantdad fl.étónoa
2. O conforatdad con —1 •rttctalo ta. da la ConstA
ttact6n~tmn Calagado así 0otrno~ Sa dárigírá y coar—
dtnart• cUando proca. con la .dAntst,actófl pro—
psa da La Co.antdaa S.jtónon. —
De lo que se deduce que el marco regional en el que se ejerce la
actividad de algunos Servicios del Estado, debe acordarse a la Co-
munidad Autónoma frente a otros criterios diferentes de organiza-
ción <26), lo que se compagina con el mandato constitucional de que
la provincia es la división territorial para el cumplimiento de
(25> RaFAEL. 9L.fleESR* osenfl*ftO. — EJ Oeio. . cp.c St.— pp.29 y .
(26> Sa. Id. Sa. p. 30.
.-A-.-. A..
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las actividades del Estado <artículo 141.1>.
Ahora bien, la Disposición Transitoria 7.2 del Estatuto limita el
alcance de esta adecuación de la Administración periférica estatal
al ámbito de la Couinidad Autónoma, aparte — claro está - de la
que imponga la propia naturaleza del Servicio territorialmente:
“D.T. 7.2 L.C. S~%S7Sg Lo pretato en al artícUlo
23.1 de ante Eatat.ato. —— entandará aín perjt.Sc lo de
las pa-cUí Saridadea qt.e por SUD propia natUDrataa pta—-
dan uaqtaevSr ,respecto al átto terrItorIal de prn—
tac San. detrínado Sr.ZC toe da la Adíníatrac Ion
CI~Sl del Satado.
- b) Estatuto de Autonomía de Canarias <L.0. 10/1982, de 10 de Agosto,
en su Disposición Adicional Tercera:
•O.A. SS LO. ‘0,1902 La sede de la OelegacSón del
GoSerno da la NS’ San en la Ccat.nídad St&tóno de Ca
narsas, será la da Za c S.add de Las Palmas.
t.o etalac ido en —ata dta#oaic San. así co—o en ci
artíctalo 3.2 sobre la aa-da del Parlamento a- Cana—
‘las, no electa de .nodo algtano al criterso de capí—
talidad coeparttda recogida en el atttctaZo 39 de es-
te EstatUto. -
Clareante se observa la pretensión de zanjar el pleito entre San-
ta Cruz de Tenerife y Las Palmas de Gran Canaria en orden a la ca—
pitalidad de las instituciones,que se intenta resolver en el artí-
culo 39 del Estatuto con la doble capitalidad, lo que obliga a se—
lar concretaante la sede de la Delegación del Gobierno.
— c> Ley Orgánica 13/1982, de 10 de Agosto, de Reintegración y Ajora—
mienta del Régimen Foral de Navarra, en su artículo 66:
Art. SS LO. i3,19e2 Un Delegado no~ra.do por al
OoSerno de la NacIóndírígírá la Aínístrscíón del
Eatao en Na,’arra y Za coordInará, ctaando proceda,
con la fldainíatractón Foral
Solamente se repite el artIculo 154 constitucional.
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4.2.6.- En el Anteproyecto de la Lay Reguladora del Gobierno
~e la Nación
:
Al redactar esta tesis se ha tenido público conocimiento por la Exposi-
ción de Nativos del Proyecto de Ley del Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Cotn C2?), de la
existencia de un Anteproyecto de la Ley Reguladora del Gobierno de la Na
ción, en el que el doctorando ha podido comprobar el deseo vehemente del
Ejecutivo de reforzar políticamente la figura del Delegado del Gobierno
en el territorio de las Comunidades Autónomas.
Así el artículo 7.2 del Anteproyecto declara:
Art • .2 A’LflOft Los Oelesados del Gobierno en las
Co.anídadea Ajtónoeas son los órganos territortales
pa—a la ejecUción de la acción del Gobierno en tete
El artículo 16 de este Anteproyecto intenta otorgar al Delegado del Go—
bierno una serie de competencias que de aprobarse en sus términos actua-
les, le robustecerían políticamente de tal manera que sobrepasaría,en ge-
neral, las posibilidades del Comisario en las Regiones italiano:
Art. 16 A~Lflfl4 Los flalegados del Oobía,.no en íes
coasní dadas flható,ae Con los órga.s territoriales
para la ejec.jctón de la acción del eobierno al qt*e -
‘epresentan en el territorio de la correspondIente
Castánidad Sttóno..a;elan por la ejectac San de la po-
lítica gternantai en dictio tecrí torso a informan
sora le el icac Sa y reperc.asíones da le sta—a en Sta
ás.bito territorial’ aseGLaran la relación ordinaria
del Goíerno con las instit.ic Iones e la Cot.nidad
S&atónoea y los Entes locales y dirigen, de ecijerdo
con le Lay de la Atnistracíón General del Eetado~
los er~’icIos peritórícos de le *dínitrsctón C5
51 Sena-val dei Estado.
Es, realmente,impresionante para el doctorando la politización de la fi-
‘37> 8.O.C.G.—Congreso de loe OSp.atace.—nS 52—1 • de A de mano de 1992.
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gura del Delegado del Gobierno en las tres priras competencias sefiala—
das, ya que la cuarta es la purante administrativa que recoge el artí—
culo 154 de la Constitución, si bien la condicionan a una futura Ley de
la Administración General del Estado — a cuyo Anteproyecto no ha podido
tener alcance el doctorando — pero que, es de suponer, intente regulan—
zar, al fin, los Servicios Civiles periféricos estatales,y que dará cla-
ridad y concretará las funciones y autoridad del Delegado del Gobierno.
Llega el Anteproyecto,en la finalidad expuesta de reforzar políticamen—
te al Delegado,a incluirle junta a los miembros del Gobierno de la Na—
ción,al definir los correspondientes Gabinetes de asistencia política y
técnica, en el artículo 18.1:
art. 10 A~Lfl0~ 1 Los Gabinetes de los uíesbros del
Goierno on lo. órganos de asIstencIa política y
tóc ni ca de loe st eS.oa.
LoS Delegados del Gob Ser no en la— Co..tmn la—des Sta—
tónosas d 5 aporten asía A ano de U1T5 CabA neta-a c 050 6 r
gano. de apoyo político y ttcnico Inaediato.
Pero, aún hay más, cuando el articulo 40 regula la delegación de compe-
tencias, se refiere en varias ocasiones al Delegado del Gobierno:
flrt. SO 4¿’LRGIJ 1 • Los sctot del GobIerno de la Ma—
c Són ce edcptarán prec Isanente por el aSeesro ... ór-
gano del siseo qt tenga atrib.atda la coepetencia
para ello, aalvo loe s.~taesto de deleat tón e e
ae reí tare este artictalo.
Lo diaptisato en el prralo antar Sor no rIge para
los stapaestoa de representacIón o ata—ti Wc ion perso-
nales en actos pcdl icos o en sct.aac iones política.
sin alcance dat isorio qtae serán 1 Ibresente díeponí—
bIes.
2. Toda delegacIón s ajtata.á a la dtgt,Sentes re-
alas:
e~ E., níngtmnn caso podrá acordarsa- en la,’or de t.n
órgano de la Ainiatrac Ion Cenoral del Estado o da
los organismos o entIdades a ella .dat rites o depen-
dientes de la sIse,al~’O pera coapetent las de netir—
releas adstntstrstiya atrIbt~idas a los MinístrosCe—
cretarlos de Etado. flelegados del GObierno ert las
Coetin Ida des atóno—as y Sobar nadares Ci vi les.
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3. P..aedtfl delegar,
a) El PresIdente del Goierno en la’or:
— De las CosI sí 0fl05 Delegadas del Gobierno.
— Os la Cosisión General de Secretarios de Estado.
— Del Vicepresidente o c.aalqt.iera de loe Vicepresidentes.
en sta caso.
— De los ~inistros.
— De ¡os Secretarios de Estado adscritos al Presidente.
— ne los Oslegade. del Gcierno en las Ca.tanidade Atató—
nasas.
b) Los ~inSstros en la.,or de lOs SecretarIos de Estado, de
los Ocí egados del Gobi orno en las CostanA dedes 4.atónoess
c > Los SecretarIos de Estado en ls,,cr de los Delegados del
Got ero en las Coetinidades flhatónoeas
4. Mo son delegables en nlngon caso las síwaientes competen—
c 5 a—,
a> Les etribt,ida dírectasente por la ConstA tt,c lón o por tana
Ley OrgánIca.
b> Las de aprcac ion a- norsss reglamentarias de ordenación
general o ae deban ser aprobadas por Real Dcc reto. así cosa
las da organiaac tan y l.’nc lonasiento del Gobierno da la Ma—
~ 5 6v..
c> Las da no,raeientó de miembros del Gobierno de la Nación
o qt.ae tengan la consIderacIón de tales, así co—o de tittilares
o integrantes de órganos st»ti ¡taren o de apoyo el diseo. —
Es, sin duda, una elevación de grado político del Delegado del Gobierno,
al que — además — se le pueden delegar siltitud de competencias, en las
que no estarán muy de acuerdo los Organos de las Comunidades Autónomas,
por lo que será de difícil aprobación este precepto en sus términos ac-
tuales.
No es momento, en opinión del doctorando, de hacer una crítica exhaustí-
ca y objetiva ya que, es de suponer, tenga el Anteproyecto grandes varia-
ciones antes de conveflirse en Proyecto y, aún más, antes de convertirse
en Ley, o al menos así lo intentarán diferentes Grupos Políticos Paría—
mentarios, pero, con gran respeto a la libertad del ejercicio de la po--
testad legislativa de las Cortes Generales, que puede aumentar las fun—
ciones del Delegado del Gobierno, como así se intentó con la Ley 17/1983,
de 1? de Noviembre, de desarrollo del artículo 154 constitucional,ya co-
mentada, se separa mucho de lo que los legisladores de la Constitución
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acordaron consesuadamente para la inclusión del niy citado artículo 154,
es muy conveniente no olvidar que BARIA DEL ALCAZAR advirtió, en su —
manto, que dicho artículo 154 de la Constitución no parece referirse en
ningún momento a temas de carácter político,con la siguiente frase cate-
górica: .... de dicha redacción se desprende de forma inequívoca que las
competencias del Delegado nombrado por el Gobierno son de carácter admi-
nistrativo...”
4.3.- PIGUflS SIIILARES El OTRAS NACIONES EUROPEAS
.
4.3.1.— I±aIiaz
La Constitución italiana de 194?, preceptúa en su artículo 124 la exis-
tencia de un Comisario del Gobierno en la capitalidad de cada Región:
4~t. 124 C—4~ <Italia> Un Ca—Asarlo l Gobierno.
resIdente en la capitalidad de la Región. se encar--
gará de las <smc Sones ad,slnistrati’.as ejerc idas pos’
el Estado y las coordinará con las ejercIdas por la
Región
Este Organo de la Administración del Estado, controlará los actos admi-
nistrativos de la Región dentro de unos límites marcados legislativamen-
te, admitiéndose por Ley la posibilidad de una inspección a fondo, pera
con el único propósito de promover un nuevo examen de la cuestión por el
Consejo Regional:
Srt. 525 C—a7 fltalia>: El control de legalIdad de
lo. actos adeinistrati.,os de la Región será ejercí--
do descentralizada—ente por tan organismo del Estado
en la loras y en los liites establecidos por las
leyes de la RepCabt Ita. La Ley podrá.en detersainados
casos. admitIr la InspeccIón de londo, con el CanAco
efecto de proso,er. atediante peticIón aoti~ada~ el
vnieO eaeen de 1 sc tiardo por par te del Consejo Re—
giot’sl . . . —
También tiene reservada la competencia del control de las leyes aproba—
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das por los Consejos Regionales, a las que deberá dar su visto bueno, co-
mo intervenir en los casos de oposición del Gobierno de la República a
una ley regional:
flrt. 127 e—A, <Italis>t Toda ley aprobada por el
Consejo Regional se pondra en conoc Sasí ento del Co—
sisaría q’.ae. saldo en caso de oposíc iOn por parte
del Gobie,no~ deberá dar el visto btaeno en el plazo
de treinta días a partir de la coe.anlcac IOn. Le ley
se pro.~tlgará a los diez días de st. vIsto bteno• en—
trando en “Igor no antes da qtaince días de sta pabli
catión, SI ana ley se dec larara Urgente por el Con—
seso Regional, y el Gobierno de la RepC¡blica lo ad-
mite, tanto la prow..algación coso la entrada en ~ti--
gor no estarán stabordinadas a los t•r..,Anos indIca-
dos. El Gobierno de la flepCalSca ttaándo considere
qtae tana ley aprobada por el Consejo Regional e,<cede
de la competencIa de la Región o se opone a los In—
reses nec Sonales o a los regIonales la real tira sí
Consejo Regional dentro del plazo fijada pera q..ae
la vise. En el caso a- qt*e el Consejo Regional la
sp roba re nLae a-en te por *‘ayor 1 a abso 1 tate de atas
n.iembros, el Gobierno de la RepCsUl ica estará 1ac.al—
tado, dentro de los q..aince días de la coratanicac Són,
para pro.ao’.er la ctaestión de legal load ante el Trí—
b,anal constí ttac Sons 1. o la de competencia por dis—
crepanc la de intereses ante las Cámaras. En caso de
Otada, dic~o Trtb..anal • decidirá a qtain corresponde
15 competencia.
Las facultades del Comisaria italiano sobre las Regiones son superiores
a las que la Constitución espaflola concede al Delegado del Gobierno so-
bre las Cominidades Autónomas, ya que — como se observa en los artículos
resefiados - se posibilita un control de legalidad, y aún de oportunidad,
sobre los actos administrativos de las Regiones, que — en esa materia de
legalidad - será ejercido por un Organo del Estado <artículo 125 de la
Constitución) en la forma y en los límites establecidos por leyes de la
República, por lo que creó una Comisión da control integrada por funcio-
narios estatales y presidida por el Comisario del Gobierna; y en atería
relacionada con el control de oportunidad (de trito”), el propio artí—
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culo 125 citado declara que, en determinados casos, la ley podrá admitir
una inspección a fondo con el único objeto de promover, mediante peti-
ción motivada, un nuevo examen del acuerdo por parte del Consejo Regio-
nal (2?).
Ahora bien, no se puede dejar de seflalar que no es posible forjar un mo—
delo único del Comisario de Gobierna italiano, ya que allí existen Regio-
nes con Estatutos Especiales <Sicilia, Cerdefla, Trentino—Alto Adigio,
Friulí—Venecia Julia y Valle de Aosta) y Regiones con Estatutos Ordina-
ríos (que son 15, ya que si el artículo 131 de la Constitución enumera
solamente 14, una Ley de 1963 separó lolise y Abruzos>.
Pero, tales concomitancias o diferencias entre el Delegado del Gobierno
espaifol y el ‘Comm.Isarlo del Governo,a las que se ha ido haciendo refe-
rencia pueden, aún, ser completadas de la manera siguiente:
— (12) El término linguistico utilizado en Espafla es el “delegado” y
en Italia el de ‘comisario”, que si bien pueden responder a fi-
guras tradicionales en los respectivos Ordenamientos Jurídicos—
administrativos, su examen semántico obtiene respuestas de sin-
gularidad en las palabras elegidas
• ‘Delegado’ implica, por una parte, desconcentración o descen-
tralización y,por otra,al que se le otorgan facultades o com-
petencias por ‘delegación”.
• “Comisario” se refiere a un órgano de gobierno unipersonal.
<27 >FEflNCO DI AZ OC LI ASO Y 450JCL.LES—AdTOn KO ~IA4.4..ES COPE! RO OKL VI LLR
~Mota5 para art Estatiato del Delegado del Gobierno en las Caatanidades
fl.atónoas .— Ettadios.— “adrid. 190.— p0. 51—62.
C20> CPERIC OOflEZ Sa..a en La Ley”.nS 2716 del afto XII .Aril~ 1991 .—p. 1
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con funciones ejecutivas recibidas del Gobierno y ejercidas
en un determinado ámbito territorial.
<29) El artículo 154 de la Constitución espaflola de 1978 incluye la
expresión: ... y la coordinará, cuando proceda...”, que constí--
tuye una claúsuala condicional que diferencia la competencia
coordinadora del Delegado del Gobierno con la del Comisario del
Gobierno italiano, al tener éste últini un sentido más absoluto
y permanente.
Es decir, la función coordinadora del Comisario del Gobierno i-
taliano tiene el significado literal de la literatura político—
administrativa, y la del Delegado del Gobierno espaflol estable-
ce un margen coyuntural muy vinculado a un respeto a ultranza a
las competencias asumidas por las Coiminidades Autónomas <artí-
culo 148.1 constitucional) y al principio de autogobierno, al
limitar la función coordinadora con decisiones al respecto por
parte del Consejo de Gobierno de la respectiva Comunidad Autóno
ma.
- <39) Ya se ha contado — y se volverá a hacer — que el artículo 127
de la Constitución italiana otorga al Comisario del Gobierno
una niy importante función, aparte de la función de coordina-
ción de las distintas Administraciones Públicas, de control de
la legalidad de las leyes emanadas del Consejo Regional < OgnI
legge aprovata da] CanalgAlo regional, e cosanicata al Con—
sana che... debe vistanla nel termino di trenta glorní della
comusnlcatiane...>.
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Esta función de control de la legislación de las Asambleas de
las Comunidades Autónomas, está regulada también en el Ordena—
miento Constitucional espaflol pero de una flnera y diferente
y no vinculada íntimannte al Delegado del Gobierno co lo es-
tá con la figura del Comisario de Gobierna italiano.
- <49> Tal control, permanente y completo, por parte del Comisario del
Gobierno italiano que, como se ha expuesto en el punto anterior,
no puede ser realizado por el Delegado del Gobierno espaifol, es
sustituido por lo que la doctrina del Tribunal Constitucional
ha denominado ‘poder de vigilancia’, que hay que entender, como
se deduce de las diferentes Sentencias <entre ellas la de 2 y
22 de Febrero de 1982>, que al fijar el contenido y alcance de
dicha función es preciso tener presente que la autonomía exige
en principio que, a su vez, que las actuaciones de la Adminis-
tración autonómica no sean controladas por la Administración
del Estado, no pudiendo iupugnarse la validez o eficacia de di-
chas actuaciones sino a través de los mecanism~s constitucional
inte previstos. Por ello, ese ‘poder de vigilancia’ no puede
colocar a las Cosinidades Autónomas en dependencia jerárquica
de la Administración del Estado,ya que sería contrario al prin-
cipio de autonomía constitucionalmente consagrado <29).
<59> El sistema de organización territorial del poder político de la
Constitución italiana es un simple regionalismo, nada compara-
ble con la autonomía político—administrativa de las Cos,nidades
cracadas por la Constitución espaliola de 19?8, ya ese principio
<29) íd. íd. i. Pp. 2 y es
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de autonomía no está disposición del legislador que, en cual—
quier caso, está obligado a respetar su “contenido esencial’,
como constantemente declara la doctrina del Tribunal Constitu—
cional en todas sus Sentencias, ‘y obligado — sin duda — por
el artículo 28.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional
No hay que olvidar que el juego concurrente de competencias se
organiza bajo el signo de la ‘cooperación”, tanto en la Consti-
tución espafiola de 1978 como en la italiana de 194?. Este prin-
cipio de “cooperación’ que la sociología política ha denominado
‘federalismo cooperativo”, puede ser conceptuado bien como ‘f e—
delarismo”, bien como ‘autonomía territorial, o bien como “re—
gionalismt,que no reduce las posiblidades del principio de au-
tonomía, dado que, en cualquier caso, se prevé una cooperación
articulada, organizada — de un modo genérico —, y que encuentra
su reflejo en la Constitución espaifola en el artículo 150.2,sin
prejuzgar si en la aplicación de transferencias se utiliza la
técnica de las leyes sectoriales o de las claúsulas generales
<30>.
De todas las anuras las mayores facultades del Comisario del Gobierno
respecto a las Regiones, se compensan — en relación con las del Delegado
del Gobierno respecto a las Caimnidades Autónomas - con una menor compe-
tencia sobre la Administración Civil periférica estatal a la que super—
visa, mientras que el Delegado espaflol dirige tal organización (31).
4.3.2.— Altan±az
La Ley Fundamental de Bonn alemana dice, en su articulo 3?:
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Srt. a? L.Oonn—1949, 1. Si San Estado no ctaepllere
las obligaciones ~.ae la Ley F.andaaental sa otra ley
federal le imongan respecto a la Pederaciónel Go—
bierno federal, con la aprobación del Consejopodrá
adoptar las medidas necesarias para 01 Agar sí Es-
tado el csaplímiento de dichas Obligaciones por vis
coercití.e federal.
2. ara la ejectac ion de las medidas crc itivas fe
a-relee el Gobierno federal o esa representante tie-
ne el derecr%o de Impartir Instrtacc iones a todos los
Estados y a las esator la-des de los mIs-os.”
La no existencia en la República alemana de Administración periférica
del Estado federal, condiciona los rasgos de la figura del representante
del Gobierno federal en los Estados (laMer>, a que se refiere el últir
párrafo del precepto.
Ahora bien, ello no supone la ausencia de controles federales sobre los
Estados (laMer>, que se regulan en los artículos 84 y 85 de la Ley Fun—
damental de Bonn de 1949:
“Art, 05 ..Oonn—1StS~ 1 . Ct.ando ejectataren las leyes
federales co—o mater A a propia • los Estados estab le—
terso la organización de les atatoridades y el pro—
cedimiento adeinistrativo respectivo, siempre qt no
se disponga otra cosa por isves federales aproadaa
por el Consejo Federal
2. El Gobierno Federal, con la aprobación del Con-
seto Federal podrá dictar disposiciones administra—
tINtas de carácter general.
3. El Goisrno Federal ejerce la vigilancia para
qs.ae los Estados eject.ten las leyes federales conf Or
me al Derecho vIgente. A este fin•el Gobierno Fede-
ral podrá enviar cosisíonados ante las atatoridades
sapremas de los Estados y con el consantíalento de
las siseas, o, en caso de ser negado este consenti-
miento, con la aproteción del Consejo Federal, tse—
bien a las etator idea-a dependientes.
A. Si las deficiencias comprobadas por el Gobierno
Federal en la ejecsac iOn de las leyes federales en
los Estados no ftieran sal.,adas• el Consejo Federal ,a
solicittid del GObierno Federal, o del respectivo Es—
<SC> íd. íd. íd.— p. 2.
‘31> R4«L Saneenní eansO. S1 flelegado. . . “.-cp.c it.— Pp. 20—21.
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tado, decídidrá si el Estado ~a violado el flerecho.
Contra la decisión del Consejo Federal • el Estado
podrá recsarrir ante la Corte Constít.acíonal Federal. —
Se plantean dos pasibles fórmflas de control:
• si los Estados <laMer) ejecutan leyes federales como asunto propia,
el control del Gobierno Federal es de legalidad, remitiendo el caso
al Consejo Federal con posible recurso ante el Tribunal Constitucio-
nal,
• y si esos Estados <laudar) ejecutan leyes federales por encargo de
la Federación, la suprevisión del Gobierno Federal se extiende a la
legalidad y a la oportunidad,según se comprueba en el artículo 85 de
la citada Ley Fundamental de Bonn:
‘*rt. OS L.Oonn—IStS¡ 1 . asando los Estaos ejectata—
ren las leyes federales por delegación de la Federa
clan, la organización de las asatorldedes contintisrá
bajo la competenc la de los Estados siespre cstae no
se disponga otra cosa por layes fedetales aprobadas
por el Consejo Federal
2. El Gobierno Federal podrá,con la aprobación del
Consejo Federal • dictar disposiciones ainlstrati—
‘55 de carácter general podrá reglamentar la prepa-
ración sanA f oree de los f.anc lonar los y ceapleados . Los
dA rsc toree de las cnt La-des 1nte r-ed las serán nos—
rados de conf ormídad con el GObIerno Federal
3. Las aSator la-des de los astados están stajetas 5
las Anstr..acc lonas de las siapremas atatoridades 1ede-
rales competentes Las instrtac c iones derán flor di—
rígidas a las a.jtor la-des sa.ap’.emas del Estado salvo
ctaando el GobIerno Federal considere q.ae el caso es
~,rgente. El csie4~llmiento de las instrtcc iones debe—
ra ser aseg,ar edo por 1 as ata tor 1 dades s.ap rs—as del
Estado.
4. La vigilancia federal se refIere tanto e la le--
gal idad cOso a la conveniencia de la ejectac lón. A
este fin, el Gobierno podrá e~.igir informes y la
presentac A an de e,cpedientes y enviar comisionados
a todas 1 55 atato r ia-des. —
De lo que resulta que la Ley Pundamental de Bonn, de 1949, opta par la
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pasible,que no preceptiva,existencia de Delegados especiales del Gobier-
no Federal que vigilen el cumplimiento de las Leyes Federales, conforme
a la legislación vigente <32>, tanto en lo que se refiere a la legalidad
como a la oportunidad de la ejecución de las misas.
Es importante, también, tener en cuenta que el artículo ?8 de la Ley de
Bonn de 1949,garantiza a los Nunicipios alemanes ‘el derecho a resolver,
bajo su propia responsabilidad y de acuerdo con las leyes, todos los a—
suntos de la Coninidad Local, haciendo reserva a la Federación de su con-
trol de legalidad respecto a los actos administrativos uinicipales.
4.3.3.— EOr±DgALL
La Constitución de la República Portuguesa de 2 de Febrero de 1976, pre-
vé la existencia de Regiones Autónomas para las Islas Azores y para las
Islas Jiadeira, al declarar en su articulo 6:
Art. 6 C—’S <Port...gal>i 1. El Estado es tanitario y
respetará en sta organización los pr Inc Apios de aLato
nosta de las entidades locales y de descentral ia—
ción desocrática de la Adeinistración Poblica.
2. os Archiplelagos de las Azores y de Radeire
constí ttairán Regiones atónomas dotadas de Estatta—
tos pol itt CO—lnitrativos propios.”
Es decir, según se deduce hay Regiones Administrativas y Regiones Autó-
noma <Islas Azores e Islas Nadeira).
Reforzando tal institucionalización el artículo 227.3 constitucional da—
clara:
“art. 227.3 c—76 Cporttsgal>á Le etatonoata político—
administrativa regional no afectará a la integridad
32 3 FERNACO DE AZ 0K LInftO Y AGU«LLES—STO 10 vat.t.KS COpS ERO 056.. VI LLAR
notas... —. — op. alt. — p.53.
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de la sOberanía del Estado y SC ejercitará en el
marco de la Constittac lan. Estas Regiones Atatónomas
dispondrán de Asa leas fleqiona les con potestades
legislativas propias. —
El respeto total a la soberanía de la República estará garantizado por
un representante, Ministro de la República, en cada Región Autónoma, se—
gún el artículo 232.1 constitucional (33):
“Art 232. C—?6 <Portsagal >¡ la soberanía de la
flepobí ita estará representada especialmente en cada
Región por tan MinIstro de la flepolica,noabrado por
el Presidente de la flep~ablica a proptaesta del Prí—
er Ministro.
En el núro 3 del mismo articulo, se delimitan sus funciones:
Art. 232.3 c—7S <orttagal>: . . El Ministro de la Re
Póbí A ca atapervisará las ftanc iones adminIstrativas
ejerc Idas por el Estado en la Región y les coordi-
nará con las ejercidas por la misma Región.
Continua la Carta Magna portuguesa regulando esta materia y así en el nr
ticulo 235 trata de los Decretos de las Regiones Autónomas:
“Art. 23S C—7G <orttagal>¡ 1. Los decretos regiona—
lee. así co-o los reglamentos de las leyes generales
de la flepclica, serán re.aitidos al Ministro de la
flepot.lAca para sta firma y p.alitación.
2. En el plazo de qsaince días, contados desde la
recepción de csaalqsaier tento de los previstos en el
nosero anterior, el Ministro de la Repclica podrá,
mediante mensaje motivado, ejercitar el derecho de
veto sol A c i ta ndo san n.ae~o es t.ad lo del ten te.
3. Si la Asamblea Regional conf Armase sta Dotación
por mayoría asols.ata de los miembros en eiert It 10
activo de atas fsanciones•no se podrá denegar la f ir—
ma. -
Ahora bien,si el Ministro de la República estiara que un texto normatí—
C3S>FERNA’C>O 0142 00 LIARO t SSO&JELLES’SftOMIO VALLES COPIRO 0KL VILLAR
flotas.. • t— op.cit.— PP. St y se..
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yo del Ejecutivo Regional es inconstitucional,y aunque haya sido aproba-
do por mayoría absoluta, podrá remitirlo al Consejo de la Revolución,
guardián de la Constitución, que seguidamante lo dará trámite, en su ca-
so, a la Comisión Constitucional <artículos 283 y 284 de la Constitu-
ción>.
Es indudable que este delegado de la soberanía de la República es tam-
bién Delegado del Gobierno, ya que es miembro completo y solidario del
mismo, si bien ‘se distancia su figura de la tradicional de un Delegado
del Gobierno como autoridad subordinada, ya que éste le nombra a propues-
ta del Presidente del Gobierno, y al Ministro de la República lo nombra
el Presidente de la República a propuesta del Presidente del Gobierno.
4.3.4.- Reino Unido de la Gran Bretafla e Irlanda del Norte
:
Para tener un conocimiento mínimo de la descentralización en el Reino
Unido es necesario tener en cuenta el Informe KILBRAIDOI que dió lugar
al Libro Blanco Dercracy aM Devolution: Froposais for Scotlnnd and
Valee’, de 1974, y su continuación Our changlng demcracy.Devolutlon to
Scotland and Vales’, de 1975, y a los re!erendu,m del día 1 de Marzo de
1979 cuyos resultados no obtuvieron las mayorías minlime establecidas
por la ley para llevar a cabo la devolución de poderes a Escocía y País
de Gales <34).
En caso de haberse obtenido la mayoría necesaria hubiera entrado en vi-
gor el Scotland Act, de 1978, <35> y se hubiera creado una Asamblea Baco--
cesa, según estaba previsto en su Sección 1?:
34> FERAICO DI AX OC 1.. ¡ASO Y AflGtaEL.LES*flTOfl ID VALLES COPS 1RO O«L VI LLAR
“flotes... ‘.—op.cit.— Pp. Re y se.
<SS> Vid. FRAnCISCO sn.4grscLaLLs GAOA.— 0*. nS 175.— MadrAC,1078.
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Sec . ‘7 Scotiand Act— 1970: Ptaede elaborar ‘fltts
~.ae se llamarán flcts de la Asemblea Escocesa y
pueden, incluso, rdificar o derogar disposiciones
contenidas o autorizadas por un “Jet’ del Parla,n—
to.5 <36).
Esta “ScotjnM Jet”, de 19’18,adaptaba la regulación de la figura del Se-
cretario de Estado para Escocia <3?) en su Sección 19:
Sec . 19 Scotland Att— 1970 : Stabsec . 1
El Secretario de Estado para Escoc i a e,caminar a cada
proyecto de “Act” apretado por la asamblea y si api
na qtae e 1 gtana de etas di epos i c iones no es de la cas—
petencia de la Asamblea, someterá esta csaesttón e
decisión de la Conisión Jtadicial del Consejo PrIva-
do. rambien ptaede someter a tal decisión los casos
en qtae tenga dtas fsandada 5 • So podr a s,ete r , a 1 n
embargo, los casos a qs.ae se rsf lere la Otabsección 2
sigtaiente y la Sección 20.2 de esta “Art”.
S’tsec • 2: Gí tras e><aminar San proyecto de flct,
el Secretario de Estado opina qtae es incompatible
con los compromisos de la Coaon...eaj ti, o con ctaal—
qtaler otras obligaciones internacionales el Reino
Uní do o qq¿e r e~a la ma ter i ma qsae son o tenr 6en qtae
ser re~iladas en o por tana atatorltac ión del Rer la-
mento, en ctaaplosiento de tales coflprOslsOs com..ani—
cará — la Asamblea ata oposición y no presentará el
proyecto de nc t” a aprobac ion de St, Majestad en
Consejo.
Lo anteriornte expuesto es, sin duda, un control de legalidad por par-
te del Secretario de Estado a la Asamblea Escocesa. Ahora bien, se prevé
en la “ScotlaM Act también un control de oportunidad, recogido en la
Sección 38:
eec. 30 Scotland *ct— 19,.: Si el Secretario de Es-
tado c 1 na 1
a> q.ae t.n proyecto de flct aprobado por la Asas—
bIes contiene ctaalqs.aie* disposición qtae afectaria,o
ptadiera afec ter • a sana materia objeto de reserva, sea
directa o indirectasente,
> qtae la proesalgación de tal disposición no favo—
receria el interes p<lico,
podrá presentar el proyecto de ~Act ante el Parla-
mento • i tanto con tana dec lara c 1 ón razonada de qtae ‘en
ata opí ni ón • no dee r 6 a sose terse a 5..a MaS estad en
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Consejo.
También regula la Scotland Jet”, de 1978, un control del Ejecutivo por
parte del Secretario de Estado para Escocia, ya que si éste opinara que
una propuesta de actuación por un Secretario del Ejecutivo escocés pudie
ra afectar a una atería objeto de reserva, directa o indirectamente, o
que existe intención de llevarla a cabo, puede disponer que la actuación
propuesta no se realice o, en su caso, que se lleve a cabo. De la misa
forma puede disponer el Secretario de Estado, si considera que la actua-
ción de un Secretario del Ejecutivo escocés es incompatible con las oblí
gaciones con la Cosnuealth o cualquier otro compromiso internacional
del Reino Unido.
Pero, estas altas competencias del Secretario de Estado para Escocia,aún
son ts amplias al conceder al Secretario de Estado para Escocia, la Se—
ción 40 de la “Scotland Jet” de 1978,el que pueda derogar o revocar nor—
maz subordinadas del Ejecutivo escocés.
lo se puede olvidar que esta “Scotiand Jet’, de 1978, no ha entrado en
vigor al no obtenerse la mayoría prevista por el Parlamento para la Devo
lución de Poderes a Escocia y País de Gales, pero — obviamente — expone
cor se llevaría a cabo tal descentralización en el Reino Unido, pudien-
do aplicarse al País de Gales lo expuesto para Escocia.
4.3.6.- Eranciaz
La Constitución francesa de 4 de Octubre de 1968 atribuye a las denomi—
<l Ha qsaerido el doctOrando respetar el termino “att”, ya ~ie ata tra—
ds,acción por “ley” ea Itaridicamente poco aceptable.
<37> Este cargo date de 1008 y si.. estrtac t*irsc ion moderna procede de la
de l aperttara de St. flndres Motise en Edimburgo.
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nadas “colectivades territoriales” <iujnicipios, departamentos y territo-
ríos de ultramar) la facultad de “autoaduinistrarse” libremente por Con-
sejos cuya elección y funcionamiento precisan las leyes de la República,
si bien en los Departamentos y en los Territorios de Ultramar, un Dele—
legado del Gobierno tiene a su cargo los intereses nacionales, el con-
trol administrativo y el respeto a las leyes:
•Art. 72 C—&O <Francia>: tas colecti.,idades territo—
riales de la Repcalica son los meanicípios. los de
par tamentos y los territorios de taltramar. Ctaalqtaier
otra colectividad deberá ser creada por ley.”
Estas colecti~’idades se ainistrsrán 1 ibresente
mediante consejos elegidos y en las condiciones qUe
la ley cenete.
En los departamentos y tos territorios el delegado
del Gobierno estará encargado de los intereses na-
cionales, de la fiscalización administrativa y del
respeto a las leyes.
En el siguiente artículo 73 se declara la posibilidad de un régimen le—
gislativo y de una organización administrativa para los Territorios de
Ultramar que podrá ser adaptada a sus peculiaridades:
•Art. 73 C—Sfl <Francia): El regimen legislativo y la
organiza’ IOn ainistrativa de los departamentos de
Ultramar podrán ser Objeto de medidas de adaptaCión
re~aer idas por su aittaac ion partictalar
Y el artículo 74 a!ira la existencia de intereses propios, dentro de los
intereses de la República, en los Territorios de Ultramar, a cuya Asam-
blea le concede ser consultada por el Parlamento francés en la regula-
ción de su Organización particular:
“Art. 74. C—SO <Francia>: tos territorios de Ultramar
de la flepc.dliCe ter.drán sana organización partictalar
~.ae tomará en csaenta atas i nte reses pr api os entr o
del conitanto de los intereses de la ,epCtliCe. Esta
organización seta definitiva y modificada por ley.
previa consa.al ta con la a551e5 territorial intere-
sada.”
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Ahora bien, la figura de ese Delegado del Gobierno del articulo 72 no es
institucionalizada ni definida en la Constitución, pudiéndose comprobar
par las leyes de la República que actúa, realmente, por una “delegación”
específica y particular en cada caso.











Analizados los caracteres generales de la legislación vigente que regula
la figura del Delegado del Gobierno en el territorio de las Couinidades
Autónomas, las figuras similares en el Ordenamiento Jurídico espaifol y
en el Derecho Comparado europeo, procede — según considera el doctoran-
do - profundizar en el posible contenido de las disposiciones vigentes,
siguiendo, — lógicaimnte — lo regulado en el único y escueto articulo
constitucional y en el correspondiente desarrollo normativo del misw. In
vestigación compleja ya que flal figura no se presenta particularmente
simple” par las siguientes causas <38):
frlraz. Por esa concreta regulación constitucional.
• 5egunda.z. Por el carácter transversal” de esta figura que se relacio—
na con todas las Administraciones Públicascuya demarcación territo-
rial coincida total o parcialmente con la de la Coninidad Autóno en
la que represente al Gobierno de la Nación.
• rgrnarat Por la relativa originalidad con que e desarrolla el actual
~nto histórico, que impide la asimilación — salvo en aspectos con—
<30> PERa4#~O 01 AZ OS 1...! *40 Y ASSSttES—’AMIOfl 10 V**..L.ES COPE ma OfiL. VI tLA
“flotas.. . “.— o.¼tit.—. Pp. 57 y 5.
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cretos - con las fórailas utilizadas por otros Ordenamientos Jurídí—
cos extranjeros o con los precedentes históricos del nuestro.
Ahora bien, estas dificultades no deben constituir un obstáculo insalva-
ble para afrontar el estudio de su competencias y funciones ya que, pa—
ra el doctorando, se considera necesario e imprescindible <39).
4.4.1.— Eleintos impuestos por el artículo 154 constitucional
En general los tratadistas coinciden en advertir en el artículo 154 de
la Constitución tres aspectos diferentes:
— <12) La propia denominación de la figura constitucionalmente: “... un
delegado nombrada por el Gobierno.., ~,.. que es también su actual
denominación, pero que, cor se dijo anteriormente, hubo otras
dos anteriores: Gobernador General y Delegado General del Gobier—
no, que fueron objeto del rechazo de los autonomistas —, lo que
supone una clara implicación política cor consecuencia de su re
lación de representación del Gobierno, así coa~ por su nombra-
miento por el Consejo de linistros a propuesta del Presidente de
ese misa> Gobierno.
Esta implicación política ha sido ya investigada al comentar el
Real Decreto 223811980, de 10 de Octubre, que se intentó soslayar
en la Ley 17/1983, de 1? de Noviembre, pero que ahora aparece,de
nuevo, con gran pujanza en el Anteproyecto de Ley Reguladora del
Gobierna de la Nación, de Junio de este alo 1992, también amplia--
mente comentado, y que por su enor repercusión en el proceso
(39> ENIQ4. LINOS P*IAS.j*, “EJ jegado de! Gobierno”. — D.*. nR 52.— p.
275
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autonómico volverá a ser tratada en otros epí rafes.
Ya se dijo y se repite ahora que,con el debido respeto a la ple-
na libertad legislativa de la representación de la Soberanía na—
cional, las Cortes Generales, si un día se aprobara el referido
Anteproyécto en los términos ahora redactado,se puede considerar
que se saldría del contexto de su regulación constitucional, en
el artículo 154, en el que solamente se le otorgan unas claras
competencias administrativas, coa> nzy bien afirt BABIA DEL AL-
CAZAR en la cita reseflada en su rinto. Una cosa es que su de—
nominación forzada disefle una definición de la figura, otra que
su nombramiento tenga una clara implicación política <aunque es
racionalnte lógico e imperiosamente ordenado por la Constitu-
ción en el misa> artículo 154) y, otra, uiy diferente, son unas
competencias y funciones políticas con que se intenta adornar la
figura, aparte de las administrativas, que seguidamente se comen
tarán.
- <22> “Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración
del Estado en el territorio de la Coasnidad Autónoma...”, dice
el precepto constitucional,apareciendo aquí un claro y especifi-
co aspecto de la institución.
Se debe, pues, realizar la exégesis de los das elementos concep-
tuales de la expresión parcial del precepto reseflado: direc—
ciar y “Administración del Estado”:
“Dirección”: Indudablemente hay que delimitar este elemento
conceptual <40> y precisar si esta función va a tener todo el
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contenido que usualmente se le atribuye—impulso, coordinación,
inspección, resolución y facultad sancionadora del personal de
pendiente— o te bien su contenido será te restringido. Ello
implica, naturalmente, soluciones distintas en relación a las
competencias del Delegado del Gobierno — que se estudiarán en
epígrafe aparte —pero teniendo siy en cuenta que tal institu-
ción no es puramente “funcional” — cor el Comisario de las
Regiones italiana —, ni es una nra instancia ts en la es-
tructura orgánica de la Administración Civil del Estado, lo
que claramente se desiestra al huir toda la normativa vigente
de considerarlo un escalón jerárquico en tal orgánica, ni al
ser considerado en el Proyecto de Ley de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra—
tivo Cos~n (que no lo trata ni debe tratarlo aunque si lo ha-
ce el Anteproyecto de Ley Reguladora del Gobierno de la la—
ción) (41>.
“Administración del Estado”: lo se va a referir el doctorando
al análisis exhaustivo de esta importantísima Organización,
parte esencial del Poder Ejecutivo, una de los tres elementos
constitutivos del Estado, pues se saldría del marco concreto
del objeto de la tesis, por lo que se remite a cualquier tra-
tado o manual (42>, sino que se analizará específicamente to—
<40 >PEPO Otaz O« LE 0 Y GiS~Li..ES—aWOfl ¡O %JAL.LSS C~C 1*0 OCL VILLAR
“Dictas.. • .— op.cit.— p. SS.
‘41> Uíd. epígrafe 4.2.6.
<42> JOSC fl QíjIRCOS OC ASARCA.. — reaae—pesoaenes de Oerecflo Ada.Anistra—
tivo”. —4ols. E y II.— Ea. Oyktnson.— ~arid, 1SS0—Ifli (en imprenta
las e.dic iones con adaptación — las nuevas leyes administrativas>
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da su implicación con el elemento conceptual que se trata.
El mandato constitucional declara que el Delegado del Gobier-
no dirige la Administración del Estado en el territorio de la
Couinidad Autónoma para el que ha sido nombrado.
La Ley 30/92, de 26 de Noviembre, del Régimen Jurídico da las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Conin, la denomina “Administración General del Estado” ,lo que
le parece niy acertado y oportuno al doctorando ya que tal ad
jetivación “Administración General” al tiempo que la indiví—
dualiza no excluye del término Estado a las “Administraciones
de las Caimnidades Autónomas” ni a las Entidades que integran
la “Administración Local”, que son también Estado. Hay que a
tizar, sin embargo, que en la competencia del Delegado del Go
bierno se excluye a la Administración Nilitar y, por razones
obvias,a la Administración Judicial.
El problema presentado por algún autor sobre la exclusión o
inclusión de la denominada “Administración Institucional”,pue
de contesplarse a la luz de la nueva Ley 30/1992, de 26 de No
viembre, del Régiimn Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, que limita el
ámbito de aplicación de la Ley, declarando que se entienden
coa> Administraciones Públicas las siguientes:
— Administración General del Estado.
— Administración de las Caminidades Autónomas.
— Entidades que integran la Administración Local.
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sin referirse explícitamente a la Administración Institucio—
nl, sino que — en núlero aparte de este articulo 2 — precep
túa que “Las Entidades de Derecho Público con personalidad
Jurídica propia vinculadas o dependientes de cualquiera de
las Administraciones Públicas tendrán asimisa> consideración
de Administración Pública. Estas Entidades sujetarán su actí
vidad a la presente Ley cuando ej erzan potestades administra
tivas, sometiéndose en el resto de su actividad a lo que dis
pongan sus normas de creación.” Esta sujeción al Derecho Ad-
ministrativo en el ejercicio de potestades administrativas
debe, de cualquier manera, respetar la autonomía de estas En
tidades de Derecho Público, razón fundamental de su creación
y existencia.
Deben, pues, aclararse normativamente las posibilidades de
actuación del Delegado del Gobierno en relación con las Entí
dades de Derecho Público vinculadas o dependientes de la Ad-
ministración General del Estado.
— (32> 1, por últia>,el citado artículo 154 constitucional continua de—
clarando: .... y la coordinará, cuando proceda, con la Aduinis—
tración propia de la Cosinidad.’
Hay que tener en cuenta que si se considera que coordinar” es
la ordenación coherente de un pluralidad de cosas <43),es nace—
srio para ello ostentar una posición de preminencia sobre todas
y cada un de ellas, siendo una de las características de la fun—
CAS >PERftmCO O E AZ OC tE fiC Y SGUCLtCBAflTO4EO V4t1..CS COS ERO OEt. .IE LtSft
“flotea...”. — o.c it... Pp. SS y se.
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ción directora. Y es preciso tener una clara definición de este
término, “coordinar”, pues michas veces al hablar de Administra-
ciones Públicas se emplea incorrectamente al hacer referencia a
funciones de nudiación, olvidando que para “coordinar” hace fal-
ta una posición de poder en el Organo coordinador. Esto es lo
que, realmente, ocurre al Delegado del Gobierno ya que si puede,
sin problema alguno, coordinar todos los Servicios de la Adminis-
tración Civil periférica del Estado, pues los dirige, no tiene
posibilidad alguna de realizar esa coordinación con la Adminis-
tración propia de la Coiminidad Autónoma correspondiente, ya que
no tiene ninguna autoridad sobre esta última. Se une,pues, el
doctorando al sector doctrinal que contespla con escepticisa>
las posibilidades reales para que resulte efectiva tal función
(44). Que coincide con lo mantenido por BAENA DEL ALCAZAR a lo
que se ha hecho referencia repetida anteriormente <44).
Este misa> escepticisa> debe compartirlo el Gobierno de la Ma-
ción, ya que, según se puede observar en la prensa diaria, se si-
gue el criterio de establecer los contactos Estado-Coarnidad Au-
tónoma de un indo directo,entre el Ministerio de las Aduinistra—
ciones Públicas y los Consejos de Gobierno de las Cominidades Au
tónoas, sin intervención decisiva del Delegado del Gobierno, al
que se puede suponer informado dedidamente pero sin decisión re—
solutiva alguna.
Lo expuesto en el párrafo anterior, no significa que el Delegado
del Gobierno no realice actividad alguna en esa materia, pero de
<44> fi. Baen O«t L.CZ4S. ciar so... —. — Tec nos • flsdr íd 1900.
E. LIa P4¡*0ti. 61 Oclegado. . . “.— op.c it.— PP. 279—200.
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forn totalmente distinta a la coordinación, sino a través de me--
diación o negociaciones u otras atí picas de contactos, a las que
se refiere BA~LS CUNA (45> cOr “orientación”,”asistencia téc-
nica”, “convenios para actuaciones conjuntar, “utilización da
Servicios estatales para fines autonómicos”, “Comisiones Mixtas
de estudio y programación”, siendo ahora las ita factibles las
recogidas en el Título 1 de la Ley 30/92, de 26 de Novieubre,del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Comin - en cuyo artículo 4 se preceptúa
lo siguiente:
Art. A LflJ~—P*C: Principice de las relaciones en-
tre las *dsinistracionee FCa1 icas.
• tas Adminístrac iones PCa, icas. en el desarrollo
de st. actividad y en atas relaciones rectplocas, de—
óerán
a> flespetar el ejercicio legítímo por las otras Ad
ainistrac iones de atas cc—peten’ Las.
> Ponderar • en el ejerc icio de las coapetenc íes
propias, la totalIdad de los intereses pcalicos le—
pl icados y. en con’ reto, aqtaOl loe ctaya gestión esta
encomendada a las otras Adinistrac iones.
e> Facilitar a las otras fleinistraciones la infor
sacian qtae pree lean sore la actividad ie desarro-
llen en el ejercicio de s*..s propias competencia—.
d> restar, en el •ito propio, la cooperación y
asistencia activas ~.ae las otras Ainist,ac iones
ptadieran recaar para el eficaz ejercicio de sas
co.petenc i se.
A los efectos de lo dispuesto en las letras c) y d) del apartado
anterior, las Administraciones Públicas podrán solicitar cuantos
datos,docuntos o isdios probatorios se hallen a disposición de
la Administración a la que se dirija la solicitud, así com po--
drán también solicitar asistencia para la ejecución de sus com-
(45> flTE assOt.s COfiA. “Las relaciones entre la dmlnistraclón eritó
rica del Matado y lea Ccs.antdaes atétónomas en la Contttt.aciónt —
R.A.P. nO fl.— p. SU.
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petencias. Esta asistencia requerida solo podrá negarse cuando
la Administración a la que se le solícita no esté facultada para
prestarla o cuando, de hacerlo, causara un perjuicio grave a sus
intereses.Teriminando el artículo 4 con una importante declara-
ción, en su número 4:
- 4. La Sdstnistracion General del Estado, la de las
Coanmn i dades Atatónceas y las Entidades qále i nte~ran
la Administración Local • de~erán colatorar y ata>ci—
1 larse para eqtael las ejec~ac iones de aLas actos qtae
-~aysn de real irarse ttaera de s~s respectivos arw.ti—
tos de coapetenc íes.
Los artículos 5, 6 y 7 regulan las Conferencias Sectoriales,Con—
venios de Colaboración y Consorcios entre la Administración Gene
eral del Estado y la de las Caninidades Autónomas, incluyendo en
la nueva legislación lo ya expuesto en la Ley 12/1983, del 14 de
Octubre, del Proceso Autonómico, sin que el Delegado del Gobier-
no tenga poder absoluto alguno, ni resolutivo,sino una interven-
ción paritaria con otros miembros estatales o autonómicos que
intervengan.
En relación con el límite constitucionalinte sefialado a esta
función de “coordinación”, con la expresión “cuando proceda”, se
han enuimrado doctrinalsnte unos supuestos que engloban dos ti-
pos de competencias (46):
En las competencias compartidas o concurrentes asumidas por
las Canjnidades Autónomas por cualquiera de los procedimien-
tos establecidos en la Constitución.
LS > PEflO O EAZ OC 6.. ¡4440 Y 0~S«I.LSS.fl4TOft EO UAL.LES COt ERO O«L. V E LLaR
•~notas... — .— op.cit.— PP. ‘1
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En las competencias asumidas por las Cosinidades Autónomas
en virtud de delegación realizada por la Administración del
Estado.A este respecto conviene precisar que el artículo 153
de la Constitución solo autoriza el control por el Gobierno
de la Nación de la actividad de los Organos de las Coizinida—
des Autónomas en las funciones delegadas en aplicación del
articulo 150.2 constitucional, por lo que quedan excluidas
de tal control y, por tanto, del alcance de la actividad coor-
dinadora de éste, aquellas funciones y competencias que se
hayan transferido y no delegado por la Administración del Es
tado.
Mo se quiere terminar este análisis del segundo elemento concep—
tual del artículo 154 de la Constitución, sin comentar la idea
expresada por GIZZI, LIEN, DIAZ DE LIMO, VALLES, etc., de que
“la función coordinadora debe consistir en adecuar a la Adminis-
tración Civil periférica del Estado a la Coisinidad Autónoim,y na
al contrario, ya que de otro do podría encubrirse bajo un apa-
rente coordinación una verdadera subordinación contraria al prin
cipio de autonomía regional”. Considera el doctorando que,si co—
a> se ha afirmado anteriormente, la doctrina mantiene que na pue-
de haber coordinación con la Administración propia de la Cosiní—
dad Autónoma al no ostentar poder alguno el Delegado del Gobier-
no sobré ella, no se pueden argumentar soluciones posibles baj o
la implicación de tal término, por lo que ea adecuación de la
Administración Civil periférica del Estado a la Administración
de la Cominidad Autónoma correspondiente solo puede nacer de la
propia competencia directiva del Delegado del Gobierno sobre
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aquélla,que se regirá sobre unos esquemas concretos y determina-
das acordados por el Gobierno de la Nación. No se puede dejar de
tener en cuenta que el Estado espafiol es unitario, con la gran
peculiaridad de las autonomías, tanto de las Cominidades Autóno—
ms cow~ de las Entidades que integran la Administración Local,
por lo que debe mantenerse con exquisito cuidado el mandato cons
titucional de unidad, lo que conlíeva unos controles estableci-
dos por la propia Constitución.
4.4.2.— Análisis de los elementos derivados de su relación con
21 Gobierno de la Nación
:
Ya se ha hecho referencia a la implicación del Delegado del Gobierno en
las Cominidades Autónomas con el Gobierno de. la Nación por su nombramien
to y dependencia política,de la que se derivan los elementos siguientes:
- (19> El Delegado del Gobierno ostentará la representación ordinaria
del Gobierno de la Nación en el territorio de la Comunidad Autó-
non correspondiente, si no se designara, con carácter extraordi-
nario, a un miembro del Gobierno de la Nación, o a otra Autori-
dad, para una representación determinada en dicho territorio.
Teniendo, sin embargo, en cuenta que tal representación ordmna—
ría la ostentan para actos puramente provinciales el Gobernador
Civil correspondiente, si no asistiera el Delegado del Gobierno.
La anterlnnte establecida par leyes estatales, ha dado lugar
a una prableMtica en relación al Presidente de la Coa.vnidad .Au
tómas que. ssg2n el articulo 152 de la Constitución, ostenta
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la representación ordinaria del Estado, que el doctorando anali-
rarA en el epígrafe siguiente al analizar las elemntos que se
derivan de la relación del Delegada del Gobierna con la Commní—
dad .dutónos.
- <22> El Delegado del Gobierno debe informar peranentelente al Gobier
no de la Nación sobre la respectiva Comunidad Autónoma.
La Ley 17/1983, de .17 de Noviembre, que desarrolla el artículo
154 de la Constitución, - ver epígrafe 4.2.4. —, reguló la infor
ación Delegado del Gobierna—Gobierno de la Nación, así cor la
inforación recíproca Delegado del Gobierno-Consejo de Gobierno
de la Coarnidad .Autónom. Considera el doctorando que, en rela-
ción con la Comunidad Autónoa,es lo poco que puede hacer en la
práctica el Delegada del Gobierno: inforar.
- (32) El Delegado del Gobierno debe recibir, y dar el trámite normatí-
vante dispuesto, a las comunicaciones e instrucciones del Go—
bierno de la Nación para su cumplimiento en el ámbito territo-
rial de la Coimnidad Autónoma.
Es función inherente a la de dirección de la Administración Ci-
vil periférica del Estado en el territorio de la Comunidad Autó—
noa,y conlíeva — asimisar — la coordinación de todos e~ Serví
cios periféricos, que puede realizar por su poder cor di rector.
— (42> El Delegado del Gobierno debe hacer cumplir las leyes estatales
y las normas reglamentarias de la Administración del Estado, en
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el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma correspondiente.
Aquí a presenta una problemática no fácil de resolver. En lo
que suponga ejecución de tal es moras por los Servicios Civiles
periféricos de la Administración del Estado,por si, mandato cons-
titucional, no tiene obstáculos para ordenar, coordinar y realí—
zar tal ejecución. Pero, en lo que suponga desarrollo normativo
por las Commnidades Autónomas de leyes estatales, o ejecución por
éstas de normas estatales> es decir, en todo lo que se refiera a
legislación concurrente o compartida, al no tener ando alguno
sobre los Organos autonómicos, solante podrá iniorar al Go-
bierno de la Nación y al Consejo de Gobierno de la Comunidad,pa—
ra información de éste Organo o para que informe a la Asamblea
Legislativa, de la carencia de ejecución o de desarrollo norma—
ti va.
- <52) 111 Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma, según se es-
tablece en el Anteproyecto de Ley Reguladora del Gobierno de la
Nación, de Junio de 1992, es el órgano territorial para la eje-
cución de la acción del Gobierno de la Nación en ese ámbito te-
rritorial, al que representan en el territorio de la correspon-
diente Comunidad Autónoma; velan por la ejecución de la política
gubernamental en dicho territorio e informan sobre la eficacia y
repercusiones de la misma en su ámbito territorial; aseguran la
relación ordinaria del Gobierno con las instituciones de la Cosi
nidad Autónoma y los Entes locales; y dirigen, de acuerdo con la
Ley de la Administración General del Estado, los Servicios peri-
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féricos de la Administración Civil General del Estado.
Considera el doctorando que no se puede realizar una crítica ob-
jetiva de un Anteproyecto,sino que la prudencia aconseja esperar
a su tramitación cor Proyecto o, más bien, a su pro=lgación ca—
r Ley. Ahora bien, todo lo que se recoge en este punto 5.2, ca
en el 69, 79 y 89, es un reforzamiento de la figura del Delegado
del Gobierno en la Comunidad Autónoma que, cor se ha dicho an-
teriormente, se sale del contexto del artículo 154 constitucio—
nal,y es volver —aún con más fuerza- al Real Decreto 2238/1980,
de 10 de Octubre, de convertir al Delegado del Gobierna en Ozga—
no político—administrativo, que pareció soslayarse en la Ley 17/
1983, de 1? de Noviembre, — con lo que el doctorando no está de
acuerdo, aunque respete la decisión de las Cortes Generales en
su día — y que seguramente dará a fuertes tensiones autonómicas.
- (62> El Delegado del Gobierno en la Coizinidad Autónoma, segun se es-
tablece en el Anteproyecto citado en el párrafo anterior,dispon—
drán de unos Gabinetes cor órganos de apoyo político y técnico
inmediato.
— (72) El Delegado del Gobierno en la Cosinidad Autónoma, una vez nom-
brado en Consejo de Ministros a propuesta del Presidente del Go-
bierno, tomará posesión de su cargo ante un miembro del Gobierno,
prestando promesa o juramento, conforme al uso constitucional,de
cumplir fielmente las funciones propias del cargo; y son separa--
dos en la misa forn prevista para su nombramiento. Todo ello,
según se prevé en el Anteproyecto ya citado.
- 260 —
- <82> 21 Delegado del Gobierno en la Cosinidad Autónoma, segun se pre—
vé en el repetido Anteproyecto, puede recibir competencias dele-
gadas del Presidente del Gobierno, de los Ministros y de los Se—
cretarios de Estado.
4.4.3. — Análisis d~ los elementos derivados de la relación De
legado del Gobierno— Administración Civil del Estado~
Ya se ha dicho — y repetido — que el Delegado del Gobierno en el terrí—
tono de la Comunidad Autónoma dirige la Administración Civil periférica
del Estado. Hasta ahora el concepto “dirección’ no se ha delimitado con
precisión (ver epígrafe 4.4.>,lo que se espera se realice en el anuncia-
do Proyecto de la Ley de la Administración General del Estado. No conoce
el doctorando la solución técnica que adoptará la nueva ley, por lo que
parece temerario el suponer cualquiera de ellas posible, si bien parece
lógico pensar que habrá de dotar al Delegado del Gobierno de un poder e-
fectivo para realizar su labor “a través de los Gobernadores Civiles de
las provincias que comprenden la Coiminidad Autónoma respectiva, lo que no
debe suponer un aumento de burocracia, ya que todos los asuntos se segui-
rán tramitando por los que actualimute los tramitan.
Si bien, no se puede dejar de tener en cuenta que existen Delegaciones
del Gobierno en Comunidades Autónomas uniprovinciales, <cuyos Consejos de
Gobierno han absorbido las competencias y funciones de las Diputaciones
Provinciales>, que han asumido las funciones y competencias del Goberna-
dor Civil, considera el doctorando que debe realizar el análisis de este
apartado ya que las funciones de cada Organo han de estudiarse genérica—
camente, sin tener en cuenta — para ello —los dos supuestos posibles:
— 262. -
Tales Comunidades Autónomas uniprovinciales, en las que el Delegado
del Gobierno asume, también, las funciones del Gobernador Civil, y
que son el Principado de Asturias, Cantabria, La Rioja, Baleares,
Murcia y Madrid.
Las Comunidades Autónomas imiltiprovinciales, con un Delegado del Go—
bierno en el territorio de cada una de ellas, y con un Gobernador
Civil en cada una de las provincias que integran a aquéllas, y que
son las restantes 44 provincias.
- (1) Análisis de los puntos its importantes de la nor~tiva general
sobre la Administración Civil Periférica del Estado
:
En este mumento histórico y en tanto y cuanto no se realice la espera
da reforma de la Administración Civil periférica del Estado - que al
parecer la realizará la anunciada Ley de la Administración General
del Estado —. habrá de tenerse en cuenta la normativa siguiente:
<a) Real Decreto 1801/1981, de 24 de Julio, de Reforma de la Admi—
tración Periférica del Estado.
<b) Real Decreto 1223/1983, de 4 de layo, sobre Medidas de Reorga-
nización de la Administración Periférica del Estado.
(c> Declaración de principios recogida en los artículos 22 y 23 de
la Ley 12/1983, de 14 de Octubre, del Proceso Autonómico.
<d) Y una gran profusión normativa enumerada en el apartado 4.2.3.
Parece necesario insisitir sobre los puntos Ss importantes de todas
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estas normas, en que se excusa el doctorando al repetir conceptos ya
comentados pero que de no hacerlo quedaría el apartado sin cohesión y
vacío de contenido:
Antes que nada,y en este análisis de la relación Delegado del Gobier—
no-Administración Civil periférica del Estado, hay que volver a decir
que el concepto de •dirección que el artículo 154 de la Constitución
— de una manera difusa - atribuye al Delegado del Gobierno y que,se—
gún se denstró en el apartado 4.2.4., la Ley 1’7/1983, de 1? de No—
viembre, en el artículo 6.9 limita a “dirigir y coordinar la Adminis-
tración Civil del Estado en el ámbito de la Cosinidad Autónoma, e ir
partir, con±ormea las directrices del Gobierno de la Nación, las ins-
trucciones necesarias para ordenar la actividad de sus Servicios.
Ya se analizó,ts arriba, los requisitos que exige el verdadero ejer-
cicio de dirección”(impulso, coordinación, inspección, resolución y
facultad sancionadora del personal dependiente), que es difícil conju-
gar con el intento de no proceder a la creación de un nuevo escalón
administrativo <VI), por lo que — es de suponer — el legislador ha
huido hasta ahora el definir el contenido de las facultades directi-
vas que, genéricante, atribuye al Delegado del Gobierno respecto de
los Servicios que integran la Administración Civil periférica del Es-
tado en el territorio de la Coznidad Autónoma.
Al no considerar al Delegado del Gobierno cos un nuevo escalón jerár
quico en la organización administrativa del Estado, vuelve a situar a
la provincia en un prir rango, en un fundamental papel, al tener en
<tfl Qid. tnt doctorl ‘4. *EI4ILL.SS f0r ALntatr•CSófl prt4*rtca.
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cuenta obligadamente una de sus dos definiciones constitucionales:
... y división territorial para el cumplimiento de las actividades
del Estado”. Cree, pues, el doctorando, obligado el recordar alguna de
los arguintos que en la Prira Parte de esta tesis se investigaron
exhaustivamente sobre ella (ver epígrafe 3.4 y los concurrentes ante—
riores):
— (II> La Provincia en la Constitución de 1978 cos división territorial







vil Periférica del Estado
!
La doble definición de la provincia en el artículo 141.1 constitu-
cional, fue estudiada por BAENA DEL AICAZAiR quién afirt que el Texto
Pundamental consagra el carácter de la provincia no solo co~ Ente
local sino comi división territorial para el cumplimiento de las ac—
tididades del Estado, lo que conlíeva la existencia de una red de Or—
ganas periféricos estatales que necesariainte han de existir y que
encuentran su fundamento en el principio de desconcentración del ar-
tículo 103.1 de la Constitución. Ahora bien, por otra parte al crear
la misma Carta Magna la figura del Delegado del Gobierno en el terri-
torio de la Comunidad Autónoma en el artículo 154, con su serie de
funciones y competencias, cosplica la Administración Civil periférica
del Estado en el territorio de una Comunidad Autónoma, en esa duali-
dad de la acción del Estado en sus aspectos regional y provincial.
En esta problettica ha de tenerse muy en cuenta lo preceptuado en la
Ley 12/1983, de 14 de Octubre, del Proceso Autonómico, que mantiene el
reagrupamiento de los Servicios Provinciales que sobrevivan al proce—
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so de transferencias a las Cosjnidades Autónomas en torno a los Go-
biernos Civiles, lo que ha llevado a algún autor (48> a formular las
siguientes das cuestiones:
¿ No parece obligado según la “ratío legis de esta disposición
el que vaya disminuyendo las actividades de la Administración Ci-
vil periférica del Estado ?
¿ No parece, pues, que bastaría con una gestión de nivel regional
al no tener justificación el mantenimiento de estructuras provin-
ciales ?
Es un planteamiento posible y necesario, pero que implica la necesa—
ría resolución de la problettica siguiente:
— La adaptación necesaria normativa para seguir manteniendo a la
provincia cor “división territorial para el cumplimiento de las
actividades del Estado”, en cumplimiento del mandato constitucio-
nal.
— Una necesaria reestructuración de los Servicios Provinciales de
la Administración Civil periférica del Estado, ya que no siempre
coinciden los límites de las demarcaciones administrativas con
los de la provincia o con los de la Comunidad Autónoma,en el ar-
co territorial diseflado en la Constitución y en los Estatutos de
Autonomía; así cor una nueva regulación de la relación de dichos
CAS> Rama. QL.fbERRK SA~**.4O. SI OeIgdo... “.— Op • C t t . — PP •
Vid. ‘4S.~ZS4C SARNa OEL ALCAZA.— “OrgnicIón a~tfl*t,~t*~r .
— n.a. ja • 1 Set
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Servicios con los Delegados del Gobierno,a los que corresponde la
dirección de loe uisrs si actúan en su demarcación, con indepen-
dencia del rdelo de organización que adopten.
Una propuesta original de solución es la de BAENA DEL ALCAZAD
<49>: ... quizás la solución ts adecuada sería la de organizar
todas las redes periféricas de la Administración Central y Peri-
férica de los Ministerios y de los Organisrs Autónors, cuya
subsistencia fuera indispensable, sobre una base regional, redu—
ciendo su volumen orgánico al necesario para gestionar unas com-
petencias forzosamente disminuidas por el traspaso a las Coxmini—
dadas Autónomas.
Y es curiosa e importante la incidencia que seifala SALABERRI BA—
RUANO <50> sobre la situación anómala que mantienen las Delega-
ciones de Hacienda exceptuadas, por la Ley 12/1983, de 14 de Oc-
tubre, del Proceso Autonómico, del proceso de reconversión e in-
tegración en los Gobiernos Civiles y Delegaciones del Gobierno
sin causa que lo justifique. Basta comentar, a título de antece-
dente que en la reforma de la Administración estatal, en la que
tuvo influencia BRAVO MURILLO, realizada por Real Decreto de 28
de Diciembre de 1849,disponía su artículo 12 que “en sustitución
de los Jefes Políticos e Intendentes <de Hacienda> se crea una
sola Autoridad civil superior en cada provincia con la denomi—
nación de Gobernadores de Provincia.. ..Pues bien, casi 150 abs
<AS> * ‘AbC KN* Oa. At.CAZ* La Orenac tan de la inttrc eón Cen
tral y PeritSrtc y fl actl..id tni.trattflt— *tnt.t.t•on,
nS 132k JtjniO~JtiZto e 150.
C SO> ACL. SALASEAn E 04S*.C. ~ El Cal agado... — . — ~. e • t . — p • SS.
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ts tarde se instituye de nuevo, en la práctica, la figura del
Intendente de Hacienda <ahora Delegado), co autoridad indepen-
diente del Gobernador Civil.
Y no se puede hablar de la provincia, cor división territorial para
el cumplimiento de las actividades del Estado, sin tener que analizar
la relación obligada del Delegado del Gobierno con los Gobernadores
Civiles de las provincias integradas en el territorio de la Cominidad
Autónoma correspondiente.
— (III> Referencia a las relaciones del Delegado del Gobierno de la Na
—







dores Civiles con jurisdicción en el uisr
!
La función directiva del Delegado del Gobierno en los Servicios de la
Administración Civil periférica del Estado, según la legislación vi-
gente ha de realizarse a través de los Gobernadores Civiles, lo que
obliga al doctorando a analizar las relaciones entre ambos importan-
tes Organos de la Administración estatal.
En un principio de la regulación normativa sobre el Delegado del Go-
bierno quiso dársele un total poder sobre los Gobernadores Civiles de
las provincias correspondientes, por lo que el Real Decreto 2238/1980,
de 10 de Octubre, concedía al Delegado del Gobierno el “conocer e in-
formar las propuestas de nombramiento y cese de los Gobernadores Ci-
viles” (así como de los titulares de los Organos de la Administra-
ción Civil periférica del Estado), si bien - a los dos saes del an-
terior - el Real Decreto 3117/1980, de 22 de Diciembre, no hace ya a—
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lusión alguna a tal atribución. Pero, hay que tener imiy cuenta que el
Real Decreto 2238/1980, de 10 de Octubre, fue derogado expresamente por
la Ley 17/1983, de 17 de Noviembre,por lo que actualmente no hay regu—
lación sobre ello. Más bien, parece que el Gobierno no solo no quie-
re aclarar debidamente tan importante facultad sino que está muy lejos
de ello (51> pues el Real Decreto 180111981, de 24 de Julio, de Refor-
ma de la Administración Periférica del Estado, concede al Gobernador
Civil el previo informe” en el nombramiento de Directores Territoria
les o Regionales y en los Provinciales, lo que supone una intromisión
de los Gobernadores Civiles en un ámbito superior al de su provincia;
pero, aún ts, el Real Decreto 1223/1983, de 4 de Mayo, sobre Reorganí—
zación de la Administración Periférica del Estado no se refiere para
nada al Delegado del Gobierno en la designación y nombramiento de Di-
rectores Comisionados, tan ligados a su alta función. Ni nada se dice,
en ninguno de los dos Reales Decretos, sobre intervención alguna del
Delegado del Gobierno en el cese de los titulares de los Organos de la
Administración periférica estatal en el territorio de su jurisdicción,
único medio eficaz de asegurar la efectividad de las instrucciones que
que debe impartir, aunque hay que deducir en la práctica su superiorí—
dad política, incluida sobre el Gobernador Civil.No obstante, todo ello
se deja a la intervención de los partidas políticos responsables y de
la capacidad negociadora del Delegado del Gobierno con los responsa-
bles ministeriales correspondientes. Es curioso se mantenga normativa—
mente el “cuidado que han de intener los Gobernadores Civiles en la
transmisión, Jerárquica,de las instrucciones del Delegado del Gobierno,
(SI) flAmSa.. SALASCRM: OflSflAflO. 63 Oelgao. . • ¾— op.’tt.— p. El
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si bien no existe norma alguna que establezca tal vinculación jerárqui
ca del Gobernador Civil al Delegado del Gobierno, cos~ no sea de orden
protocolario o lo que se puede deducir de la sustitución del Delegado
del Gobierno por el Gobernador Civil de la provincia donde radica su
sede o, en su caso, por el Gobernador Civil ts antiguo.
Está de acuerdo en considerar, el doctorando, que la superioridad je-
rárquica de los Delegados del Gobierno sabre los Gobernadores Civiles
es de tipo “funcional” y no orgánico, pues tanto el legislador como el
Gobierno de la Nación ha huido de establecer un nuevo escalón jerárqui
co, con la clara consecuencia de no estar sefialadas las posibilidades
de asegurar el cumplimiento de sus instrucciones por los Gobernadores
Civiles,aunque es lógico suponer que ello conllevaría el cese inmedia—
to del Gobernador en el ts cercano Consejo de Ministros.
Parece lógico suponer, por todo lo expuesto, en los dos párrafos ante-
riores que donde deben resalverse los problemas aparecidos por la fun-
ción directiva del Delegado del Gobierno en conflicto con los respec-
tivos Gobernadores Civiles, es en la Comisión de Coordinación, flora
bien, no puede negarse la realidad de que los titulares de las Direc—
ciones Provinciales destacadas de los Departamentos Ministeriales, si-
guen ignorando a los Gobernadores Civiles, tanto funcional cosi orgá—
nicamente, sin tener para nada en cuenta lo regulado en los Reales De—
cretos 1801/1981, de 24 de Julio, y 1223/1983, de 4 de Mayo, así cOsi
en la Ley 12/1983, de 14 de Octubre,del Proceso Autonómico, cuyos con--
tenidos en tal atería se van a analizar brevemente:
(a> El Real Decreto 1801/1981, de 24 de Julia, intenta abordar la
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necesaria reforma de lá Administración Civil Periférica del Esta
do, después de la Constitución de 1978, para intentar su adapta-
ción al nuevo Estado de las Autonomías.
Introduce el doctorando la expresión “intenta abordar”, pues su
aplicación solo dió como resultado el traspasa de algunos Servi-
cias periféricos del Estado a la Comunidad Autónoma, ya que al-
guno de lo Servicios Centrales fueron objeto de valoración,y has
ta su importe adjudicado a aquella, pero sin que resultara un
auténtico traspaso de estructuras y dios personales de la Admi
nistración Central a la Administración Autonómica.
Este “intento de abardar”, pues,la reforma que todavía no ha si-
do realmente aplicada, dispone que todas las Direcciones Provin-
ciales de la Administración Civil periférica del Estada - a ex-
cepción de la de Hacienda — se agrupen en torno de los Gobiernos
Civiles y Delegaciones del Gobierno, al tiempo que estructuran
orgánicamente los dos Organos básicos: Gobierna Civil y Delega-
ción del Gobierno de la manera siguiente:
= Los Gobiernos Civiles se componen de las siguientes Unidades y
Servicios:
• Secretaría General.
• Direcciones Provinciales Departantales.
Que dependerán, orgánica y funcionalmente, de los respecti-
vos Ministerios, pero teniendo en cuenta que la totalidad de
las dependencias y oficinas periféricas de la Administración
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del Estado, y de sus Organismos Autónomos dependientes o vin-
culados a ella, estarán integrados en la Dirección Provincial
o Territorial del Ministerio correspondiente (ya que se per-
mite la creación de Direcciones Territoriales a nivel regio-
nal). Se autoriza, también, la agrupación de los Servicios
periféricos de varios Ministerios en una misa Dirección Pro
vincial. (52>.
• La Comisión Provincial de Gobierno.
= Las Delegaciones del Gobierno en el territorio de las Couini—
dades Autónomas, se componen de:
1 Secretaría General.
• Servicios propios <cuya estructura depende de cada Coninidad
Autónoma, pero con un intento de de unificación orgánica>.
• Comisión de Coordinación, integrada por los Gobernadores Ci-
viles de las provincias que forman la Comunidad Autónoma y
por los Directores de Organos y Servicios periféricos convo-
cados expresaimnte.
(b) El Real Decreto 1223/1983, de 4 de Mayo, sobre Medidas de Reor—
ganización de la Administración Periférica del Estado, intenta
— como dice su denominación — reorganizar tal Administración pa-
ra su mejor adaptación a las nuevas funciones que deben seguir
desempeilando, así como a la integración de los “Servicios resí—
dualer de la nueva estructura periférica. Para ello, prevé:
<52> Tanto loe Otrectorn TerrttOrtala. cc—o toe pro..,tflcldla dISfl flOr
~rao entra t.jnc tonar toe de carrera de nt,e1 4a0r top de la Adt—
ntetractón Ct’~tt del Retado.
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= Se irán suprimiendo, por Real Decreto, las Direcciones Provin-
ciales de los disitintos Departamentos Ministeriales, atendien—
- do a los servicios transferidos.
= Las Direcciones Provinciales no suprimidas por Real Decreto
quedarán adscritas a los Gobiernos Civiles, de las que depen-
derán orgánicamenete, sin perjuicio de la dependencia funcio-
nal de cada Ministerio.
= Excepcionalmente podrán designarse Directores Comisionados”
cuando sus funciones no se correspondan con las del Servicios
Provinciales integrados en los Gobiernos Civiles.
Estos “Directores Comisionados” no dispondrán de una estructu-
ra orgánica propia y ejercerán sus funciones utilizando los
Servicios periféricos del Departanto o los que les facilite
el Delegado del Gobierno, de cuya autoridad dependen, si bien
ello no implica relación alguna de subordinación y dependen-
cia, ya que de hecho el Delegado del Gobierno no interviene ni
en su nombramiento ni en su cese.
(c> La Ley 12/1983, de 14 de Octubre,de Proceso Autonómico,— que co--
mo ya se dijo como Ley Orgánica y de Armonización del Proceso Au
tonómico <LOAPA) fue afectada por la Sentencia del Tribunal Coas
titucional de 5 de Agosto de 1983, en que aparte de perder el
rango de Orgánica y el carácter de Ley de Armonización, quedó
— realmente — sin el contenido de prescripciones relativas a la
reorganización de la Administración del Estado y, de modo espe—
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cial, de los Servicios Periféricos —, para adecuación de toda la
red organizativa del Estado a los procesos de traspasos y trans-
ferencias Estado—Coimnidades Autónomas, con fundainto y base en
los principios de desconcentración, coordinación y economía del
gasto público, según la técnica siguiente:
= Reorganizar los Servicios de los Departamentos Ministeriales y
de sus Organismos Autónomos, para adaptación a sus nuevas fun-
ciones derivadas del proceso autonómico.
= Supresión de las estructuras de gestión innecesarias y conver-
sión de los servicios de planificación, coordinación, inspec-
ción y documentación.
= Reestructuración de la Administración Civil periférica del Es-
tado con supresión de las Delegaciones Provinciales (con la ex
cepción de la de ffacienda,ya comentada>, y reagrupación de los
Servicios bajo la autoridad del Gobernador Civil, el cuál se-
ría asistido de los Organos de apoyo necesarios.
= Reestructuración de los Servicios Civiles periféricos del Es-
tado de nivel regional o supraprovincial,bajo la autoridad del
Delegado del Gobierno.
— (IV> Las relaciones del Delegado del Gnbierno en el territorio de la
Coiminidad Autónoma con Servicios Periféricos de la Administración
Civil del Estado en el “estada de alarma y’ en las situaciones de
raye riesgo, catástrofe o calamidad pública
:
La Ley Orgánica 4/1981, de 1 de Junio, de los “estados de alarma, ex—
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cepción y sitio”, que desarrolla el artículo 116 de la Constitución,
preceptúa en su artículo 7 que, a los efectos de la declaración del
“estado de alarma”, la autoridad competente será el Gobierno de la Na-
ción a, por delegación de éste, el Presidente de la Comunidad Autónoa
cuando la declaración afecte exclusivamente a todo o parte del terri-
torio de una Comunidad. Los efectos de tal declaración,en relación con
las Administraciones Públicas y Servicios de ellas dependientes, son
recogidos en el articulo 9:
~4rt. 9 L.O. t’ISB’ t 1 .Por la declavactór, del tado
a alarea. todae tse at.tortade ct—L lee a— la natal—
nístractón PO~ltC del terrItorio afectado por la
dcc tarac tOn~ loa tntesrantee de loa Ctirpoe ae 0—
lt cl — de tas Coan2ntdadfl Auatónoeae y de la— Co—pa—
.ec tone— Locain. y a-sae ftmnctona.to y trabajado-
res al —r%tc lo de las t,aeq.jearán baJo lee •r—
deltas dIrectas de la atatoridad coepetente —n ctaento
Sea necetarlo para la prot—Cc Ion de pet.ouia.btdrte
y l’agsre pa.dt—ndo tyaponer 1—e ser, 1 cloe entraordt—
nar toe por eta iracíót o pOl~ eta nat.aral—a.
2. Ct.endo la atator idad cos.petent— eec —l restden—
te de Lina Cograanídad Atatanosa podrá reqt*ettr la ca—
Isborse Ion de loe etaerpos y Ptaaraae de la Oegtartdad
del Estado. qs.ae acttasrafl bajo la dIreccIón de saje
sendos nsttarsle
El Delegado del Gobierno no es expresannte ncionado en esta Ley Or-
gánica 4/1981, de 1 de Junio, pero,al referirse a la necesaria coordi-
nación entre los Servicios de la Administración Civil periférica del
Estado y los de la Administración de la Comunidad Autónoma , se habla
de “autoridad gubernativr y de “autoridad competente” que se ha de
considerar que se refiere al Delegado del Gobierno, dada su función
directiva de la Administración periférica estatal y de su competencia
en la coordinación con la Administración autonómica por mandato cons-
titucional.
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En los supuestos de intervención de los Servicios de Protección Civil,
saBalados en la Ley 2/1985, de 21 de Enero, se pueden determinar las
funciones que competen al Delegado del Gobierno bien directainte o a
través de los Gobernadores Civiles (53>:
Hl artículo 2.1 otorga la competencia en materia de Protección Civil
a la Administración Civil del Estado y, en los términos establecidos
en la Ley, a las restantes Administraciones Públicas.
El artículo 13 dispone que en circunstancias de grave riesgo, catás-
trofe o calamidad pública se dispondrá la aplicación del plan que co
rresponda y la movilización de los idios necesarios, en la forma si-
guiente:
- Por el Gobernador Civil, por propia iniciativa o a propuesta de
la autoridad local, si la emergencia afecta a uno o ts njnici—
píos de una misma provincia.Si tal emergencia impide o dificulta
el trámite de propuesta al Gobernador Civil, la autoridad local
podrá adoptar las medidas necesarias.
— Por el Ministerio del Interior en los dets casos y en los de es
pecial gravedad, bien por propia iniciativa o a instancia del
Presidente de la Comunidad Autónoma, Delegado del Gobierno o Go—
bernadores Civiles, sin perjuicio de lo preceptuado en el artí—
culo 15 de la misma Ley que recoge la posibilidad de que el Go—
bierno de la Nación delegue todas o parte de sus funciones en el
Presidente de la Comunidad Autónoma o en la Autoridad local.
(SS) RSAEL SAL.ASSRI O—A~flO. EJ O.Jegado... . — op. clt..— pp. •e y es.
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El artículo 18 regula la composición del Servicio de Protección Ci-
vil en la Cominidad Autónoma, con representantes de la Administra-
ción del Estado, de la Comunidad Autónoma y de las Corporaciones Lo-
cales.
Las normas reglamentarias que desarrollan esta Ley 2/1985, de 21 de
Enero, tratan de las atribuciones del Delegado del Gobierno en reía—
ción a la materia de Protección Civil:
- El Real Decreto 1378/1985, de 1 de Agosto, sobre Medidas Provisio-
nales para actuación en situaciones de emergencia en los supuestos
de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública:
• En el artículo 4.4 dispone que los Delegados del Gobierno en las
Coimnidades Autónomas mantendrán las necesarias relaciones de
coordinación y cooperación de la Administración Civil periférica
del Estado con la de la Comunidad Autónoma correspondiente.
£ En el artículo 5 se ordena que la dirección y coordinación de las
actuaciones relacionadas con la Protección Civil en situaciones
de emergencia corresponderá a los Delegados del Gobierno, al Mi-
nisterio de Interior o a la autoridad que, en su caso, designe el
Gobierno de la Nación.
£ El artículo 8.2 afirma que el Mando Unico podrá ser asumido por
el Gobernador Civil o por el Delegado del Gobierno, cuando en la
intervención concurran medios de la Administración del Estado y
de las deta Administraciones Públicas y lo aconsejen las caracte
rl eticas de una determinada emergencia o la evolución de la mis—
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ma.
• El artículo 9.1 regula la intervención de los Cuerpos y Fuerzas
de Seguridad del Estado, salvo en las emergencias imprevistas, de
acuerdo con lo establecido en el plan correspondiente, disponien-
do que la integración de los responsables de los Cuerpos y Fuer-
zas de Seguridad en el laudo Unico o en los Puestos de Mando cons
tituidos, se solicitará del Gobernador Civil o del Delegado del
Gobierno respectivo.
— Otra serie de disposiciones se refieren, igualmente, a las atribu-
ciones del Delegado del Gobierno en relación con la Protección Ci—
vil:
— Orden de 27 de Junio de 1983,por la que se dispone la publicación
del Acuerdo del Consejo de Ministros de 1 de Junio de 1983,por el
que se aprueba el Plan Especial de Energencia por sequía.
Orden de 29 de Noviembre de 1984 sobre normas de autoprotección,
Guja para el desarrollo del Plan de Emergencia contra incendios,y
evacuación de locales y edificios.
— Orden de 30 de Noviembre de 1984 sobre actuación en caso de accí—
dentes en el transporte de ircancías peligrosas por ferrocarril.
- Real Decreto 1063/1985, de 25 de Mayo sobre ordenación de estadís
tica de las actuaciones de los Servicios Contra Incendios y de
Salvamento.
- Orden de 31 de Octubre de 1985 que desarrolla el anterior R.D.
Quiere dejar bien claro el doctorando su opinión, fundamentada en la nor—
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mativa anteriori~nte comentada, que la Delegación del Gobierno ha de ser
tenida simpre en cuenta,tanto en los “estados de alarma” como en las si—
tuaciones de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública, por su doble
función de dirigir la Administración periférica estatal y de coordinar
los con la Administración autonómica, lo que coincide totalnte con lo
declarado par el Tribunal Constitucional en su Sentencia e 123 de 18 de
Diciembre de 1984:
con —l fin de permitir el j.aego y la distríb.a—
c lan de co~atenc lee q...e. en la contro.ertida mate-
ríe d Protección Civil ea prot*ce. ~oe referimos a
las 1 actsltadae del Oelegado del Gcbie,.na• tal y Co-
roo res.alta del artí ciato ‘04 de la Conetit.ación.piaee
al Delegado así GobIerno no solo le cosipete dIrigir
la Sdmlnásti.ac ion a-í Entado radicada en el trr Ita
río de la Coeanidad St.tanoea sIno coordinar tal Ad—
riníatrac ion con la fldelnlstrec iOn propia y pacte--
llar da la Coat.nídad atetóncea deberá slesopre 1 le.ar
se a cabo con la intert,enc Ion de la Oelagac Ion del
Gobierno en la Comnaanidad ALatónoaa.
— (Y) Las relaciones del Delegado del Gobierno en el territorio de las
Coiminidades Autónomas con los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del
Efitadot
Ya el Real Decreto 190/1980, de 1 de Febrero, reguló la figura de los De—
legados Especiales del Gobierno para la Seguridad con ámbito supranacio-
nal, disponiendo que asumirían el ando, coordinación y apoyo logístico
de los Cuerpos y Fuerzas de la Seguridad del Estado en varias provincias
- y a los que ya se hizo alusión en el epígrafe 4.1. de esta tesis —, y
cuyas directrices obligaban a los Gobernadores Civiles a actuar con su—
jección a las mismas.
El Real Decreto 2238/1980, de 10 de Octubre, — tantas veces citado y al
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que se dedicó largo espacio de análisis en el apartado 4.2.2. -, incluía
entre sus competencias — está actualnte derogado — la de dirigir y
coordinar en los términos previstos por las leyes, y a través de los Go-
bernadores Civiles, la actuación de los Cuerpos y Fuerzas de la Seguri-
dad del Estado (artículo 6.2 dfl.
La Ley 17/1983, de 1? de Noviembre, - también muchas veces citada y con
largo análisis en el apartado 4.2.4. —,que desarrolla el artículo 154 de
la Constitución, no recoge, de modo expreso, estas competencias al dise—
fiar el arco general de actuación del Delegado, dejando a otras disposi-
ciones especificas las regulaciones necesarias.
Teniendo en cuenta todo ello, la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de Marzo,so—
bre los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, y de acuerdo con el
artículo 149. 1.29~ de la Constitución:
Art. lAS. 1 C—70: El Estado tIene con,patenc t ae..<clta—
st va sobra les sigialentes meter tas:
2S5~ Segsiridad pC.llca, sin parjtaícto de la pos
1—
ilidad de crea’ tan da policías por las CO.a.nidade
Actanoteas en le forma .qsae se estabterca en los res—
pat tivos Eetat.atos en el marco da lo qaJe díeponga
sana ley orgánica.
declara que la Seguridad Pública es competencia exclusiva del Estado y
que su mantenimiento se ejercerá por las distintas Administraciones Pú-
Micas a través de los Cuerpos y Fuerzas de la Seguridad del Estado,cuyo
ando se establece en tres niveles:
- Ministerio del Interior,a quién corresponde la administración gene-
ial y el ando superior.
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- Director de Seguridad del Estado, del que directainte dependen las
Direcciones Generales de la Guardia Civil y de la Policía.
— Gobernador Civil que, en cada provincia, ejerce el ando directo de
los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, según las directrices de los o—
tras dos niveles seflalados.
Es fácil observar que en esta Ley Orgánica 2/1986, de 13 de Marzo, y en
sus niveles de mando, no aparece el Delegado del Gobierno en la Conmnidad
Autónoma, continuando el criterio de la Ley 17/1983, de 17 de Noviembre,
de no crear un nuevo escalón jerárquico en la organización de la Adminis
tración del Estado.
Ahora bien, el artículo 154 constitucional y la Ley 17/1983,de 17 de No-
viembre, que lo desarrolla, atribuyen al Delegado del Gobierno en el te-
rritorio de la Coninidad Autónoma la direccion de todos los Organos y
Servicios de la Administración Civil periférica del Estado en dicho te—
iritorio, ejerciendo una superior autoridad sobre los Gobernadores Civi-
les (54). Por ello, se debe entender que la Seguridad Pública es también
competencia del Delegado del Gobierno, si bien su autoridad sobre los
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado debe realizarla a través de
los Gobernadores Civiles y según las directrices del Ministerio del Inte
rl. or.
Lo indicado en el último párrafo es confirmado por la Orden del Uniste--
río del Interior de 12 de Junio de 1984,que desarrolla la estructura or—
gánica de los Servicios Centrales y Provinciales de la Policía, aprobada
SA> RflASL. entaesAR ¡ eaeananO. EJ Cal egao... ~.—cp. c it. — PP. •S—.
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por Real Decreto 669/1984, de 28 de Marzo, al referirse a las funciones
de los Jefes Superiores de Policía establece que éstos se relacionarán
directamente con los Delegados del Gobierno y con los Gobernadores Civi-
les de su demarcación y podrán asistir a las Juntas Provinciales de Se—
guridad Ciudadana de la misma.
Esta corroboración del punto de vista mantenido en los dos últirs párra
tos, es que la propia Ley 2/1986, de 13 de Mano, y en su articulo 50,
prevé la creación de una Junta de Seguridad en aquellas Cominidades que
dispongan de Cuerpos de Policía propios, con la misión de coordinar la
actividad de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado con la del
Cuerpo de Policía autonómico,en la que el Delegado del Gobierno deseupe—
fla papel preponderante ya una de sus funciones, por mandato constitucio-
nal, es la coordinación de la Administración periférica estatal con la
Administración propia de la Coimjnidad Autónoma.
— (VI> Las relaciones del Delegada del Gobierno en el territorio de la
Connidad Autónoma con el personal destinado en los Organas y
Servicios de la Administración Civil periférica del Estado~
La Ley 30/1984, de 12 de Agosto,de Medidas para la Reforma de la Función
Pública, com el Real Decreto 2169/1984, de 28 de Noviembre,que la desa—
rrolla,se refieren a las competencias en la iteria del Delegado del Go-
bierno. Pero, también se refieren a ello las disposiciones siguientes:
• Ley 53/1984, de 2 de Diciembre, sobre incompatibilidades del persa—
nal al servicio de las Administraciones Públicas.
• Real Decreto 59/1985, de 30 de Abril,que desarrolla la anterior Ley.
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Real Decreto 33/1986, de 10 de Enero, que aprueba el Regísmento del
Régimen Disciplinario de los funcionarios de la Administración del
Estado.
Real Decreto 1405/1986, de 6 de Junio, que aprueba el Reglainto del
Registro Central de personal y las normas de Coordinación de las res
tantes Administraciones Públicas.
Ley 23/1988, de 28 de Julio, que axilfica la Ley 30/1984, de 12 de
Agosto, para adaptarla a la Sentencia del Tribunal Constitucional de
11 de Junio de 1987.
De todas estas disposiciones se puede llegar a las siguientes conclusio-
nes:
- Que corresponden a los Delegados de Gobierno en relación al personal
que haya sido destinado a los Servicios Civiles periféricos de la Ad
ministración del Estado de ámbito regional,el ejercicio de la compe-
tencia que la legislación vigente atribuye a los Subsecretarios y a
los Directores Generales en la materia.
— Que los Delegados del Gobierno tienen atribuciones sobre la Inspec-
ción del Personal de los Servicios Civiles periféricos estatales, que
tienen que ser debidamente reguladas.
— Que los Delegados del Gobierno podrán adscribir, por necesidades del
servicio, a los funcionarios de los Servicios Civiles periféricos
del Estado de ámbito regional, que ocupen puestos no singularizados
a otros de la misa naturaleza, nivel y complemento específico, den-
tro de la misma localidad.
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- Que los Delegados del Gobierno atribuirán el desempeflo provisional
de un puesto correspondiente a su Cuerpo o Escala a los funcionarios
que cesen en su puesto de trabajo.
- Que los Delegados del Gobierno podrán adscribir provisionaliante, en
comisión de servicio, a puestos de trabajo por tiempo inferior a
seis meses y que no supongan cambio de Ministerio o localidad, a los
funcionarios de los Servicios Civiles periféricos del Estado de ám-
bito regional.
- Que los Delegados del Gobierno cumplimentarán los trámites de pose-
sión y cese de los funcionarios de los Servicios Civiles periféricos
del Estado de ámbito regional.
- Que los Delegados del Gobierno declararán formalmente las jubilacio-
nes forzosas o por incapacidad física de los funcionarios de los Ser
vicios Civiles periféricos estatales de ámbito regional.
— Que los Delegados del Gobierno, y en relación con dichos funcionarios
de los Servicios Civiles periféricos de la Administración del Esta--
do de ámbito regional, también competencia en (55>:
En las propuestas e informes sobre autorización o reconocimiento
de compatibilidad.
• En la concesión de permisos y licencias.
• En el reconocimiento de trienios.
<SS> RaFAel.. sat.eEAal eanaio. •~RI Oelegedo... .— op.c It.— PP. SO y es.
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• En la concesión de excedencias voluntarias cuando no sean por in
terés particular.
— Que los Delegados del Gobierno, respecto a los funcionarios citados,
podrán ordenar la incoación del expediente disciplinario y el nombra
miento de instructor e imponer las sanciones de reducción proporcio-
nal de retribuciones y apercibimiento.
4.4.4.— Anklisis de los plejentos que se derivan de la reía
—









Para poder analizar la materia de referencia hay que tener en cuenta, an-
tes que nada, lo que declaró el Tribunal Constitucional en su Sentencia
n
2 32 de 28 de Julio de 1981,en el recurso de inconstitucionalidad de la
Ley de la Asamblea Legislativa catalana 6/1980, de 17 de Diciembre:
Es ofl’.lo. pare co.ae.ner,q.ae —l termIno Estado eS o’
Jato en el Te>.cto Constítiacional de sana .atilt~aci6n
claramente ant ibológíca . En ocasiones <articialos 1
St. ~3’> y an la propIa robrica da a. Títialo %J1I¡
por menc tonar eolo algtanos eJ...plos. el térmIno Es-
tado designa le totalidad de la organiaac ion itirí— -
díco—polttíca de la Nacían eepadlola. tncl.ayando las
organtaac iones propias de las ncc tonel Idades y re-
glones qije la integran y la de otros Entes territo-
riales dotados de san grado interior de asatonoeta;en
otros, por el contrario <articialos 3.’ 1*9 y 150¾
por Estac —a entiende sOlo el conJ santo de Instítia—
c 1 ones genes’ a les o can t— a 1es y sts órganos par lIS.—
rIcos, contraponIendo estas tnstit’ac iones e las pro-
pías de las Co.mnidde flt.t¿noae y otros Entes te—
prí ter lelas al.atónoeos —
Hay que tener presente, también, y una vez te, el mandato constitucia—
nal del artículo 154, esta vez en su declaración ln fina”:
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~rt. IB. C—7S: . . . y la coordinará csaano procada•
con le dintetrec tan propia de la Co.ténldafl.”
Precisamente, el término coordinarr ha sido objeto de fuertes críticas
doctrinales; co~ lo ha sido, igualmente, la ambigua expresión ‘cuando
procedatm. Es, pues, obligado co¡mnzar el análisis de las relaciones De—
legado del Gobierno-Administración de la Con’nidad Autónoma realizando
una exégesis de esta declaración final del artículo 154 de la Constitu-
ción.
- (1> El Delegado del Gobierno cor coordinador de la Administración Ci
—
vil periférica del Estado con la Administración propia de la Cosi
nidad Autónoma
:
En la expresión tmcoordinación administrativa”, etirlógicamente el tér-
mino “coordinartm, según GARCIA IADALRIA <56>, significa establecer fórmi—
las que permitan la unidad de acción en una organización compleja. Ahora
bien, ya se ha hecho mención varias veces,a lo largo de la tesis, de que
no hay una definición unívoca sobre tal término (57>, por lo que en lo
que se refiere a la coordinación entre las citadas Administraciones Pú-
blicas, hay que atender más a lo legislativamente instrumentado que a lo
doctrinalmente definido.
El “Informe sobre las Autonomías” <58) distingue tres clases de canis—
rs de colaboración entré4 la Administración del Estado y la Administra—
‘Ge> JOSa NS SARCIA MACASIA. ‘Ideas para el aatssdio de loe principios
coordi nación y de eficacia sainistretí va en la rael idad actsaal es—
panoja. — Estios de Noaanaje al profesor MESA MO..ES.— Ser,,lc Lo Can
tral de p~altcacIcnes de la Presidencia del Gobierno.— Madrid, ‘Set
<57) %/td. • entra otros, el apartado i.t.t. ptmnto SS.
CGO> Citado por SAtASERRE SanAndO en •ffJ Oelagao... .— op.ctt.— . tos.
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ción de las Cominidades Autónomas:
• el “auxilio”, en su acepción de la necesidad de que, para el correc-
to y eficaz ejercicio de una competencia propia, otro Organo realice
por sí ciertas actuaciones.
la “coordinación”,entendida según la doctrina del Tribunal Constitu-
cional cor cor la fijación de medios y sistemas de relación que
hagan posible la información recíproca, la ho~geneidad técnica en
determinados aspectos y la acción conjunta de las autoridades esta-
tales y autonómicas en el ejercicio de sus respectivas competencias.
de ~do que se logre la integración de actos parciales de la globa—
lidad del sistema (STC nR 32 de 28 de Abril de 1983).
las “relaciones de cooperación”, es decir, la actuación mancornada
de Organos, tanto verticalnte co~ horizontalmente.
Se remite el doctorando a la Primera Parte de esta tesis sobre las dife-
rentes técnicas de coordinación%tanto orgánicas cosi funcionales,y n~y
especialmente lo mantenido por BAENA DEL &LCAZAR, y su necesaria conclu-
sión de preservar los principios de autonomía de cadauna de las organiza
ciones y la correcta actuación concurrente de las mismas
Las funciones de coordinación atribuidas al Delegado del Gobierno cosi
cosi ejercicio material de tales técnicas en las materias de su competen
cia, y en íntima cohesión con las propias de la Comunidad Autónoa,deben
ir acompaladas de la máxima autoridad para que se sometan a la misma to—
dos los titulares de Organos y Servicios de la Administración Civil peri
férica del Estado, con lo que se aplicaría la “coordinación orgánica” al
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“dirigir” tal estructura administrativa,que se complementa con la “coor-
dinación funcional” al participar en los mecanisra de relación Adminis-
tración del Estado—Administración de la Comunidad Autónoma en los que se
ej erce esta función.
En realidad, “se trata, para asegurar una mejor coordinación, de remitir
el tratamiento de asuntos a un nivel tal que una sola y misma autoridad
administrativa, esté capacitada para conocerla totalmente. Se puede, en
este caso, no mdificar en ndo alguno el esquema piramidal; insiste so-
lamente sobre el hecho de que una estructura piramidal única se descom-
pone en una serie de pirámides que encajan unas con otras. Dentro de es-
te esquema, los Delegados del Gobierno son afirmados e instalados cor la
más alta representación del Gobierno en la Comunidad Autónoma,únicos re-
presentantes, por tanto, del Poder Central... • <59>.
Ahora bien, no hay duda alguna de que el Delegado del Gobierno pueda
coordinar a todos los Servicios de la Administración Civil periférica es
tatal y hasta adaptarlos a las especificas circunstancias de cada Cosi—
nidad Autónoma pues tanto el mandato constitucional del artículo 154 co—
n~ la Ley 17/1983, de 17 de Ioviembre,y el resto de la normativa comple-
mentaría enumerada en el apartado 4.5.2., así explícitamente lo precep—
túa,pero en lo concerniente a la Administración de la Coiminidad Autónoma
no considera el doctorando pueda ejercer coordinación alguna de la mis--
ma al no tener autoridad ni dirección sobre la misma, salvo lo expuesto —
en su m2mento - sobre lo previsto y regulado en el artículo 9 de la Ley
Orgánica 4/1981, de 1 de Junio, que regula los “estados de alarma,excep—
cas, Jons la CSCIA “ACAflIA. tasas pare...”.— op.cit.— p. 3?.
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ción y sitio”, es decir, al no tener mando alguno sobre la Administra-
ción autonómica no puede coordinar su actividad, pudiendo solamente in—
forar al Consejo de Gobierno de la Cosinidad Autónoma de lo más conve—
niente o exponerlo, en su caso, al Gobierno de la Nación. En ello, está
de acuerdo la doctrina y así tratadistas se refieren a que tal función
coordinadora del mandato constitucional no faculta — de ninguna manera —
al Delegado del Gobierno para controlar a la Administración autonómica,
ni para intervenir en su actuación de cualquier forma (60), así cor que
esa función de coordinación de la Administración del Estado con la
Administración propia de la Comunidad Autónoma, presupone que su ejerci-
cío debe ser compatible con la idea de autonomía y debe discurrir por la
vía de colaboración y cooperación y. en ningún caso,por la vía de la ir
posición o de la interferencia en sus cometidos (61).
Cor es indudable que es necesario una íntima cooperación y colaboración
entre la Administración Civil periférica del Estado y la Administración
propia de la Comunidad Autónoma, — respetando íntegramente la autoridad
y competencias del Delegada del Gobierno cor del Consejo de Gobierno de
la Comunidad -, se ha buscado la solución técnica de crear unos Organos
Niflos, o en los que exista una participación regulada, que puedan ejer-
cer tal función y que - lógicainte - se han implantado unos en el ámbi-
ta estatal y, otros, en el ámbito autonómico:
— “Comisiones Mitas de Cooperación y Colaboración’:
<a> Las Comisiones Nirtas tienen su origen en los Estatutos de
<SO> R. £NTREN CuESTA. Cocentarlos a la Constitución. ‘— Obra colectiva
de V. OSflIOO PALtA y OTROS.— Civítas.— 25 cd.— p. 230?.
caí, vía. . SASSOt.S Cfl>~. Las ralaciones . — op.cít.—
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Autonomía para abordar el proceso de traspaso de funciones y
Servicios del Estado a una Comunidad Autónoma.
<b> Las Comisiones de Cooperación creadas para la solución de te-
mas de interés conin entre el Estado y una Cosinidad Autóno—
ma.
(c> Las Comisiones lirtas de Colaboración en una determinada ma—
tena entre el Estado y la Comunidad Autónoma, previstas en
el Estatuto de Autonomía o en alguna Ley.
e.
— “Consejos y Conferencias estatales
• <a) El Consejo de Política Fiscal y Financiera creado por la Ley
Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas, en la
está regulada una participación de las Comunidades Autónomas.
(b> El Consejo Superior de la Función Pública creado por la Ley
30/1984, de 2 de Agosto, con representación autonómica regu-
lada.
• (c> Las Conferencias Sectoriales creadas por la Ley 12/1983, de
14 de Octubre, del Proceso Autonómico, con regulada particí—
pación de ambas Administraciones Públicas.
Estas Conferencias Sectoriales han sido recogidas, también,en
el Proyecto de Ley del Régimen Jurídico de las Administracio—
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Cotn,en trá-
mite en las Cortes Generales, en su artículo 5:
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“Art. 5 L.RJAP—PAC: ConferencIas Sectoriales.
1 • A fin de asaw2rar en todo moaento la necesarIa
corenc Le de la actuse Són de las Adainietrac Iones
PO.I Scan y, en esa caso, la imprescindible coordina-
ción y colaboración podrá convocaree a los órganos
de gobíarno de las distintas Con—nidadas Atatónocas
en Conferencia Sector tal con el fin de a,¿eminar an
comcn loe prolemas de cada sector y las raedidas
proyectadas para etrontar los o resolverloS.
2. La convocatoria de la Contarnc La ea real Asará
por sí Ministro o Ministros q.ae tengan competen’ San
cobre 1amate—la objeto de la Conterenc La Sectorial
3. Los ectierdos q.ae se adopten an tana Conferenc le
Sactorial Irán tira.adofl por el Ministro o Ministros
competentes y por los títsalaras de los órganos de
goiarflO correSpondienteS da tas Co—anidadas *&jtó—
nonas O • c saendo proceda • por saje representantes res—
pectluos. En esa caso, estos actaerdos podrán formal 1—
zarca balo la denomInación de Convanio de Conferen-
cta Sectorial.
— “Convenios de Colaboración”:
Esta misma Ley 30/92, de 26 de Iovieabre,del Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Cotn -
regula los Convenios de Colaboración, en su artículo 6:
Art. 5 L.RJAP—p*C: Con.enios de colaboración.
• El Sotierno de la Nación y los aranos de 00-
bierno da las Coatinidades Autónomas podrán cele-
brar Conventos de Colaborac ion entra st en el La—
bito de esas respectivas competane Las.
2. Los instrsas,.antos da formal isac 5 ón de los Con..
yeníos deberán espac St icar • c.aando así proc ada:
a> Loa órganos q.ae celebran el ConvanSo.y la ca-
pacidaS jurídica con la q.ae actos cada tana de las
par tea.
b> La cosipetencía qtae ejerce cada Ada,inIstración
cl St. financiación.
5> tas actsaac iones fija se acuerde desarrollar pa
re sta cta—pl taLento.
a> La necesidad o no de establacar tana oroaniza—
ción para le gestión.
fI EL plazo de vigancia. lo qija no impedirá sta
prórroga si así lo acuerdatt Las partes firmantes
— ?QO —
del Convenio.
g> La e,ctinc ion por casase distinta a le previs-
te en el apartado anterior. así comO la forma de
tereinar las actuaciones en curso para el supasesto
de e>.tinCiOn.
3. Ct,en se cres ,jn órgano ai,cto de vigA lanC La y
control • este resolverá los protíemas de interpre—
tac ion y ctapl imiento qtae plaedan plenteárse res—
pacto de los Convenios de colaborac ion.
— Consorcios:
Si el Convenio establecida hiciera necesaria una organización común,
podrá adoptarse la forma de “consorcio” dotado de personalidad jurí-
di ca:
‘Art. 7 tRJfl—P*C: Consorcios.
Cuando la gestión del Convenio Naga necesario
crear tana organiac Ion comcan, esta podrá adoptar la
forma da Consorcio dotado de personalidad jurídica.
2. Los Estatutos dal Consorcio determinarán loe fi
nes del mismfo~ así como las particular idadas del rC
gimen orgánico, funcional y financiero.
3. Los órganos de decisión estarán Integrados por
representantes da todas las entidades consorc ladas•
en la proporción q.ae se fije en los Estatutos res—
pac t Lvos
A. Para la gestión de los servicios qtae se le enco
mienden podrán utt 1 isarsa ct.alq.jiera de las forcas
pr avistas en la legislación aplicable a las Adminis
trac iones conaorc Ladas.
Tanto los Convenios de Conferencias Sectoriales cos~ los Convenios
de Colaboración producen unos efectos que están previstos en el ar-
tículo 8 del Proyecto de Ley que se comenta:
“Art 5 L-RSP4C: Efecto de los Convenios.
1 • Los Convenios de Conferencias Sectoriales y
los Can’.’en A os de Col abcr sc 1 0n en ni ngcan c aso s.~o—
lien la rentanc ia a las coapeteflc las propias de las
d..iniatrsc Iones interv lentes.
2. Loe Convenios da Conferencia Sector Leí y los
Co—ven Los da Colaboración cetetrados atí igarán a
las AdministracIones intervinientes desde el comen
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to de st. firma • salvo fije en ellos se establezca
otra cosa.
2. Tanto los Convenios de Conferencia Sector ial
como los Con.enios de Colaborac i On serán coatanica—
dos el Senado.
Sm~s Convenios deertn p..ab1 i caras en el Sol e—
tin Oficial del Estado y el OLerlo Oficial de la
Comunidad Asatónoma respectiva.
Las csaeatione litigiosas que pt,edan surgir en
ata interpretación y cta.plistento, sin perjuicio de
lo previsto en el ertictalo 6.3, serán de conoci-
miento y coapetenc la del Orden atar Ladi c c lonal de
lo Contenc ioso—AuInistratiyo. y, en su caso,de la
competencia del Trtbtanal Constí ttac Lor.at
La Administración del Estado y la de las Cosinidades Autónomas compar-
ten la necesidad de activar el funcionamiento de las “Conferencias Xi—
nisteriales” previstas en la Ley 12/1983, de 14 de Octubre, del Proce-
so Autonómico, “cor plataforma general de relación entre los dos ni-
veles de gobierno y, a partir de allí, crear o revivificar aquellos o—
tros órganos e instancias imitas de coordinación en los niveles admi-
nistrativos adecuados y en los sectores en que la coordinación venga
impuesta por la Constitución espaifola o aparezca cor necesaria entre
las propias partes <62>’.
— “Consejos y Organos autonómicos:
De una manera genérica, — pues no se puede especificar los de las 17
Cosinidades Autónomas cada una con sus propias peculiaridades —, se
pueden crear Consejos y Organos deliberantes~con carácter colectivo,
con participación de representantes de la Administración estatal por
razón de la materia que se va a considerar <Consejo de Política Te-
rritorial • Consej o de Transportes. Conaej o de Comunicaciones, etc.>.
~S2) AlA FEAA,4OZ en la r5 colectiva de TORnOS y OTROS.— AyuntamientO
de SerCaloría, 1957.
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— <II> El Delegado del flobieruin y si control da las Cn¡nldadsn Aut¿iín
—
ma
<a> El control da las Con¡nidafles Anthnons2
El respeto obligado a las competencias concedidas por la Constitución
de lQfl a las Cosznidades Autónomas no permite tipo alguno de control so
bre su regulación y ejercicio,ca no sea los recogidos en los artículos
155 y 161 del uis Texto Funaantal • aparte — obviamente — del control
judicial y del Tribunal Constitucional impuestos por la propia Constitu-
ción en sus artículos 153 y 161.2:
~‘Art. 153* Ml control de la actividad de las órganos
de les Cosanidades aatóncaas — ejercerá:
a~ Por el Trib.anat ConstIttaclonal,el relativo a la
tCttstI time So..sli da de alas disposiciones noreati,ee
con f..aersa de ley.
> pOr el Oo~ierr.o. previo dictasen del Consejo de
Estado, el del ejercicio de f.anc iones delegadas a
qa se refiere al aparftado 3 del artIculo 150.
cl Por la jt.rtsdicciOn contar,cioo—ádeLV,IstratIWS.
el de la adeinlstrac ion at.atónoeá y atas riorean regla
mentar íes.
dI Por el Tribanal de amentas. el ecoflásico y pre—
ea.~ma5ta r i O. —
“Art. ‘SS C—75: • Si ..a Ocainidad ALatonosa no c—
pILeta las OblIga. Loi.es eJe le Constitias ion u otras
leyes 1 e impongan • o ac tajare de fo res ~.m5 e tente gra
ve—ante al interés general de SepaRa, el GObierno.
pre.5o reemer imiento al residente de la Coe.atidad
Atatórtosa y. art el caen de re ser eter,dido, ca. la
apreté. ion por mayor Le ensolmata del Senado • podrá
adopta. las medidas —sesear las para Obligar a afilé—
lía al ci~l Asiente forsoso de di otan í igác Loras
o para la proteCcIón del mertc ionádo Lrtterés gana—
reí.
a. Para la ejacLie ion de las medidas pre’.istas por
el apartado anteriot.5l Sobierno podrá dar instrt,mc—
e iones a todas las amato r a dedea de 1as Ccai ideas
aató..oeas. -
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“art. 16’ .2 O—ni El GeSarno podrá Lapáignar ante el
- Tribianal Cnrtstttaacionai las disposiciones y resol...—
c iones adoptadas por los órgartos de las Ccatidades
flatówas.La isp..~ec San proa... irá le esaspartalón da
de la disposición o resolución rec..arrida, pare el
Trib.anal, en sai casode~erá ratif icaria o levantar-
la en san pl ase no s’~e r Ser a c 1 nc o —eses. —
Ahora bien, aparte de las competencias directamante otorgadas par la
Constitución pueden, las Cosanidades Autónoas,contar con otras estatales
atribuidas, transferidas a delegadas en virtud del artículo 150 constitu-
cional, que tienen legislativaante regulado su oportuna control:
“Art. 150 0—70* 1 . Las Cortes Generales, en materias
de ccapetenc la estatal • podrán etr iuI r a todas o a
a l~arta de las Co—sanidades Asatóncaes la rectal tad de
dictar • pare st ieeas, normas legislatives en el
merco de los principios, bases, y directrices fija-
dos por sana ley estatal, Sir. peritaicio de la caepo—
tenc la de los Tr ib.aa les ,art cada ley marco se esta-
blecerá la nodal idea de control de las Cortes Sena-
reí es sObra estas normas 1 sg isla t Lves de les Co.,—
nl dadas AsitórtCas.
2. El Estado podrá trartafarir o delegar en las Co—
asanidades AsatOnceas, mediante ley orgánica, facial—
taden correspondientes a materia de tI tialar idad es-
tatal ~aa por sta propia natural eSa sean atase eptí—
bIes de transferencia o delegación. La Ley pre’erá
en cada cese la correpor.diente trartefarencie de me
dios financieros, así cosO les formas de control
que se rasar ‘e el Estada.
a
Las “leyes arco’ <artículo 150.1> nacen valuntariaante y pr decisión
de las Cortes Generales, suponiendo — por si misas - supuestos de crep-
cionalidad, reguladas por una ley foral que dará lugar a leyes forales,
y con su control especifico.
A diferencia dé las “leyes arco’ las “leyes da transferencia y delega—
ción” <articulo 150.2> no transfieren o delegan competencias legialatí—
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vas sino facultades en aterías de titularidad estatal. Del precepto —
deduce (63>:
<12> La naturaleza de ley orgánica de este tipo de leyes.
(22> Que la transferencia o delegación no puede referirse a la po-
testad de emanar leyes (por la contraposición de la dicción u—
tilizada en el articulo 150.1 referente a las ‘leyes arco’>,
aunque en uso de la potestad reglasntaria pueda dictar norma
administrativas.
<sg> Que no resulta claro el tipo de aterías da titularidad esta-
tal que pueden ser objeto de esta clase da leyes “por su pro—
pía naturaleza sean susceptibles da transferencia o delega-
cióntm.
En cuya solución los autores dan las siguientes solucionas:
a) Entender que las aterías de titularidad estatal suscepti-
bles de tales transferencias o delegaciones, son todas aque-
llas no recogidas en el artículo 149.1 de la Constitución
<que son competencia exclusiva del Estado).
b> Excluir de la delegación o transferencia únicaante las —-
tenas del articulo 149.1 que se reservan al Estada en to-
das los niveles de competencia.
c) Operar con un criterio selectivo, caso pr caso, refiriendo
SS~ VI LL~ ,*é1—VI LLaR SZOS~ c i tados por J05S .~ QalZMO 0ff A~flC*
en — Tease... — . — op.cIt.- Vol. E.— p. 116.
—4
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así las aterías “intransferibles’ pr naturaleza a todas
aquellas <incluidas o no en el articulo 149.1> en que se
presente un interés general de ámbito nacional.
Y. aunque se considere que la solución te fiable seria la 61—
tía, no se estia procedente pronunciaras sobre el tea hasta
que lo haga el Tribunal Constitucional.
La diferencia entre ‘leyes de transferencias’ y • leyes de delegación’ .05
que en el priar caso se atribuye a la Coanidad Autónos la titularidad
y ejercicio de una determinada facultad, mientras que en las de ‘delega-
ción” slo se atribuye su ejercicio. Pero,lo te importante es que en ca--
so de las de “transferencias’ los actos serán recurribles ante Organos
de la propia Cou¡nldad Autónca y fiscalizables por la Jurisdicción Con—
tecioso-administrativa, y en las de ‘delegación” seguirán siendo los Dr-
ganas de la Administración del Estada los centros de imputación a efec-
tos de responsabilidad y recursos, y directaente controlados — dichos
actos - por el Gobierno previo dictaan del Consejo de Estado.
Hasta la fecha se ha utilizado y restrictivante este acanis <64>,
con solo tres leyes leyes orgánicas prosalgadas:
Ley Orgánica 12/1982, de 10 de Agosto, de transferencia a la Cornial-
dad Autómca Valenciana de competencias ea atería de titularidad es
tatal.
Ley Orgánica 11/1982, de 19 de Agosto, de transferencias complean-
tarias a Canarias.
<St> WASt. .aamSRsl uAR40. “UJ ....... — .—op • cii. —pp • ‘24—125.
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Ley Orgánica 5/198?. de 30 de Julio, de delegación de facultades del
Estada a las Cosinidades Autónomas, en relación con los transportes
por carretera y cable.
Ahora bien, en ninguno de los controles previstos en estas leyes orgáni-
cas, se hace referencia al Delegada del Gobierno, aunque en la última ci—
tada CL. O. 5/198?> se selalen los Organos competentes de la Administra-
ción del Estado cosa cauce para la transmisión de información entre am-
bes Administraciones, en contraste con la Ley Orgánica 3/1980, de 21 de
Abril, del Consejo de Estado, que - según su artículo 22.5 - corresponde
a la Comisión Permanente del flapres> Organa Consultivo el control sobre
el ejercicio de facultades delegadas a las Corninidades Autónons;si bien
tal función — según la Ley 17/1983, de 1? de Novietre, que desarrolla el
artículo 154 constitucional — corresponde al Delegado del Gobierno.
Siguiendo el análisis del control de las Corninidades Autónomas, según los
artículos de la Constitución Ss arriba reseflados, corresponde hablar del
artículo 155:
El precedente a este artículo es el artIculo 121 de la Coinbtitución de
1931 de la IX República, en que se establecía que los conflictos que pu-
dieran surgir entre el Estada y las Regiones Autónomas se resolvían par
el Tribunal de Garantías Constitucionales.
En Derecho Comparado existen dos regulaciones similares, en la Constitu-
ción italiana de 194?, artículo 126, y en la Ley Pundamantal de Bonn de
194?, en su articulo 37,si bien es éste últiu~ el que ha servido de me’-
piración a nuestro precepto constitucional:
—29?-
en la Constitución italiana de 194? se prevé hasta la posibilidad
de que el Presidente de la República, después de oir a una Comisión
de Diputados y Senadores expresasnte constituida, disuelva el Cor
sejo Regional cuando ejecute actos contrarios a la Constitución o
costa garandas violaciones de la ley o no atienda al Gobierno cuan
do le invite a sustituir a la Junta o al Presidente qu. hubiese rea
lindo análogos actos o violaciones.
en la Ley Pundamantal de Bonn de 1949 preceptúa que cuando un lun—
ds,’no cumpliera las obligaciones que la Ley Funda¿sntal u otra ley
federal le impongan con respecto a la ?ederación, con la aprobación
del Consejo Xtederal, podrá adoptar las didas necesarias para obli-
gar al laMer al cumplimiento da dichas obligaciones por vía coer-
citiva federal.
El Anteproyecto del artículo 155 de la Constitución espafiola era una co-
pía del articulo 3? aleta que,en su trámite de aprobación,fue n>difica—
do en los siguientes aspectos:
- introducción da los supuestos de que las Comunidades Autónoma aten
ten graveante el interés general dé Espala.
- exigencia de mayoría absoluta para 1. adopción del acuerdo aprobato
río del Senado.
- la neceeldad de un previo requerimiento al Presidente de la Co¡ni-
dad.
La excepcionalidad de la adida de control de la aplicación de este axil
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culo 155 constitucional por el Gobierna de la Nación,lo que hace,en rea-
lidad es conteuplar una conducta por acción u omisión, pero que supongan
un incumplimiento grave de las obligaciones o un atentado, igualinte gra
ve, contra el interés general de Espata <64 bishAihora bien, debe signi-
ficar-se la extraordinaria y comprensible vaguedad de las expresiones utí
lizadas, pues de lo que se trata es configurar, desde la Constitución,
con lbs itrias garantías posibles, de reaccionar contra supuestos ercer
cionales y cuyas circunstancias concretas son imposibles de prever.
Pero, lágiasante, hay que preguntarse cuáles son las didas aplicables
por el Gobierno de la Nación, ya que la Constitución emplea una “frase
casi enigttica’. <64 ter), aunque parece lo probable de que tales adi-
das vengan fijadas o limitadas por el acuerdo del Senado, si bien deberá
partir-se de los principios de gradualidad, proporcionalidad y mor res-
tricción de los derechos autonómicos. Hay que considerar este artículo
155 constitucional,se insiste, cosi una norma excepcional, última razón
justificante de la intervención estatal, llegándose en la doctrina a ha-
blar de “claúsula de plenos poderes”, que se sitúa en un plano en gran
parte ataconstitucional, si bien otro sector doctrinal niega tanto la
pasibilidad de caracterizar la norma cosi derecho excepcional <en el sen
tido del artículo 4.2. del Código Civil>,con, su condición de última ra
zán, salvo que este últim término” sea una regla de prudencia política.
<Sé bis>. P. OaAAKOO fh.LA y OTROS. Coaentartos. . . t— op.ctt.— Pp. 2311
y se.
OSCAS AL.ZSO y flifloS. “Co,.entarjos. . . .— op.cit.—pp. tal y se.
Vid.dlZAeaL. At..LENOC. “SI control de las disposicIones torea
titee de las Coetanidedee 4..tónoeaet— en “La Conttttjtiófl sepa
floja y las F.aentse del Oerecflot — ~edrid, 1979.
<SS ter>. A. Ot.J~1TA. — Lee Regiones eepaflolae ntee y deaptiés de la Cona—
titiación de I9’S. -flOr n* 7—77.— ~adrid• 19,9.— p. 619.
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El articulo 161.2 constitucional presentó, en prmncipio,críticas doctri-
nales y, sobre todo, graves equivocaciones en los alumnos universitarios
que, según parecer del doctorando, se deben intentar aclarar. El articulo
161 preceptúa un doble control:
En 161.1 el del posible recurso de inconstitucionalidad contra le-
yes y disposiciones normativas con fuerza de ley, aparte de regular
el recurso de amparo por violación de los derechos y libertades re-
feridos en el artículo 53.2 constitucional, así co los conflictos
de competencias entre el Estado y las Cornanidades Autónomas o de
los de éstas entre sí.
La Ley Orgánica 2/1979, de 3 de Octubre, del Tribunal Constitucio-
nal, ha desarrollado la regulación del recurso de inconstituciona-
lidad desde el artículo 2? en adelante, rnay especialnte en los ar-
tículos 2?, 29, 32, 35 y 39.
Esta misa LOTC, en su artículo 60 y —. regula los conflictos de
competencias y sefiala que pueden ser suscitados por el Gobierna de
la Nación o par los Consejos de Gobierna de las Corninidades Autóno-
mas.
Y el artículo 161.2 que suscitaba dudas sobre el rango de las día-
posiciones a controlar y confundía al posible lector no avezada so-
bre posibles recursos de inconstitucionalidad sobre normas de rango
interior a ley, fue aclarado en su desarrollo normativo por la Ley
Orgánica 2/1979, de 3 de Octubre, del Tribunal Constitucional, que
decían en su articulo 76:
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art. Te LOTCt Ontro a ¡a. Oc. na .iefl.nta. a
Za faeNa O. , pacilcactOn o, —n atacto Oc la ata—
a.. da. e,. ll.car a si conoc ttento• —I Ocbt.r—
no podre t.agnar anta aZ Trtb.nnl Conttwctona¡
aL f.ira O. lay y r.clt.c bm eanadafl a casal—
1•r órgano O. la. Cca.a1 tOad.. flt.t*noaa..”
Esta impugnación del Gobierna de la Nación se forsilará y mistan—
ciará par .1 procedimiento prevista en la LOTC ea sus artículos 62
al 72, de la nuera siguiente:
1> Conflictos positivas:
El procedimiento se inicia dentro de un plazo de das ases,
cuando el Gobierna considere que una disposición o resolución
no respeta el ardan de competencias establecida por la Cons-
titución, Estatuto de Autonomía o Leyes Orgánicas correspon-
dientes (articulo 62 LOTO.
El Gobierno puede pedir. invacando este artículo 161.2 de la
Constitución, la suspensión de la disposición o resolución re—
currida. Es posible, sin embargo, hacer usa del previa reque-
rimiento regulada en el articulo 63.1 LOTC, para que sea dero-
gada la disposición o anulada la resolución o el acto en cues
tUn.
Si el conflicto se ha presentada ante .1 Tribunal Constitucia
al, dentro de las diez días hábiles siguientes, se selala un
plaza no superior a veinte días al Gobierna u Organa autoS—
mico correspondiente para que aporte docuantas y foruile las
alegaciones que considere convenientes <articulo 64.1 LOTC>.
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Si .1 Gobierna en su interposición hubiere invocada el articu
la 101.2 constitucional • el Tribunal suspenderá inuediatanra—
te la disposición o resolución recurrida <artículo 04.2 LOTC)
El Tribunal solicitará de las partes toda la inforación nace
maria y resolverá ea un plazo de quince días de recibidas la
misa <articulo 65.1 LOTO.
La sentencia declarará la titularidad de la competencia con—
trovertida y acordará, en su caso, la anulación de la disposi-
ción o resolución <articulo 00 LOTO.
II) Conflictos negativos:
Si un Orga¿na de la Administración del Estada declinan su con
petencia para resolver cualquier pretensión presentada ante
el mies por persona física o jurídica, por entender que la
competencia corresponde a una Cominidad Autónon, el intere-
sado tras agotar la vía administrativa podrá reproducir ante
el Urgano ejecutiva colegiado de la Comanidad Autónca qu. la
resolución decían competente. De análoga forn se procederá
en caso de que sea una Cosanidad Autónoa la que decline la
competencia <artículo 68.1 LOTO.
La Administración solicitada en segundo lugar deberá admitir
a declinar su competencia en el plazo da un <artículo
68.2 LOTO . En este ~lttu, caso el interesada podrá acudir a—
te el Tribunal Constitucional <artículo 68.3 LOTO. Si el Tri-
bunal entendiere existe una diferencia de interpretación da
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la Constitución. Estatuto de Autonomia o Leyes de la CossnidaA
Autónos, declarará adiante auto, que habrá de ser dictada
dentro de los diez días al de presentación del escrita plan-
tando el conflicto, fijando el plazo de un es para alegacio-
nes de las partes <artículo 69 LOTO. Dentro de los diez días
siguientes al del conclusi6n del plazo seflalado - o de las
prórrogas concedidas — el Tribunal dictará sentencia que de-
clarará cuál es la Administración competente <artículo 70
LDTC).
Por ello,el Real Decreto 2238/1980, de 10 de Octubre, — actualante
derogada -• incluyó entre las competencias del Gobernador General
<después Delegada General del Gobierno y, te tarde, Delegado del
Gano, las de proponer e mforar al Gobierna de la Nación en
relación a la acción de impugnación, seflalada en el artículo 161.2
de la Constitución, de las disposiciones y resoluciones cenadas de
los Organas de las Coamnidades Autónoas, con su efecto suspensivo
sobre las misas. Sin embargo, la Ley 1711983, de 17 de Noviembre,
no se refiere a tal facultad de una anera explícita aunque si lo
haga iuplícitaante en su artículo 10 al prever la posibilidad de
de que el Delegado eleve los mforas que considere oportunos.
<b> La alta inspeccihn” a eterear por el Delegada dm1 Gobierna
sobre la Casinidad Autánon
!
Las Estatutos de Autonomía aprobados seg<un lo previsto en el artil. 151
de la Constituci6n. han institucionalizado una alta inspección’ por el
Estada sobre la actividad de las Cominidades Autónoas en ciertas ate-
— 303 —
rías <Educación, Sanidad, Trabajo y Seguridad Social> que el artículo
1U. 1 constitucional concedía clara competencia estatal, por lo que, al
ser asumidas par las Coaznidades Autóncas seflaladas, deben poder ser
controladas.
Co> InforaciAn recíproca Bstada—Cnm,ntdad Authnna±
La función de inforación está prevista en el artículo 8 de la Ley 1fl
1983, de 17 de Noviembre, en la forn recíproca de intercambio:
“Art. e L. ‘nlsn, Kl Calaqado SI eoi.rno <aníS—
tare al Casis. a o a Gobi amo da la Cestan 1—a— flhjtóno—
Sa. y a traas da 01 a sta A.alaa LagSaIatiNda. la
tntor.aae tan qtaa prae ise para al nao. ajarcicto a
atas Coapatauie tas. Astt.ao • los organí san da la Aa—
tntstrac it,. a la Coa..anidad aatónoa <sc ilitartv
al OalagaSo al Bobiamno la interne £4.. q.a ésta so
e tít te. a trates al •raeid.nta de la Coaania a..—
tO,.o.a para al ejor ct.S0listant.e a— saje tiva. —
Hl Gobierno de la Nación amplió las funciones del Delegado del Gobierno
en el Real Decreto 2238/1980, de 10 de Octubre, intentando acercarías al
Comisario italianut, michas de las cuales no fueron recogidas por el
legislador estatal en la Ley 17/1983, de 1? de Noviembre, la que — sin
embargo — disefió la función de inforación. única realante posible de
realizar por el Delegada del Gobierno en relación con la Administración
de la Cosmnidad Autónan. que se confira y fortalece en el Anteproyec-
to de Ley Reguladora del Gobierno de la Nación donde se perilla al De-
legada del Gobierno cas un importante órgano política.
Si se analizan loe elentoe conceptuales del precepto reselada — cos
— ha venido realizando con las otras preceptos a lo largo de la tesis -
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y se comprueba que existen tres supuestos diferentes:







no de la Cn,nidad Autónna
:
La inforación solicitada al Delegada del Gobierno por el Pre-
sidente o Secretario del Consejo de Gobierna de la Cominidad
Autónos, les será enviada para el ajor ejercicio de sus cor
petenciat, fórsila vaga y ambigua que no aclara si ha de ser
la estrictasate necearía para el ejercicio de una función de
terminada y expresannte incluida en el ámbito de sus competen
cias <05), o por el contrario se alude a toda la infaración
que pudiera servir al Consejo de Gobierno de la Comanidad para
foxnr opinión en el proceso de adoptar decisiones.
Ello, conlíeva la problettica de considerar si las atribucio-
nes del Delegada del Gobierno, al no ser escalón jerárquico en
la orgánica de la Administración del Estado, le capacitan para
recabaría del Ox-gano competente. Considera el doctorando que
dada la clara intención del Gobierno de la Nación de potenciar
la figura política del Delegada del Gobierno, otorgándole cor-
petencias en el ámbito estrictaante político cuando ea disefla
constitucional es puraante administrativo, estén tales facul-
tades de recabar y transmitir inforación implícitaante acer
tadas por todas los Organos Centrales de la Administración del
Estada.
<SSs WL. 5a..S1 aC. — EJ Cal ago. • —. — Op • tít. — p • 103.
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• <II) Intarnetón del Delegado del Gobierno a la Asnuhipa Laglslati
—
un de la Cnsiniátsti Autónns.
!
Se plantea un distinto aspecto procediantal ya que ha de rea-
lizarse obligadaente a través del Consejo de Gobierno autonó-
mico, siendo éste Ox-gano el que ha de exigir la inforación y
el que se responsabiliza ante la Asamblea Legislativa de su
correcta transmisión.
Se ha presentado el problea de la posible presencia del Dele-
gado del Gobierno ante la Asamblea Legislativa de la Co,nidad
Autónon para soaterse a las preguntas de los miembros de las
misas al objeto de ampliar una inforación anteriormente so—
licitada <66>, para cuya solución se han de analizar las dos
posibles comparecencias reguladas por los Reglamentas de las
distintas Asambleas Legislativas autonómicas:
— La comparecencia ante las Comisiones Peranentes, obliga-
ción que incumbe a autoridades y funcionarios competentes
por razón de la atería, considerada por la Constitución
<articulo 109> para el Gobierno de la Nación, sus Departa-
mentas Ninisteriales y para cualesquiera autoridades del
Estada y de las Cosinidades Aatónoas, ante las Cortes Ge-
nerales, ha sido recogida por los Estatutos de Autonomía
para los Consejos de Gobierno da las Cosinidades Autóno-
s, Consej en as y cualesquiera autoridades autonómicas,
ante sus repectivas Asambleas Legislativas.
SALALBERRI EARA3AJO. • Rl Delegado... . - op.cit. - pp. 104-106.<66) RAFAEL
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Ahora bien, al ser el Delegada del Gobierno autoridad es-
tatal y no autonómica solo ha de mfoxwr, en su caso, an-
t. las Cortes Generales y no ante la Asamblea Legislativa
de la Cosinidad Autónon correspondiente.
- La comparecencia ante las Comisiones de Investigación <ar-
tículo 76 de la Constitución y Ley Orgánica 5/1984. de 24
de Nayo, no es ertrapolable a las Asambleas Legislativas
autonómicas.
Es te, si la Asamblea Legislativa de la Cosinidad Autóno-
a crea una Comisión de Investigación, no puede — en nne—
rs alguna - comparecer el Delegado del Gobierno ya que, la
Administración periférica del Estado que dirige, no está
sometida al control político ni a responsabilidad política
ante dicha Asamblea Legislativa sino ante las Cortes Gene-
rales.
• <III> Inforación que los (frganisn de la Cosinidad Antón han de








El tercer supuesto recogido en el artículo 8 de la Ley 17/1983
de 17 de Noviembre, que se amalia impone a loe Organisas de
la Comanidad Autónon la obligación de inf orar al Delegado
del Gobierno para el mejor cumplimiento de sus fine., si bien
tal in¿fornción ha da ser solicitada a través del Presidente
del Consejo de Gobierno de la Cosinidad.
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Se presenta una duda razonable: si esta vía que ha de utilizar
se para solicitar inforación para el mjor cumplimiento de
los fines encomadados al Delegado del Gobierno, puede utilí—
zane por éste para otras necesidades de inforación que no se
refieran específicaimate a las funciones del Delegado, sino al
noral funcionamiento de los Servicios de la Administración pe
riférica del Estado. La contestación doctrinal, hasta ahora,es
que la eficacia entra, a veces, en contradicción con las exi-
gencias protocolarias, por lo que hay que suponer que existan
relaciones interadministrativas que se realizan directaimnte.
En todo lo anteriormnte expuesto hay que tener siy en cuenta la Senten-
cia del Tribunal Constitucional nálrro 32 de 28 de Abril de 1983,que fi-
ja idios y sistema de relación que hagan pasible la información recí-
proca, la horgeneidad técnica en determinados aspectos, la acción con—
junta de las autoridades estatales y cominitarias en el ejercicio de sus
respectivas competencias, de udo que se logre la integración de actas
parciales en la globalidad del sistema.
Ahora bien, la Ley 30/92, de 26 de Noviembre,del Régiman Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Cota en su
artículo 4,Principios de las relaciones entre Administraciones Públicass
dice en el apartado 1 ch
Art, t L.RJAP—PAC± 1 • Las Atftstractonas PCilteas
at~ —l dasarrollo a- s.j acti’,tda y an asas rlac Lo-
vas rae ~roCa
1 drfli
e •5C t litar a las ot,as flt uit strac tonas la t fl—
<oraac tan Ae pracisan actra la actttda ~aa aa
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rrolla .v. al ajares. Lo a Saja prOpias toapaten—
e t 55
4.4.5.— Ml flelegndn del Gobierno en el territorio de una Casi
—
nidad Autónon y los Entes que integran la Mmtnistra
clAn Local en esa arco territorial
,
Los Entes que integran la Administración Local vienen definidos en el Ca
pítulo Segundo, “De la Administración Local”, del Título VIII, “De la Gr
ganización territorial del Estado” • de la Constitución de 1978, en los
artículos 140 y siguientes, de la nuera siguiente:
En el artículo 140 garantiza la autonomía de los a~nicipios a los
que reconoce personalidad jurídica plena.
En el artículo 141 define a la provincia co una Entidad Local con
personalidad jurídica propia, determinada par la agrupación de smi-
cipíos.
Hay que distinguir este carácter de Entidad Local de la provincia
del de división territorial para el cumplimiento de las áctividades
del Estado, — del que ya se ha hablado en profundidad a lo largo de
la tesis —.
Este reconocimiento de autonomía a sinicipioe y provincias, limité las
facultades da intervención que tradicionalmente ejercía la Ajiministra-
ción del Estada en el ámbito local, con la exigencia de que solo con ca-
rácter extraordinario, y tanda legislativamente, pueden impugnarse actos
y acuerdos de las Corporaciones Locales ante el Orden Jurisdiccional Con
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tencioso-administrativo, que lien aparejada la suspensión de loe misas.
Dentro de esa excepcionalidad hay que resaltar la ay importante facial-
tad concedida al Delegado del Gobierno en el territorio de una Cosinidad
Autónoa por el artículo 67 de la Ley 7/1985,de 2 de Abril,Reguladora á
las Bases del Régimen Local podrá suspender e impugnar actos y acuerdos
de las Entidades Locales:
Art. 67 LR..i St sana Suitidad Local adoptara sc tea
o sc tiar dos q.aa a tanta.. gr a——santa sI 1—ter es garsa—
pal a- Espafla. al Calagado Cal BoiavflO• pra’tto 5
qsa..tian
to al prestante da la Corpora. LOT, y an i
e aso a- no set a tasios de • podr a s.aspsnd rl os y adcp—
tsr las aidas pertinar.ta a la protección da dt
Oso tr.taróa • tando Lap..agnar los a., al pí aso da
atas dtas Casos la ssas~ansión, ante la JtartsdteetOi,
Contetie toso—adstntstrattna. —
Es la única ocasión que la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local
concede la posibilidad de suspender los actos y acuerdos de una Corpora-
ción Local,facultad regulada junto a otra facultad de impugnación de di-
chos actos y acuerdos ante la Jurisdicción Contencioso—administrativa. In
dudablemente al ser concedida tal posibilidad al Delegado del Gobierno, y
no a otro Ox-gano de la Administración del Estado o de la Cosinidad Autó-
nne, es porque se le atribuye la misión de tutelar el interés general de
Espata, lo que puede estar en contradicción con la sistettica atribución
por los Estatutos de Autonomía al Presidente da la Cosanidad Autónos de
la condición de representante ordinario del Estado en su territorio.
Para la posibilidad del cumplimiento de tal misión, el único medio legis-
lado es el recogido por el artículo 56 de la Ley Reguladora de Bases del
Régimen Local, sobre el deber de las Corporaciones Locales de remitir a
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la Administración del Estado y a la de la Couinidad Autónome -que se con
creta en el Real Decreto 2508/1986, de 28 de Noviembre, que desarrolla
la Ley Reguladora de Bases del Régimen Local- de remitir, en el plaza de
los seis días posteriores a la adopción de los actos y acuerdos, copia,
o en su caso, ertracto comprensivo de las resoluciones y acuerdos de los
Organos de Gobierno, al Gobernador Civil o Delegado del Gobierno y a la
Administración autonómica. Es de suponer que la remisión de tal documen-
tación al Delegado del Gobierno se referirá a cuando se trate de ate-
rías que puedan interesar a Direcciones o Delegaciones de la Administra-
ción periférica del Estado de carácter interprovincial, ya que las remi-
tidas al Gobernador Civil una vez inloradas debidamente se tramitarán
a la Delegación del Gobierno para la resolución oportuna.
En caso que la Corporación Local no cumpliera su deber de remitir tales
copias o extractos al Gobernador Civil o Delegación del Gobierno, es ló-
gico suponer que los actos o acuerdos susceptibles de suspensión, y pos-
tenar impugnación por el Delegado del Gobierno, no solo habrán de ser
ilegales sino que, por sus connotaciones, se referirán a temes de gran
trascendencia y, por esta razón, adquirirán carta de notoriedad, lo que
hace fácil al Delegado del Gobierno, o al Gobernador Civil respectivo,
tener a anos conocimiento indirecto de los miss, por lo que se podrá
requerir de las Corporaciones Locales el envío de la copia o extracto
del acto o acuerdo, en los términos previstos en el articulo 190 del Re—
glamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Enti-
dades Locales <aprobado par el Real Decreto 2586/1986, de 28 de Norier
bre>.
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HAy que saBalar, sin embargo, que al constituirse las Comisiones Territo-
riales de Administración Local <artículo 58 de la Ley Reguladora de las
Bases de RégImen Local> para cada Coiminidad Autónos, es lógico pensar
que el Delegado del Gobierno forará parte de la representación estatal,
si bien el Real Decreto 147/1989, de 10 de Febrero, que regula la compo-
alción y funcionamiento de la Comisión Nacional de Administración Local,
mantiene — en su anterior regulación — las antiguas Comisiones Provincia
les de Colaboración con las Corporaciones Locales, sin que mencione para
nada la existencia de las Comisiones Territoriales, pudiéndose pensar que
se ha considerado ambas son lo atar pero con denominación distinta.
La Ley 30/92, de 26 de Noviembre, del Régimen Jurídico de las Administra
clones Públicas y del Procedimiento Administrativo Canin trata en su ar-
tículo 9 las “Relaciones con la Administración Local”, de la anera si-
guiente:
rt. ~ LRJAP—PAC: false tonas con la Adeon. Local
tas mIse tonan antro la *intstrac tan Ganara 1 dcl
Estado o la 4d..tr~tstrac tan da lan Ccc..jntdadas flhjtó
nonas con las Enttda.s qLa intagran la Aatntstra
cian Local, a— megtrán por la lagt.lactón an sate—
ría de R*gt....n Local • apí Lc*nbce s.,c4torta..anta
lo dtspt.ato an al prasnta rL t.alo.”
Lo que, de una anera clara y categórica,regula las importantes relacio-
nes entre Estada y Caninidades Autónomas con los Entes Locales, evitando
ambiguedad y dualidad normativa.
5.— LAS PRCULIkRIDADES DE LAS FUNCIGUES DEL DELEGADO DEL GOBIERNO EN RL
TERRITORIO DE UNA COXUNIDAD AUTONONA DUIPROVINCIAL
.
Ya, en su rmnto,se seflaló la existencia en la organización territorial
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del Estada espalol de seis Casinidades Autónoas lJniprovinciales: Prin-
cipado de Asturias, Cantabria, La Rioja, Baleares, Murcia y Nadrid, en que
los Delegados del Gobierno han asumido las funciones de los Gobernadores
Civiles en virtud de lo dispuesto en el artí culo 11, la fine, de la Ley
17/1983, de 1? de Noviembre, desarrollado par el Real Decreto 1474/1986,
de 9 de Mayo.
Esta acuuzlación de funciones en el Delegado del Gobierno de una Co,wni-
dad Autónos Uniprovincial, le caracteriza con unas peculiaridades pro-
pias que se proyectan tanto por su calidad de Delegado del Gobierno cor
por su calidad de Gobernador Civil (67>, que el doctorando se encuentra
obligado a seflalar ya que, hasta ahora, por razones todológicas, se ha
tratado la figura del Delegado del Gobierno de una menen genérica, total
y completa.
Y nada Ss lógico que si se han considerado exhaustivamente loe elemen-
tas que han de ser tenidos en cuenta en un futuro Estatuto Personal del
Delegado, sea en tales elestos donde se seflalen las peculiaridades de
esta concreta m~dalidad de la figura del Delegado del Gobierno:




Las únicas peculiaridades a sefialar son:
Ya se ha sefialado que el régimen previsto en el artículo 3 da la Ley
17/1983, de 17 de Noviembre, de competencia del Tribunal Empres>, fue
67> #Ja sG’ adac La tanta a WSL. Sa.* ¡ sflfldC por sé aa~ £1 idaS.
e Secratarto Sanaral da la Celagae 16.. Sal oatacw~ da adrtd~ Ca
15 sportac Ion Ca a1 lastas—a doc.ntat tan.
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derogado por la Ley Orgánica 6/1985. de 2 de Julio, del Poder Judi-
cia]., al no aparecer entre las que se concede a tal Alto Tribunal.
En su condición de Gobernador Civil — y la doctrina considera que es
aplicable a todos loe Delegados del Gobierno — el articulo 412 da la
Ley de Enjuiciamiento Criminal que les exis de concurrir al lían-
miento del Juez, pero no de declarar, co testigos en los sunrios.
5.2.— Sustitución”f
La Ley 11/1983, de 1? de Noviembre, en su articulo 4.2,seflala que en las
Couinidades Autónoas IJuiprovinciales el sustituto del Delegado del Go-
bierno, por ausencia, enfermedad o cese será designado por acuerdo del
Consejo de linistros.
No tiene duda alguna que el sustituto asumirá ambas funciones: Delegado
y Gobernador, pero pueda darse el caso de que exista vacante, por cual-
quier razón, el titular de la Delegación del Gobierno y mientras no se
designa por el Consejo de Ministros se supone que será el Secretario Ge-
ral de la Delegación quién actúe, pero en relación can las funciones de
Gobernador Civil deberá aplicaste el Real Decreto 3117/1980,de 22 de Di-
ciembre, que sefiala que en caso de ausencia o enfermedad será sustituida
por el Subgobernador, si lo hubiere, o en su caso, por el Secretario Ge-
neral del Gobierno Civil o cualquier Delegado de la Adinistración Civil
Periférica del Estado en esa provincia.
5.3.— tatittCt&U”±
Aparte de lo seflalado en su nto sobre tan importante condición para
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los Delegados del Gobierno, que se considera quedó clarainte determina-
do, hay que afiadir que, en su calidad de Gobernador Civil, tiene cos>
funciones previstas en el Real Decreto 3117/1980, de 22 de Diciembre, en
sus artículos 11 y 16, prorver la interposición de recursos y el ejercí
cío de de las acciones correspondientes en defena de la Constitución y
del Ordenamiento Jurídico en los términos previstos en las leyes,así co-
s> prorver cuestiones de competencia y suscitar conflictos de atribucio
ries de acuerdo con la legislación vigente.
Es importante, y urgente, en que se pronflgue un Estatuto Personal del
Delegado del Gobierno que concrete, aclare y puntualice michas de las
circunstancias y prerrogativas en que ahora hay duda más que razonable.
5.4.— Otros elerntos a considerar derivados de las facultades que
~tntaz
5.4.1.- Cern Delegado del Gobierno~
Ya se han tratado con gran profundidad a lo largo del epígrafe 4.
5.4.2.- Izar Gobernador Civil~
Se considera importante, y cosi final de la parte de exposición y argu-
mentación de la tesis, el conocimiento del detalle de las competencias
y funciones que asume el Delegado del Gobierno cosi Gobernador Civil en
las Cominidades Autónos Uniprovin.ciales, por lo que se relacionan cosi
apéndice al final de esta tesis.




6.1.— Del Capítulo Primero
:
- (1!> Que, en puridad, no existe descentralización política, ya que
ello es solo distribución del Poder, sino que la descentraliza-
ción implica siempre traspaso de funciones administrativas.
ffptgrata 1.1. — pp. 12 yss.
— <2w> Que hay que repetir categóricamente que la autonomía exclusiva—
mnte se ha de dar en un Estado unitario, pues en un Estado fe—
deral lo que se dA es la pluralidad de soberanías.
Eptgrat U .3. — pp. 20 y as.
- <31> Que aunque algún tratadista intente descubrir nuevas clases de
descentralización, sola y exclusivamente existen las dos decla-
radas tradicionalmente: la territorial, que implica un reparto
de funciones entre los Entes estatales, regionales o autonóxi—
cos y locales; la funcional que se realiza a favor de determi-
nados Entes de Derecho Público de tipo corporativo o fundacio-
nal.
Ep~gratas 1 • 1 • y 1 .2. — p. 12 y Ss.
<¿U> Que, en la época actual, la descentralización es consustancial
con la dercracia, para sus prouztores e ideólogos. Pero, aunque
parezca un contrasentido, descentralización—desicracia no son
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términos inseparables.
Eptgrsta 1.1,— p. IB.
— <50) Que si, en términos generales, la desicracia implica descentra—
lización,ha de darse al principio de competencia” igual prima-
cía que al principio de jerarquía de la norma”, y ha de tener
en las Constituciones de los Estados sociales y desicráticos de
Derecho el reconocimiento de principio rector del Ordenasien-
constitucional.
£ptgrafa 1 • 1.1 . — pp. lO y as.
- <6!) Que esta mayor valoración al principio de competencia”, queda
clarainte confirmada al ser reconocido el principio de descon
centración”en la Canstitución, cosi uno de los principios recto-
res de la organización administrativa, el que es — resímente —
solo una ~ra alteración de aquel.
Ep~grstas 1 .1 .1 • y 1 2,3. — pp. 19—20 y 24—27.
— <70) Que el “principio de solidarida&,recalcado en la Constitución,
sirve de nexo de unión a los “principios de unidad y separa-
ción”, y en virtud de las técnicas de su aplicación se traduce
en “principio de lealtad autonómica — en los casos de su er
pleo unilateral —, o en el “principio de cooperación’ — en su
empleo miltilateral —.
Ep<grafa 13.2. — np. 30 y se. — y Ccnatttaetón <arttc.jloa 2.
•S• 130.1 • l3C.2, lBS.’ y 150.2>.
— SP? —
6.2.- Del Capítulo Segundo
.
- <8~> Que las técnicas de centralización y descentralización carecen
de sustantividad propia al ser fenómenos superestructurales ea
nados de una estructura social concreta,par lo que en el análi-
sis para su aplicación es determinante el contexto histórico
concreto y determinado.
Eptgrala 2.’ . — pp. 37 y 55. —.
— (9!> Que, salvando la diferencia de la actual definición doctrinal
del concepto, la descentralización de la Corona de Aragón puede
y debe ser considerada cosi la fórsila ideal en el caso hipoté-
tico que las actuales tendencias federalistas, en todo los par-
tidos políticos, se plasaran en una realidad constituyente.
EP<grafa 2.3.1. — pp. 41 a 73 Cinc.> —.
- <10k> Que de toda investigación de los primeros periodas de la titu—
laridad de la Casa de Borbón en la Monarquía e1$fiola, se des-
prende que la aplicación enérgica de la técnica de la centra—
lización” — sin tener en cuenta las razones dinásticas — es pa-
ra intentar abatir un régimen de desigualdad fijado en base al
territorio. Dándose, también, la gran paradoja que en la emer-
gencia histórica de la Administración Pública -durante la Revo-
lución Prancesa —* esa “centralización” es su característica
principal por tal sitivo y por evitar la desigualdad social en
los • podares secundarios o intermediarios”
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Kp~grat. 2.2.2. — np. 7* — lOe —
- <110) Que en la II República espatola se generaliza los deseos autono
mistas, abandonando la tendencia uniformista que había caracte-
rizado a Espata desde el siglo III!!, al descubrir que los pro-
blemas regionales o locales son verdaderos problemas naciona-
les, pero poniendo un énfasis especial en la autonomía de los
uinicipios a los que, además, aplica la vieja técnica de la de-
terminación de un ámbito exclusivo de competencias para su des-
centralización administrativa (artículo 9 de la Constitución de
1931).
Eptgrata 2.3.4. — pp. 133 a 142 —.Consttttact&n espaflola da 1931
~arttc2los 1 y 9> y Lay Mtmnicipal da 31 da Octt.ra do 1935.
— <120) En el planteamiento y ejecución de los Planes de Desarrollo de
los atoe 60 y 70, hubo un “regionalisa> funcional”, no políti-
co ni pura~nte orgánico administrativo, cosi exigencia inexo-
rable de toda planificación económica, que no se puede califi-
car ni técnica ni juridicarnte cosa descentralización adainis
trativa.
Eptgrata 2.3.5. — pp. 151 a ‘55 —. Lay Orgtntea daS Estado da
leas —, s.a arttcLalo AP. II).— Layas da los dtsttntos planas da
Os~.arrol lo.
6.3.— Del Canítulo Tercero
:
- <13!) Que, dejando aparte la irregularidad legislativa de su crea—
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ción, la configuración de las Entidades Preautonómicas” en
todo el territorio nacional, — a excepción de Nadrid,Ceuta y
Nelilla —, con su carácter de “región” y naturaleza de Ente Lo
cal, con personalidad jurídica, ámbito supraprovincial y apli-
cación subsidiaria de la legislación de Régimen Local, es cla-
ra y terminantemente una descentralización administrativa.
Ep(grata 3.2. — PP. ‘GO y 55. —. Oac,atos— Layas da 29 da O0—
ttamera de PS?? Ccatlt.fla>• 4 da Enro da 1970 Cpats Qasco>•
atc . atc
- <14~) Que la Constitución declara — entre otros — principios rectores
de la organización administrativa la descentralización y la des
concentración, lo que Indudablente trae consigo la creación de
un Organo administrativo de control de lo desconcentrado y de
arimnización de lo descentralizado, que es el Delegado del Go-
bierno en el territorio de las Coimnidades Autónojes.
Eptgrata 3.3.2. — np. 167 y es. — y arttct.las 103 y 154 da la
Conett t.aC tan.
- <150) Que la doble condición de la provincia,coir Entidad Local y co-
si circunscripción territorial de la Administración General
del Estado, es de difícil equilibrio pero, constitucionalmente,
su posición es predominante funcional en la organización globaí
del Estado.
£p*grata 3.4. can ralacían con —l 2.3.3. C>S — fl. 171 a 177 —
arttct’loa 137. 1*0 y 141 da la Constíwcían, Sa—tanela nO 3~ da
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— <160) Que debe realizarse un riguroso control — precisamente por el
Delegado del Gobierno en el territorio de las Cosinidades Au-
tónomas — tendentes a impedir que éstas asuman competencias
que corresponden claramente a las provincias al ser éstas En-
tidades Autónomas que han de regir por si misias sus propios
intereses. No es admisible ni tal usurpación de competencias
ni una tutela administrativa que no fuera regulada por el Or-
denamiento Constitucional, pues de darse sería centralización
administrativa.
EpLg.afa 3.4 — pp. I7P a 177 —art~c.jlns 137 y 141 da la COta
tasación y Santancla dal 1—tttánal Consttacional dc 23 da Ot—
ciatara a 1953.
- <170) Que en el simento oportuno, pero sin duda lo más pronto pos1-
ble dentro de la prioridad da la estabilidad política, habría
que dar una redacción clara, sin vaguedades ni aubiguedades,
al Título VIII de la Constitución, ay especialinte al Capí-
tulo Tercero, pues ahora no sola~nte es casi imposible deter—
minar exactamente cuál es la estructura del Estado sino tam-
bién por su redacción es origen de violaciones de la Constitu
ción y de frustaciones políticas.
Epígrafe 3.6.2. — PP. 105 y se. —
6.4.— Del Capítulo Cuartm
- (181) Que es constitucionalmente imposible el realizar un control
administrativo de las Com~nidades Autónomas, salvo supuestos
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especiales o excepcionales, en perfecta congruencia con el de-
recho de autogobierno concedido a nacionalidades y regiones.
Ep<grata 4.2. — np. 254 y Ss. — y art%csjlot 1*3.1 • y las de
.l Cansttt.ac jón.
— <190) Que es absolutamente necesario el elaborar el Estatuto Perso-
nal del Delegado del Gobierno en el territorio de las Cosiní—
dades Autónomas, con el rango normativo conveniente,que reco-
ja clara y concisamente los elementos que configuran tan im-
portante Ch-gano de la Administración General del Estado.
Sag.anda Parte — PP. 203 a 355 —
- (200) Que es vago e indeterminado el considerar que la Ley 17/1983,
de 17 de Noviembre, en su artículo 6 c), esté incluida la cos
petencia del Delegado del Gobierno en el territorio de las Co
nmnidades Autónoma para prorver el ejercicio de las accio-
nes legales que puedan corresponder a la Administración Gene—
ral del Estado ante los Tribunales Ordinarios y Contencioso-
administrativos, por lo que debe dictarse la nora convenien-
te, en relación con lo ya preceptuado en los artículos 66 y
67 de la Ley de Régimen Local, pero ampliándola a todos los su
supuestos previsibles para el mejor cumplimiento de las fun-
ciones del Delegado del Gobierno.
Ep%grata 4.2.4. — Pp. 220 tas. a 227 —.
— (21!) Que es preocupante el deseo vehemente del Gobierno de refor—
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zar políticaante la figura del Delegado del Gobierno en el
territorio de las Caminidades Autónomas, pues se separa de la
redacción consensuada, para tal Organo de la Administración
General del Estado, en el artículo 154 de la Constitución, de
la que se desprende inequívocarnte que sus competencias son
de carácter administrativo.
Ep<g.ata 4.2.6. — np. 229 y sa. —. flntaproya~to da la Lay fla—
g.jtadcra dal Ootarno da la Nación da J.jnto da 1992.
- (22w) Que hay que corregir el elexnto conceptual del artículo 154
de la Constitución: “... y la coordinará cuando proceda, con
la AdmInistración propia de la CoarnidadA, ya que para coor-
dinar hace falta una posición de poder en el Organa coardina-
dor,y el Delegado del Gobierno en el territorio de la Cosiní-
1’
dad Autónoma no tiene autoridad alguna sobre los Organos de
la Administración de ésta.
EpSorate 4.4.1. — np. 251 y sa. —
- <231) Que el criterio del Gobierno de la Nación es,cada día más,es—
tablecer contactos directos Estado—Cosinidad entre el Minis-
tro de las Administraciones Públicas y los Consejos de Gobier
no de las Cosnidades Autónomas, vaciando de contenido las po-
sibles actuaciones del Delegado del Gobierno en las Cosanida—
des Autónomas, ya que solamente se le puede suponer informado
debida~nte pero sin intervención resolutiva alguna.
Epigrafa 4.4.1. — PP. 252 y es. —
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- <241) Que la Ley 17/1983, de 17 de Novieubre,preceptúa que el Dele-
gado del Gobierno debe hacer cumplir las leyes y reglaintos
estatales en el territorio de la Cosinidad Autónoma, lo que es
imposible de realizar en lo concerniente a la legislación con
currente o compartida que suponga desarrollo normativo o eje-
cución por las Cos~nidades Autónomas, al no tener ando algu-
no sobre los Organos autonómicos.
Ep~grata 4.2.*. — PP. 222 y 55. — y *4.2. — np. 257 y 55. —•
— <250) Que el carácter de la provincia co~ división territorial pa-
ra el cumplimiento de las actividades del Estado, conlíeva la
existencia de una serie de Organos periféricas de la Adminis-
tración General del Estado, que necesariamente han de existir
por aplicación del principio de desconcentracián (artículo
103.1 de la Constitución), cuya estructura se complicó con la
serie de funcionas y competencias del Delegado del Gobierno
y la aparición de la dualidad de acción de la Administración
General del Estado en sus aspectos regional y provincial ,pero
debe aplicarse lo preceptuado en el Real Decreto 1223/1983,de
4 de layo, de Reorganización de la Administración Periférica
del Estado, en la Ley 12/1983, da 14 de Octubre, del Proceso
Autonómico, y ea la Ley 17/1983, de 17 de Noviembre, de desa-
rrollo del articulo 154 constitucional, de reagrupamiento en
la figura del Gobernador Civil o Delegado del Gobierno y de
la supresión de las Direcciones Provinciales de los distintos
Deportairnatos Unisteriales, que es realmente el procedimien—
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to idóneo para evitar duplicidades de Organos administrativos
y de lograr la unidad administrativa.
Ep(grafa 4.4.3. IV>. — Pp. 270 y es. —
- (26k) Que la necesidad indudable de una íntima colaboración entre
Administración Periférica del Estado y Administraciones de
la Coiminidades Autónozms,ha obligado a buscar la solución téc
nica de crear unas Organos listos, tanto en el ámbito estatal
cor en el ámbito autonómico (Comisiones listas de Coopera-
ción y Colaboración, Consejos y Conferencias Sectoriales, Con-
venios de Colaboración, Consorcios, Consejos y (Irganos Autonó-
micos), en los que - realinte — el Delegado del Gobierno no
tiene posición privilegiada o resolutiva.
Eptgrata 4..... E> — PP. 204 y ss. — z Lay l2~lSOS~ da 14 de
Octsara• del Procaso t.tonó.stcoz Lay 3C~1SS2, da 26 da otas
bra• dal flagluian Jtartdtco da las tntstractonas Pctltcas y
del Procadt~%tanto Sntstratt~,o Cc..Cn.
-(270) Que es previsible, en un próxi> futuro, una gran aplicación
del artículo 150.2 de la Constitución, tanto en “leyes de de-
legación” cor en leyes de transferencias”,por lo que habrá
de exigirse,a los Delegados del Gobierno, lo prevista en la
legislación vigente en orden a supresión de Organos Provincia
les Periféricos.
«psgra<a 4.4.4. II> — p. 293 y 55. — final Oscrato 1223~1fl3~
LA — -
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da * da ~ayoj Lay I2t19S3~ de 14 da Oct..at.ra y Ley 17’1903 de
IT da flo,lawra.
- <280) Que el legislador no tuvo en cuenta el Organo institucional
de Delegado del Gobierno al especificar los controles necesa-
rios previstos en las Leyes Orgánicas 12/1982, de 10 de Agos-
to, de transferencias a la Coimnidad Valenciana; 11/1982, de
19 de Agosto, de transferencias a la Coiminidad de las Islas
Canarias; y 5/198?, de 30 de Julio, de delegación de faculta-
des a las Coimnidades Autónoas,si bien en ésta última se se—
talen los Organos competentes de la Administración General
del Estado cor cauce para la transmisión de la intormación
pertinente,en clara contraposición con la Ley Orgánica 3/1980
de 21 de Abril,del Consejo de Estado, cuyo artículo 22.5,pre—
ceptúa que corresponde a la Comisión Permanente del Supreir
Ch-gano Consultivo el control sobre el ejercicio de facultades
delegadas a las Cominidades Autónomas; sin tenerse en cuenta
en ninguno de los casos que, según la Ley 1711983, de 17 de
Noviembre, tal función corresponde al Delegado del Gobierno.
Eptgrata 4.4.4. II> — pp. 298 y as. —
— (29fl) Que la “alta inspección” institucionalizada en los Estatutos
de Autonomía (artículo 151 de la Constitución> a realizar
por la Administración General del Estado sobre la actividad
de las Couinidades Autónoma, sobre ciertas aterías de cla-
ra competencia estatal <artículo 149.1 constitucional> asuai
das por éstas, obedece a que - lógicamente - tiene que ser
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controlado su desarrollo normativo y ejecución.
£p(gafa 4.4.4. II> —> — np. 302—303
- <300) Que la función de información establecida en la Ley 17/1983,
de 17 de Noviembre, a realizar por el Delegado del Gobierno
es, realmente, la única de las funciones sobre la Cosinidad
Autónoma posible de llevar a cabo, sin conflictos de compe-
tencias, tanto en su aspecto de recibirla del Consejo de Go-
bierno autonómico coir de darla a éste Organo y a la Asan-
Legislativa correspondiente.
Eptgrata 4.4.4. II> e> — pp. 303 y es. —
- <310) Que hay que resaltar la excepcionalidad de la miy importante
facultad concedida al Delegado del Gobierno en el artículo 67
de la Ley 7/1985, de 2 de Abril, Reguladora de las Bases del
Régimen Local,ya que es la única posibilidad de suspender los
actos y acuerdos de una Corporación Local, así co de impug-
nar dichos actos y acuerdos ante la Jurisdicción Contencioso-
administrativa, todo ello en base a que se le atribuye la mi-
sión de tutelar el interés general de Espata.
Ep~gttC 4.4.5. — PP. 309310 —.
-o-o-o-o-o-o-o-o-o-o-
A FBI D 1 CII
FAC&TA.D.~ QUE £ETEITA RL DELRGAW DEL COSIERE> COK> GORWA1XIR CIVIL
El LAS CONUNIDADES .4111010MB UNIPROVIICIA.LRS
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FACULTAn~ QUE (~TEITA EL DELEGAN) DEL GOBIERNO CONO GOBERIAIXrn CIVIL
Hl LAS COIUflDADRS IJIUIPROVINCIkLES
.
— (A) Facultades de carácter genérica
:
(a) Difundir, aplicar y ejecutar en la provincia las disposi-
ciones de carácter general, y de transmitir por vía jerár-
quica los mandatos y directrices del Gobierno de la Nación
o, en su caso, de los distintos Departamentos Ninisteria—
les, así coir de los Delegados del Gobierno de las Coimní—
dades Autónomas.
<flrttc..alos 12 del flaal flecuato 3117t150. da 22 da Olcias—
ra, y artscsalo 5 da la Lay 17t1903. de 17 da Mo’.’tare>.
<b) Ejercer la potestad expropiataria del Estado, con carácter
general en el ámbito de su provincia, salvo en los canas
en que por Ley o Decreto se atribuya a otra autoridad.
~nptSctto 1* dal flaal flacceto 3117t1900. da 22 da Otctes—
re>
(c) Sancionar, conforme a lo dispuesto en las leyes, los actos
contrarios a las misims y a las disposiciones del Gobierno
de la Nación, sin perjuicio de las competencias de Jueces
y Tribunales.
<S,ttcolos 15. y 17 a> del Raal Gacrato 3117~1SSO• da 22 da
0*t tsra>.
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(d) Pro~ver cuestiones competencia, suscitar conflictos de a—
tribuciones y plantear conflictos jurisdiccionales a los
Juzgados y Tribunales,de acuerdo con la legislación vigen-
te.
<flhttcsalos:I6 del Real Oecrto 3117t1900• da 22 da Dictar.
ra; te a 53 de la Ley da 17 da Jtalto da 1940 sacra Con-
flictos Jjrtadtcctonalae;16 a 10 de la Lay da Protadisian—
to dstnistrattw’o da 17 da 3.2110 da 1950;3 da la Lay Orgá-
nica 2’19S7. da IB da Mano, de Conflictos J.artadicciona—
las>.
<e) Velar por el ejercicio de los derechos y libertades públi-
cas reconocidos y amparados por la Constitución.
~SrtLcsalo 17 a> dat fi—al Oac,ato 3117~1SO0•da 22 da Dictase
—va,.
<f) Garantizar los principios de legalidad y seguridad jurídi-
ca según mandato constitucional.
Cflittctalo 17 > dat Rasí Decreto 311761SBO.da 22 da Dictes
ra>.
<g> ¡antener el orden público y proteger a las personas y bie-
nes diante el ejercicio de las competencias que le atri-
buye la legislación vigente.
Cflrttctalo 17 c> del Real Oecrato S117~1SSO.da 22 de Dictas
ra>
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• <h) Ejercer la Jefatura de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad
del Estado en su provincia.
<flrtic.jtos, 17 d> del Real Decreto 3ll7t1SS0~ da 22 da OS—
ciea.e¡ y 10.3 da la Ley Cigánica 2’1S0S. de 12 da Mano~
da C’.aerpoe y F\aaraas da Segt.ridad del Estado>.
• Ci) Nombrar delegados de su autoridad que lo representen en ca
sos específicos y zonas determinadas.
Cflrtic.2lo 17 t> del Rasí Decreto 31l7~1S00•da 22 da Dictan
— <B) Facultades en relación con la Administración Civil Periférica
dcLBatadaL
• (a) Dirigir, impulsar y coordinar la actividad de todos los
Servicios Civiles Periféricos de la Administración del Es—
tado en la provincia.
~Srttct.loa 1 y II a> y t> dat Real Decreto S117,’IS00~da 22
de Dtcieca,e>.
• <b) Ser informados y emitir previo intor sobre los nombra-
mientos de Directores, Delegados y Jefes de las Dependen-
cias y Unidades Administrativas de la Administración Ci-
vil Periférica del Estado en la provincia.
<Arttct.loa; 33 dal fiad Decreto 3117/1900. da 22 da Dicten—
a3 y 5.4. dal Real Decreto l00l’1SSl. da 24 de J..,lio>.
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(c) Orientar, de acuerdo con las directrices recibidas del Go-
bierno de la Nación y Departamentos Iinisteriales,la acti-
vidad de la Administración Civil Periférica del Estado en
la provincia.
<Artic.jlo 11 > del Real Decreto 3117t1S00•ae 22 da Oictee
bre>
Cd) Supervisar cor Jefe de todos los Servicios Públicos de la
Provincia la actividad administrativa en sus aspectos ju-
rídicos, económicos y políticos,en la forma legalmente es-
tablecida.
<Arttc2lo 11 d> del Real Oecreto 31I7/1S0O~da 22 da DAcias
• <e) Suspender, cuando proceda, y por razones da interés general
las decisiones y acuerdos de los Directores, Delegados y
Jefes de los Servicios de la Administración Civil Periférí
ca del Estado en la provincia.
CArttc.ato ‘1 e> del Real Decreto 31l7~I90O•da 22 de Dictas
—re>.
• <f) Ejercer su suprema autoridad en los Gobiernos Civiles, in-
tegrados por la Secretaría General, las Direcciones Provin-
ciales Departamentales y la Comisión Provincial de Gobier-
no.
<arttct.losí 3.1 del Real Oec..ato IOOlflSSí,de 24 de Julio;
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y 1 da la Orden Ministerial da 25 de Jt~nio de 1902 <•.0.S.
vtO SS de 1 da Jtalinfl.
• (g) Presidir la Comisión Provincial de Gobierno.
~Arttc.jlos: 3.2 del Real Decreto 22SB~1S77• de ‘5 da Oct..á—
ra; y 6 del Real Decreto 1901’19S1 • de 24 da J.jlio>.
• <h) Dirigir, al quedar integradas en el Gobierno Civil,las Ge-
rencias Provinciales del linisterio de Justicia.
CA,.tAcs..lo 2 del Real Oecrato I23t190b~ da 12 da Feraro>.









• (a) Dictar las instrucciones necesarias para una perfecta or-
ganización y funcionamiento del Servicio de Información al
Público y las Oficinas de Iniciativas y Reclamaciones.
<ArticLalce 33 y 34.1 de la Ley de Procediatento Sdatnistra
ti’o de 17 da J.jlio de 1980 y Orden Ministerial da 28 J.a—
fío da 1902 <S.O.S. no íes de 1 da Jtalio>>,
• (b) Dictar las instrucciones necesarias para coordinar el ho-
rano da despacho al público de todas las oficinas públi-
cas civiles de la provincia.
<Srtic.alo 37 de la Ley de Procedisiento Adaintatrativo da
17 de Salto da Iseo>.
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• <c> Autorizar la inserción de diversos escritos en el Boletín
Oficial de la Provincia.
CflrticLflo 1 de la Real Orden de 5. da AUrA 1 da •BSS>
— CD) Facultades en relación con las Corporaciones Locales~
• <a) Actuar co~ Organo de cominicación y colaboración entre la
Administración Civil del Estado y los Entes que integran
la Administración Local en la provincia.
<ArticL,lo 11 g> del Real Decreto SI17’I90O~de 22 da DAcias
Ura>
• Ch) Coordinar, cuando proceda, la Administración Civil Perifé-
rica del Estado en la provincia con los Entes que integran
la Administración Local en la provincia.
CSrt$c..ala 11 *~) del Real Decreto Sl’?’i900,de 22 de Otctaa
Ura>
• (c> Presidir la Comisión de Colaboración del Estado con las
Corporaciones Locales.
~Artic.aloa: 9.2 del Real Decreto 2260~1S77, da IB de Oct..,—
Ural 3.30 dal Real Decreto I~C1~1Seí. de 24 da Jtalio;y 7.’
da! Real Decreto 1672~19s1 • da 3 de Sta! io>
(d) Designar a los representantes de las Corporaciones Locales
en el Pleno de la Comisión Provincial de Colaboración del
Estado con las misas, a propuesta de la Federación Espato—
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la de Nunicipios y Provincias.
<Cispostción dtcior,al dat Real Decreto l36~1902, da 1 da
ret.rerodec lacada s.teistente por al Real Decreto 490’1Sfl
qs..e derogó aq.al>.
(e) Recabar y obtener información concreta sobre la actividad
zuinicipal,pudiendo solicitar,incluso, la exhibición de ex-
pedientes y la emisión de informes.
<4rticalos 5B.1.SS.2 y 8. da la Lay 7t1905. da 2 da Aril)
<1) Requerir a las Entidades Locales el cumplimiento de una o-
bligación, concediendo, en su caso, un plazo nunca inferior
a un mes para su cumplimiento, y de no hacerse adoptar las
medidas necesarias para el cumplimiento de la obligación a
costa y en sustitución de la Entidad Local.
<*rttct.,lo SO de la Ley 7,19e8. da 2 da 4ri1>.
Cg) Requerir a una Entidad Local para que anule un acuerdo o
un acto adoptado por ella si considera que infringe el Or-
denamiento Jurídico.
<ArticLalo 68.1 da la Lay 7’1SB5~ de 2 da Srtl>.
Ch) Recibir copia del Inventario de Bienes y Derechos de las
las Corporaciones Locales y de sus rectificaciones anua-
les.
<Arttc..,lcsj n del Real Decreto Legislati’o 7OttlOfl. de
— 334 —
10 de fltrAtj y 32 del Real Oacratn I372~I90S~ de 13 da J’.—
nAo>
• Ci) Recibir copia o extracto comprensivo de las resoluciones
o acuerdos de los Ox-ganas de gobierno iminicipales en el
plazo de seis días posteriores a su adopción.
c*rtic~alo 198.3 del Reglaer.to da Organtact6n Ftmnciona—
iento y R.gtsen Jaridtco da ls Entidades Locales apro—
adc por Real Decreto 250’1906• da 20 da Movíasra>.
• (j) Recibir información de las plantillas, aprobadas anualan—
te,que deberán comprender todos los puestos de trabaj o de-
bí damente clasificados, reservado a funcionarios, personal
laboral y eventual.
<art~c.alo 127 del Real Decreto Leuislatt..o 7B1~1SS6.da ‘0
da Aril>.
• (1) Recibir copia de los acuerdos definitivos de imposición de
tributos y las correspondientes Ordenanzas reguladoras, así
coir sus irdificaciones.
Cflrtic..alo 190.2 del flaal Decreto Legistati’.,o 701’I9BS. de
lO de AUrA 1
• (u) Recibir la oferta de empleo público aprobada por las Carpo
nc iones Locales
<flrtictato 3 dal Real Decreto 3S2~l90S~ de lO da •aflrero>.
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(n> Facilitar el auxilio de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad
del Estado.
<*rtictalo 46 de la Lay OrgÁnica 2’ISSS• da 13 da Nevao>.
— <E) Facultades de carácter económico y financiero
:
<a> Informar y, en su caso, proponer al Gobierno las inversio-
nes públicas en la provincia, impulsando y controlando su
realización.
<Arttctlo Ii N> del Real Decreto 3l17~19SO.da 22 de Dictas
Ura>.
<b) Instruir y resolver con carácter provisional,peticiones de
indemnización urgente en caso de daifos y perjuicios sufri-
dos por medios de transportes extranjeros que se hallen en
en territorio espaflol realizando viajes de carácter inter-
nacional.
<Artictalo da ‘a ley 824’1904. da 25 de Oicteare>.
<c) Presidir la Junta Provincial Distribuidora de Herencias
del Estado.
~Arttctalo da! Decreto 2091’1S7I • da 12 de agosto>.
— CF) Facultades en atería de personal
(a) Velar por el estricto cumplimiento de sus deberes por los
funcionarios públicos destinados en su provincia, proim—
A
— 336 —
viendo, cuando proceda, la incoacián de expedientes disci-
plinarios que fueren precisos y sancionando las faltas le-
ves.
~nrtictalos: 11 c> del Real Oacreto 3I17~19OO. de 22 de Dt.
tiamre; y 29 y 47 del Real Decreto 33~19CS~ de 10 da Ene-
ro por el qtaa se apr.aea al Raglasaento Otaciplinario da
de loe t.anctonartos da la fldatntstraci6n del Estado>.
<b) Ejercer las competencias atribuidas a los Subsecretarios
y Directores Generales en relación al personal destinado
en los Servicios Civiles Periféricos del Estado,en la pro-
vincia.
<4rttc.alDs~ 10 de la Ley 30~19B4. de 2 de Agosto; y 17 da
la Lay S3,1904• da 26 de Oicien.re. Instr”ccian de 21 da
Dic ie.ra de 1903 nodtttcada por Resoltactón de 27 da Agos-
to de 1 905>
Cc) Emitir el informe para la autorización de la compatibili-
dad de un segundo puesto en el sector público o en el pri-
vado.
<Arttctaloaz 6 dal Real Decreto 5flh1906~ da 30 da Aril; y
17 da la Lay B3~1S0t~ de 26 de Dietaare>.
Cd) Designar, conceder o autorizar vacaciones, licencias y nom-
bramientos respecto del personal destinado en los Gobier-
nos Civiles.
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<tOe.os 5 y 5. de la Resolt*cAón de da 20 da Salio de 1901
da la OLssacretarta da Intartor>
• (e) Resolver distintas situaciones administrativas de los fun-
cionarios destinados en los Servicios Civiles Periféricos
de la Administración del Estado en la provincia.
<flrttcalo 11 del Real Decreto 21SS~l904, da 20 da Nouter
Ura>
• Cf) Conceder la autorización legalmente establecida a los fun-
cionarios que se presenten candidatos en elecciones.
Corden da 5. da Mo,,tere da 1905 y flesoltación da 9 da Oc—
tt’re de 1907
• Cg) Redistribuir efectivos entre funcionarios de distintos De—
partanntos y autorizar comisiones de servicio, en el ámbi-
to de sus competencias.
C*rttc.alos 7.2 y 0.2 del Real Decreto 2061990. da ‘5 da
Enero>
• Ch) Reconocer los derechos a la percepción de ayudas para la
adaptación de las economías individuales a la situación
creada a los funcionarios afectados por la rdificacián de
edad de jubilación dispuesta por la Ley 30/1984, de 2 de
Agosto.
<Real Decreto 300fl SOS, de 20 da Febrero>
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• Ci> Gestionar las unidades del Registro General de Personal
cuando el volumen o complejidad de trabajo aconsejen su
establecimiento.
<Srtic,.,lo 10.1 da! Sea! Decreto 140S~19fl~ de 10 da Mayo>.
• (j) Nombrar al representante de la Administración del Estado
en las Juntas Electorales de Zona para las elecciones de
organos de representación de los funcionarios.
Cnrtic,alo 23.2 da la Lay 9,1907. de 12 de Mayo>
• <1) Adscribir, por necesidades de servicio, a los funcionarios
que ocupen puestos no singularizados a otros de la misa
naturaleza, nivel y complemento específico dentro de la
mis localidad.
Carticta!o 20.1 d> da la Ley 23~190S, da 23 da Jt.lio, q.aa
adapta la ley S0’190, da 2 de flgasto. a la Sentencia del
Tribainal Constittacional da 11 da ..TLalio de 1907>.
<u) Atribuir, por necesidades del servicio,el desempefia provi-
sional de un puesto, correspondiente a su Cuerpo o Escala,
a los funcionarios que cesen en un puesto de trabajo, sin
obtener otro por los sistema previstos en la misa Ley.
<artictjlc 21.2 U> de la Lay 23~1900• da 23 da J.alto~ q..a
aapta la Ley SOt 1904. de 2 da gosto. a la Sentencia del
TrAU.fhal Constttmactonal da 11 de JtjlAo de 1907>.
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- CG) Facultades en relación con la seguridad ciudadana
:
• <a) Nantener el orden público y proteger a las personas y bis—
nes mediante el ejercicio de las competencias que le atri-
buye la legislación vigente.
<Artictilo 17 c> da! Real Decreto 3117tl98O~da 22 da ficAse
Ura>.
• (b) Ejercer el mando directo de los Cuerpos y Fuerzas de Segu-
ridad del Estado en su provincia.
<arttc.alost 10 de la Ley Orgtntca 2~1905. da 13 da Marso;
17 a> del Real Decreto 31 17sl9OO~ de 22 de Dtcteetre da>.
• (c) Ordenar la continuación de las actuaciones que se estén
realizando por uno de los Cuerpos o Fuerzas de Seguridad
del Estado fuera de su ámbito competencial o el pase de
las misas al Cuerpo o Fuerza de la Seguridad del Estado
que sea competente.
<flrticLalo 11 de la ley Organtca 2,1906 da la de Marso>.
- Cd) Resolver los conflictos de competencias entre los Cuerpos
y Fuerzas de la Seguridad del Estado.
Carticrulo 11 da la Lay Orgántca 2~1SCS. da ‘3 da Marso>.
• Ce) Imponer sanciones por falta leves a los funcionarios ph
ciales.
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<Srtictato 20 da la Lay Orgánica 2129a5. de 13 de Mano>.
<f) Informar periódicamente a la Junta de Seguridad de las de
ficiencias observadas en la coordinación, ,tuo auxilio e
información recíproca entre los Cuerpos y Fuerzas de Segu
ridad del Estado y los Cuerpos de Policía de la Cosinidad
Autónoma.
<Articeilo 60 de la Ley orgánica 2t1S05.~ de 13 da Mano>
• (g> Ordenar la publicación de Bandos y Circulares.
<Artictilo 9 da la Ley 4S’iS89~ de 30 de Stalio>.
Ch> Adoptar las medidas pertinentes para el control de armas.
<Artictalo 10 de la Lay 4StlSSS• de 30 da Jtalto>.
• Ci) Adoptar las medidas necesarias para evitar pertubaciones
del orden público.
Cflrttct.los la al 15 rSe la Lay 45t1959. da 30 da Stalio>.
• (j) Ordenar la detención de los que alteran el arden público
y pase, en su caso, a la autoridad judicial.
<rtic.2lo 12 de la Lay 45’1959~ de 30 de 3.2110>.
(1) Sanción administrativa de los actos cometidos contra el or
den público.
Cartictalo le e la Lay 45’1969. da 30 da J.alAo.y Real De—
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trato ‘lO’1977. da O de Panraro>.
• (u) Autorizar, en casos excepcionales, la actuación policial
sin unifor reglamentario.
<rtLc.2lo 52 de la Lay Orgánica 2~I9OS~ de 13 de Maro>.
Cn) Presidir, coaparténdola con el Alcalde, la Junta de Seguri-
dad Local, cuando concurra a sus sesiones.
<Artictalo 54 de la Ley Orgánica 2t19O6~ da 13 de Maro>
• CE) Convocar y presidir la Junta de Seguridad Provincial.
<Orden da 27 da JtalAo de 1905.>.
— CH) Wnrnl tndo~ en roinrián con la ertran1~r<a±
• (a) Informar sobre la conveniencia de autorizar, por circuns-
tancias excepcionales, la utilización de pasos fronterios
para entrada y salida, fuera de los días y horas sefialadas,
proponiendo su resolución a la Dirección de la Seguridad
del Estado.
CArtictalo 1 del ScsI Oecreto 1119~190S~ de 26 da Mayo).
<b) Eximir del visado de entrada, por circunstancias excepcio-
nales.
(Artictalo 5.’ del Real Decreto 1l1S’1S0S• da 25. de Mayo).
(c> Autorizar entradas de extranjeros para visitas turísticas
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de duración inferior a 48 horas.
<Artictalo 13 del Real Decreto 1119’IS06. da 28 da Mayo).
• Cd) Conceder prórrogas de estancia o delegar su concesión.
<Srttc..,lo 10 del Real Decreto 1 1 19,1906, da 25. de Mayo>
• Ce) Eximir de visado,certificado consular y certificado de pe—
nales, para solicitar permiso de residencia, por razones
excepcionales.
Cflrtictalo 22.3 da! Real Decreto ll19’’905.. da 26 da Mayo>.
Cf) Instruir los expedientes y conceder o denegar los permisos
de residencia iniciales y ordinarios.
~*rtic.aloa 23 y St del Real Decreto ‘1 9~lS0S~de 25. da “a-
yo
<g) Conceder nuevos permisos de residencia por caducidad del
anterior o prórroga de los misn.
<Artictalo 26 del Real Decreto 1119195.. de 26 da Mayo>.
Ch) Anular el permiso de residencia, por resolución aflivada,
por vicios en su solicitud.
<Artictalo 26 del Real Decreto II lStlS, de 26 da Mayo>.
<i> Disponer la inscripción de extranjeros indocumentados ea
en una Sección especial del Registro de Extranjeros.
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Cflrtictalo 27 del Real Decreto t11S,l905.• de 28 da Mayo).
• <j) Autorizar una prórroga de estancia para resolver una cues-
tión concreta.
C*rticLllo 65 del Real Decreto 1119¿’195.. da 26 de Mayo>.
• Cl> Sancionar las infracciones relativas a entrada, permanen-
cia y salida.
CArtictalo 76 del Real Decreto 1I1S1SS, de 26 de Mayo>.
• Cm> Instar, de las autoridades competentes, la salida de un ex
tranj ero del territorio nacional, en los supuestos que se
requiera autorización judicial.
<Artictalo 01 del Real Oscreto •1l9,1905.. da 26 de Mayo>.
(n> Adoptar las medidas cautelares de presentación periódica o
residencia obligatoria en lugar determinado y concreto.
<Artictilo SS del Real Decreto 1119fl06, de 26 de flayo>.
• CE) Expedir título de viaje a los extranjeros indocumentadas
en casos de necesidad de salir de Espafia.
Cflrtic.alo 20 del Real Decreto l119/l904• de 26 de Mayo>.
• <a) Expulsión de extranjeros.
Cflasol...c iones de la Dirección Central da Se.g.artaad q.ae la
concede a loe ernaorea Ct,niles da Maartd y Saleares>.
— 34,4 —
• (p> Decidir la devolución de extranjeros al país de origen o
de procedecencia sin necesidad de expediente de expulsión,
en los supuestos de expulsados que vuelvan a entrar ilegal
mente, salvo en los casos de asilados políticos.
<Artictalos: 30 Ley Organtca 7~I9S5• de 1 da Stalio; y 95
del Real Decrato íiíS,íS5., de 25. de Mayo)
• <q) Efectuar las notificaciones necesarias y solicitar, ercer
cionalmente, información de antecedentes penales de ciuda-
danos de las Cominidades Europeas, al objeto de poder valo-
rar los requisitos necesarios para el ejercicio de activi-
dades lucrativas por cuenta propia.
<flrtCctalo del Real Decreto 1099fl906• de 26 da Mayo>.
• <r) Conceder o denegar permiso de residencia válido por cinco
ajos para los ciudadanos de los Estados Miembros de las Co
imnidades Europeas.
CArticailo ‘9 del Real Decreto lOSSfl904~ de 25. de Mayo>.
- <s) Conceder tarjeta de estudiante a los extranjeros matrícula
dos en centros educativos espaloles.
<flrttc.ilo 29 del Real Decreto 1119’1900. da 25. da Mayo>.
- <t> Inscribir en el Registro correspondiente a los intérpre-
tes jurados que ejerzan en la provincia, legalizar su fir-
a y recibir couinicación de las tarifas que apliquen.
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Cflrttctalos 13~ 15. y 17 del Real Oe<rato 2565s’1977.de 27 da
agosto>









• (a) Autorizar, vigilar, prohibir y sancionar espectáculos pú-
blicos y actividades recreativas.
<*rtictaloe 74 y 75 del Real Decreto 2016t1982, de 27 de A—
goeto
• Cb) Prohibir o suspender espectáculos, deportes y actividades
recreativas que sean peligrosos para la juventud o impli-
quen maltrato para los animles,coa,nicando a la autoridad
judicial cualquiera que pueda ser constitutivo de delito.
Cflrtictilos TI a 73 da! Real Decreto 2816t1902, da 27 de A—
gosto>
• Cc) Coaznicar a los Ayuntamientos las condiciones que estime
procedentes para la concesión de licencias de construcción
o adaptación o reforn de locales para espectáculos, some-
tiendo, en su caso, el expediente a la Comisión Provincial
de Gobierno.
Cflrtictalo 30 del Real Decreto 20106’lS00• da 27 da Agosto>.
• (d) Recibir de los Ayuntamientos la notificación sobre la con-
cesión de la licencia de apertura de un local destinado a
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espectáculos o actividades recreativas.
<Arttc.alo 43 del Real Oecrato 2•l6~19O2, de 27 da Agosto>.
Ce) Autorizar otros espectáculos o actividades recreativas, con
carácter extraordinario, distintos de aquellos para los que
erpresainte se hubiere dado la autorización.
~Artictslo 45 del Real Decreto 20161902, da 27 da Agosto>.
• Cf> Inspeccionar permanentemente los locales de espectáculos o
de actividades recreativas.
<Arttc.2lo 47 dat Real oecrato 2S15.~1902, da 27 de Agosto>.
• Cg) Establecer y actualizar los Registros de empresas de espec
táculos y actividades recreativas.
<Artictalo SO del Real Decreto 2016~1902. da 27 da Agosto>.
• Ch> Sellar y foliar el libro de reclamaciones existente en to-
dos los locales de espectáculos y actividades recreativas.
CArtictalo 62da! Real Decreto 201S~19S2. da 27 da gosto>.
• Ci> Recibir información relativa a los datos de identificación
y altas y bajas del personal encargado de vigilancia de a—
quellos espectáculos o actividades recreativas en que se
reunan ts de cien personas.
<Articlc 53 del Real Oecrato 2O10~190S. de 27 da Agosto).
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• <j> Recibir de los Ayuntamientos un ejemplar del cartel o pro-
grama relativo al espectáculos o actividad recreativa que
se pretende realizar.
<Articulo 5.2 del Real Decreto 2S1S~19S2, de 27 de Aoto>.
• (1) Aprobar los programas relativos a competiciones o vueltas
autorvilístícas,mtociclístas y ciclistas o maratones de-
portivos, cuyo desarrollo tenga lugar en más de un ninicí—
pío de la provincia.
<Articulo 5.4 del Real Decreto 2S1S~1S02. de 27 de Agosto>.
• <) Autorizar el despacho directo al público de localidades,re
duciendo el límite fijado del 50 al 25%.
<Artictilo SS del Real Decreto 2S1S~1902, de 27 de Agosto>.
• <n) Sancionar las infracciones en atería de espectáculos y ac
tividades recreativas.
<Real Decreto 031 .tSSl • da 10 da Abril>.
• Cli) Autorizar los reglamentos particulares de canódrors e ir
poner las sanciones a que pudiera haber lugar.
<Art~culoe; *4 y 47 de la 0—den da 20 da Mano da 19SS;y 1
del Real Decreto 031’19S1 • da 10 de Abril>.




<Art~ctslo 1 de la Orden da 15 ae Marzo da 192)•
• <p> Autorizar locales destinados a enseflanza taurina.
<Articulo 24 de la Orden da IB de Marro de 1962>.
• Cq) Comunicar al Ministerio Fiscal los resultados de lesiones
o muerte habidos en espectáculos taurinos para exigencia
de responsabilidades.
<Articulo 40 da la Orden da 15 da Marzo da 195.2>.
• Cr) Autorizar la retirada de la parte alícuota del depósito de
la empresa en la entidad bancaria correspondiente, corres-
pondiente a la función taurina celebrada.
<Articulo Sí de la Orden da 16 da Mano da 1962>.
Cs) Autorizar la venta de localidades a particulares, asocia-
ciones o agrupaciones que lo soliciten.
<Arttctalo 54 de la Orden da IB da Marzo de 1962>.
Ct) Autorizar a las empresas a disponer de las cantidades re-
caudadas en los despachos y exigir la garantía suficiente
a la misa para cubrir los gastos generales.
(articulo 56 da la Orden de 15 de Marzo de 19S2>.
• Cu) Autorizar a la empresa para poder aplazar la corrida, sus-
tituir a algún espada o cambiar de ganadería por causas im
previstas.
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<flrticqalo 55 de la Orden de 16 da Marzo da 1962>.
• (y> Pichar a los espontáneos que se hayan arrojado al ruedo,
a efectos de prohibirles su actuación durante dos abs.
<Articulo 63 de la Orden de 15 de Marzo de 1952>.
• Cv) Presidir la corrida, salvo que delegue en las personas au-
torizadas, y resolver cuantas incidencias se presentaren.
<Articulo 65 de la Orden de 15 de Marzo de 1962>.
• Cx) Sancionar el incumplimiento de las norma en materia de to
ros.
(Arttc.ilos 104 y 135 de la Orden da 15 de Mano de 1062; y
Orden de 1 9 de PeUraro de 1 964>
• (y) Nombrar a los veterinarios que han de inspeccionar las re—
ses y sancionar a los misn en caso de infracción del Re-
glamento.
<Artículos 7* y 76 de la Orden de IB de Marso da 1962>•
- Cz> Autorizar la realización de encierros tradicionales, el
toreo de vaquillas en plazas públicas y sancionar las in-
fracciones.
<Orden de SO de Mayo de 1902 scre espectáct.los taiarinoe
tradicionales>.
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— Ci) Facultades en relación con los establecimientos públicos~
• (a> Ordenar y controlar la documentación que los establecimien
tos de hostelería deben llevar referentes a entrada de via
jeros.
<Decreto ‘513,1959. da 10 de Agosto>.
• <b) Prohibir la introducción y venta de bebidas en recipientes
de vidrio en los recintos donde se celebren espectáculos y
autorizaría si las bebidas van envasadas en material plás-
tico o similar.
Cflesolt,c iones de 25 de Agoeto y 24 de Septiembre de 1960
de la Dirección General da Seg.jrtdad>.
• Cc) Ordenar la identificación y registro de usuarios de esta-
blecimientos turísticos y de quienes alquilen vehículos.
<Decrato 393,1974. da 7 de PeUrero>.
• Cd) Ordenar el control gubernativo de ocupantes de determina-
dos alojamientos y sanción de las infracciones.
<Orden de 16 da Septiasre de 1974>.
(e) Autorizar la alteración de las nors generales estableci-
das sobre horarios, por razones turísticas u otras.
<Orden de 29 de Junio de 1901 por la se modifica el Av.
ticalo 5 da la Orden de 23 da Noyiaare de 1977).
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• Cf) Sancionar las infracciones cometidas en atería de hora-
rios.
<Articulo O de la Orden de 23 da doiesre da 1977).
• Cg> Autorizar la rdificación de horarios de establecimientos
situados fuera del casco de poblaciones, así cor de los
ubicados en inmediaciones de carreteras, puertos, estacio-
nes de ferrocarriles u otros análogos que estuvieren destí
nados preferentemente al servicio de viajeros.
<Orden de 22 de Julio de 1955>
— CL) Facultades en relación con situaciones de grave riesgo o catAs
—
• Ca> Adoptar, por si o de acuerdo con las demás Autoridades, las
medidas conducentes a la protección,asistencia y seguridad
de las personas, bienes y lugares afectables por alguna ca-
lamidad, catástrofe o desgracia pública.
<Articulo 17 de la Lay 4St1959. de 30 de Jt*lio>.
Ch) Disponer la aplicación del Plan de Protección Civil y la m
vilización de los medios necesarios en situaciones de grave
riesgo o catástrofe.
<Articulo ‘3 de la Ley 2~19SB, da 21 de Enero).
• (c) Asumir, en su ámbito provincial, la dirección y coordina-
ción de la protección civil.
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<Avttctalo 6 del Real Decreto 15471SSO. de 24 da Italo>,
• Cd) Dirigir y coordinar las actuaciones relacionadas con la pro
tección civil en situaciones de emergencia,en el ámbito pro
vincial
<Artictalos: 17 g> del Real Decreto S1I7t19OO~ de 22 de DL—
ciestre; 4 y & del Real Decreto 137B~190S, da 1 da Agosto>.
• (e) Asumir el ando único provincial,del Plan de Protección Ci-
vil, en determinadas circunstancias.
<Arttctalo O del Real Decreto 137Ot1SSS~ da 1 de AgOstO>.
• Cf) Solicitar la colaboración de unidades militares.
CSrttca.aloe: 10 del Real Decreto 137Ot19O5~ de 1 de Agosto:y
3 del Real Decreto l12&~1976• de e de Abril>.
• Cg) Adoptar didas de carácter injediato, conceder ayudas y vi-
gilar el cumplimiento de las medidas adoptadas por el Go-
bierno, en situaciones de emergencia o de naturaleza catas-
trófica.
<Artict¿los 2, 5 y 10 del Ras! Decreto 592tl901 •de 27 da Mar
=0>
• Ch) Recibir de las Corporaciones Locales y de las Coaznidades
Autónomas <respecto a intervenciones en la provincia), a e—
fectos estadísticos, los partes unificados de actuación de
los servicios contra incendios y de salvaanto para remitir
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los a la Dirección General de Protección Civil.
<Artic..aIo 3 del Real Decreto lOSS,1908• da 25 de Mayo>.
• Ci> Adoptar las medidas precisas para el desarrollo del Plan
de Emergencia contra incendios y de evacuación de locales y
edificios.
<Articulo 2 de la Orden de 29 de Diciembre de 1904>.
• <3) Aprobar la estructura territorial de la “Red Radio de Emer-
gencia en la provincia, así coflh disponer la rvilización
de la misma en caso de emergencia.
<Sasoltición da 1 de Oictes.tre de ‘905.).
• (U Autorizar la utilización ocasional del distintivo de Protec
ción Civil.
<Articulo 4 de la orden de It de Septia*.bre de 1901>.
Cl) Recabar los planes de “emergencia exterior”,y remitir la in
formación a la Dirección General de Protección Civil,de de-
terminadas industrias, para prevención de accidentes mayo-
res.
<Artictalo 4.39 del Real Decreto 00Sj1960• de 15 de JtjliOS.
• (u) Coordinar las medidas de concesión de ayudas económicas
por rtivo de situaciones de emergencia.
<Arttct.los 5 y e de la Orden de! Ministerio de Interior SIl
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19fl. de SI da Julio. q..aa desarrolla al artictilo 2 del Real
Decreto 692’ISBI • de 27 da Marso>.
• (n) Adoptar las medidas necesarias para protección del ambien-
te at~sférico.
<Arttctalos 5. y 7 de la Ley Se’1972. de 22 de DictesUra; y
Decreto OaStíSr& de 6 de Pe~rero>.
• (5) Adoptar las medidas necesarias para prevenir la salud públí
ca de epidemias, focos de infección y otros riesgos, dando
cuenta inmediata al Ministerio de Sanidad.
<Sase 195 de la Ley da 25 da fto,flesUre de 1944 no derogada
por la Lay lti190S, da 25 de Abril>.
• Co) Adoptar las medidas pertinentes en caso de accidentes ocu-
rrídos en el transporte de mercancías peligrosas por carre-
teras y ferrocarril.
<nací Decreto 199S~197S• de 29 de .Ytanio.aodiftcado por Real
Decreto •723~1904• de 20 de Junio. Ordenes da 30 de 10%,iee—
Ura de 1904 <transporte por terrocarríl> y 2 de Noyieebra
de leal y 23 de Oc ttjre de 1 qSSS <transpor tas por carrete-
rs>.
• Cp) Recibir la cosinicación de accidentes o averías.
<Articulo 13 c) del Real Decreto
17224’1954•da 20 da JLmnio>•
Cq> Ordenar la elaboración a través de la Comisión Provincial
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de Colaboración del Estado con las Corporaciones Locales
del Plan de Emergencia por Sequía, dando traslado del mis—
— a la Dirección General de Protección Civil.
<Articulo 2 da la Orden da 27 de Junto de 1953>.
(r) Vigilar y coordinar las medidas adoptadas en la provincia,
por el Plan de Emergencia por Sequía, así cor proponer las
necesarias par evolución de la situación, informando sema-
nalmente a la Dirección General de Protección Civil.
<Puntos 5 y 7 del Plan Es0ectal da E..ergencia por Sequía>.









(a) Velar por el ejercicio de los derechos y libertades públí—
cas reconocidos y amparados por la Constitución.
<Artictilo 17 a> del Real Decreto 3117195C.da 22 de Dicies—
Ura>
Ch) Garantizar los principios de igualdad y seguridad jurídica
que establece, igualmente, la Constitución.
<Arttc..alo 17 —> del fleal Decreto 3117j1SSO~ da 22 da Diciea
Ura>.
Cc> Telar por la conservación del orden público, su mantenimien-
to y defensa.
<Articulo 3 de la Ley 45,1959 da 30 de Jiflio>.
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• Cd) Ordenar detener a quienes cometan o intenten cometer cual-
quiera de los actos contrarios al orden público, quienes se-
rán puestos en libertad o entregados a la Autoridad judi-
cial en el plazo de 72 horas.
<Artictilo 9 de la Ley 45~I959~ de 30 da Julio>.
• Ce) Sancionar administrativamente los actos contra el orden ¡xi—
blico.
<Artictalos: ‘9 da la Ley 45’1959• de 30 da Julio
1 y 3 del
del Real Decreto—Ley S~l977• de 25 da Enero>.
• Cf) Dictar providencias de apremio para la exacción de las mal-
tas impuestas contra actos contrarios al orden público, asu-
miendo, respecto al embargo, las competencias que el Regla-
mento General de Recaudación atribuye al Delegado de llacien
da.
<Artículos 3 y 5 del fleal Decreto 1772~197~•de SS da J.alto>
• Cg) Suspender y, en su caso, ordenar la disolución de reuniones
y manifestaciones.
<Articulo 5 de la Lay orgánica 9~1903. de 16 de Jtullo>•
- Ch) Prohibir la reunión o mnifestación o, en su caso, proponer
la rdificación de la fecha,lugar, duración o itinerario de
la misa, cuando considere que existen razones fundadas de
que pueden producirse alteraciones de orden público, con pe—
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ligro para las personas o bienes.
<Articulo SO de la Ley orgánica 9s1SSS. de IB de Julio>.
• Ci) Adoptar las medidas necesarias para asegurar que, con oca-
sión de reuniones y manifestaciones, no se perturbe el or-
den público, ordenando la disolución de cualquier reunión
o manifestación ilegales o que se desarrolen fuera de los
límites o condiciones permitidos.
<Artic.jlos 14 y IB da la Ley 45’1969. de 30 de Julio).
• (3) Recibir comunicación de los organizadores de reuniones o
manifestaciones en que se comprometan a establecer su pro-
pío servicio de orden.
<Disposición Sagainda de la Orden de 8 da Junio de 1970>.
• (1) Sancionar las infracciones a las normas relativas a asis-
tencia a reuniones y manifestaciones.
<Disposición Tercera da la ardan de 6 de Junto de 1970>.
Cm) Ordenar la inscripción de las asociaciones en los regís—
tros provinciales.
<Artic.jloe: B de la Ley ‘S1i1964. de 24 da Otcierej y 6
y sigtatentes del Oec reto 144049 95.S~ de 20 de Mayo>.
• (u) Autorizar suscripciones, cuestaciones públicas, festivales
benéficos e iniciativas análogas destinadas a arbitrar fon
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dos para cualquier finalidad lícita y determinada que pre-
tendan personas naturales o jurídicas en el ámbito provin-
cial.
<Articulo 19 del Decreto 144049965. da 20 de Mayo>.
• <1) Acordar las medidas necesarias para asegurar el funciona-
miento de los servicios, en el supuesto de declaración de
huelga, en empresas encargadas de la prestación de Serví—
cios Públicos o de reconocida e inaplazable necesidad, y
cuando concurran circunstancias de especial gravedad.
<Articulo 10.2* del Real Decreto—Ley 17i1977, de 4 de Mar—
(o) Regular la entrega de impresos para la declaración comple-
mentaría de los informes o certificaciones sobre conducta
ciudadana.
<Articulo 3 de Za Lay 6849900. de 1 de Otcieare).
— (N> Facultades en relación con la expropiación forzosa
:
• (a) Ejercitar la potestad erpropiatoria, salvo en los casos en
quepor disposición con rango de Ley o de Decretose atrí-
buya a autoridad distinta.
<Articulo It del Real Decreto 31l7~1S0O. de 22 da Oicias—
re>
• Ch> Ordenar la apertura de la información pública a efectos de
expropiación forzosa.
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<Articulo 15. de le Ley da SS de Dicieara de 1954>•
- Cc> Resolver sobre la necesidad de ocupación de los bienes o
derechos a efectos de expropiación forzosa.
<Artictílo 18 de Za Ley de 16 de Díciare de 1964>.
• Cd) Designar al Secretario del Jurado Provincial de Expropia-
ción.
<Articulo 33.4 de la Ley de lO da Diciesre de 1954>.
- Ce> Adoptar las medidas necesarias para que no se alteren las
condiciones características de la cosa afectada,en los su-
puestos de expropiaciones de bienes de valor histórico, ar-
tístico o arqueológico.
<Articulo 77 de la Ley da IB da Dicieare de 1954>.
- Cf) Ordenar la publicación del anuncio de apertura para soli-
citar las indenizaciones a efectos de expropiación forzo-
sa.
<Arttctalo Si de la Lay de SS de Diciaa~ra de 1954>.
Cg) Adoptar las medidas legales establecidas en caso de que
el titular del bien o derecho, en los supuestos de expro-
piación forzosa, no concediere permiso para poder realizar
los estudios oportunos.
<Articulo líO de la Lay de O de Oicieara da 1954>.
• - Ch> Anular la autorización de ocupación temporal de terrenos.
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CArttcttos: 110.2 da la Lay da 16 de Diciesbra de 1954; y
125.4 del flegla.aento aprobado por Decreto de 26 de Dic íes
Oicieeb.-e da ‘957).
Ci) Ordenar la publicación de la relación de bienes y dere-
chos de necesaria ocupación.
CArtic..alo 17 del Reglamento aprobado por Decreto de 25. de
Oiciamflra de 1957).
• <j) Resolver la petición del titular del bien expropiado para
que la expropiación cosprenda la totalidad de la finca, en
el supuesto que la causa exproplandl solo requiera la ocu
pación de una parte.
<Articulo 22 del Reclaw.ento aprasdo por Decreto de 26 de
Diciembre da lOS?>.
• (U Recibir la propuesta del beneficiario de la expropiación
para que se inicie el expediente del justiprecio.
<Artict.lo 27 del Reglamento aproao por Decreto de 25. da
Dicieab.-e da 1967>
- (1) Seflalar el día en que se haya de proceder al pago de la
indemnización a efectos de expropiación forzosa.
<Ortic..alo 49 del flaglananto aprobada por Decreto da 26 da
Dic iembra de 1967>
(a) Notificar el desalojo a los ocupantes de la finca expro-
piada.
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<Articulo SS del Aeglaento aprobado por Decreto de 26 de
Ottieebre da 1957).
• (n) Ordenar a la Autoridad Nunicipal la asistencia al acto de
levantamiento del acta previa de ocupación de los terre-
nos, a efectos de expropiación forzosa.
<Articulo 57 del Reglamento aprobado por Decreto de 25. da
Diciembre da 1957).
• (fi) Prestar al beneficiario, en caso necesario, el auxilio de
la fuerza pública, a efectos de expropiación forzosa.
<Articulo SS del Regiamento aprobado por Decreto de 25. de
Diciesbra da 1957>.
• Co) Declarar la procedencia de la reversión de los bienes o
derechos expropiados.
<Arttculo 67 del fleglaento aprobado por Decreto de 26 de
Dic Sastre de ‘957).
- (p) Ordenar el levantamiento del acta de pago en el caso de
reversión de los bienes o derechos,a efectos de expropia-
ción forzosa.
<Articulo 70 del Reglamento aprobado por Decreto de 25. de
Diciembre de 1957>.
• (q> Resolver discrepancias entre particulares y la Aduinistra
ción en supuestos seifalados.
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<Articulo 131 del flaglamanto aprobado por Oecreto da 26
de Dicie’re de 1957>
• <r> Imponer sanciones en determinados casos en los supuestos
de expropiación forzosa en atería de instalaciones eléc-
tricas.
<Ley SO’196S. de 10 de flaro>
— (5) Facultades en relación con el urbanis~
:
- (a> Autorizar o denegar la demalición de fincas urbanas.
<Arttculos 70 a 01 del Decreto 410449964. de 24 de Dictes
Ura>.
— CO) Facultades en materia de nrotección de menores
- (a) Sancionar el incumplimiento de normas relativas a la exhí
bición pública de imágenes o expresiones peligrosas para
los menores.
<Realas Decretos 2740’1977~ de 6 de Oct*~ra; 3449’1977•de
16 de Otciee.breg 1109’1902. de A de Junio; 23321903• de
1 de Se0tiae.re y Ordenes de 20 de Abrí! de 1970 y 17 da
Julio de 1970>.
• <b> Sancionar la entrada de menores en salas de fiesta, bailes
y otros establecimientos.
<Orden de 31 da Enero de 1900>.
- (c) Ordenar el ingreso en un albergue especial u otro lugar
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adecuado, al menor de edad que se hallare en estado de
prostitución o corrupción deshonesta, dando cuenta a la
Autoridad judicial en el término de 24 horas.
<Artictilo 440.2* da! Código Pena!>.
— <P) PacuVtades en atería de “medidas de seguridad”~
• <a) Elevar propuesta al Rinisterio del Interior sobre la ins-
talación de servicios de seguridad en entidades o estable
cimientos públicos.
cflrttctlo 2 del Real Decreto 133S~1904~ de 4 de Jta!io>.
• Cb) Recibir la couinicacián de la constitución de departamen-
tos de seguridad en empresas no obligadas a ello.
<Articulo 3 del Real Decreto 13S0’’904. de 4 da Jtulio).
• Cc) Conceder la licencia para implantación de un servicio de
seguridad de vigilantes jurados en empresas que cuenten
con el resto de las medidas de seguridad exigidas, previa
petición del interesado y control de la eficacia de tales
medidas.
<Articulo 11 del Real Decreto l33S,íSet• de 4 de Jtilto).
• Cd) Emitir informe sobre exención de medidas de seguridad en
entidades de crédito.
<Artictalo It del Real Oecreto 133’l9C4, de 4 de Julio>.
• (e) Ordenar la implantación de medidas de seguridad en la ex—
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posición de joyas en locales no habitualmente dedicados a
tales actividades.
<Articulo 2’ del Real Decreto 133O~1904. de 4 de Jtalio>•
• Cf) Conceder la dispensa de instalación de medidas de seguri-
dad en joyerías y platerías.
<Articulo 22 de! Real oecreto 1SSOtiSS4• de 4 da Julio>.
• Cg) Conceder la conexión de los dispositivos de alarma de jo-
yerías y platerías con los Centros de la Guardia Civil y
de la Policía.
cArtictalo 23.1 del Real Decreto 1330~I984•da 4 de Julio>.
• Ch> Recibir la coimnicación de la conexión de los sistema de
alarma de joyerías y platerías con centrales privadas de
alarma.
<Articulo 23.2 del fleal Decreto 13~~190a•de 4 de Julio>.
• Ci) Imponer la conexión de los sistemas de alar-u de joyerías
y platerías de especial importancia,con centros de la Po-
licía, Guardia Civil o privados.
<Artic..1o 23.3 del Real Decreto 1330,1904•de 4 de Jt*liO).
• <3) Conceder la exención de isdidas de seguridad.
<Articulo 29.2 del Real Decreto 1330~I904.de 4 de Julio>.
(U Suspender la autorización de apertura de establecimientos
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obligados a disponer de medidas de seguridad, en caso de
deficiencia en éstas.
<ArtIculo 33 del Real Decreto 1325t190t• de 4 de Js..lio>.
- (1) Sancionar el incumplimiento de las medidas de seguridad.
<Artic.slos~ 9 del Real Decreto—Ley 349979. da 26 de Ene-
ro; SS del Real Decreto 133S’1904. da A da Julio: y Ras—
le— Decretos SSSO,1991 • de le de Dicieabre,y 731~i902•de
17 de Maro> -
- Cm) Autorizar los lugar de instalación de centrales privadas
de alarma.
<Articulost 2.4 del Real Decreto 177&~190t • de 24 de ati-
lío; ‘5 y 17 de la Orden de 20 de Octubre de 1901 quia de
sarvolla la aplicación del Real Decreto 000’1901de O de
Mayo>
(a) Ordenar la constante inspección de funcionamiento de las
empresas de seguridad de ámbito provincial y del cumpli-
miento de las noras que le sean de aplicación.
<Articulo 23 de la Orden de 20 de Oct.jre de 1901>.
• <fi) Delegar en los Jefes Superiores de Policía la potestad
sancionadora en las infracciones de las normas relativas
a expedición de esposas y grilletes>.
<Orden de 11 da Junio de ‘976>.
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• Co> Elevar propuesta sobre implantación de un servicio de Vi-
gilantes Jurados en determinados establecimientos.
<Arttculo 75 del Real Decreto 217961901 • de 24 de Jmilio~
qtae aprajata al flegla..ento da Armas>.
• (p> Expedir el título de Vigilante Jurado de Seguridad y de
Vigilante de Explosivos y decidir sobre la pérdida de tal
condición.
<Reales Decretos 6296 1970• de 10 de Maro~ por al quía se
aprtaea el Reglamento de SeplosL...oe: 7606 1903• de 30 de
Marao; y Ordenen de 14 de Febrero de 190’ y de 20 de Mar-
so de 1 902 ) -
• <q> Dictar las medidas oportunas para coordinar la actuación
de los Vigilantes Jurados con los Cuerpos y Fuerzas de Se
guridad del Estado en los transportes de fondos, así cor
el control e inspección de dicho transporte.
‘Articulo. 3.0 y 36 del Real Decr.rto 133061904 da 4 de Jus—
líO). 1
• (r-) Delegar en los Jefes Superiores y Comisarios Provinciales
de Policía la autorización para el establecimiento de Vi-
gilantes Jurados.
<Disposición Aaic tonal da! Real Decreto .133061904. da 4 da
J’alio>.
(s> Dispensar, en determinados supuestos, del servicio de Vi-
— 36? -
gilantes Jurados.
<flasoLm.éción de la Subsecretaría de Orden PCilico de 27 de
Raro de 1 979)
• <t) Recibir la cosinicación de altas y bajas de Vigilantes Ju
rados de las Empresas de Seguridad o de entidades con ser
vicio propio de éstos.
<Articulo 12 del Real Decreto 529t1*78• de SO da ~aro>.
• <u) Recibir couinicación de los Alcaldes de la provincia, de
nombramientos de guardas jurados Imnicipales, particulares
o de campo.
<Artículos O y 35 del Real Decreto de O de No’fle.re de
de ‘049 por al q..e se apruaea al fleglac,ento de Suardas Jt¿
radas>.
- Cv) Expedir el título de nombramiento de Guardas Jurados par-
ticulares cuando su ámbito de actuación exceda de un tér-
mino uiniucipal.
<Real Orden da 19 de Junio de 1915>.
• (ti) Expedir el titulo de Guarda Jurado de Explosivos.
<Articulo 6 del Real Oecreto 700,1903. de 30 de Rarto>.
— (Q) Facultades en materia de aras y explosivos
:
- Ca> Conceder los permisos de aras de las categorías 5*. 9E1
y 91.3, pudiendo delegar en los Primeros Jefes de las Co—
- 368 —
dancias de la Guardia Civil.
<ArtAculo 90 del Real Decreto 217961951 • da 24 da Julio>.
• (b) Emitir sitivado informe respecto a las solicitudes de con
cesión o renovación de licencias de armas de 2~ categoría
<Circular de la Oirección Seneral da la fhaardia Ciwil 336’
1 905 • da e de ~,.. i ear a
• (c> Conceder permiso especial para poder usar escopetas de ca
za que los extranjeros o espafloles residentes en el ex-
tranjero hayan adquirido en EspoSa.
<Artículos 55. y 103 del Real Decreto 217961901~ de 24 de
J..*l So>.
- (d) Autorizar la utilización, solamente con pólvora, de armas
cortas y largas de avancarga, antiguas o sus reproduccio-
nes, y las del sistema Flobert, en ocasión de festejos
tradicionales.
<Articulo 100 del Reglanento de Armas, modificado por el
Real Decreto 73961903, de 9 da sano>.
• (e) Autorizar la exposición permanente y la venta de armes de
fuego al público en determinados establecimientos.
<Artictilos 45. y 40 del Real Decreto 217961951 da 24 de
Jm¿lio>.
- (f) Emitir informe en los expedientes para establecimiento, u~
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dificación sustancial, traslado o cierre de fábricas de
explosivos.
<Articulo 35 del Real Oecreto 2114,’1970. de 2 de Marzo).
- Cg) Conceder un permiso expreso para la entrada en funciona-
miento de las instalaciones relativas al establecimien-
to o después de una rdificación sustancial o de un tras-
lado o de una reconstrucci6n de una fábrica de explosivos
<Arttculo 40 del Real Decreto 21146197e• da 2 da Marzo>.
- CII) Retirar el permiso de funcionamiento o restringir el mis—
~ a una fábrica de explosivos a petición de los inspec-
tores.
<Articulo 107 del Real Decreto 2111970 de 2 de Marzo>.
• Ci) Autorizar el establecimiento de talleres para la elabora-
ción de cartuchería y artificios pirotécnicos.
<Articulo 109 del Real Oecreto 21S4s197e~ de 2 da Marzo>.
• <3) Autorizar el establecimiento de depósitos comerciales y
de consur destinados al almacenamiento de pólvora,cartu-
chería y productos pirotécnicos.
<Artículos SSO y ‘54 del Real Decreto 21 14t197e. de 2 de
Marso)
• <k) Autorizar a las armerías y otros establecimientos de ven-
ta para almacenar determinadas cantidades de pólvora, car—
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tuchería y productos pirotécnicos,o cantidades mayores en
locales especiales.
<Articulo 101 del Real Decreto 2114,1970• de 2 de Maro,
í*odiltcado por el Real Decreto 220S6’1901 •de 24 da Julio>.
• Cl) Recibir el certificado de idoneidad expedido por la dele-
gación provincial del Ninisterio de Industria y Energía,a
efectos de apertura de armerías y otros establecimientos.
<Articilo 159 del Real Decreto 21541970, de 2 de Marzo,
modificado por el Real Decreto 220061*01 •da 24 da Julio>.
• Cm) Autorizar a los usuarios de explosivos la existencia de
depósitos auxiliares de distribución con una capacidad mi
xi de 50 kilogrars.
<Articulo 103 del Real Oecrato 21I449970~ da 2 da Marro>.
• <n) Autorizar la instalación de polvorines especiales trans-
portables con capacidad máxima de 5. 000 kilograms.
<Articulo 184 del Real Decreto 211461970, da 2 de Marto>,
• <E> Autorizar el abastecimiento de explosivos a los consumido
res habituales o eventuales de los misms.
<Artictalo 200 del Real Decreto 2116’1970, de 2 de Marzo>.
• <o) Sancionar las infracciones cometidas en atería de trans-
porte, comercio y tenencia de explosivos.
<Artículos: 313 0 y 314 del Real Decreto 21141970, da 2
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da Rano: y OS del Decreto 145.S6’1962•da 22 de Junio).
- (p) Conocer de la instalación de polvorines tviles s~ntados
sobre vehículo autortor, con capacidad máxima de 1.000
kilogrars, y de sus traslados.
<Articulo 106 del Real Oecreto 211441979• de 2 de Marso>.
• Cq> Ordenar el efectuar inspecciones y to de imiestras pertí
nentes de nitrato atnico de grado explosivo en los cen-
tros de producción o almacenamiento.
<Articulo 3 del Real Decreto 24926190S~ de 29 de Jt’nio>.
• Cr) Recibir los partes mensuales de los fabricantes de nitra-
to atnico de grado explosivo, sobre cantidades elabora-
das, suministradas y en existencia.
<Articalo 7 del Real Decreto 24926’l9S3~ de 29 de Junio).
- Cs) Recibir los partes mensuales de los fabricantes de explo-
sivos o de productos químicos que utilicen nitrato atni—
co de grado explosivo, sobre cantidades recibidas, consu-
midas y en existencia.
<Artictilo 7 del Real Decreto 249261963• de 29 de Junio.mo
dificado por el Real Decreto 22dlt1S0S•de 23 da Octubre>.
• <t> Sancionar las infracciones de las normas sobre transpor—
te,comercio y tenencia de nitrato aiSnico de grado expío—
si yo.
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<Articulo 13 del Real Decreto 29261s03• de 20 de Junio>.
- Cu) Autorizar el mentaje y realización de espectáculos públi-
cos con empleo de artificios pirotécnicos.
<Articulo 3 da la Orden da 20 de Octuabre de 190.0 y Orden
da 2 de Marzo da 5909, en ralac ion con al Real Decreto
211461970• da 2 da Marzo>.
— (2) Facultades en relación con la caza y pesca
:
- Ca) Nombrar a los Guardas Honorarios de caza.
<Arttctalos: 40 da la Lay 149970. de 4 de A6rilj y 44 del
Decreto 505.61971 • de 25 de Marzo)
• Cb) Ordenar la reproducción en el Boletín Oficial de la Pro-
vida de las órdenes de veda.
<articulo 25.1 c) del Decreto 50t1971• de 25 de Marzo>.
- Cc) Autorizar para celebrar, en época de veda, batidas espe-
ciales para la caza de depredadores y para el uso de ce-
bos envenenados en todo tiempo.
<Articulo 3 de la Orden da 26 de Aril de 1975).
- Cd> Recibir la comjnicación de las sanciones impuestas por in
fracción de las normas sobre pesca fluvial.
<Articulo 106 dei Real Decreto da 6 de Abril de 1943>.
— <3) Facultades en relación con el Documento Nacional de Identidad
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<a) Sancionar a quienes estando obligado a ello no soliciten
o renueven el Documento Nacional de Identidad, así cor a
los que no lo exhibieren antes quienes tengan el deber de
hacerlo, a los que incumplieren el deber de exigirlo, a
los que por negligencia o abandono inexcusable dieren lu-
gar a extravío, sustracción, deterioro o destrucción del
Documento, y a los que no denunciaren su desaparición.
<Artictilo 17 del Real Decreto 1949976• de 5. de Patrero.y
S.S moditicaci6n por Real Dcc rato 200261979. de 20 de Jti-
lío>
— <1» Facultades en relación con materia electoral
!
- Ca) Poner a disposición de las Juntas Electorales Provincia-
les los medios personales y materiales necesarios para el
ejercicio de sus funciones.
<Articulo 13.2 de la Ley Orgánica 56’1905•de 19 de Simio>.
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- (b> Ordenar el dispositivo de seguridad en materia de orden
público, en relación con las campaNas y jornadas electora-
les.
<Artículo 54.2 de la Ley Orgánica 51905•de 19 de Junio>.
• Cc) Facilitar la documentación electoral a las Juntas de Zo-
na, así come las cabinas y urnas. Asegurar la entrega de
papeletas y sobres en número suficiente a cada una de las
lesas Electorales antes de la votación.
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<artículos, 2.3 3.2 y 7.3 del fleal Decreto 173261905 de
24 de *e~tieíat~ra¡ y 71 de la Ley Orgánica &s’lSSS•ae 19 de
Junio)
- Cd> Extender y suscribir la oportuna declaración sobre la no
constitución de lesas Electorales cuando no lo hicieren
los miembros presentes, y su envío a la Junta Electoral
de Zona.
<Articulo 00.3 de la Ley Orgánica 5
6lSBS•de 19 de Jtmnio>.
• (e) Designar el personal necesario para recabar, en nombre de
la Administración, información sabre los resultados de los
escrutinios y facilitar la información provisional sobre
los misre.
<Artictilos 91.3 y 90.2 de la Lay Orgánica 5t190S,aa 19 de
Junio>
— <U) Facultades en relación con los luegos de azar
:
• Ca) Autorizar la explotación de máquinas recreativas y de a—
zar.
<Articulo 1 • 1 • 1 .2 y 1 .3 del Real Oecreto 177561901 •da 24
da Juanio; Real Decreto 07761907. de 3 de Julto•por el ~Ja
se aprimaa el y..aa’o Reglamento de Máq...inas Recreativas y
de Azar> -
Cb> Autorizar el juego mediante boletos en los establecimien-
tos que reúnan los requisitos necesarios, y diligencia—
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miento y sellado de los libros de reclamaciones y regis-
tro que deben ser llevados por los titulares del estable-
cimiento.
<Av ticulos 7 del Reglamento de Juego mediante cletos~ a—
protado por Real Oacrato 1067’1SO1 • da 24 da Ai-il).
• Cc> Autorizar o denegar rifas o tómbolas.
<Articulo 62 del Real Decreto 4441977• de ti de Marzo•
que dicta nornas co.nplseentarias del Real Decreto 15.61977
de 25 da pfltrero• modificado por Real Decreto 270961970•
da 4 de Oct’.are>.
• Cd> Sancioar las infracciones graves y leves cometidas en a—
tena de juegos de suerte, envite o azar.
<Articulo 5 de la Ley 3461907. de 26 de Diciastra>.
• Ce) Presidir la Comisión Asesor-a Provincial encargada de emi-
tir informe respecto a las solicitudes de instalación de
nuevas administraciones de loterías.
<Articulo 9 del Real Decreto 1002t1965• de 11 de Julio>.
— (Y) Facultades en relación con el trAfico y transporte terrestre
!
- (a) Coordinar las actuaciones de vigilancia del transporte te
rrestre, de los servicios de inspección y de la Guardia
Civil
<Articulo 33 de la Ley 1661907~ de 30 de Junto>.
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Cb) Acordar el cierre a la circulación de carreteras o trars
de ellas por razones de precaución o peligro.
<Arttctalo 4.2 del Decreto 1666t1960. de 21 de Julio>.
Cc) Sancionar las infracciones de las normas de circulación o
transporte por carretera, o delegar en los Jefes Provin—
ciales de Tráfico y Directores Provinciales del uniste-
río de Obras Públicas y Transportes.
<Articualos: 4 del Decreto ISSS6’19O, de 21 de Jtalio;S del
Real Decreto 205261901 • de 4 de Septieara¡ articulo 146
de la Ley 15.61907~ da 30 de Jualio;y código de Circulación
de 1992>.
• (d) Adoptar las medidas precisas para ejecutar las resolucio-
nes del <ir-gano sancionador que impliquen precintado de
vehículos y/o clausura de locales, dando cuenta posterior
mente a dicho Di-gano y a la Dirección General de Transpor
tea Terrestre.
tArttc.jlo 2 de la Orden de 23 de Oicte~re de ‘907>.
• Ce) Adoptar las medidas necesarias para el uso, defensa y con
servación de la vía férrea.
<articulo 160.2 de la Ley 15.61907. de SO de Jtalio• sus re-
misión a la Ley 256’1900• da 29 da Jtalio, desa.rolladfl pOr
Real Decreto 1211/190>.
- CV) Facultades en relación con la elecución de obras de carreteras
:
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• (a) Supresión del uso y paralización de las obras y su de.~—
lición cuando no hayan sido autorizadas o no se sujeten a
a las condiciones establecidas en las autorizaciones.
<Articulo 27 de la Ley 2561900, de 29 da Julio>.
- Cb> Sancionar las infracciones leves del uso o autorizaciones
de obras en carreteras.
<Art<culos 21.2 y 34 de la Ley 25t1950. de 25 de Julio>.
CI) Facultades en relación con la ganadería
:
- Ca) Ordenar el anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia
del hallazgo de reses mistrencas.
<Articulo O del Real Decreto de 24 de A~ril de 1906>.
Ch) Resolver los recursos de los duelios de las reses y de las
propuestas foruiladas en los actos de subasta de reses
irstrencas.
<Artículos 11 • 12.15 y 16 del Real Decreto de 24 da Abril
de 19OS~
• Cc) Exigir las responsabilidades y sancionar a los Alcaldes y
demás funcionarios públicos por incumplimiento de las o—
bligaciones que les encomienda el Reglamento para adainis
tración y régimen de las reses mistrencas.
<Arttcsmlo 25 del Real oacreto de 24 de Aril de 1905>.
— (Y) Facultades en relación con la protección de afligías y níantas
!
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- Ca) Presidir el Patronato Provincial para la protección de a—
niales y plantas.
<Artictalo 27 del Real Decreto de 51 de Abril da 1920).




iniciativas estimen pertinentes y vayan
consecución de los fines propugnados por
los Patronatos para protección de anis—
<Artictalo 42 del Real Decreto de ‘1 da Aril de 1920).
- Cc) Nombrar, a propuesta de los respectivos Alcaldes, a los
miembros de los Patronatos Locales de protección de anis
les y plantas.
CArt<cqjlo 44 del Real Decreto de 11 da Aril de 1925, en
relación con al arttculo 2 del Oecrato da 26 da Marzo de
195.4 q’ae modificó el anterior>.
• Cd> Informar los recursos que contra las resoluciones dicta-
das por los Presidentes de los Patronatos Locales que se
interpongan ante el Ninistro del Interior.
<Artic...lo 50 del Real Decreto de 11 de Aril de 1920>.
• Ce) Adoptar las medidas conducentes a la extirpación de las
llasdas carreras de gallot con aplicación de las san-
ciones reglamentadas.
<Articulo 3 de la Real Orden de 20 da Patraro da 5020’.
— Sn —
(f) Sancionar a los que incurran en alguna de las conductas
tipificadas.
<Real Orden de 12 de Marzo de 1924;Orden de • de Julio da
1927; Real Orden Circtalar da 31 de Julio de 5929; y artí-
culo 2 de la Orden de 1 de Marzo de 1901 > -
— CZ) Facultades en relación con materia de mntes y de aguasz
• Ca) Asistir a la Administración del Estado y a las Entidades
Públicas,a cuyo nombre figuren rmntes incluidos en el Ca-
tálogo, para recuperación de los misnis.
<Artictilos 10 da la Ley de O de Junio de 1967; y SS del
Decreto 4O&6’19S2, de 22 da Feraro• por al que se aprueba
el Reglamento de fontes>
- Ch) Colaborar, prestando el auxilio y apoyo necesario a los
Organisms da Cuenca, para el ejercicio de sus facultadas
de inspección y ejecución.
<Artictílosá SSS del Reak Decreto 049’1905..da 51 de Aril,
por el que se aprtaea el Regí amento del Cemento Pó Lico
Mldrá.alico~ ~ae desarrolla los Títulos Prelieinar• ~I”•
IV~.V~ y “Vfl de la Ley 291905• da 2 de Agosto;y 5.45
del Real Decreto 25.10t19OS~ de 24 de Oiciare>.
CAE) Facultades en relación con los madios de cofinicación social
!
• <a) Colaborar, prestando el auxilio y apoyo necesario de los
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado a los funciona
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ríos de la Inspección de Telecoininicaciones en el ejercí
cío de sus funciones.
<Articuslo 35.2 de la Lay 31’07. de 10 de Dic iamre)•
• Cb) 2ecibir de las empresas periodísticas o de las agencias
informativas que pretendan acogerse a alguna de las ayu-
das del Estado, ocho ejemplares de la publicación de que
se trate.
<Diaposician Adicional Primera del Real Decreto de 14 de
flouiemre da 1904 q.a esarrolla la Ley 29~1SS4• de 2 de
Agosto)
- Cc) Informar la propuesta de resolución sobre autorización
de la propaganda comercial aérea.
<Orden da 20 da Oicieere da toGa>.
— CAC) Facultadas en materia de objeción de conciencia
:
- Ca> Poner en conrEimiento del Ninisterio de Justicia cual-
quier incumplimiento de las normas que rigen la presta-
ción social sustitutoria o de los conciertos suscritos
con entidades colaboradoras.
<Artictilo 42.1 del Reglamento de restac ion Social .apro—
ado por Real Decreto 20’1S00. da IB da EStero>.
• <b) Recibir copia de de cada una de los conciertos que se
suscriban con entidades radicadas en la provincia, así
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come la relación de los colaboradores sociales asignados
a cada entidad colaboradora y de los objetores en situa-
ción de reserva con domicilio en el ámbito provincial.
cflrticuslo 42.2 del Reglamento da restac 16w, Social apio—
aao por Real Oecrato 2O~I9SB• de 15 da Enero>.
Cc> Incluir en la estructura orgánica del Gobierno Civil a
un Inspector Delegado de la Oficina para la Prestación
Social de los Objetares de Conciencia.
<Articuslo 42.3 del Reglasento da Prestación Social apra—
ao por Real Decreto 2Ot1990 da 15 da Enero>.
— CAD) Facultades en relación con las servidumbres aeronáuticas
:
• Ca) Recibir couinicación de la aprobación del establecimien-
to de un aeródrome o instalación radioeléctrica,así come
de la formelización de sus servidumbres aeronaúticas, con
entrega de los planos y documentación necesaria para su
cumplimiento por los organismes provinciales y s~nicipa—
les
(Artictlo 20 del Decreto SS4~1972~ da 24 da Ferero).
- Cb> Autorizar el lanzamiento y sefialización de globos cauti-
vos, que no superen la altura de 300 metros ni se situen
en las áreas de servidumbres aeronaúticas, así come tra-
mitar las solicitudes que excedan esos límites a las au-
toridades neronsúticas.
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C~ras ro,.hisionalas del Estado Mayor del Aire).
— (AB) Facultades en relación con la protección del Patrirnio flistó
—
ri~EapaftaIL
• Ca) Prestar el auxilio de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad
del Estado para la protección del Patri~nio Histórico.
<Disposición Adicional Primera del Real Decreto 1 VtlSS6.
de 10 da Enero> -
— CAl’) Facultades en relación con la gestión recaudatoria
:
• <a) Prestar el auxilio de los Cuerpos y Fuerzas de la Segu-
ridad del Estado para la ejecución de los actos de la ac
ción recaudatoria.
<Art%cimlos 155 y 253 del Reglamento General da Recatada—
c 1 ón de Contr iac iones e lmp.éastoa aroado por Oec reto
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